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PRÓLOGO

Detener los flagelos del conflicto y de la guerra es un 
imperativo moral que demanda una acción urgente 
sustentada en el esfuerzo concertado de los gobiernos, 
los mediadores, las Naciones Unidas y todos aquellos 
que aborrecen la violencia y el sufrimiento humano. 
Sin embargo, la experiencia ha mostrado que el cese de 
hostilidades y los compromisos alcanzados alrededor de una 
mesa de negociaciones no son suficientes para garantizar la 
paz en el largo plazo.

Una paz sostenible requiere más que acuerdos entre líderes; 
exige la existencia de instituciones dignas de confianza 
y que respeten los derechos humanos. A su vez, esas 
instituciones necesitan la confianza de aquellos  ciudadanos 
que anteriormente sólo han tenido razones para sentir 
inseguridad frente a las autoridades estatales. Sólo entonces 
la recurrencia de la violencia será menos probable.

Los mediadores de paz han reconocido cada vez más la 
necesidad de dar una voz a las víctimas del conflicto y de 
examinar las causas principales de la violencia para ayudar 
a crear esta base común de valores y confianza cívica. A 
menudo los mediadores han recurrido a comisiones de 
la verdad que, aunque son de alcance diverso, confluyen 
alrededor del mismo mandato principal: buscar la verdad 
sobre abusos pasados con el fin de reconocer la dignidad de 
las víctimas, defender los derechos humanos y contribuir al 
cambio social.

Explorar la relación entre la consolidación de la paz y la 
búsqueda de la verdad fue el propósito del simposio 
“Desafiando lo Convencional: ¿Pueden las Comisiones de 
la Verdad Fortalecer los Procesos de Paz Efectivamente?”, 
realizado de forma conjunta por el Centro Internacional 
para la Justicia Transicional (ICTJ) y la Fundación Kofi 
Annan en noviembre de 2013, en la sede de Greentree 
Estate, en Nueva York.

El simposio constituyó una oportunidad para reunir a 
quienes diseñan políticas, practicantes y académicos (cuyos 
nombres aparecen al final de este informe) con experiencia 
significativa en los campos de consolidación de la paz y de 
justicia transicional para sostener discusiones sustanciosas 
y desarrollar reflexiones críticas sobre las comisiones de la 
verdad y los desafíos de abordar la rendición de cuentas en 

las negociaciones de paz. Creo que estas conversaciones, 
aquí resumidas, serán útiles tanto para mediadores como 
para juristas, funcionarios gubernamentales y activistas de la 
sociedad civil que trabajan en países afectados por conflictos 
alrededor del mundo.

Deseo agradecer al Gobierno de Finlandia por su generoso 
aporte, al igual que al personal del ICTJ y de la Fundación, 
dirigidos por David Tolbert y Alan Doss, respectivamente, 
quienes hicieron posible este simposio. También quiero 
agradecer a los administradores de Greentree Estate por 
albergar nuestras discusiones.

Por último, deseo expresar mi reconocimiento y agradecer 
a todos los participantes por sus contribuciones y su 
apasionada participación en el debate, la cual habla muy 
bien de su sabiduría y de su compromiso moral con la paz y 
los derechos humanos.

KOFI ANNAN
Ex secretario general, Naciones Unidas
Presidente de la Fundación Kofi Annan
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PREFACIO

La presente publicación presenta los debates del simposio 
“Desafiando lo Convencional: ¿Pueden las Comisiones de 
la Verdad Contribuir a los Procesos de Paz Efectivamente?” 
organizado de forma conjunta por el Centro Internacional 
para la Justicia Transicional y la Fundación Kofi Annan en 
noviembre de 2013.

Los organizadores se enfrentaron con lo que parece ser una 
paradoja singular. Varias comisiones de la verdad se han crea-
do después de los conflictos armados, con una tendencia cada 
vez mayor hacia la uniformidad en sus mandatos. Al mismo 
tiempo, el conocimiento de los desafíos enfrentados por las 
comisiones de la verdad ha aumentado, con una dirección 
altamente prescriptiva derivada de la observación de expe-
riencias comparativas. Sin embargo, a pesar de la expansión 
de este conocimiento colectivo, algunos procesos recientes de 
búsqueda de la verdad han sufrido crisis casi paralizantes.

El simposio reexaminó las conjeturas acerca de cómo pueden 
establecerse las comisiones de la verdad y qué hace que ellas 
operen de forma efectiva a la luz de la práctica real. Los parti-
cipantes querían tomar muy en serio una regla que a menudo 
se expresa pero no siempre se aplica: no hay una fórmula uni-
versal que se ajuste a todo escenario posible.

Por ende, este reporte no busca sustituir las normas actuales 
con unas nuevas. En cambio, constituye  un llamado para el 
análisis bien informado de situaciones concretas, diferencian-
do entre aquellos elementos en la búsqueda de la verdad que 
son sugerencias políticas inteligentes (prudentes y efectivas 
en ciertos contextos, pero no siempre transferibles a otros) y 
aquellos que constituyen claras obligaciones derivadas de los 
derechos humanos.

Las reflexiones en este informe pueden ser útiles para lectores 
específicos: en primer lugar, para los defensores de la paz y los 
partidarios de los acuerdos negociados que vislumbran la bús-
queda de la verdad como parte  de procesos de consolidación 
de la paz,  que necesitan saber qué desafíos  encontrarán sus 
propuestas desde su origen hasta su implementación. En se-
gundo lugar, para los defensores de los derechos humanos y los 
activistas solidarios con las víctimas, que desean asegurarse de 
que los acuerdos de paz y otras formas de acuerdos políticos no 
sacrifiquen los derechos de las víctimas por razones de conve-
niencia. En tercer lugar, para las organizaciones internacionales 

y las agencias que toman decisiones acerca de su apoyo a  pro-
cesos que siempre son arriesgados, en los que se desplazan las 
fórmulas ideales por el ajuste a realidades imperfectas.

El reporte incluye un resumen de los temas examinados en 
el simposio. Las opiniones expresadas no pueden atribuirse a 
individuos, ya que la discusión se realizó bajo las reglas Cha-
tham House con el fin de facilitar unos intercambios francos 
basados en experiencias directas y personales. El resumen no 
sigue la estructura de la agenda sino que identifica los pro-
blemas principales que emergieron en el simposio, particu-
larmente los desafíos de crear unas comisiones de la verdad 
efectivas, el potencial de las comisiones para consolidar la paz, 
y las respuestas prácticas a los desafíos comunes.

Dos ensayos analíticos exploran el estado de nuestro conoci-
miento en relación con las comisiones de la verdad. El primer 
ensayo, “¿Destinado a fracasar? Evaluación de las Tendencias en 
las Comisiones de la Verdad Creadas tras Conflictos Violentos”, 
examina de forma crítica varias tendencias en el establecimien-
to de las comisiones de la verdad que a menudo se identifican 
como estándares y obligaciones internacionales, tales como la 
preferencia al establecer comisiones de la verdad por medio de 
la legislación y  nombrando comisionados basándose en su re-
presentatividad más que en su competencia. El ensayo sugiere 
que algunas de estas tendencias son en realidad observaciones 
de prácticas altamente sensibles a las circunstancias locales; por 
ende, no siempre son la mejor elección para otros contextos.

El segundo ensayo, “Riesgos y oportunidades en un proceso 
de una Comisión de la verdad”, reconstruye las fases en la 
evolución de una comisión de la verdad desde su creación y su 
implementación hasta su conclusión. Al mismo tiempo, iden-
tifica en cada ciclo los riesgos que pueden afectar la efectividad 
futura de la comisión, al igual que las posibles oportunidades. 
El ensayo presta especial atención a las primeras etapas en el 
proceso: el periodo que lleva a la inclusión de un compromiso 
de búsqueda de la verdad en un acuerdo de paz, el período en 
el cual se designa y promulga un mandato legal basándose en 
los lineamientos dispuestos en el acuerdo de paz, y la selec-
ción de comisionados para dirigir la investigación.

Ambos ensayos se presentaron como documentos de contexto 
en el simposio, pero se han actualizado desde entonces para 
recoger aspectos planteados en los debates.
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1) las razones por las que una comisión de la verdad puede 
instaurarse como parte de un proceso de paz; 2) el estado de 
la demanda local y las condiciones políticas en el país donde 
se propone una comisión; 3) la habilidad de perseverar en el 
ejercicio de la búsqueda de la verdad; 4) el valor de las diferentes 
aseveraciones prescriptivas (“estándares,” “mejores prácticas,” 
etc.) que se expresan sobre las acciones  de las comisiones 
de la verdad; y 5) el reconocimiento de que la credibilidad 
de quienes están liderando el proceso, especialmente de los 
comisionados, es un factor fundamental para el éxito.

La esperanza es que dichas reflexiones ayuden en los procesos 
de toma de decisiones que los negociadores y los consolidado-
res de la paz enfrentarán en futuros escenarios.

Más adelante se presentan cinco estudios de caso que ilumi-
nan muchas de las realidades prácticas de la implementación 
de comisiones de la verdad producto de las negociaciones de 
paz. Estos ensayos examinan las experiencias en Guatemala, 
Sierra Leona, la República Democrática del Congo, Kenia y 
Nepal. Aunque originalmente se redactaron como documen-
tos de contexto, se han revisado posteriormente para incluir 
las discusiones del simposio.

Los criterios para la elección de los casos requieren cierta ex-
plicación. Las selecciones no buscan  presentar un enfoque 
global sino que son más bien indicativas del trabajo de las 
comisiones establecidas de acuerdo con las disposiciones de 
búsqueda de la verdad en un acuerdo de paz. Casos como los 
de Costa de Marfil, Perú y Timor Oriental fueron dejados 
de lado sobre todo porque sus comisiones de la verdad no 
se establecieron como parte de una negociación de paz; sus 
conflictos tenían un claro ganador.

Los cinco casos también presentan una variedad significativa 
de experiencias y llaman la atención sobre diferentes fases en 
los procesos de búsqueda de la verdad, ya que cada comisión 
de verdad experimentó dificultades en momentos diferentes. 
En Nepal, por ejemplo, el establecimiento de una comisión 
de la verdad sufrió retrasos en su fase legislativa temprana (la 
iniciativa de Nepal seguía paralizada en el momento en que se 
realizó el simposio). En la República Democrática del Congo, 
la comisión de la verdad se estableció y los comisionados se 
nombraron muy rápidamente, pero la controversia y una falta 
de credibilidad en su actividad resultaron en una implemen-
tación muy limitada de su mandato.

La selección de casos, más tarde, intentó seguir el “ciclo de 
vida” de una comisión de la verdad, examinando momentos 
clave en los que los desafíos pueden emerger, y cómo las res-
puestas de los defensores, los expertos nacionales y los par-
tidarios internacionales puede a veces contribuir al logro de 
una respuesta constructiva. Los casos son significativos por-
que varios de los desafíos que presentan pueden difícilmente 
ser manejados a través de la aplicación automática de unas 
“buenas prácticas”, las cuales puede que no funcionen en 
todos los casos. En los cinco casos se tomaron pasos cons-
tructivos como resultado de la creatividad, la credibilidad y el 
coraje político de los individuos y las agencias comprometidas 
en cada proceso.

Por último, el informe ofrece un conjunto de conclusiones 
que, aunque son tentativas, buscan enfatizar sobre las 
preguntas críticas que deben hacerse a sí mismos los agentes 
que generan el proceso de búsqueda de la verdad en cada fase. 
Las conclusiones proponen formas de pensar que, aunque 
respetan el proceso normativo realizado en las comisiones 
de la verdad, permiten el análisis de las condiciones reales 
en cada contexto. Éstas abordan cinco preguntas básicas: 

Desafiando lo convencional: ¿pueden las comisiones de la verdad fortalecer los procesos de paz?
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RESUMEN DE LAS DISCUSIONES

El Sr. Kofi Annan abrió el simposio invitando a los partici-
pantes a que revisaran honestamente y en detalle los éxitos 
y las oportunidades perdidas de las comisiones de la verdad 
creadas tras diversos conflictos armados. Enfatizó la comple-
jidad de los desafíos que enfrentaban los mediadores cuando 
incorporaban las comisiones de la verdad en los procesos de 
paz. El Sr. Annan también afirmó que las medidas de rendi-
ción de cuentas, como las comisiones de la verdad, más que 
socavar la estabilidad ayudaban a preparar el camino hacia 
una paz genuina.

Las seis sesiones, sostenidas bajo las reglas Chatham House, 
priorizaron el debate antes que los discursos o exposiciones 
preparadas. Los moderadores, expertos en sus campos, se ase-
guraron de que las discusiones se centraran en un análisis re-
levante y en el conocimiento práctico. Los organizadores cen-
traron la discusión en un número limitado de casos elegidos 
para reflejar la experiencia de los participantes, al igual que en 
las variaciones que han sido manejadas en los conflictos y en 
los procesos políticos por las comisiones de la verdad. Como 
lo muestran los estudios de caso en este reporte, algunas pro-
puestas de crear una  comisión de la verdad se han estancado, 
como en el caso de Nepal, mientras que otras han enfrentado 
dificultades severas en fases sucesivas, como en la República 
Democrática del Congo y Kenia. Los conflictos de los cuales 
han surgido las comisiones también varían de forma significa-
tiva tanto en intensidad como en duración.

Todos los casos escogidos para la discusión involucran cierto 
grado de mediación internacional y de apoyo de países ami-
gos, organizaciones regionales o de las Naciones Unidas. El 
objetivo principal de las discusiones era arrojar luz sobre los 
problemas que enfrentan los mediadores internacionales y 
quienes apoyan las negociaciones con miras a detener la vio-
lencia y proponer un rango de soluciones posibles.

Es vital evitar las expectativas poco realistas

Los participantes identificaron como un problema serio las 
expectativas poco realistas que a menudo se fijan para las 
comisiones de la verdad. Aumentar las expectativas entre las 
víctimas diciendo que una comisión de la verdad resolverá 
todas sus demandas urgentes puede crear frustración y des-
confianza, complicando aún más una situación difícil. Del 
mismo modo, el simple hecho de insinuar que un ente como 

éste puede resolver todos los problemas de un país solamente 
predispondrá a la gente a que se decepcione. 

Hubo consenso entre los participantes sobre la necesidad de 
fomentar expectativas realistas entre los grupos de la sociedad 
civil y el público en general evitando “exagerar las capacida-
des” de una comisión de la verdad, al tiempo que se lucha 
para mantener a la gente comprometida con el proceso al ex-
plicar sus contribuciones potenciales a la paz.

Se hizo énfasis en que las comisiones de la verdad son parte 
de un proceso de justicia transicional mayor en vez de ser en 
sí mismas una solución integral única. Otras medidas, tales 
como la adopción de reformas institucionales limitadas, pue-
den implementarse de forma simultánea, proporcionando de 
este modo más beneficios inmediatos a los ciudadanos durante 
un proceso de búsqueda de la verdad que podría tardar años. 

Los negociadores de paz deben evitar pensar en una comisión 
de la verdad como el único medio para asegurar el derecho de 
las víctimas a la verdad. Las partes deben identificar diferentes 
medidas que puedan contribuir de forma práctica con este de-
recho, como proporcionar mejor acceso a los registros oficiales 
y tomar medidas urgentes para determinar el destino de quie-
nes fueron desaparecidos de forma forzosa durante el conflicto.

Los grupos de la sociedad civil deben ser alentados a la par-
ticipación en discusiones sobre qué implican el derecho a la 
verdad y el proceso por el cual los Estados llevan a cabo inves-
tigaciones sobre violaciones graves de los derechos humanos 
como parte de su obligación de garantizar reparación a las 
víctimas. El derecho a la verdad es primordial en el proceso 
de búsqueda de información o evidencias forenses, pero no 
es un derecho a obtener resultados garantizados. Por ende, se 
sugirió que el Estado y la sociedad civil proporcionen un apo-
yo efectivo a las víctimas que pueden encontrar el proceso de 
búsqueda de la verdad como un camino pesado y desafiante.

Los mandatos en constante expansión representan 
una serie de riesgos

Los mandatos de las comisiones de la verdad han continuado 
expandiéndose en las últimas décadas, ya que muchas de ellas 
se han visto obligadas a incluir un rango cada vez mayor de 
violaciones y a desarrollar un mayor número de funciones. 
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Ésta es una fuente creciente de preocupación para los expertos 
en el campo, incluyendo al Relator Especial de la ONU so-
bre verdad, justicia, reparaciones y garantías de no repetición, 
quien hizo énfasis sobre estos aspectos en su informe del 28 
de agosto de 20131. 

Las primeras comisiones tenían mandatos muy limitados y 
una lista restringida de objetivos. Si bien los mandatos han 
aumentado desde entonces, las comisiones no han recibido 
recursos adicionales. Las partes y los defensores que participan 
en un proceso de paz deben ser conscientes de los peligros 
de otorgarle a una comisión de la verdad un mandato cada 
vez mayor que sea difícil o imposible de lograr. Las diferentes 
experiencias de las comisiones de la verdad en Guatemala y 
Kenia ilustran estos peligros.

El mandato de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
(CEH) en Guatemala fue completamente negociado por las 
partes en el proceso de paz de Oslo de 1996, y se implementó 
directamente sin la mediación de una ley o de un decreto eje-
cutivo subsiguiente. Esta decisión fue criticada por los defen-
sores y los grupos de víctimas debido a que el acuerdo limitó 
los poderes de la comisión, y el CEH empezó su camino con 
muy bajas expectativas. Paradójicamente, esto proporcionó a 
los comisionados un espacio más holgado para iniciar el pro-
ceso, lo cual los motivó a rendir mayores resultados y les dio 
flexibilidad para interpretar su mandato de una forma que re-
flejara las demandas de las víctimas.

En Kenia en cambio, la Comisión de la Verdad, la Justicia y 
la Reconciliación (TJRC) surgió como una medida esperada 
por mucho tiempo aunque tardía en su llegada. En 2002 se 
propuso por primera vez una comisión global, en el momento 
en que la transición a un gobierno  multipartidista fue vali-
dada por el optimismo y la movilización nacional. Cuando la 
propuesta resurgió luego de la violencia, tras las elecciones de 
2007–2008, el resultado fue un mandato bastante ambicioso; 
pero el liderazgo político estaba mucho menos interesado en 
el trabajo de una comisión de la verdad cuyos resultados eran 
potencialmente embarazosos. Adicionalmente, el mandato de 
Kenia fue más estricto que otras comisiones similares: fue in-
corporado en una legislación detallada que demandaba la ver-
dad total con respecto a los actos relacionados con violaciones 
que habían ocurrido durante la prolongada jurisdicción de la 
comisión  —que abarcaba más de 45 años—, una tarea que 
demostró ser casi imposible de cumplir.

Los participantes no llegaron a un acuerdo sobre si el mandato 
keniano de la TJRC fue excesivo. Algunos argumentaron que 
el mandato amplio resultó de consultas con una sociedad civil 
bien organizada y bien informada, de forma tal que los aseso-
res internacionales habrían hecho mal en recomendar un man-
dato más reducido. Y, lo que es más importante, los kenianos 
no percibieron que el mandato fuera demasiado amplio.

A veces un mandato amplio surge de realidades políticas que 
están más allá del control de los mediadores y los gestores de 
paz. No sería muy sensato oponerse a un mandato que aco-
giera las demandas genuinas de los representantes clave de las 
víctimas. Más aún, la legitimidad de una comisión naciente 
puede depender en parte de cómo las víctimas ven sus recla-
mos reflejados en el mandato.

Sin embargo, los mandatos amplios pueden dar pie a un des-
equilibro entre lo que se espera que logren las comisiones de la 
verdad y los poderes y recursos que se les asignan. Como seña-
laron los participantes, este problema a menudo se hace más 
complejo por la corrupción y por la falta de infraestructura y 
de habilidades en ambientes posconflicto frágiles.

El período cubierto por un mandato se ve afectado altamente 
por factores políticos. Durante las negociaciones de paz, cada 
parte busca incluir un rango de años que favorezca su propia 
versión de los hechos. Los mediadores de paz deben manejar 
de manera equitativa tales demandas de forma tal que puedan 
asegurarse de que la comisión de la verdad sea vista como legí-
tima, mientras animan a las partes a que acuerden un período 
suficientemente corto como para que sea cubierto de forma 
realista. El período y el alcance temático de una comisión tam-
bién podrán ser cuestionados posteriormente por los grupos 
de víctimas, quienes usualmente no están presentes en las ne-
gociaciones de paz y pueden querer que sus propios reclamos 
válidos sean incorporados al mandato.

Parte del problema con los mandatos que se extienden por 
largos períodos puede ser que las sociedades lleguen a pensar 
que una comisión de la verdad representa la única forma de 
actuar decisivamente sobre los derechos de las víctimas. Pero 
una comisión de la verdad puede no ser la mejor herramien-
ta para investigar algunos problemas que expresan elementos 
significativos de la historia para una sociedad posconflicto. Por 
ejemplo, la injusticia económica y la corrupción pueden ser 
mejor manejadas mediante investigaciones realizadas por un 
fiscal especial o mediante legislación sobre la libertad de infor-
mación. Para reducir la ineficiencia y evitar el desperdicio de 
recursos, también es vital asegurarse de que a medida que se 
amplíen los mandatos, éstos no dupliquen el trabajo realizado 
mediante mecanismos de justicia transicional previos, simul-
táneos o ya planeados.

Peligros de la aplicación de un enfoque uniforme

Los participantes expresaron su preocupación sobre la prolife-
ración de un conjunto de normas rectoras (“mejores prácticas” 
o “lecciones aprendidas”) relacionadas con la creación de una 
comisión de la verdad. No toda práctica que parezca ser exitosa 
en un caso debe alcanzar un estado prescriptivo; la enorme di-
versidad de casos y circunstancias debe forzar a los practicantes 
a evitar cualquier tipo de aplicación automática de reglas.

Desafiando lo convencional: ¿pueden las comisiones de la verdad fortalecer los procesos de paz?



Resumen de las Discusiones xi

Las ideas a menudo presentadas como estándares sólidos inclu-
yen: 1) requerir la aprobación legislativa de un mandato en lu-
gar de la emisión de un decreto u otros medios; 2) dar prioridad 
a la reconciliación como el objeto de una comisión de la verdad, 
a menudo por encima de la meta de la verdad; 3) dotar a una co-
misión de poderes para hacer comparecer testigos y documen-
tos, tarea que a menudo es difícil de ejercer; y 4) requerir unas 
consultas sociales “amplias, extensas y prolongadas”, las cuales 
en realidad podrían simplificarse para aprovechar el impulso de 
la transición.

El conocimiento acumulado sobre comisiones de la verdad ha 
permitido establecer los cimientos para esfuerzos posteriores en 
aras de satisfacer los derechos de las víctimas, pero su aplicación 
rígida sin el análisis de las condiciones concretas conduce a si-
tuaciones en las que “lo mejor se vuelve enemigo de lo bueno”.

Una parte significativa de la discusión se movió alrededor del 
riesgo de sobre estandarización (ver el Capítulo Uno, ¿Destina-
do a fracasar?). Si bien nadie objetó el compromiso con los prin-
cipios claves de los derechos humanos, hubo un entendimiento 
de que los activistas y quienes trabajan en el terreno requieren 
flexibilidad para la evaluación de las condiciones, especialmen-
te al abordar desafíos operacionales frente a situaciones que no 
son ideales. Un enfoque de derechos humanos requiere que una 
iniciativa de búsqueda de la verdad afirme el derecho a la verdad 
tanto como sea posible, respete el principio de no discrimina-
ción y las garantías básicas del debido proceso, y sea incompati-
ble con las amnistías para los actos considerados como crímenes 
bajo el derecho internacional.
 
Hubo un consenso claro en contra de “estandarizar” a las 
comisiones de la verdad propuestas en los procesos de paz 
y en favor de la evaluación cuidadosa de las condiciones 
locales, incluyendo la situación de seguridad, las intencio-
nes y la influencia de saboteadores, y la capacidad, la orga-
nización y la movilización de los entes representantes de 
víctimas. El negarse a evaluar dichos factores puede llevar 
al fracaso de una comisión de la verdad y puede lesionar la 
viabilidad de las políticas de justicia transicional en el me-
diano y en el largo plazo. Otro factor que a menudo escapa 
al análisis, y sobre el cual hay un amplio debate es la difi-
cultad de trasponer las prácticas aplicadas en una situación 
posdictatorial a una situación posconflicto.

El simposio examinó un número de situaciones que de-
safían las supuestas buenas prácticas debido a factores es-
pecíficos del contexto. En algunos casos, la ansiedad por 
cumplir con prácticas que se considera “estándar” puede ser 
contraproducente al imponer rigidez a las negociaciones y 
al prolongar los procesos de formulación de políticas. 

Los participantes fueron críticos, por ejemplo, con respecto a 
la pertinencia de la propuesta de una comisión de la verdad 

en Nepal. En este caso hay pocas indicaciones de que exista 
demanda local de institución de ese tipo, dejando a un lado la 
visibilidad del tema de las desapariciones forzosas, alrededor 
del cual existen colectividades involucradas y promesas for-
males por parte de los actores. La propuesta de una comisión 
de la verdad complica aún más una situación caracterizada 
por el poder del ejército de Nepal para bloquear cualquier 
paso hacia la rendición de cuentas, la posición a la defensiva 
del liderazgo maoísta si llegase al poder, y el rol y las alinea-
ciones de los sectores más visibles de la sociedad civil. En los 
meses posteriores al simposio, dichas tendencias han preva-
lecido, lo que resultó en una legislación de la comisión de la 
verdad que ha sido rechazada fuertemente por los grupos de 
las víctimas y que presta poca atención a la búsqueda de los 
desaparecidos.

En algunas comisiones de la verdad el problema ha sido la 
acción prematura y con poca preparación. Sin embargo, tam-
bién es cierto que elegir un altamente legalista y fuertemente 
institucional puede prolongar los procesos de creación de po-
líticas, aumentando el riesgo de que las condiciones políticas 
y la voluntad de los entes locales hacia una comisión se debi-
liten. La insistencia en una misión supremamente poderosa 
y amplia puede hacer que los borradores de la legislación se 
mantengan congelados en debates en el parlamento por mu-
chos años y, lo que es aún peor, que se rechace su aprobación.

Alcanzar el equilibrio adecuado y navegar por el camino co-
rrecto basándose en un análisis minucioso parece ser el desafío 
fundamental. Los participantes reconocieron el valor de lo 
que se ha logrado en términos del establecimiento de normas. 
La identificación de los principios fundamentales de los dere-
chos humanos alrededor de la búsqueda de la verdad y el in-
tercambio de información empodera a los grupos de víctimas 
y a sus partidarios, entre otros beneficios. 

En Colombia, por ejemplo, los defensores han usado están-
dares de derechos humanos bien establecidos en diferentes 
áreas de la justicia transicional, y las cortes nacionales han 
desarrollado sus propios estándares (en la medida en que ellos 
pueden ser más estrictos que los instrumentos internacionales 
de derechos humanos). El proceso de paz actual tiene lugar 
con un trasfondo de defensa enérgica de los principios de los 
derechos humanos en una cultura altamente legalista, en la 
cual los defensores de los derechos humanos hacen un uso 
extenso de los litigios.

La demanda de una comisión de la verdad en Colombia 
emergió a partir de unas demandas locales concretas, pero 
también se debatió en la rama legislativa y se incorporó en la 
constitución como parte del marco para la paz. Consecuen-
temente, las partes llegaron a las negociaciones de paz cons-
cientes de que existían estándares, y de que cualquier intento 
de alterarlos probablemente sería desafiado en el parlamento 
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o en las cortes. Se supuso que si una comisión de la verdad 
se creaba en Colombia, los políticos probablemente la dota-
rían con amplias funciones investigativas, alcance y poderes, 
lo cual presentaría serios desafíos técnicos para su implemen-
tación efectiva.

Las opiniones variaron significativamente frente a la asevera-
ción de que una comisión de la verdad implementada “según 
la ley” podría tomar demasiado tiempo para cumplir  su co-
metido y, por ende, se perdería la oportunidad creada en una 
situación posconflicto. La mayoría de las comisiones se han 
creado justamente después del momento de una transición. 
Algunos participantes asumieron, a partir de lo dicho, que el 
impulso y el espacio políticos creados tras un conflicto deben 
aprovecharse y ser usados para establecer una comisión de la 
verdad, inclusive si no es perfecta. Otros consideraron que en 
muchos casos el espacio político para establecer una comisión 
puede estar disponible tan sólo años después y, por lo tanto, 
que la insistencia en los factores identificados como buenas 
prácticas puede dar eventualmente sus frutos inclusive más 
adelante en el proceso. Un análisis posterior es necesario para 
evaluar el grado en que el momento de la creación de una co-
misión de la verdad afecta la percepción sobre su éxito.

La discusión fue poco concluyente respecto de qué parte del 
diseño de la comisión debe ser decidida por las partes durante 
los diálogos de paz. Sin duda, las partes sentirán que hay más 
garantías para ellas si se tratara de configurar todos los elemen-
tos de una misión; pero sus intereses pueden entrar en conflic-
to con algunos de los principios esenciales antes enunciados. 
Hasta la fecha, los comisionados han tenido espacio para in-
terpretar sus mandatos de formas que mejoren y desafíen los 
parámetros originales.

Los comisionados y el personal deben ser 
independientes y capaces 

Un punto que emergió en repetidas ocasiones en el simposio 
fue la importancia del liderazgo. Una institución que emerja 
sin precedentes, sobre la base de un acuerdo extraordinario y 
que enfrente una tarea de enorme significado moral y simbó-
lico, necesita un liderazgo fuerte, capaz e independiente.

Este punto queda bastante en claro en el reporte de 2013 de la 
Relatora Especial de la ONU, el cual es muy crítico respecto 
del enfoque de “representatividad” de los comisionados que 
ha dominado los criterios de selección de los mismos, frente 
a las calificaciones y los atributos personales que deben tener. 
Quienes diseñan los mandatos han intentaron convertir las 
comisiones de la verdad en microcosmos de la sociedad, asegu-
rándose de que todas las regiones, etnias y posiciones políticas 
estén representadas. Si bien esta tendencia está inspirada por 
una preocupación válida sobre su legitimidad y equidad, varias 
comisiones han enfrentado crisis con respecto a la aptitud de 

algunos miembros. Los comisionados deben ser unos excelen-
tes comunicadores y constructores de paz, con el fin de que 
puedan traducir las altas expectativas en planes y actividades 
concretos, además de explicar la forma del trabajo de la co-
misión.

La presentación y la discusión sobre el caso de Guatemala hicie-
ron énfasis en el rol único que juegan los comisionados en la su-
peración de altos niveles de desconfianza pública que rodearon 
la comisión al comienzo del proceso. La comisión era pequeña, 
pues constó de sólo tres miembros  cuya pertenencia a la comi-
sión se basó en el conocimiento especializado y la credibilidad, 
y no en la representatividad que tuvieran. Los comisionados 
fueron capaces de comunicarse con comunidades y pudieron 
abrir el diálogo con las organizaciones de la sociedad civil para 
tratar las preocupaciones de las víctimas. Adicionalmente, la 
comisión estaba integrada por un personal muy calificado cuyo 
trabajo permitió a los comisionados enfocarse en una visión de 
largo plazo y en la integridad del ejercicio.

La Comisión de Verdad, Justicia y Reconciliación de Kenia 
aporta un contraejemplo, en la medida que asumió un proceso 
complejo para seleccionar comisionados basándose en reque-
rimientos legales estrictos, al tiempo que prestó poca atención 
al registro individual de cada miembro, lo que resultó en una 
designación controversial de la posición de presidente. Cuan-
do se presentaron inquietudes sobre los posibles vínculos del 
presidente con abusos previos a los derechos humanos, la legi-
timidad del proceso de búsqueda de la verdad se puso en tela 
de juicio, y la comisión tuvo que emplear bastante tiempo y 
esfuerzos en abordar el tema 

Se necesitan comisionados fuertes para formular recomen-
daciones de políticas extensas. Las recomendaciones muy ge-
nerales, o que no se basan en  inquietudes del momento, o 
que no tengan el soporte de una experticia técnica seria, no 
tendrán credibilidad para ganar el soporte necesario para la 
implementación de sus propuestas.

También se hizo énfasis en que incluso las misiones detalladas 
dejan varias áreas abiertas a la interpretación de los comisio-
nados. Los participantes en un proceso de paz deben prepa-
rarse para que la misión sea implementada por personas con 
autoridad y capacidad para fijar su propia visión.

Hay que tener cuidado con tratar de “reconciliar” 
una sociedad dividida

Los mandatos de una comisión de la verdad identifican la 
reconciliación como una meta mucho más prominente que 
el establecimiento de la verdad. Y cada vez se crean más co-
misiones con la expectativa de que su principal tarea sea la 
reconciliación de la sociedad o, en algunos casos, reconciliar a 
las víctimas individuales con los victimarios. 

Desafiando lo convencional: ¿pueden las comisiones de la verdad fortalecer los procesos de paz?
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Sin embargo, el esfuerzo reconciliatorio a veces excede sus 
límites, y lleva a las comisiones a un territorio en el que pue-
den ser negligentes con los derechos de las víctimas. Esto es 
especialmente probable cuando los negociadores crean una 
comisión que pueda aislar a los victimarios de futuros proce-
dimientos legales a través de mecanismos tales como amnis-
tías y otros obstáculos a la rendición de cuentas. Si bien los 
proponentes pueden tratar de legitimar tal maniobra mencio-
nando la experiencia de la Comisión de Sudáfrica de Verdad y 
Reconciliación como un “intercambio de derechos,” los par-
ticipantes en el simposio recalcaron el hecho de que dichas 
formulaciones se basan en un entendimiento parcial y distor-
sionado del mecanismo complejo usado en ese contexto, así 
como de sus consecuencias.

Adicionalmente, se debe ser honesto sobre las confusiones y 
mistificaciones que se podrían presentar en la mesa de nego-
ciaciones. En particular, las partes pueden buscar la reconci-
liación como una alternativa a la justicia penal. Desengañar 
a las partes respecto de tales nociones puede producir una 
frustración en lo inmediato, pero también permitirá intro-
ducir nociones realistas sobre respecto a la forma en que las 
comisiones de la verdad son diseñadas.

Las sociedades también pueden esperar de forma errónea 
que cuando el trabajo de la comisión de la verdad se com-
plete el país esté reconciliado, y que la reconciliación esté 
directamente vinculada con el perdón que se espera que las 
víctimas otorguen. Esta es una receta para el escepticismo y 
la resistencia al trabajo de una comisión de la verdad.
 

Por qué el soporte de la comunidad internacional 
crece y decrece

El apoyo a las comisiones de la verdad conlleva una “apuesta” 
riesgosa por parte de las organizaciones internacionales. Las 
comisiones son instituciones “ad hoc” que deben lograr mi-
siones cada vez más ambiciosas con unos cronogramas muy 
estrechos en sociedades divididas; éstas a menudo no tienen 
suficientes infraestructura, conocimiento técnico, buena vo-
luntad, confianza pública y garantías de buena fe por parte de 
quienes están en el poder.

Históricamente, los miembros de la comunidad internacional 
han retirado su soporte  —político, técnico, financiero, o mo-
ral— en respuesta a una crisis interna, o debido a cambios en 
sus propias políticas nacionales o de sus administraciones po-
líticas. El fenómeno de “elegir a conveniencia” puede resultar 
en que se financie algunas comisiones de la verdad mientras 
que otras se queden sin recursos a pesar de tener la misma 
necesidad de apoyo.

En Kenia, un litigio prolongado sobre la aptitud del 
presidente de la TJRC produjo una crisis de credibilidad, 

primero en la sociedad civil y luego entre las organizaciones 
internacionales. Según la controversia evolucionaba los 
grupos de la sociedad civil keniana otorgaban o retiraban su 
apoyo a la comisión, y, consiguientemente, lo mismo hacían 
los donantes y las organizaciones no gubernamentales 
internacionales.

Aunque los participantes estuvieron de acuerdo en que es de-
seable tener un soporte internacional, una crisis abierta puede 
provocar respuestas variadas de las instituciones. ¿Fue apro-
piado el retiro del apoyo a la comisión de Kenia, teniendo 
en cuenta la profunda problemática del presidente de la co-
misión? ¿O este privó a los comisionados de buena fe de su 
oportunidad de tener éxito en el tratamiento del conflicto? 
El simposio no intentó responder de forma definitiva dichas 
preguntas, pero la persistencia de los diferentes análisis de la 
comisión de Kenia reforzó el tema de que las normas rectoras 
y los estándares no pueden cubrir todas las circunstancias, y 
que en una situación de crisis los practicantes deben confiar en 
un análisis fuerte y en la responsabilidad política.

Los participantes también pusieron énfasis en la importancia 
de la competencia técnica y estuvieron de acuerdo en que no 
es productivo canalizar los recursos financieros en una insti-
tución sin que haya comisionados fuertes e independientes o 
un personal competente.

Se presentó una idea, que quedó pendiente de más discusión, 
en torno a si los donantes deberían crear un fideicomiso per-
manente u otro mecanismo de consulta y cooperación para 
financiar el establecimiento y/o la operación de las comisiones 
de la verdad.

¿Es apropiada una Comisión de la verdad? La 
necesidad de un análisis político serio 

Los participantes fueron enfáticos en señalar que ignorar el 
contexto local lleva a tener unas comisiones de la verdad fa-
llidas o inoportunas. En particular, el no atajar a los sabo-
teadores o el no identificar las restricciones estructurales a la 
rendición de cuentas socava la viabilidad de las comisiones en 
el mediano y el largo plazos. Por ende, es imperativo que los 
mediadores de paz y los practicantes de la justicia transicional 
hagan un análisis concienzudo del panorama político antes de 
recomendar el establecimiento de una comisión de la verdad 
y antes de definir su alcance y sus poderes. Hubo consenso en 
que es mejor no tener una comisión de la verdad en el corto 
plazo que tener una que fracase, desmoralice a las víctimas y 
defraude a las partes interesadas. 

Un elemento fundamental parece ser la constitución de la so-
ciedad civil. ¿Es ésta lo suficientemente independiente para ha-
cer avances con respecto a los derechos de las víctimas? ¿Es lo 
suficientemente sofisticada para articular agendas integrales de 

Resumen de las Discusiones
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justicia transicional y para tomar decisiones tácticas difíciles? 
El análisis puede revelar que una comisión de la verdad no 
garantiza por sí sola el logro de su misión, pero que el de-
recho a la verdad y los derechos de las víctimas, en general, 
pueden beneficiarse de otras medidas prácticas o de reformas. 
Por ejemplo, si los saboteadores son poderosos y presentan 
una amenaza para las víctimas, serán prioritarias las políticas 
de escrutinio de funcionarios y de reforma de las fuerzas de 
seguridad. Si la falta de transparencia es un problema, las me-
didas sobre acceso a la información y sobre la responsabilidad 
gubernamental serán fundamentales.

Momento y estrategias para asegurar la rendición 
de cuentas 

Si los mediadores de paz tienen la responsabilidad de poner 
los temas de rendición de cuentas sobre la mesa, ¿cuándo es el 
mejor momento para hacerlo?  

En el pasado, los mediadores han presentado la posibilidad de 
crear una comisión de la verdad como un primer paso hacia la 
rendición de cuentas. Las partes en conflicto han evitado tales 
propuestas cuando sienten que los hallazgos de una comisión 
de la verdad podrían poner en riesgo sus aspiraciones políticas. 
En tales casos, los mediadores pueden esperar que el paso del 
tiempo posibilite la rendición de cuentas penales para que, en 
algún momento, se haga justicia a las víctimas. Sin embargo, 
cabe preguntarse si esas tácticas están disponibles para un me-
diador hoy en día dado la notoriedad de los procesos judiciales 
por crímenes de guerra adelantados en las últimas décadas en 
La Haya, en Ruanda y en otros lugares, a lo que se añaden los 
desarrollos en la ley penal internacional. Es importante des-
tacar que un nuevo marco de ley internacional incorpora los 
derechos de las víctimas, incluyendo el derecho de conocer la 
verdad sobre los abusos pasados, una consideración fundamen-
tal en un acuerdo de paz. 

La justicia transicional proporciona herramientas para tratar 
estas tensiones. Sin embargo, a veces la noción de un enfoque 
integral sobre la verdad, la justicia, la reparación y la garantía 
de no repetición de actos violentos se ve como un incentivo 
para configurar instituciones que operen de forma paralela 
en el tiempo, lo cual no siempre es posible. Un enfoque rí-
gido puede privar a los participantes de un proceso de paz y 
responsabilidad de la visión estratégica necesaria para pensar 
en el largo plazo y, en algunos casos, para proceder de forma 
gradual a favor de la rendición de cuentas.

Colombia está adoptando un enfoque franco en este sentido. 
En las negociaciones con las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC), el gobierno ha sido claro respecto de 
las restricciones legales que existen actualmente en los ámbitos 
nacional e internacional en vez de evadir el tema. El gobierno 
ha instado públicamente a las FARC a asumir que su única 

opción es participar en una negociación que contempla —
en algún momento en el futuro— el procesamiento judicial 
de quienes han tenido más responsabilidad en crímenes 
internacionales. Las FARC, por otro lado, también han 
encontrado razones para incluir una comisión de la verdad en 
el acuerdo de paz, ya que de otro modo habría poco espacio 
para una evaluación política de las causas del conflicto.

Las “buenas prácticas” previamente identificadas no apor-
tan mucha orientación sobre la coordinación de las medidas 
de rendición de cuentas. Una visión ideal, puramente legal, 
puede ver todas las políticas de justicia transicional como 
si requirieran de una acción inmediata, pero hubo un con-
senso claro en el simposio acerca de que en la mayoría de 
los casos las limitaciones en seguridad, capacidad, niveles 
de demanda y sostenibilidad del proceso de paz forzarán 
a las partes y a los mediadores a pensar en términos de se-
cuencias. Lo que aparece como vital es la productividad de 
los primeros pasos y cuántos beneficios aportarán estos a la 
sociedad.

Conclusiones

Este simposio ha sido el primero de su género en reunir a  par-
ticipantes procedentes del campo de las negociaciones de paz 
y del campo de la búsqueda de la verdad para discutir sus roles 
en la consolidación de la paz. A su vez, proporcionó una opor-
tunidad única para que los participantes vieran otros enfoques 
sobre temas clave de justicia transicional y sobre los procesos 
de paz, y para que desarrollaran nuevas herramientas para edi-
ficar procesos de paz más fuertes, efectivos y resistentes.

La meta fundamental de crear un foro para intercambiar pun-
tos de vista y experiencias entre las diferentes comunidades de 
practicantes fue considerada satisfactoria por los participan-
tes. Se espera que intercambios y debates posteriores conti-
núen con lo que ha sido un ejercicio alentador.

1. Pablo de Greiff, Reporte del Relator Especial sobre la promo-
ción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no 
recurrencia, A/HRC/24/42, 28 de agosto de 2013. [En adelante, 
“Reporte De Greiff”] en 16 ff. 

Desafiando lo convencional: ¿pueden las comisiones de la verdad fortalecer los procesos de paz?
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PROGRAMA DEL SIMPOSIO

MIÉRCOLES 13 DE NOVIEMBRE DE 2013

9:40-10:00
Orador principal: 
Ko� Annan
Secretario General de las Naciones Unidas (1997-2006)
Presidente de la Fundación Ko� Annan

10:45-12:00
Sesión uno. Acuerdos de paz y comisiones de la verdad
Una discusión sobre por qué se han propuesto comisiones de la verdad 
en los procesos de paz. 
¿Quiénes fueron los principales proponentes de las comisiones de la
 verdad en los procesos de paz y qué esperaban de las comisiones?

Considerando que inicialmente se establecían en escenarios posdictadura,
¿Qué desafíos enfrentan en un ambiente poscon�icto?¿Qué desafíos 
enfrentan las comisiones que emergen de las negociaciones de paz?
Moderador: 
Alan Doss 
Asesor político sénior, Fundación Ko� Annan
Ex representante especial de la Secretaría General para la República  
Democrática del Congo y Liberia
Expositores: 
Pablo de Grei�
Relator Especial de la ONU sobre Promoción de Verdad, Justicia, Reparación y Garantías 
de no repetición 
Director de investigación, Centro Internacional para la Justicia Transicional
Jean Arnault
Ex representante especial de la secretaría general para Georgia, Afganistán,
Burundi, y Guatemala
Asociado principal no residente del Centro sobre cooperación internacional, Universidad 
de Nueva York 

14:15-15:30
Sesión tres. Factores de riesgo para los procesos de búsqueda 
de la verdad
Se abordó varios hitos en la vida de una comisión de la verdad, 
particularmente en sus etapas tempranas (disposiciones de los acuerdos 
de paz, misión legal; designación de miembros). Se describió ejemplos 
de estancamiento o lanzamiento fallido de las comisiones de la verdad y 
se exploró el rol de los mediadores de paz y de otros practicantes interna-
cionales. ¿Las fallas y las debilidades surgieron debido a un celo excesivo 
alrededor de los lineamientos y las tendencias, o debido a la falta de ellos? 
¿Se podría haber actuado de forma diferente? ¿Qué ventajas y desventajas 
se observa en la participación internacional directa en las comisiones, 
ya sea como comisionados o en la forma de personal?
Moderador: 
Jordan Ryan
Administrador asistente y director de la o�cina para la prevención de crisis y la 
recuperación del programa de desarrollo de las Naciones Unidas
Expositores: 
Ian Martin
Ex representante especial de la Secretaría General en Timor Oriental, Nepal y Libia
Ex secretario general de Amnistía Internaciona
Betty Murungi
Vicepresidenta de la Comisión de Derechos humanos de Kenia 
Ex vicepresidente de la Comisión de Verdad, Justicia y Reconciliación of Kenia

17:30-18:00
Discusión de cierre
Expositora: 
Joëlle Jenny
Directora de la política de seguridad y prevención del con�icto, EEAS, EU

10:00-10:30
P&R con Ko� Annan

12:00-13:15
Sesión dos. Saber convencional y estándares
Una discusión sobre qué principios y prácticas esenciales se debe seguir 
con el �n de establecer comisiones de la verdad. ¿Los lineamientos y las 
tendencias actuales sobre las comisiones de la verdad cumplen ese 
propósito? Se examinaron situaciones en las que la falta de estándares 
resultó en unos mecanismos débiles de búsqueda de la verdad, y de otros 
en los cuales “demasiada estandarización” se ha vuelto problemática.
Moderator:
David Tolbert
Presidente, Centro Internacional para la Justicia Transicional
Expositores: 
Cécile Aptel
Asesora senior de políticas legales, O�cina del alto comisionado de derechos humanos 
de la ONU 
Eduardo González
Director del Programa de verdad y memoria, Centro Internacional para la 
Justicia Transicional

16:00-17:30
Sesión cuatro. Aprovechando las oportunidades: ¿Cómo se 
responde a los momentos críticos de una comisión de la verdad?
Se describió respuestas exitosas a situaciones críticas y desafíos en el 
proceso de las comisiones de paz. ¿Cómo es que los actores internacionales 
involucrados han lidiado con mandatos legales débiles, pérdida del apoyo 
político, falta de con�anza pública, escasez de recursos y otros desafíos? 
En las nuevas situaciones, cuando los lineamientos y las prácticas comparativas 
son escasos, ¿cómo han actuado los actores internacionales que apoyan a 
las comisiones de la verdad?
Moderador: 
Alvaro de Soto
Ex enviado de la ONU para América Central, Myanmar, Chipre, el Sahara Occidental 
y el con�icto árabe-israelí  
Catedrático visitante de la resolución del con�icto y ciencia política, París
Expositores: 
Marcie Mersky
Directora de programas, Centro Internacional para la Justicia Transicional 
Howard Varney
Asesor senior del programa, Centro Internacional para la Justicia Transicional

9:30-9:40
Saludos y metas del encuentro   
David Tolbert
Presidente, Centro Internacional para la Justicia Transicional



xvixvi

JUEVES 14 DE NOVIEMBRE DE 2013

11:00-12:30
Sesión seis. ¿Hacia dónde avanzar?: la necesidad urgente 
de soluciones 
La presentación y discusión de las situaciones emergentes en las que la 
búsqueda de la verdad puede volverse parte de un proceso de paz, como 
en los casos de Colombia y Myanmar. ¿Cómo pueden los mediadores de 
paz y los practicantes de la JT hacer mejores contribuciones a estos 
procesos, si es apropiado? ¿Cómo tener en cuenta las signi�cativas 
diferencias culturales, políticas e institucionales en los nuevos casos 
emergentes?  
Moderador: 
Paul Seils
Vicepresidente y consejero general del Centro Internacional para la Justicia Transicional
Expositores:
Juanita Goebertus Estrada
Asesor de la o�cina del alto comisionado para la paz del gobierno de Colombia
Rodrigo Uprimny
Director ejecutivo, DeJusticia

14:00-15:30
Conclusiones y recomendaciones 
En la sesión de cierre, los expositores presentaron una visión general de 
las conclusiones del simposio, enfocándose particularmente en las 
recomendaciones hechas y en los pasos a seguir 
Copresidentes: 
Alan Doss
Ex representante especial de la secretaría general para la República Democrática del 
Congo y Liberia 
David Tolbert
Presidente, Centro Internacional para la Justicia Transicional

9:00-10:30
Sesión cinco. El rol de la comunidad internacional 
ante situaciones difíciles
Según la experiencia acumulada, ¿qué deberían hacer la comunidad 
internacional y los mediadores para anticiparse a los problemas a medida 
que las comisiones emergen y cuando ellos enfrentan di�cultades? 
¿Cómo se asegura que haya un soporte internacional consistente para las 
comisiones emergentes? Se re�exionó sobre las áreas donde se presentan 
desafíos tales como el sostenimiento del apoyo político local, el 
aseguramiento de la atención internacional y la obtención de recursos 
adecuados. ¿Cómo se puede mejorar los lineamientos actuales y nuestro 
conocimiento sobre las comisiones?
Moderadora: 
Priscilla Hayner 
Experta independiente en Justicia transicional
Expositores: 
Francesc Vendrell
Profesor adjunto de relaciones internacionales en la Paul H. Nitze School of Advanced 
International Studies, Johns Hopkins University.
Profesor visitante senior de The London School of Economics and Political Science; 
Ex representante especial de la UE para Afganistán y ex representante personal de la 
Secretaría General y la Dirección de la Misión Especial de la ONU de Afganistán
Ahmedou Ould Abdallah
Embajador; Presidente del Centro de estrategia y seguridad de Sahel Sahara;
Ex representante especial de la Secretaría General para Somalia, Burundi,
y África Occidental

Desafiando lo convencional: ¿pueden las comisiones de la verdad fortalecer los procesos de paz?
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1. ¿Destinadas a fracasar? Evaluación de las 
tendencias en las comisiones de la verdad 

creadas tras conflictos violentos
Por Eduardo González

Planteamiento del problema

Las comisiones de la verdad se han convertido en componen-
tes comunes de las políticas posconflicto1. Las partes involu-
cradas en los procesos de paz las incluyen de forma rutinaria 
en las agendas de sus negociaciones y acuerdos finales2.

Hay buenas razones para pensar que una comisión de la ver-
dad puede contribuir a reconstruir una sociedad desgarrada 
por un conflicto violento. Al establecer los hechos de las vio-
laciones pasadas con rigor e imparcialidad se puede ayudar a 
restaurar los derechos de las víctimas. Al interpretar el contex-
to histórico del conflicto, las comisiones pueden ayudarnos 
a identificar los factores que generaron la violencia. Y al pro-
porcionar un espacio respetuoso y seguro para los testimonios 
pueden preparar el camino para que las víctimas sanen y los 
excombatientes se reinserten en la sociedad.

Los conflictos que no son examinados de forma seria persisten en 
forma de memorias polarizadas y mentiras estratégicas que pue-
den alimentar la desconfianza, la humillación y los nuevos ciclos 
de violencia. Al destacar los hechos y al dar a los diversos grupos 
la oportunidad de contar sus historias, las comisiones reducen 
la posibilidad de manipulación y de narrativas de odio, y esto 
puede contribuir a restaurar la confianza entre los ciudadanos.

Algunas de estas consideraciones son bastante pertinentes 
cuando las partes de un conflicto vislumbran la inclusión de 
una comisión de la verdad dentro del acuerdo para detener la 
violencia. Los antiguos enemigos pueden tener una intención 
genuina de construir una paz duradera y de fortalecer la soli-
daridad social. Sin embargo, puede haber motivos pragmáticos 
para proponer una comisión de la verdad, tales como encontrar 
una alternativa frente a los procesos penales por las violaciones 
cometidas durante el conflicto. Las partes pueden considerar 
peligroso el procesamiento judicial de los actos cometidos por 
sus seguidores, los juicios pueden resultar embarazosos para las 
organizaciones políticas y poner en riesgo su viabilidad política 
una vez lograda la paz, y la recriminación entre las partes puede 
continuar luego de que se haya firmado un acuerdo de paz.

De hecho, las comisiones de la verdad se incorporan en los 
procesos de paz por razones idealistas y pragmáticas.

La comunidad internacional ha visto que esta tendencia se ha 
incrementado y la ha apoyado en gran medida. Los practican-

tes internacionales en el campo de los derechos humanos y 
de la mediación de paz ven las comisiones de la verdad como 
parte de una política de justicia transicional efectiva, y como 
instrumentos que pueden contribuir al afianzamiento del es-
tado de derecho y a garantizar los derechos de las víctimas de 
violaciones graves de los derechos humanos.
 
Como resultado directo del interés en las comisiones de la ver-
dad y del conocimiento creciente sobre su funcionamiento, se 
han identificado un conjunto de principios, mejores prácticas 
y recomendaciones que pueden proporcionar orientación a 
actores nacionales e internacionales cuando se propone ins-
tituciones de búsqueda de la verdad durante un proceso de 
paz3. La difusión de los principios y las mejores prácticas pue-
de aportar argumentos que favorezcan mecanismos robustos y 
fortalezcan la posición de las víctimas y de las organizaciones 
de la sociedad civil cuando se marginan sus voces.

Y, sin embargo, sorpresivamente, a pesar de las altas expectati-
vas de las comisiones de la verdad y el crecimiento de la exper-
ticia alrededor de ellas, las iniciativas recientes han enfrentado 
crisis serias que han socavado su desempeño4. Algunos recien-
tes ejemplos negativos parecen tener una explicación simple: 
la creación de comisiones sin seguir las mejores prácticas las 
destina al fracaso5. Algo más difícil de explicar es por qué las 
comisiones que se han visto beneficiadas de la participación 
de expertos internacionales y del conocimiento de ejemplos 
pasados también han fallado en alcanzar sus objetivos6. ¿Será 
posible que el saber convencional que ofrece la justicia tran-
sicional sea parte del problema? ¿Será posible que a pesar de 
las advertencias contra la aplicación automática de las mejores 
prácticas, los diseñadores de las comisiones y otras partes inte-
resadas presten más atención a lo que se considera estándares 
internacionales que a la realidad en el área?

El Relator Especial de la ONU sobre la promoción de la ver-
dad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición 
de la violación de los derechos de las víctimas en los conflictos 
hizo sonar la alarma recientemente en relación con estos de-
safíos invitando a la comunidad internacional a examinar de 
forma crítica las tendencias en la práctica de las comisiones 
de la verdad7.

Una apreciación crítica de los principios y las mejores prác-
ticas para las comisiones de la verdad no debería verse como 
un intento por devaluar los esfuerzos para infundir considera-
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ciones de derechos humanos en los procesos de paz por parte 
de quienes trabajan en los campos de la mediación de la paz y 
la justicia transicional. La convergencia internacional alrede-
dor de las mejores prácticas reduce la posibilidad de que haya 
saboteadores que bloqueen investigaciones genuinas o que se 
establezca comisiones débiles8.

Paradójicamente, puede haber riesgos en el éxito de las comi-
siones de la verdad que “siguen las reglas”, ya que ello puede 
sugerir que las mejores prácticas son fácilmente transferibles 
entre contextos. Puede haber falta de claridad sobre qué linea-
mientos se derivan efectivamente de las obligaciones relativas 
a los derechos humanos y cuáles son simplemente resultado 
de una observación práctica. Y puede ser que las mejores ca-
racterísticas en el mandato de una comisión sean vistas como 
las mejores prácticas cuando en verdad son solamente una 
tendencia.

Este ensayo revisa las fuertes tendencias en el establecimiento 
de las comisiones de la verdad que han ganado credibilidad en 
el dominio de las buenas prácticas. Se las examina de forma 
crítica y se propone preguntas para animar el debate y pro-
curar nuevas respuestas. El ensayo asume que las comisiones 
de la verdad pueden hacer contribuciones poderosas a los de-
rechos humanos en el escenario fluido de un proceso de paz, 
pero también toma con seriedad las precauciones presentadas 
en diferentes enunciados sobre mejores prácticas9.

Comisiones de la verdad en un entorno de posconflicto 

Las primeras comisiones de la verdad se crearon en momentos 
de transición posautoritaria como las del cono sur de América 
Latina. Las primeras comisiones creadas en un entorno de 
posconflicto como resultado de las negociaciones de paz se 
establecieron en El Salvador (1992) y en Guatemala (1994).

Algunos analistas sugieren que el establecimiento de una co-
misión en un ambiente de posconflicto es más difícil que en 
un contexto posautoritario debido a las dificultades metodo-
lógicas de la investigación sobre patrones de violaciones típi-
cas de los conflictos armados internos10. Los conflictos tien-
den a adoptar diversos patrones de violaciones por parte de 
varios agentes diferentes, lo cual en algunos casos difumina 
la distinción entre víctima y victimario11. En contraste, las 
investigaciones sobre los patrones de violaciones típicos de los 
regímenes autoritarios generalmente se centran en la violen-
cia cometida de forma abrumadora por un agente: las fuerzas 
gubernamentales represivas12.

Sin embargo, esta distinción se basa en las observaciones de 
cierto tipo de regímenes autoritarios y de conflictos internos 
y, como cualquier generalización, tiene un valor limitado. 
Hay muchos casos mixtos, ya que los conflictos armados in-
ternos a veces son resultado de tensiones mayores causadas 

por un régimen opresor, como en el caso de Guatemala y El 
Salvador. También hay casos en los que un régimen autorita-
rio se instala una vez un conflicto erosiona las instituciones 
democráticas, como en el caso de Mali.

Una distinción más significativa entre las comisiones de la ver-
dad tiene que ver con la forma en la que se realiza la transición 
hacia el posconflicto, ya sea a través de la derrota total de uno 
de los lados de la confrontación o a través de la negociación. 
Los conflictos —sean políticos o armados— que terminan con 
una victoria total dejan al ganador con un poder enorme para 
maniobrar y buscar la rendición de cuentas del lado opuesto 
(la “justicia del vencedor”). Sin embargo, en las situaciones 
de conflicto o de regímenes autoritarios que son resueltas me-
diante una negociación las partes entran en un juego de cálcu-
los y compromisos durante el proceso de decisión de los aspec-
tos clave de la transición, incluyendo la rendición de cuentas.

En situaciones de conflicto de larga duración, las victorias 
militares definitivas, como en el caso de Sri Lanka, son un 
resultado cada vez más infrecuente. En muchos casos, las ne-
gociaciones tienen lugar una vez que los rivales, ya exhaustos, 
deciden preservar sus ganancias parciales en vez de arriesgarse 
a una pérdida total o a un derramamiento de sangre continuo. 
Respecto a las comisiones de posconflicto, éstas a menudo 
reflejan negociaciones complicadas y se centran más en las 
posiciones de las partes interesadas  que en las realidades del 
conflicto y los intereses de las víctimas.

En tales escenarios, los actores con intereses propios se preo-
cupan por justificar su rol en el conflicto y por aumentar su 
prestigio en el nuevo ordenamiento político; por ello, pueden 
tener poco interés en investigar los abusos pasados, incluso 
en el caso de que guarden resentimiento por las violaciones 
cometidas por sus rivales. Una vez que las partes estén con-
vencidas de los beneficios potenciales de una comisión de la 
verdad, pueden llegar a albergar expectativas exageradas ba-
sadas en un conocimiento incompleto de experiencias muy 
conocidas, como la de Sudáfrica. 

Así, la primera complicación para una futura institución de 
búsqueda de la verdad no es la complejidad de su investiga-
ción sino el proceso de su establecimiento. Las partes con un 
registro problemático de violaciones de los derechos humanos 
a menudo son aquellas que adoptan el marco de trabajo bási-
co de una comisión futura. En esta etapa, el desafío para los 
mediadores y los expertos consiste en superar las tensiones de 
una negociación, y en tratar de preservar la independencia y 
la efectividad del proceso de búsqueda de la verdad al tiempo 
que se manejan las expectativas.

Los obstáculos son muchos. Muchas partes pueden mostrarse 
renuentes a comprometerse con la búsqueda de la verdad y 
rehusarse a reconocer la importancia de ésta en la construc-
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ción de la paz. Incluso pueden adoptar cierto lenguaje en una 
comisión tan solo para olvidarse de su compromiso. Ambas 
actitudes —la oposición activa y una desatención benigna— 
requieren respuestas consistentes y estables por parte de los 
mediadores, los expertos, los amigos de los procesos de paz 
y algunos actores internacionales interesados, con el fin de 
animar un compromiso más constructivo.

El desafío para los mediadores y los practicantes de la jus-
ticia transicional es animar a las partes a asegurarse de que 
hay suficientes garantías para la independencia de la co-
misión tan pronto se haya expresado el interés por crearla, 
manteniendo activo el apoyo material y político durante la 
investigación, y comprometerse a considerar seriamente los 
hallazgos y las recomendaciones entregadas por la comisión 
en el largo plazo.

Reevaluación de prácticas y tendencias 

Al interrogarse sobre ciertas tendencias de las comisiones de 
la verdad, y las circunstancias en las cuales emergen los proce-
sos de paz, se requiere hacer una distinción entre dos tipos de 
prescripciones: 1) aquellas fundamentadas en los principios de 
los derechos humanos, que deben defenderse enérgicamente en 
cualquier circunstancia, y 2) aquellas basadas en la observación 
de los factores de éxito en contextos específicos. Las prescripcio-
nes del primer tipo incluyen el reconocimiento de los derechos 
de las víctimas a la reparación, la protección de las garantías de 
debido proceso, y el principio de no discriminación.

El seguir estos principios, por ejemplo, asegurando que las co-
misiones de la verdad no incluyan disposiciones que fuercen a 
las víctimas a renunciar a ciertos derechos a cambio de otros, 
constituye un estándar fuerte que se basa en obligaciones de-
rivadas de los derechos humanos. Los derechos de las víctimas 
son integrales, al igual que las obligaciones estatales de garanti-
zar el respeto por los derechos humanos; así, nadie debe forzar 
a las víctimas a elegir entre su derecho a la verdad y su derecho 
a buscar la realización de investigaciones penales o reparacio-
nes. Del mismo modo, asegurarse de que las comisiones de la 
verdad respetan los elementos básicos del debido proceso es 
consistente con la protección básica de los derechos humanos, 
cuando las comisiones tienen la misión de contribuir activa-
mente en posibles procesos de justicia penal13.

Los principios de no discriminación también son fundamen-
tales. Para evitar la discriminación, sea o no intencional, las 
comisiones deben luchar por considerar los derechos específi-
cos de los grupos que históricamente han estado marginados 
o que son particularmente vulnerables, como en los casos de 
mujeres14, niños15 e indigenas16. Tales esfuerzos no sólo son 
consistentes con los principios de los derechos humanos sino 
que también son una buena política porque resultan en una 
participación alentadora en la comisión y en el enriqueci-

miento de los hallazgos y las recomendaciones de la comisión.
Adicionalmente, puede haber prescripciones no específicas 
para un país en particular, aunque sean técnicamente nece-
sarias para cualquier institución viable. Se trata básicamente 
de recomendaciones técnicas relacionadas con la gestión de 
la comisión de la verdad, el aseguramiento de una financia-
ción y un presupuesto adecuados, así como unos términos de 
referencia razonablemente claros para la investigación. Estas 
competencias básicas se plantean como requerimientos para 
cualquier institución, no sólo para una comisión de la verdad.

Lo que requiere una reevaluación crítica son los lineamientos 
y las tendencias, que pueden no estar directamente vinculados 
con los principios de los derechos humanos  e ir más allá de 
las competencias básicas de una comisión.

Mandatos demasiado ambiciosos para una comisión de la verdad

El mandato de una comisión de la verdad es su documento 
legal fundamental y a menudo toma la forma de un decreto 
ejecutivo o de una ley, aunque algunas comisiones han sido 
establecidas por otros medios17. Los mandatos legales usual-
mente abarcan los siguientes elementos:

•	 Objetivos de la comisión de la verdad 
•	 Funciones autorizadas 
•	 Alcance de la investigación 
•	 Poderes y recursos, incluyendo el tiempo permitido para 

las actividades 
•	 Composición de la comisión18 

La característica más recurrente en la práctica de las comisio-
nes de la verdad que existen actualmente es la complejidad, 
que se expresa en mandatos más amplios, con objetivos más 
ambiciosos, con más funciones, con mayores alcances para la 
investigación, con más poderes y con una composición más 
amplia que busca representar a todos los sectores de la so-
ciedad. Es posible ver la expansión como un esfuerzo para 
asegurarse de que más víctimas tengan una oportunidad de 
ser reconocidas y de asegurar una mayor participación social. 
Pero, como veremos, esta tendencia es problemática.

Las primeras comisiones de la verdad tenían objetivos y fun-
ciones limitados; se enfocaban principalmente en establecer 
los hechos a través de una investigación. Estas comisiones te-
nían un enfoque circunscrito a ciertos patrones de violación 
de los derechos humanos en acciones cometidas en períodos 
muy delimitados19, al igual que poderes y recursos limitados 
que, de todos modos, resultaban ser adecuados.

Por ejemplo, la Comisión de Verdad y Reconciliación de Chi-
le tuvo como objetivos explorar y contribuir a la formulación 
de políticas, con el fin supremo de prevenir la repetición20. 
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Sus funciones fueron investigativas y se limitaban a acciones 
necesarias para preparar un informe de investido de auto-
ridad. Su enfoque se limitó a sólo tres tipos de conductas: 
ejecuciones arbitrarias, desapariciones forzosas, y asesinatos 
cometidos por opositores armados. Sus poderes se limitaban 
a solicitar posibles fuentes de información, sin que pudiera 
obligar a las mismas a cooperar con la comisión. 

Sin embargo, la tendencia durante las últimas tres décadas ha 
sido la de expandir el mandato en todas sus dimensiones, ten-
dencia que a menudo se representa como ejemplo de buenas 
prácticas o una obligación derivada de la protección de los 
derechos humanos21.

Un ejemplo reciente de esta tendencia es la Comisión Kenia-
na de Verdad, Justicia y Reconciliación (TJRC, por sus siglas 
en inglés)22, cuya misión enumera 18 objetivos y 12 funcio-
nes diferentes, además de un gran catálogo de conductas a 
investigar. Aunque la misión incluye algunos aspectos re-
dundantes, expresa la voluntad clara de crear una institución 
integral, con la responsabilidad de no sólo establecer hechos 
sino, además, procurar la explicación histórica y social de los 
mismos. Aparte de los objetivos y las funciones ambiciosas 
de investigación, la comisión asumió responsabilidad por 
objetivos y funciones orientados a proporcionar reparación 
a las víctimas y ofrecer recomendaciones de políticas a di-
ferentes instituciones estatales. La TJRC tenía que enfocar-
se en violaciones graves de los derechos humanos definidas 
como crímenes contra la humanidad, pero también en otros 
abusos y conductas incluyendo la marginación económica, 
la opresión étnica y la corrupción que tuvieron lugar tras la 
independencia keniana en 1963. La TJRC fue dotada con 
poderes significativos, incluyendo la capacidad para citar ju-
dicialmente personas y documentos, la posibilidad de facili-
tar amnistías para las personas que cooperaran con la investi-
gación, y el poder de hacer que sus recomendaciones fueran 
de cumplimiento obligatorio por parte de las instituciones 
gubernamentales kenianas.

Claramente, una misión extremadamente amplia, como en el 
caso keniano, presentará desafíos técnicos complicados para 
cualquier investigación. Como reconoció la comisión en su 
informe final, inclusive bajo circunstancias ideales, con un 
apoyo político inquebrantable y unos recursos abundantes23, 
el cumplimiento de dicha misión sería extremadamente di-
fícil. En condiciones reales, con un apoyo político que dista 
de ser ideal y pocos recursos, un mandato extremadamente 
amplio puede alimentar expectativas irreales entre las partes 
interesadas, generar problemas técnicos irresolubles, y llegar a 
no poder cumplir siquiera con las funciones básicas de forma 
oportuna y eficiente.

Un mandato demasiado ambicioso requiere que se hagan 
ciertas elecciones y, tal vez, que se intente simplificar su im-

plementación. En Kenia, al enfrentar una tarea insuperable, 
la comisión decidió —de forma muy razonable— interpre-
tar que su mandato le demandaba investigar tres problemas 
principales: “(1) Ejecuciones ilegales y desapariciones forzosas 
(incluyendo ejecuciones políticas, ejecuciones  extrajudiciales 
y masacres); (2) Detenciones ilegales, tortura y maltrato; y 
(3) Violencia sexual”24. Del mismo modo, al enfrentarse a un 
mandato temporal que abarcaba casi 50 años de la historia 
keniana, la comisión eligió estudiar solamente 6 períodos es-
pecíficos de violenca25.

La experiencia chilena ofrece un contraste útil. Si bien la TRC 
chilena tenía una misión limitada, que fue criticada por ser 
muy estrecha, la credibilidad del informe persuadió a amplios 
sectores de las partes interesadas y al gobierno de que el mo-
delo era útil. Por tanto, se estableció una segunda comisión. 
Ésta presentó su informe en 2004 sobre otros patrones de 
violencia, incluyendo torturas y violencia sexual26. Contraria-
mente, el riesgo de una misión muy amplia, como en el caso 
de Kenia, es que los resultados de la investigación no satisfa-
rán al público, y esto puede ser suelo fértil para saboteadores. 
Si bien este ensayo no sugiere un retorno a misiones extre-
madamente estrechas y limitadas a unas cuantas violaciones, 
es importante entender los riesgos y los desafíos relacionados 
cuando se plantean alcances muy amplios.

Otro elemento que merece atención es la necesidad de me-
jorar el mandato para incluir poderes fuertes tales como los 
de citación judicial, la capacidad para otorgar amnistías a las 
personas que cooperan con la misión, y la naturaleza obliga-
toria de las recomendaciones sobre políticas. El argumento 
en favor de tales poderes fuertes es que ellos pueden ayudar a 
asegurar una investigación apropiada de cara a la resistencia 
de los saboteadores y la efectividad real de la misión.

Sin embargo, los resultados obtenidos de aumentar los po-
deres de una comisión no siempre son los mejores. Algu-
nas comisiones operan en ambientes institucionales débiles 
en los cuales una citación judicial no se haría cumplir o en 
los que los poderes de facto pueden mofarse de cualquier 
esfuerzo de la comisión, haciéndola ver débil y poco efec-
tiva. Por ejemplo, la Comisión de Verdad y Reconciliación 
de Liberia logró la creación de un tribunal judicial especial 
con el solo propósito de emitir citaciones judiciales, un es-
fuerzo que consumía recursos y no siempre fue productivo. 
Adicionalmente, como veremos a continuación, dar poderes 
fuertes a una comisión puede requerir su establecimiento 
por ley, lo que abriría un debate potencialmente difícil y 
dilatado en el parlamento.

Los debates alrededor de los poderes de amnistía han sido di-
visivos en países como Timor Oriental, Kenia, Liberia, Nepal, 
y Sierra Leona27. Al encontrarse con una fuerte oposición y 
unos fuertes argumentos legales, ningún mandato ha auto-
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rizado amnistías por violaciones graves de los derechos hu-
manos de alguna forma que sea comparable con el mandato 
de la Comisión de Verdad y Reconciliación de Sudáfrica. Los 
poderes de amnistía se han reducido a amnistías para hechos 
que no han alcanzado el umbral de los crímenes internacio-
nales o son solamente poderes para recomendar amnistías o, 
si han sido dados, no han sido utilizados por la comisión, 
consciente de que en última instancia las amnistías no son un 
medio efectivo para obtener información útil.

Otra tendencia relacionada con la ampliación de los mandatos 
es la capacidad de hacer recomendaciones obligatorias, como 
en los casos de Kenia, Liberia y Sierra Leona28. La noción de 
las recomendaciones obligatorias atenta contra la lógica y el 
razonamiento constitucional, ya que equivaldría a usurpar los 
poderes del gobierno. En efecto, en Kenia el carácter obliga-
torio de las recomendaciones resultó en una demanda consti-
tucional contra la comisión, con la que se buscaba bloquear la 
implementación de sus recomendaciones29.

Paradójicamente, sin unos poderes fuertes —y en condiciones 
políticas adecuadas—, las comisiones pueden hacer una con-
tribución más gravitante al examinar la evidencia disponible y 
al usar los poderes de persuasión. Hasta la experiencia reciente 
de la Comisión Nacional de la Verdad de Brasil, ninguna de 
las comisiones de la verdad latinoamericanas había tenido po-
der de citación judicial, y sin embargo habían logrado obtener 
la información necesaria para producir unos reportes sólidos.

La evaluación de los casos puede poner en cuestión la supo-
sición de que las comisiones siempre son mejores cuando tie-
nen una misión amplia. Se le debe prestar consideración a la 
practicidad, a los recursos y a la necesidad de asegurar una 
aprobación oportuna de la legislación30.

Consultas sociales extensas

Las consultas nacionales son procesos formales de diálogo en-
tre las instituciones gubernamentales y la sociedad civil que se 
utilizan para medir la visión, obtener propuestas y evaluar las 
condiciones para el compromiso futuro con una comisión de 
la verdad. Éstas pueden tomar la forma de reuniones con líde-
res representativos de la sociedad civil, encuestas de opinión 
pública, grupos focales y foros públicos.

Los enfoques consultivos para crear y operar una comisión de 
la verdad son unos de los elementos más fuertes usualmente 
citados como buenas prácticas31. Usualmente, la consulta se 
ve como un modo de incentivar el apoyo y la legitimidad; ésta 
enriquece el diseño del instrumento de justicia transicional. 
Sin embargo, también se ha sugerido que una consulta cons-
tituye una obligación de derechos humanos32 respaldada por 
instrumentos claves de derechos humanos. Si bien la consulta 
puede ser expresión de una política inteligente, el argumento 

de que constituye un derecho de las víctimas o un deber de los 
estados es menos convincente.

Hay evidencia de que una comisión de la verdad establecida 
precipitadamente, sin comunicación básica con los grupos 
de víctimas, tendrá dificultades para explicar su propósito 
a la población, obtener la confianza de los participantes y 
establecer alianzas. Un ejemplo reciente de ello es la Comi-
sión de Verdad y Reconciliación de Costa de Marfil33, la cual 
se instaló de forma expeditiva, sin un mandato adecuado, 
sin haberse nombrado a todos sus miembros y sin ninguna 
consulta con los grupos de víctimas. La comisión misma se 
suponía que iba a consultar a la población acerca de qué con-
tenido temático en su mandato sería el más adecuado para 
llevar a cabo las investigaciones. En septiembre de 2013, en 
la fecha de expiración de su vigencia legal, la comisión ape-
nas había concluido un extenso programa de consultas sobre 
cuál debería ser su misión y no había entrevistado a ninguna 
víctima.

No hay duda de que los ciudadanos tienen el derecho de 
participar en los asuntos públicos; las preguntas son cuáles 
serán la forma y los instrumentos de dicha participación. 
¿Un acercamiento directo con los líderes clave de la socie-
dad civil satisfará la obligación de respetar la participación 
pública? ¿O ésta debería comprender alguna forma de movi-
lización pública masiva? ¿Son las instituciones representati-
vas del gobierno suficientes para satisfacer tal derecho? ¿Las 
consultas deberían realizarse a través de una participación 
directa y local? 

Estas son preguntas sobre medios, metas y contexto. Al me-
nos en el corto plazo y con una ventana de oportunidad muy 
estrecha34, la consulta es una herramienta para lograr la meta 
de lograr la percepción de una comisión de la verdad legíti-
ma y efectiva. Es importante calcular cuánto soporte ya existe 
para la rendición de cuentas y, por ende, cuánto tiempo y 
cuánto capital político debería invertirse en qué tipo de con-
sulta. En contraste con una visión tan pragmática, algunas 
formulaciones actuales sobre la consulta se remiten a activi-
dades “amplias”, “integrales” o “extendidas”, que pueden ser 
muy complejas y que se pueden desarrollar en etapas sucesi-
vas35; la sensibilización del público y el alcance36, el mapeo de 
los efectos de la violencia en la población37, y actividades para 
medir la opinión pública, entre otros aspectos.

La idea de la consulta como un pesado proceso de múlti-
ples etapas asume que la entidad que lidera la consulta sabe 
poco sobre la situación y que tiene los recursos y el tiempo 
necesarios para realizar dichas operaciones. Movilizar a un 
aliado, como una organización de la sociedad civil, puede 
brindar atajos indispensables hacia el logro de un proceso 
más eficiente.



6 Desafiando lo convencional: ¿pueden las comisiones de la verdad fortalecer los procesos de paz?

El uso de consultas también puede depender del análisis flexi-
ble sobre las condiciones políticas. Cuando ya hay moviliza-
ción social activa en favor de la rendición de cuentas, unas 
discusiones para obtener propuestas específicas pueden ser su-
ficientes. Sin embargo, en otros casos, cuando los líderes polí-
ticos crean rápidamente una institución débil, políticamente 
dependiente,  o una institución desacreditada, el abogar por 
una consulta y el ralentizar el proceso puede ser útil para em-
poderar a los sectores marginados y obstaculizar los esfuerzos 
para imponer iniciativas mal preparadas.

Igualmente, si las condiciones no son ideales para realizar 
consultas extensas durante un largo período, puede ser facti-
ble programar consultas por etapas enfocándose inicialmente 
en los sectores de la sociedad civil que ya están comprometi-
dos y en las víctimas que ya están movilizadas, y luego con-
tinuar con fases subsiguientes para incluir sectores más gran-
des de la población general. Otra posibilidad es configurar 
mecanismos especiales y cronogramas para realizar consultas 
inclusivas con grupos específicos. 

Un ejemplo reciente muy interesante se presentó en Colom-
bia con la promulgación de una ley sobre los derechos de las 
víctimas y la propiedad de la tierra38, el cual incluyó la crea-
ción de la Comisión de Memoria Histórica. El gobierno se 
enfrentó al dilema de continuar con la promulgación legisla-
tiva o con la conducción de consultas clave con poblaciones 
afrodescendientes e indígenas. La elección fue significativa, 
ya que la constitución colombiana reconoce el derecho de es-
tas dos poblaciones en particular a ser consultadas antes que 
cualquier tipo de legislación que se apruebe pueda afectar sus 
intereses.39 El continuar sin hacer la consulta habría puesto 
en riesgo la constitucionalidad del proyecto, pero esperar por 
una consulta completa podría significar la pérdida de una 
oportunidad política única de asegurar la promulgación. El 
gobierno, en consulta con los líderes de organizaciones sólidas 
de estos dos grupos, optó por promulgar la ley con la salvedad 
de que no sería aplicable a los grupos indígenas hasta que se 
aprobara, en conjunto con el gobierno, un marco de trabajo 
específico que sería agregado posteriormente a la ley como un 
decreto presidencial.

Tendencia hacia la aprobación legislativa de mandatos

La complejidad cada vez mayor de las comisiones ha llevado 
a la tendencia de crear mandatos a través de leyes, ya que en 
la mayoría de los marcos constitucionales el otorgarle a un 
ente temporal poderes similares a los de una institución juris-
diccional puede requerir un instrumento más fuerte que un 
decreto ejecutivo. Igualmente, algunos pueden ver la creación 
legislativa como una fuente más fuerte de legitimidad demo-
crática ya que el congreso es por definición un ente pluralis-
ta40. La mayoría de las comisiones de la verdad recientes se 
han establecido por ley.

GRÁFICO 1: MEDIOS DE ESTABLECIMIENTO DE UNA 
COMISIÓN DE LA VERDAD, POR DÉCADA41
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Al igual que con otras tendencias imperantes, una evaluación 
realista del ritmo político de la transición parece ser funda-
mental para determinar la pertinencia del instrumento que 
asegure la meta de una comisión efectiva. En ausencia de un 
fuerte consenso político, la promulgación por vía legislativa 
puede deparar escenarios riesgosos en los que la integridad de 
la mandato sea afectada o su aprobación no se priorice debido 
a la existencia de objetivos en conflicto. 

Si bien los procesos legislativos exitosos pueden fortalecer el 
instrumento que establece la comisión, en algunas condicio-
nes el riesgo de no aprobar un mandato es serio, y debe invitar 
a una evaluación cuidadosa de la mejor ruta táctica. Una ley 
indonesia que estableció una comisión de la verdad fue apro-
bada en 2004, seis años después de la caída del presidente 
Suharto; pero el instrumento resultó tan cuestionable que la 
corte constitucional lo anuló en 200542.En Nepal, una exten-
sa negociación en el parlamento, tanto sobre una comisión de 
la verdad como sobre una comisión para tratar casos de desa-
pariciones, se desarrolló de forma poco productiva y, en últi-
mas, se estancó cuando una crisis de gobernabilidad terminó 
en la disolución de la asamblea constituyente del país43. En 
Túnez, a pesar de realizarse un proceso de consulta diligente y 
eficiente, la ley que proponía unas políticas de justicia transi-
cional y una comisión de la verdad quedó archivada detrás de 
otras prioridades, afectada por la suspensión del trabajo de la 
Asamblea Nacional Constituyente44.

Los participantes internacionales en las primeras etapas de 
una transición deben animar a las partes locales interesadas a 
que consideren seriamente todas las opciones posibles para la 
creación de una comisión. Una evaluación adecuada del equi-
librio político de fuerzas en el congreso es un prerrequisito 
obvio para embarcarse en un camino legislativo. ¿El congreso 
respetará los acuerdos políticos expresados en el marco de tra-
bajo de la paz? ¿Los potenciales saboteadores tomarán ventaja 
del procedimiento parlamentario para ralentizar el proceso o 
para comprometer el mandato resultante para la comisión?
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Si bien ninguna forma de promulgación constituye una ga-
rantía de éxito, la experiencia comparativa muestra que las 
comisiones establecidas mediante instrumentos distintos de 
una ley pueden cumplir con sus objetivos.

La comisión marroquí se estableció por un decreto real, o 
dahir45, y la Comisión de Recepción, Verdad y Reconcilia-
ción de Timor Oriental se estableció por una ordenanza de la 
Administración Transicional de la ONU46. Algunas comisio-
nes de la verdad tempranas en Latinoamérica se establecieron 
por decreto presidencial, y la Comisión de Esclarecimiento 
Histórico (CEH) de Guatemala, así como la Comisión de la 
Verdad para El Salvador, se establecieron directamente por 
implementación de los acuerdos de paz, los cuales tenían pro-
visiones que establecían las misiones47.

Algunas partes involucradas pueden sentir que el optar por el 
establecimiento de una comisión con cualquier instrumento 
que no sea una ley es una capitulación pues se piensa que la 
promulgación legislativa es la única forma de adecuarse a las 
tendencias actuales, las cuales constituirían buenas prácticas. 
El criterio clave para responder a este dilema es empezar con 
las características de la comisión deseada. ¿Ésta requiere que 
sus poderes sean creados por ley? ¿Podrá usar dichos poderes? 
¿Qué equilibrios entre fuerzas políticas y qué alianzas pueden 
asegurar la creación de una comisión fuerte, efectiva e inde-
pendiente?

Asumir la reconciliación como una meta

Varias misiones de comisiones de la verdad hacen un llamado 
explícito sobre la reconciliación como un objetivo.48 Tal invo-
cación, tras períodos de conflicto, aparece como una elección 
sensata que expresa la esperanza de que el examinar el pasado 
contribuya a lograr una sociedad más pacífica.

GRÁFICO 2: COMISIONES DE LA VERDAD QUE 
INCLUYEN EL OBJETIVO DE LA RECONCILIACIÓN
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Sin embargo, una orientación hacia la reconciliación no está 
exenta de problemas. Una dificultad intrínseca es la ambigüe-
dad del concepto, el cual introduce confusiones significativas 
en el mandato de las comisiones de la verdad y —en algu-
nos casos— genera expectativas o miedos improcedentes. Es 
bastante común, por ejemplo, encontrar negociadores y di-
señadores de comisiones de la verdad que dicen que un TRC 
asegurará que las víctimas individuales y los victimarios se 
“perdonarán el uno al otro” en una suerte de microproceso de 
consecución de la paz. Algunas víctimas y grupos de la socie-
dad civil piensan en la reconciliación en términos similares, y 
temen que una comisión de la verdad fuerce a las víctimas a 
perdonar a los victimarios y a que tengan que renunciar a su 
derecho a una garantía judicial efectiva.

El Relator Especial de la ONU sobre verdad, justicia, repara-
ciones y garantía de no repetición ha advertido en contra de 
cualquier entendimiento de reconciliación que pueda impo-
ner a las víctimas transacciones abusivas que anulen sus dere-
chos. Esto no es tan solo un punto teórico, ya que en algunos 
países quienes diseñan el mandato de la comisión vinculan 
las medidas de impunidad con el perdón de las víctimas a 
los victimarios49. Similarmente, hay países en lo que grupos 
de la sociedad civil se han opuesto con éxito a la inclusión 
del término “reconciliación” en el mandato o, inclusive, en el 
nombre de la comisión de la verdad50.

Otro elemento que llama a hacer un uso mesurado de la noción 
de reconciliación es la naturaleza del conflicto que abordará la 
comisión. Algunos conflictos pueden involucrar varios países 
o —como en el caso de los Balcanes Occidentales— pueden 
resultar en la partición del territorio y en la separación de los 
grupos. No se ha hecho patente que en dichas circunstancias 
las comisiones de la verdad con una misión de “reconciliación 
nacional” contribuyan a la reconciliación entre grupos.

También es posible que en algunos conflictos la población in-
dígena se vea involucrada como víctima o como parte de los 
sectores que iniciaron la guerra. Para algunos pueblos indíge-
nas, con sus propias identidades como naciones, no es evidente 
que la reconciliación nacional proporcione un marco de trabajo 
adecuado para lograr los objetivos de una comisión de la ver-
dad. Efectivamente, en la perspectiva de los grupos indígenas 
sujetos a una larga opresión, es probable que la idea de recon-
ciliación como reconstrucción de un estado ideal previo de ar-
monía entre los grupos suene vacua debido a que tal situación 
probablemente nunca existió. De hecho, para algunos grupos 
indígenas la idea de reconciliación de “nación con nación” o 
de “pueblo a pueblo” puede sonar más atractiva o aceptable51.

Ideas adicionales

Un elemento complejo en esta lectura crítica sobre estánda-
res y tendencias es la cuestión de la oportunidad. Es imposible 
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prescribir un balance entre flexibilidad y urgencia que pueda 
responder al arte de la política. Pero se debe hacer algunas con-
sideraciones sobre la base de una experiencia comparativa real.

Entre más de cuarenta comisiones de la verdad, cerca de un ter-
cio parece haberse creado a un año del evento transicional clave 
y cerca de la mitad en los primeros dos años. El resto se estable-
ció hasta 23 años después. Esto podría indicarnos que hay una 
ventana de oportunidades y que los intentos de creación de una 
comisión de la verdad deben ocurrir más pronto que tarde. Lue-
go de que la ventana de oportunidad se cierre, las propuestas de 
creación de una comisión de la verdad pueden perder el sentido 
de urgencia o prioridad en comparación con otros elementos de 
una ajena política normalizada. Luego de un corto tiempo, el 
período de movilización social y de fluidez política de una tran-
sición puede tender hacia la búsqueda de estabilidad, ya que un 
nuevo equilibrio político toma lugar, o a veces los saboteadores, 
debilitados en el momento de los acuerdos, reclaman un espacio 
político. Si bien esto dependerá del contexto, una comisión de la 
verdad podrá tener mayores habilidades para ayudar a moldear 
el discurso y las actitudes si se crea en el período inmediata-
mente posterior al fin del conflicto y si ayuda a legitimar más 
medidas para la justicia y las reparaciones.

Claro está, esta observación no indica que la instalación rá-
pida de una comisión de la verdad sea garantía de su calidad 
posterior. Las partes interesadas necesitan tomar una decisión 
temprana y, si es el caso, establecer el motivo preciso por el 
que se hace. El advertir qué tan ambiciosa sea esta visión ini-
cial y qué tan pesadas sean las discusiones iniciales determina-
rá las mejores rutas tácticas por seguir, y ayudará a las partes 
interesadas a realizar suposiciones razonables sobre el monto 
de capital político, recursos y tiempo que se debe invertir en 
el proceso. Si hay unas condiciones razonables para una co-
misión de la verdad, tales como un soporte político efectivo y 
la cesación real de la violencia, el proceso de establecimiento 
recibirá un mayor apoyo. El impulso creado por la conclusión 
exitosa de un acuerdo de paz puede abarcar estos factores, 
pero este es un elemento de apreciación política.

Si hay condiciones políticas y de seguridad, ¿qué tan extensa 
debe ser la consulta? ¿Debería crearse una misión por medio de 
una legislación, un decreto ejecutivo, o por medio de otro pro-
cedimiento? ¿Cómo se seleccionarán y nombrarán los comisio-
nados? Estas preguntas básicas requieren decisiones tempranas 
y una estrategia deliberada, seguidas de un ritmo relativamente 
rápido para tomar ventaja de la voluntad política existente, o de 
un proceso más largo cimentado en un compromiso continuo.

Reafirmación de la importancia de la secuenciación 

Cuando la justicia transicional es discutida de forma explícita 
en el curso de una negociación de paz, la integridad y la inte-
rrelación de las diferentes políticas de justicia pueden presen-

tar dificultades a las partes. La situación se complica cuando 
los esfuerzos para desarrollar un enfoque integral de la justicia 
transicional se entienden como una implementación simultá-
nea. Los factores detrás de tales dificultades incluyen la no dis-
ponibilidad de la justicia local o de las instituciones del estado 
de derecho, una falta de recursos humanos o financieros, y los 
diferentes grados de voluntad por parte de las partes políticas 
interesadas en cada componente de la justicia transicional.

Desde cierto punto de vista, algunos pueden concluir que, 
ya que las medidas de justicia responden a los derechos de las 
víctimas y a las obligaciones del estado, el único modelo co-
herente que vale la pena reclamar es el de una política integral 
en la que se aplique diferentes medidas de justicia al mismo 
tiempo. En esta perspectiva, diferir algunas políticas puede 
equivaler a dejarlas de lado sin una expectativa ni un compro-
miso claro de retomarlas realmente más adelante.

Sin embargo, proponer un modelo integral de justicia transi-
cional que opera simultáneamente supone algunos riesgos52. 
La resistencia política a algunas medidas, como el predecible 
rechazo enérgico a los juicios penales, puede afectar la viabi-
lidad de todo el paquete. En Burundi, las fórmulas de justi-
cia transicional propuestas incluyen tanto una comisión de 
la verdad, lo cual inspira cierta resistencia, como un tribunal 
especial, lo cual genera fuerte oposición; por esta razón, el 
gobierno nacional, las Naciones Unidas y las organizaciones 
de la sociedad civil han pasado casi diez años negociando este 
paquete sin siquiera acercarse a una verdadera implementa-
ción o a hacer progresos respecto de la comisión de la verdad.

La resistencia a la secuenciación puede deberse al temor de 
que las comisiones de la verdad puedan ser la única respuesta 
a la impunidad, resulten un engaño a las víctimas y posible-
mente pospongan las medidas de justicia penal de forma in-
definida. De hecho, en Nepal los grupos de la sociedad civil 
han luchado de forma sostenida por una comisión de la ver-
dad que solucione los problemas de justicia remitiendo los 
casos para su proceso judicial o amnistía; estos grupos temen 
que una comisión puramente investigativa no genere víncu-
los con ninguna medida de justicia requerida más adelante. 
Sin embargo, las comisiones de la verdad que pueden operar 
de forma efectiva pueden también movilizar a las víctimas, 
educar a los ciudadanos y establecer un relato confiable de las 
atrocidades del pasado, creando de este modo mejores condi-
ciones para medidas de justicia posteriores.

Otra dificultad al adoptar un enfoque integral es que éste 
puede embarcar a los legisladores en un intento demasiado 
complicado para establecer varias instituciones con un instru-
mento legal único, abarcador y extremadamente complejo. 
Podría ser más efectivo, en términos de recursos y de tiempo, 
crear una institución específica como una comisión de la ver-
dad, en vez de un conjunto de instituciones.
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La experiencia actual en Túnez puede presentar puntos rele-
vantes para estos dilemas. El gobierno fue claro desde tem-
prano en que tenía una fuerte preferencia por una ley integral 
con todas las medidas de justicia transicional y en que reali-
zaría consultas extensas y tendría en cuenta la información 
suministrada. Como resultado, presentó una ley sobre justicia 
transicional al parlamento. Sin embargo, el proyecto se dedica 
principalmente a la creación de una comisión de la verdad y 
las secciones dedicadas a otras políticas de justicia transicional 
son muy genéricas, lo que deja varias preguntas sin contestar 
y mucha imprecisión que tendrá que despejarse durante la 
eventual implementación de la ley. 

Manejo de expectativas

Rara vez las expectativas positivas y negativas sobre una comi-
sión de la verdad se basan en los términos de referencia explí-
citos acordados en el marco de la paz o en el mandato legal. 
Ellas responden a cálculos estratégicos, niveles de confianza 
mutua y a la confianza en el curso general de la transición. 
Por ende, incluso cuando hay un esfuerzo concertado para 
lograr el equilibrio correcto en un acuerdo de paz o en un 
mandato legal se requiere un dialogo adicional y sostenido 
entre las partes interesadas para entender las posibilidades y 
las limitaciones de la iniciativa.

Las partes políticas interesadas en la estabilidad de la nue-
va paz recuperada probablemente esperen una comisión que 
consolide los acuerdos; por lo tanto, su discurso público pue-
de ser demasiado optimista. En contraste, los sectores hostiles 
que se sienten amenazados por la inclusión de la rendición 
de cuentas en el marco de la paz pueden tener una visión 
exagerada del potencial de una comisión y lo denunciarán de 
forma enérgica.

Tal polarización del debate obstaculiza el diálogo y crea una 
dinámica de alineamientos que a la sociedad civil y los grupos 
de víctimas les conviene evitar. La sociedad civil y las víctimas 
son fundamentales para el trabajo de una comisión en tanto 
posibles miembros del personal o socios o participantes. Es 
esencial que ellos animen a la comisión y que entiendan sus 
potenciales reales y sus debilidades para hacer su participación 
más efectiva.

Un discurso extremadamente optimista acerca de lo que pue-
de hacer una comisión de la verdad puede sencillamente crear 
las condiciones para que las organizaciones de víctimas y de 
la sociedad civil se sientan decepcionadas así afectar negati-
vamente la percepción pública sobre la efectividad de la co-
misión. En Kenia, el informe final de la TJRC reconoció que 
la misión era muy amplia y que, para manejarla, la comisión 
debía ser selectiva, lo que creó tensiones con grupos que, te-
niendo altas expectativas dado el mandato comprehensivo de 
la comisión, se sintieron abandonados tras dichas decisiones.

En Guatemala se presentó el fenómeno inverso: el mandato, 
tal como fue decidido en los acuerdos de paz, fue criticado 
por la sociedad por ser débil y estrecho. Sin embargo, la CEH 
interpretó su mandato de una forma tal que abrió oportuni-
dades para trabajar en cooperación con organizaciones de la 
sociedad civil y las comunidades indígenas. Como resultado, 
la CEH construyó alianzas y fue capaz de sorprender a los 
escépticos con un producto final que fue más allá de las mo-
destas expectativas originales.

Algunas áreas específicas que requieren el manejo de 
expectativas son: el tratamiento efectivo de casos individuales, 
dada la gran cantidad de situaciones que puede enfrentar la 
comisión; la efectividad de la comisión para remitir casos a 
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TABLA 1: COMISIONES DE LA VERDAD CREADAS TRAS UNA TRANSICIÓN DESDE 1983 (EN ORDEN 
CRONOLÓGICO POR FECHA DE ESTABLECIMIENTO) 53

PAÍS
FECHA DE EST.

DE LA CdlV*
INICIO DE LA
TRANSICIÓN

TIEMPO TRANSCU-
RRIDO (AÑOS)

DOCUMENTO
FUNDADOR

RECONCILIACIÓN
COMO META

ARGENTINA DICIEMBRE 1983 OCTUBRE 1983 0.2 DECRETO NO

URUGUAY (1 de 2) ABRIL 1985 NOVIEMBRE 1984 0.4 LEY N/A

CHILE (1 de 2) MAYO 1990 DICIEMBRE 1989 0.4 DECRETO SI

CHAD DICIEMBRE 1990 DICIEMBRE 1990 0.1 DECRETO NO

ALEMANIA (1 de 2) MAYO 1992 AGOSTO 1990 1.8 LEY NO

EL SALVADOR JULIO 1992 ENERO 1992 0.5 ACUERDO DE PAZ SI

GUATEMALA JUNIO 1994 JUNIO 1994 0 ACUERDO DE PAZ NO

HAITÍ ABRIL 1995 JULIO 1994 0.8 DECRETO SI

ALEMANIA (2 de 2) JUNIO 1995 AGOSTO 1990 4.8 LEY NO

SUDÁFRICA DICIEMBRE 1995 ABRIL 1994 1.7 LEY SI

ECUADOR (1 de 2) SEPTIEMBRE 1996 AGOSTO 1996 0.1 DECRETO DEL N/A

NIGERIA JUNIO 1999 FEBRERO 1999 0.4
MINISTERIO DE POL; 
ESTATUTOS

NO

SIERRA LEONA FEBRERO 2000 JULIO 1999 0.6 ACUERDO DE PAZ** SI

URUGUAY (2 de 2) AGOSTO 2000 NOVIEMBRE 1984 15.8 DECRETO NO

COREA DEL S. (1 de 2) OCTUBRE 2000 JUNIO 1987 12.3 DECRETO N/A

PANAMÁ ENERO 2001 DICIEMBRE 1989 10.2 DECRETO NO

PERÚ JUNIO 2001 NOVIEMBRE 2000 0.6 DECRETO SI

GHANA ENERO 2002 ENERO 1993 9.0 LEY SI

TIMOR ORIENTAL FEBRERO 2002 AGOSTO 1999 2.5 MISIÓN DE LA ONU SI

RDC JULIO 2003 DICIEMBRE 2002 0.6 ACUERDO DE PAZ** SI

CHILE (2 de 2) SEPTIEMBRE 2003 DICIEMBRE 1989 13.8 DECRETO NO

PARAGUAY OCTUBRE 2003 FEBRERO 1989 14.7 LEY NO

MARRUECOS ABRIL 2004 JULIO 1999 4.8 DECRETO REAL** SI

COREA DEL S. (2 de 2) MAYO 2005 JUNIO 1987 17.9 LEY SI

LIBERIA FEBRERO 2006 AGOSTO 2003 2.3 ACUERDO DE PAZ** SI

ECUADOR (2 de 2) MAYO 2007 ENERO 2007 0.4 DECRETO NO

ISLAS SALOMÓN AGOSTO 2008 OCTUBRE 2000 7.8 LEY SI

KENIA OCTUBRE 2008 DICIEMBRE 2002 5.8 ACUERDO DE PAZ** SI

TOGO FEBRERO 2009 FEBRERO 2005 4 DECRETO SI

HONDURAS ABRIL 2010 OCTUBRE 2009 0.5 DECRETO SI

TAILANDIA JULIO 2010 DICIEMBRE 2007 2.6 DECRETO SI

COSTA DE MARFIL JULIO 2011 ABRIL 2011 0.3 DECRETO SI

BRASIL NOVIEMBRE 2011 OCTUBRE 1988 22.1 LEY SI

* POR LEY/DECRETO O FECHA DE OPERACIÓN SI LA HAY ANTES ** SEGUIDO POR LEGISLACIÓN
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1. En dos países en situación de posconflicto, Burundi y Nepal, 
las comisiones de verdad han sido establecidas recientemente vía 
legislación. La negociación de paz sobre el conflicto en Colombia 
incluye en su agenda el derecho a la verdad. En Afganistán, Dar-
fur, Irak, Libia, Malí, Myanmar, Filipinas y Yemen.se ha sostenido 
discusiones sobre la pertinencia de crear una comisión de la verdad 

2. Como resultado de procesos de paz se discute hoy en día la 
creación de comisiones de la verdad en Burundi (2000), Nepal 
(2006) y Colombia (actualmente). Los intentos de crear, reco-
mendar o discutir la idoneidad de la creación de una comisión de 
la verdad han ocurrido en Afganistán, Darfur, Irak, Libia, Malí, 
Myanmar, Filipinas y  Yemen. 

3. Louis Joinet, Revised Final Report, Question of the Impunity of 
Perpetrators of Human Rights Violations, June 26, 1997 (E/Cn.4/
Sub.2/1997/20); Diane Orentlicher, Independent Study on Best 
Practices, Including Recommendations to Assist States in Streng-
thening their Domestic Capacity to Combat All Aspects of Impu-
nity, February 27, 2004 (E/CN.4/2004/88); United Nations Secre-
tary-General, The Rule of Law and Transitional Justice in Conflict 
and Post-Conflict Societies, August 23, 2004 (S/2004/616); Diane 
Orentlicher, Report of the Independent Expert to Update the Set 
of Principles to Combat Impunity, February 8, 2005 (E/CN.4 
/2005/102/Add.1); Office of the High Commissioner for Human 
Rights, Rule-of-Law Tools For Post-Conflict States: Truth Com-
missions, 2006; Office of the High Commissioner for Human 
Rights, Rule-of-Law Tools for Post-Conflict States: National Con-
sultations on Transitional Justice, 2009; Naciones Unidas Secre-
tary-General, The Rule of Law and Transitional Justice in Conflict 
and Posconflict Societies (S/2011/634). 

4. Reporte De Greiff, 8, ¶ 30 (véase resumen de discusiones, n. 1). 

5. Algunas de las investigaciones recientes en escenarios poscon-
flicto cuya credibilidad ha sido objeto de críticas son: la Comi-
sión de Investigación Ad Hoc de Algeria a cargo de la cuestión 
de desapariciones, establecida en 2003; la Comisión de Verdad y 
Reconciliación en la República Democrática del Congo, estable-
cida en 2003; y la Comisión de Lecciones aprendidas y Reconci-
liación de Sri Lanka, establecida en 2010. 

6. Algunas comisiones posconflicto recientes que han experi-
mentado problemas casi paralizantes pese al uso significativo de 
experticia en justicia transicional en sus etapas iniciales son las 
de Liberia y Kenia. 

7. Reporte De Greiff, 6, ¶ 22. 

8. Véase, por ejemplo, el uso de principios y mejores prácticas de 
justifica transicional para evaluar las prácticas reales en Sri Lanka 
en el documento de Amnistía Internacional, When Will They 
Get Justice? Failures of Sri Lanka’s Lessons Learnt and Reconci-
liation Comission (2011). 

los mecanismos de justicia penal o a los procedimientos de 
reparación; el impacto real de una comisión en un escenario 
políticamente polarizado; y la efectividad de la comisión para 
convencer a los creadores de políticas para que diseñen e 
implementen reformas en las instituciones clave.

Fomento de una toma de decisiones cooperativa 

Quienes tiene información sobre buenas prácticas y poseen 
una comprensión de las tendencias en el campo deberían evi-
tar la rigidez durante las negociaciones de paz. Se puede pre-
sentar un enfoque rígido cuando ciertos actores piensan que 
toda transigencia respecto de las experiencias internacionales 
es inaceptable: en este caso, lo mejor puede volverse el enemi-
go de lo bueno.

El desafío es identificar claramente entre los estándares inter-
nacionales aquellos elementos que efectivamente son indis-
pensables: los que responden a las obligaciones relativas a los 
derechos humanos y los que implican consideraciones técni-
cas para asegurar la viabilidad de la institución. Hemos men-
cionado estos parámetros y obligaciones técnicas antes; todos 
parecen estándares fuertes que requieren el compromiso de 
todas las partes interesadas. Del mismo modo, un diseño de 
políticas inteligente debe cerciorarse de que los instrumen-
tos básicos del acuerdo de paz, o el mandato, ofrezcan ga-
rantías suficientes para una comisión capaz de funcionar. Los 
compromisos de recursos, apoyo de tareas de gerencia y otras 
contribuciones que parecen modestas, pueden ser factores 
significativos en el logro del éxito54. Sin embargo, hay ciertas 
prácticas que no pueden ser transferidas de forma automática 
de una experiencia a la siguiente así como hay puntos que 
pueden responder exclusivamente a ciertas áreas de políticas y 
diseño, y ya hemos planteado algunas dudas al respecto.

El desafío al revisar las tendencias y las buenas prácticas con-
siste en no perder de vista la meta suprema: el establecimiento 
de una comisión de la verdad que se mantenga independiente 
del clientelismo político, cuyo trabajo y cuyos hallazgos sean 
creíbles y, por último, que pueda ejecutar efectivamente las 
políticas necesarias.

Para llegar a este objetivo se puede requerir flexibilidad y un 
análisis de las necesidades y las condiciones en el terreno. Esto 
implica buscar el punto de equilibrio entre la comisión de la 
verdad que se necesita y aquella que es posible al mismo tiem-
po que se procura dejar caminos abiertos para que la sociedad 
civil y las víctimas avancen en la realización de sus derechos.
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9. “Una comisión de la verdad no es apropiada para todo país o 
para toda transición, y la decisión de tener una comisión debe ser 
tomada siempre por los ciudadanos del país.” OHCHR; Rule-
of-Law Tools for Post-Conflict States: Truth Commissions, 2006, 5. 
“La ONU renuncia a las fórmulas universales y la importación 
de modelos extranjeros y basa su trabajo en un análisis concien-
zudo de las necesidades y capacidades nacionales aprovechando 
la experticia nacional tanto como sea posible.” Guidance Note of 
the Secretary-General, United Nations Approach to Transitional 
Justice, 2010, 5.

10. Véase, por ejemplo, el Reporte De Greiff. Véase también 
Matiangai V.S. Sirleaf, “The Truth about Thruth Commissions: 
Why They Do Not Function Optimally in Post-Conflict Socie-
ties,” Cardozo Law Review 35 (2014) (en proceso de publica-
ción). 

11. Reporte De Greiff, 8, ¶ 29. 

12. Reporte De Greiff, 8, ¶ 28. 

13. Mark Freeman, Truth Commissions and Procedural Fairness 
(Cambridge: Cambridge University Press, 2006). Las comisio-
nes que realicen hallazgos adversos contra personas particulares 
deberían dar a dichas personas el derecho a responder a los ale-
gatos.

14. Vasuki Nesiah et al., “Truth Commissions and Gender: Prin-
ciples, Policies and Procedures” (New York: ICTJ, julio de 2006). 

15. Centro de Investigación Innocenti de Unicef e ICTJ, Niños 
y comisiones de la verdad (agosto de 2010). 

16. Eduardo González y Joanna Rice (editores), Strengthening 
Indigenous Rights through Truth Commissions: A Practitioner’s 
Resource (Nueva York: ICTJ, 2012). 

17. La Comisión de Esclarecimiento Histórico de Guatemala 
(CEH) fue establecida mediante la implementación directa de 
una cláusula en uno de los acuerdos de paz (“Acuerdo sobre el 
establecimiento de la comisión para aclarar violaciones pasadas a 
los derechos humanos y actos de violencia que han causado su-
frimiento en la población guatemalteca”, 23 de junio de 1994). 
Igualmente, una comisión de la verdad fue creada mediante una 
ley en Canadá como resultado de una acción popular —por par-
te de los sobrevivientes indígenas de abusos— contra el gobierno 
y la iglesia. (La decisión relevante es el “Acuerdo de resolución de 
escuelas residenciales Indias”, 8 de mayo de 2006). En el caso de 
Timor Oriental, la comisión de Verdad, Recepción y Reconcilia-
ción (CAVR) fue establecida por regulación de la administración 
transicional de la ONU en Timor Oriental (UNTAET) Regula-
ción 2001/10, 13 de julio de 2001. 

18. Los problemas relacionados con la composición de la comi-
sión son examinados en el Capítulo Dos, “Riesgos y oportunida-
des en un proceso de comisión de la verdad.” 

19. Reporte De Greiff, 12–13, ¶ 39–52. 

20. Reporte de la Comisión Nacional de Verdad y Reconcilia-
ción de Chile. (Notre Dame, IN: University of Notre Dame 
Press, 1993). 

21. Los defensores de derechos humanos expresan a menudo 
preferencia por comisiones con mandatos amplios. Véase, por 
ejemplo, el documento de Amnistía Internacional, Verdad Justi-
cia y Reparación: Establecimiento de una comisión de la verdad 
efectiva (2007):

La misión de una comisión de la verdad debe ser am-
plia, más allá de las violaciones de derechos humanos 
que puedan constituir crímenes en sí bajo la ley nacio-
nal o internacional. En particular, las investigaciones 
deben preocuparse por todo tipo de violaciones y abu-
sos anteriores de derechos humanos, ya sea que hayan 
sido cometidos por las fuerzas gubernamentales o por 
otros actores no estatales, al igual que las violaciones 
de derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales… Las comisiones de la verdad deben tener 
mandatos temporales amplios.

Véase también el documento de la OACDH, Rule-of-Law Tools for 
Post-Conflict States: Truth Commissions Geneva, 2006, 8: “Para evitar 
la apariencia de sesgo, el período usualmente debe ser consecutivo 
en vez de ser fraccionado y enfocarse en algunos  períodos específi-
cos en la historia de la nación. Del mismo modo, ningún período 
clave debe ser dejado en blanco de una forma tal  que haga aparecer 
a la comisión como parcializada políticamente en su alcance.”

22. Ley de la Comisión de Verdad, Justicia y Reconciliación 
2008. 

23. Informe de la Comisión de Verdad, Justicia y Reconciliación 
(Kenia: TJRC, 2013), Vol. I, iv-v. 

24. Kenia, Informe TJRC, 66–67. 

25. Tal interpretación ha sido discutida por los activistas, quienes 
creen que la comisión ignoró un mandato legal que le ordena-
ba establecer el panorama total de todas las violaciones pasadas. 
El informe de la comisión ha sido objetivo de varias demandas. 
Véase George Ngero Gichuru & 23 Others v. Truth, Justice & 
Reconciliation Commission, Constitutional Petition No. 29 of 
2013, Nakuru, Kenia.

26. Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y 
Tortura, noviembre 2004; Nómina de Personas Reconocidas 
como Víctimas en etapa de Reconsideración, junio 2005. La co-
misión se reabrió en febrero de 2010 para oír más casos. 

27. La Ley de la Comisión de Verdad y Reconciliación del 2000 
(Sierra Leona); La Misión de la Comisión de Verdad y Reconci-
liación de Liberia, 12 de mayo de  2005; Términos de referencia 
para la comisión de Verdad y amistad establecida por la Repúbli-
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del país y de todos los sectores principales, especial-
mente de aquellas comunidades más afectadas por 
la violencia.

36. OHCHR, Rule of Law Tools for Post-Conflict States: National 
consultations on Transitional Justice, Sección V. 

37. Ibid., Sección VII. 

38. Colombia: Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (Ley 
1448), 10 de junio de 2011. 

39. Este dilema en particular —la consulta a los pueblos indíge-
nas—puede ser relevante en otros casos futuros ya que los prin-
cipios internacionales sobre los derechos de indígenas establecen 
su derecho a otorgar o a negar un consentimiento para ciertos 
tipos de políticas gubernamentales nacionales. Para obtener más 
información véase González y Rice, Strengthening Indigenous 
Rights Through Truth Commissions.

40. “Las comisiones de la verdad usualmente se crean bien a 
través de la legislación nacional o a través de un decreto pre-
sidencial. Puede haber ventajas y desventajas para cada caso… 
sin embargo, cuando cualquiera de las dos sea posible, se debe 
prestar consideración a los factores de momento… al potencial 
de influencia política… y a la legitimidad política o popular (el 
proceso legislativo puede generar potencialmente un amplio so-
porte político para una comisión).” OHCHR, Rule-of-Law Tools 
For Post-Conflict States: Truth Commissions, 12. 

41. Todas las gráficas de este ensayo se crearon usando datos de 
33 comisiones de la verdad establecidas tras una transición polí-
tica. No se ha incluido comisiones de investigación y comisiones 
no oficiales. Véase los datos de apoyo y las fuentes en la tabla 1. 

42. Véase ICTJ, Kontra S., “Derailed: Transitional Justice in In-
donesia Since the Fall of Soeharto” (ICTJ, March 2011). 

43. Véase el capítulo siete, “Estudio de Caso: Nepal.” 

44. Borrador de la ley orgánica sobre la organización de la justi-
cia transicional (2013). 

45. Dahir No. 1.04.42, 10 de abril de 2004. 

46. Administración transicional de la ONU en Timor Oriental 
(UNTAET) Regulación 2001/10, 13 de julio de 2001. 

47. Acuerdo sobre el establecimiento de la Comisión para aclarar 
las violaciones pasadas de los derechos humanos y los actos de 
violencia que han causado sufrimiento en la población guate-
malteca, 13 de junio de 1994; Marcie Mersky, “Human Rights 
In Negotiating Peace Agreements: Guatemala,” 2005, Consejo 
Internacional sobre políticas de derechos humanos. “Human 
Rights in Negotiations,” Reunión de revisión, Consejo interna-
cional sobre políticas de derechos humanos, Belfast, marzo 7–8, 
2005. 

ca de Indonesia y la República Democrática de Timor Oriental, 
5 de agosto de 2006 (Timor Oriental); y la Ley de Verdad, Justi-
cia y Reconciliación 2008 (Kenia). 

28. La ley de la Comisión de Verdad y Reconciliación del 2000 
(Sierra Leona); el mandato de la Comisión de Verdad y Recon-
ciliación de Liberia, 12 de mayo de 2005; y la Ley de Verdad, 
Justicia y Reconciliación de 2008 (Kenia). 

29.  Las propuestas de la ICTJ como Amicus Curiae en la Peti-
ción Constitucional No. 286 de 2013, en la Alta Corte de Kenia 
en Nairobi, Kenia (septiembre de 2013). 

30.  “El Relator Especial llama a tener prudencia en el diseño del 
mandato de las comisiones de la verdad teniendo en cuenta con-
sideraciones básicas de adecuación funcional. Las comisiones car-
gadas de objetivos que no tienen medios de cumplir defraudarán 
las expectativas predeciblemente.” Reporte De Greiff, 15, ¶ 52.

31. “Otro factor importante tras los programas exitosos es la 
amplia participación de los ciudadanos, incluyendo las víctimas, 
en las deliberaciones sobre su diseño.” Orentlicher, Independent 
Study on Best Practices, 2. “Las experiencias más exitosas de justi-
cia transicional deben una gran parte de su éxito a la cantidad y la 
calidad de las consultas que se realicen al público y a las víctimas.” 
UN Secretary-General, The Rule of Law and Transitional Justice 
in Conflict and Post-Conflict Societies (2004), 7.

32. “Hay un requerimiento de consultas nacionales bajo la ley 
internacional de los derechos humanos.” OHCHR, Rule of Law 
Tools for Post-Conflict States: National consultations on Transitio-
nal Justice, Sección II, 4–5. 

33. Comission Dialogue, Vérité et Réconciliation, decreto presi-
dencial 2011–167, 13 de julio de 2011. 

34. Véase gráfico 3. 

35. Véase, por ejemplo: “Tanto como sea posible, las decisiones 
para establecer una comisión de la verdad, las decisiones para 
establecer sus términos de referencia y determinar su composi-
ción deben basarse en consultas amplias al público en las cuales 
se busque en especial los puntos de vista de las víctimas y los 
sobrevivientes.” Diane Orentlicher, Report of the Independent 
Expert to Update the Set of Principles to Combat Impunity, 8 
(Principle 6). Para una visión más detallada, incluyendo las es-
timaciones del tiempo dedicado a la consulta, véase OHCHR, 
Rule-of-Law Tools For Post-Conflict States: Truth Commissions, 
Geneva, 2006, 7: 

La consulta debe… permitir un período de aportes 
significativos a la misión fundamental de la comisión 
al igual que una retroalimentación sobre los términos 
de referencia del borrador específico a medida que sean 
desarrollados. Este proceso… generalmente debe reali-
zarse en el transcurso de varios meses, por lo menos, 
y debe incorporar puntos de vista de todas las partes 
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48. La mayoría de las comisiones postransición en las últimas 
tres décadas invocaron a la reconciliación en sus misiones: Bra-
sil, Chile, Congo, Costa de Marfil, Timor Oriental, El Salva-
dor, Ghana, Haití, Honduras, Kenia, Liberia, Marruecos, Sud-
áfrica, Sierra Leona, Islas Salomón, Corea del Sur, Tailandia 
y  Togo. En la última década, la mayoría de comisiones se han 
denominado “comisión de la verdad y la reconciliación”. 

49. Tales mecanismos, con objetivos que se han denominado 
reconciliación o arbitraje, han sido propuestos o incluidos en la 
legislación en Indonesia (2004), Nepal (2013) y Túnez (2013). 

50. Véase ejemplos de Paraguay (2004), Ecuador (2007) y Brasil 
(2011). 

51. González and Rice, Strengthening Indigenous Rights 
through Truth Commissions. 

52. También hay dificultades en la secuenciación cuando se hace 
que el funcionamiento de un mecanismo sea condición previa 
para el establecimiento del siguiente. Esto ha sido un problema 
en algunos lugares en los que los programas de reparación debían 
ser creados a partir de las recomendaciones efectuadas por una 
comisión de la verdad, lo cual puede demorar algunos años. 

53. Fuentes de los datos: Priscilla B. Hayner, Unspeakable Truths: 
Transitional Justice and the Challenge of Truth Commissions (New 
York: Routledge, 2011), Instituto de Paz de los EE.UU., y re-
portes de noticias.

54. Comisión para el Esclarecimiento Histórico, Las operaciones 
de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico en Guatemala: 
sistematización de la experiencia de la Oficina de Apoyo de la 
CEH, UNOPS, 1999. 
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2.  Riesgos y oportunidades en un 
proceso de comisión de la verdad

Por Eduardo González

Introducción

El objetivo de este ensayo es examinar las diferentes etapas 
de un proceso de búsqueda de la verdad realizado por una 
comisión de la verdad producto de un proceso de paz. El exa-
men identifica las elecciones y los dilemas que enfrentan las 
partes interesadas en el aseguramiento de la independencia, 
la credibilidad y la efectividad de una comisión de la verdad. 
En particular, se detiene en las decisiones críticas que deben 
hacerse desde la perspectiva de los partidarios internaciona-
les de un proceso de paz, incluyendo mediadores, grupos de 
amigos y garantes.

El ensayo identifica las etapas como algo unido y con una 
complejidad que evoluciona con el tiempo. Así mismo, ex-
plica por qué ciertas acciones realizadas en las primeras fases 
pueden hacer difícil corregir el curso una vez la comisión se 
instala. Por último, busca mostrar la necesidad de un pensa-
miento estratégico, unos enfoques consistentes y un apoyo 
continuo a los procesos de búsqueda de la verdad.

Primeras fases

De las discusiones iniciales al acuerdo 

Juzgando por el lenguaje de algunos acuerdos de paz1, la base 
para crear una comisión de la verdad es un compromiso re-
novado con los derechos humanos y la esperanza de la recon-
ciliación. En Guatemala, las partes redactaron y firmaron un 
acuerdo específico sobre el establecimiento de una comisión 
de la verdad para “ayudar a preparar las bases para una convi-
vencia pacífica y el respeto por los derechos humanos entre los 
guatemaltecos”, y promover “una cultura de armonía y res-
peto mutuo que elimine cualquier forma de venganza”2. En 
Sierra Leona, el acuerdo de paz justificó el establecimiento de 
una comisión de la verdad “para abordar la impunidad, rom-
per el ciclo de violencia, proporcionar un foro para que tanto 
las víctimas como los victimarios de violaciones de derechos 
humanos pudieran contar su historia, para tener una imagen 
clara del pasado con el fin de facilitar una reconciliación y una 
sanación genuinas”3.

Otros acuerdos evitaron un lenguaje desiderativo; éstos pa-
recían establecer una comisión de la verdad como una ocu-
rrencia tardía frente a unos acuerdos que en otros respectos 

eran bastante detallados. Por ejemplo, el acuerdo de terminar 
el conflicto en la República Democrática del Congo (DRC) 
menciona la comisión de la verdad tan solo como una de 
cinco “instituciones para apoyar la democracia”4. El acuerdo 
Aceh entre el gobierno de Indonesia y el grupo guerrillero 
Movimiento Aceh Libre (GAM) simplemente enuncia que 
una comisión de la verdad nacional indonesia (la cual aún 
no ha sido establecida) creará una comisión de la verdad de 
Aceh “con la tarea de formular y determinar las medidas de 
reconciliación”5, sin proporcionar más detalles.

La especificidad del lenguaje y la claridad de la intención ex-
presada en el acuerdo de paz son indicadores del interés de las 
partes, especialmente cuando se comparan con la cantidad de 
tiempo y detalle que al parecer se invierten en la redacción de 
otras secciones como, por ejemplo, las relativas a desmoviliza-
ción o a mecanismos de reparto del poder. La dedicación de 
tiempo al rol y a la forma de una comisión de la verdad en los 
acuerdos denota un entendimiento del papel que puede jugar 
la comisión de la verdad, o por lo menos una expectativa sobre 
dicho rol. Esto también puede indicar que las partes son cons-
cientes del interés percibido por las partes interesadas que son 
capaces de ejercer presión. En contraste, la ausencia de un len-
guaje sustantivo o de detalles específicos de la comisión y de la 
visión propuesta por ésta pueden indicar la falta de interés de 
las partes y la incapacidad por parte de los grupos de víctimas 
de proponer políticas o de aplicar la presión necesaria.

Aun así, el lenguaje en un acuerdo de paz no representa todo 
el panorama. Si bien los acuerdos que únicamente incluyen 
lenguaje superficial pueden reflejar una falta de interés, aque-
llos negociados de forma cuidadosa también pueden esconder 
un número significativo de motivaciones. Una expectativa no 
mencionada puede ser que el establecimiento de una comi-
sión pospondrá y probablemente debilitará las solicitudes de 
procesos judiciales. Las partes pueden esperar que una comi-
sión de la verdad haga los juicios menos probables o innecesa-
rios, al tiempo que proporciona cierta forma de satisfacción a 
las víctimas; pueden percibir la búsqueda de responsabilidad 
penal como un paso riesgoso que puede provocar a los sabo-
teadores. También es posible que las partes crean que una co-
misión de la verdad sea útil en la eliminación de la hostilidad 
y de recriminaciones en la arena política, facilitando de este 
modo una mejor transición. En muchos escenarios, las partes 
pueden pensar que la restauración de los derechos de las víc-
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timas es secundario frente al tratamiento de las necesidades 
políticas urgentes.

Existe el riesgo de que la sociedad civil desestime a una co-
misión que haya sido propuesta con el propósito explícito o 
ligeramente encubierto de “solucionar” los problemas legales 
enfrentados por sectores hostiles poderosos, más que de abor-
dar los derechos y las necesidades de las víctimas. Si las vícti-
mas desconfían de una comisión en un grado tal que rehúsen 
participar en ella o se sientan obligadas a protestar contra ella, 
la viabilidad de dicha comisión será puesta en tela de juicio a 
menos que se hagan unos cambios serios.

En Guatemala, ciertas disposiciones en el acuerdo de paz 
que establecieron la comisión para el esclarecimiento histó-
rico (CEH) provocaron mucha desconfianza y críticas de los 
grupos de la sociedad civil6, particularmente una disposición 
que enunciaba que la comisión no nombraría a los individuos 
responsables de los crímenes. Sin embargo, la CEH pudo res-
ponder de forma efectiva a esta crítica y pudo trabajar con 
grupos de sociedad civil y con víctimas para lograr el máximo 
posible de su mandato.

La Comisión de Verdad y Amistad fue establecida por un 
acuerdo entre Timor Oriental e Indonesia con la expectati-
va de que produjera un informe menos dañino en términos 
políticos que el presentado por la comisión previa, la Comi-
sión de Recepción, Verdad y Reconciliación establecida por la 
ONU (CAVR)7. Sin embargo, aquélla fue recibida con pre-
ocupación por la sociedad civil en ambos países. Finalmente, 
las duras críticas y las manifestaciones realizadas, las cuales 
incluyeron la presencia de víctimas en audiencias para denun-
ciar la impunidad, persuadieron a los comisionados de tratar 
con seriedad los hallazgos de la CAVR de forma seria.

En la DRC, la desconfianza de la Comisión de Verdad y Re-
conciliación (TRC), que emergió de un acuerdo de paz fi-
nal, demostró ser insuperable8. Las disposiciones relevantes 
en el acuerdo de paz mostraron que había pocos deseos de 
un mandato sustantivo; incluso entonces, las partes procedie-
ron a nombrar comisionados que se percibieron ampliamente 
como representantes de los intereses de las facciones. El go-
bierno trató de abordar las críticas nombrando comisionados 
adicionales; sin embargo, esto no alteró la sensación de que la 
institución era solamente una arena para repartirse el poder. 
Por último, los cambios en la composición de la TRC no fue-
ron suficientes para persuadir a los grupos de víctimas de que 
cooperaran con el proceso.

En el inicio de una comisión de la verdad, los mediadores de 
paz pueden estar en una posición única para identificar las 
expectativas, las esperanzas y los miedos de los participantes 
en la negociación de paz. Ellos están ahí para facilitar dis-
cusiones, para asegurarse de que el propósito de la comisión 

es claro y que las partes entienden los riesgos de incorporar 
un lenguaje vago e impreciso a la mandato. Los mediadores 
también deben animar a las partes a ser absolutamente cla-
ras acerca de la relación que tendría la comisión de la verdad 
con otros instrumentos de rendición de cuentas establecidos 
al mismo tiempo o previstos para el futuro. Ellos necesitan 
asegurarse de que las partes no vean la comisión como una 
alternativa a la justicia penal, lo que haría innecesarias otras 
medidas de la justicia transicional.

Es esencial introducir consideraciones de derechos humanos 
y de justicia transicional en el proceso no sólo para darle le-
gitimidad y resiliencia sino también —en el caso de una co-
misión de la verdad— credibilidad, sin la cual la institución 
probablemente fracasará. Se debe proporcionar un tiempo 
adecuado para la discusión del rol que la rendición de cuentas 
debe jugar en el proceso de paz y, más específicamente, el 
rol deseado de la comisión de la verdad. ¿Por qué las partes 
piensan que una comisión es necesaria? ¿Qué creen que pue-
de lograr? ¿Entienden las necesidades y las demandas de las 
víctimas y de la sociedad civil, y cómo responderán a dichas 
necesidades? ¿Qué tan preparadas están para incorporar los 
principios de derechos humanos de una forma explícita como 
cimientos de una comisión de la verdad futura?

En ausencia de un interés o una voluntad genuinos de consi-
derar una comisión de la verdad creíble y capaz de realizar un 
trabajo efectivo e independiente, las partes probablemente no 
deberían actuar para establecer una comisión, ni los negocia-
dores deberían animarlas a hacerlo. La inclusión de disposi-
ciones para crear una comisión con el propósito de cumplir 
con una lista de tareas o por razones cosméticas puede afectar 
negativamente la credibilidad de las partes y los compromisos 
de paz al hacerse obvio que algunos componentes del proceso 
no se han tomado en serio.

Del acuerdo al mandato legal 

Los acuerdos de paz pueden fijar el marco político para una 
comisión de la verdad y abrir una ventana para la búsqueda 
de la misma. En la mayoría de los casos, los países tratan el 
marco para la paz como la base para una acción posterior 
—tal como la aprobación de una ley o una decisión ejecu-
tiva— que establezca el mandato exacto de la comisión. Un 
pequeño número de comisiones de la verdad se han estable-
cido directamente por disposiciones derivadas de un acuerdo 
de paz.

Luego de que se firma un acuerdo de paz, los políticos y los 
miembros de la comunidad internacional que están involu-
crados en el proceso deben hacer malabares evaluando prio-
ridades y contingencias, lo que puede afectar aún más una 
situación política delicada. La pregunta clave parece ser cómo 
mantener a los políticos comprometidos mientras la comisión 
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se formaliza y mientras se prepara los elementos fundamenta-
les para su labor Estos elementos incluyen:

•	 Los objetivos de la comisión 
•	 Las funciones que se le autoriza a desarrollar para cum-

plir los objetivos 
•	 El alcance de la investigación 
•	 Los poderes conferidos, la duración de la operación y los 

recursos necesarios para operar9 

Las partes necesitan comprometerse en la redacción de un 
instrumento legal que proporcione suficiente orientación a la 
comisión futura para desempeñar sus tareas. Los redactores 
del mandato probablemente revisarán las obligaciones cons-
titucionales e internacionales aplicables a su país. Como la 
comisión será una institución ad hoc sin precedentes, necesi-
tará identificar cómo se insertará en la estructura del gobier-
no. Probablemente se deberá consultar a expertos y a quienes 
abogan por el mecanismo para decidir sobre el mejor tipo de 
instrumento para formular el mandato.

A menos que las disposiciones para la búsqueda de la verdad 
en el acuerdo de paz sean de aplicación inmediata, como en 
los casos de El Salvador y Guatemala, una pregunta clave es si 
se debe establecer el mandato por medio de una ley o de una 
decisión ejecutiva tal como un decreto supremo. En varios ca-
sos recientes, los países han favorecido la acción legislativa10. 
Tal ruta podrá tener ciertas ventajas, incluyendo la generación 
de debates entre representantes de diferentes circunscripcio-
nes y la consulta con la gente, que puede otorgar la legitimi-
dad que tanto necesita un instrumento que deberá ser válido 
para todos los sectores. En ciertas tradiciones constitucionales 
la aprobación por medio de una ley puede ser necesaria para 
dotar a la comisión con poderes investigativos fuertes.

Sin embargo, la acción legislativa puede ser lenta. Los propo-
nentes de una ley para la constitución de una comisión de la 
verdad deben estar preparados para competir con otras ini-
ciativas y prioridades. Llevar al congreso una propuesta sobre 
un tema que probablemente sea nuevo para la mayoría de los 
legisladores requiere un trabajo intenso previo y continua ac-
ción de incidencia. Algo más preocupante es la posibilidad de 
que un interés débil en el proyecto de ley pueda condicionar 
su aprobación, o su forma final, a otros compromisos.

Cualquier debilidad que acarrea la formulación del acuerdo 
de paz creará, probablemente, problemas crecientes en el de-
bate legislativo. En Nepal, las cláusulas en el acuerdo de paz 
previeron acciones sobre dos instituciones separadas: una co-
misión para buscar información sobre desapariciones forzosas 
y una comisión de la verdad que probablemente abra la vía a 
una resolución extrajudicial de casos11. En Burundi, el acuer-
do de paz solicitó la inclusión de dos instituciones de búsque-

da de la verdad, con misiones poco claras que se traslapaban12. 
La confusión sobre la intención de los acuerdos de paz obs-
taculizó el trabajo de los legisladores e —incluso peor— hizo 
la situación conveniente para los saboteadores que buscarían 
retrasar o debilitar el proceso de búsqueda de la verdad.

La aprobación legislativa requiere un soporte político fuer-
te de las partes y de la comunidad internacional, el cual se 
aprovecha del impulso generado por la transición política. 
El proyecto de ley sierraleonés que estableció la Comisión 
de Verdad y Reconciliación fue aprobado muy rápidamen-
te, cerca de siete meses después de que los acuerdos de paz 
se firmaron, gracias en parte a un fuerte apoyo técnico de la 
Oficina del Alto Comisionado para los Derechos humanos 
de la ONU (OACNUDH)13. Del mismo modo, la legislatu-
ra keniana aprobó una ley que establecía una comisión de la 
verdad tan solo siete meses después de que las partes habían 
acordado un marco de principios para establecerla14. Como 
se sugirió antes, Nepal y Burundi proporcionan ejemplos de 
estancamientos legislativos, ya que ambos países fueron inca-
paces de aprobar la legislación en los años de funcionamiento 
de las comisiones de la verdad luego de que los acuerdos de 
paz respectivos fueron firmados. Efectivamente, en Nepal la 
disolución de la asamblea constituyente legislativa, en mayo 
de 2012, paralizó cualquier acción legislativa en la búsqueda 
de la verdad y abrió el camino para que una ordenanza pre-
sidencial creara una comisión de la verdad, lo que llevó a un 
cambio constitucional y a más retrasos15.

En El Salvador y Guatemala, las comisiones se instalaron sin 
la promulgación de una ley, usando disposiciones en sus res-
pectivos acuerdos de paz como misiones. Tal paso le ha dado 
aún más importancia al nombramiento de comisionados 
fuertes y capaces, a quienes se les solicitará que interpreten 
las disposiciones del acuerdo en ausencia de un debate pú-
blico o legislativo. Obviamente, tal procedimiento requiere 
que el lenguaje en el acuerdo de paz proporcione suficientes 
detalles y una guía adecuada sobre los elementos constitutivos 
de un mandato, al igual que las negociaciones de acuerdos 
suplementarios para asegurar la independencia de los comi-
sionados16.

Con tan solo un acuerdo de paz como marco, el nombra-
miento de comisionados requiere la movilización de una vo-
luntad política práctica y traducible en acciones. Tanto las co-
misiones salvadoreñas como la guatemalteca fueron apoyadas 
por las Naciones Unidas; de hecho, la comisión salvadoreña 
contaba personal integrado totalmente por expertos interna-
cionales. En Guatemala, las sólidas redes de la sociedad civil 
ya habían organizado a las víctimas y habían abogado por una 
comisión de la verdad durante varios años. Igualmente, el país 
había experimentado una investigación previa realizada con el 
auspicio de la iglesia católica: el Proyecto de Recuperación de 
la Memoria Histórica (REMHI)17.
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No es aconsejable evitar la legislación cuando el acuerdo de 
paz no ofrece un marco bien definido o cuando no hay un 
apoyo firme de los líderes políticos y de la sociedad civil18. En 
la DRC, los miembros de la TRC fueron nombrados apenas 
siete meses después de que el acuerdo de paz fue firmado. Sin 
embargo, el acuerdo apenas si había definido los contornos 
de la comisión de la verdad: objetivos, funciones, alcance de 
la investigación y poderes19. Lo que fue aún más problemá-
tico fue que el parlamento esperó más de un año después de 
que los comisionados fueron nombrados para aprobar una ley 
sobre la comisión20. El tiempo transcurrido abrió el camino 
a una polarización política y generó la acertada percepción 
de que la comisión había sido concebida tan solo como una 
institución más en la cual repartir el poder entre las facciones 
y desprovista de garantías reales de independencia política.

Desde el punto de vista de los mediadores de paz y de los 
amigos o garantes del proceso de paz, la pregunta clave en 
esta etapa es técnica y, a la vez, inevitablemente política: ¿Qué 
elementos centrales del mandato deben reflejarse en la legis-
lación o en otros medios de creación de la comisión? ¿El con-
texto político permite un progreso rápido que aproveche el 
impulso generado por la transición? ¿O el proceso, a falta de 
claridad o preparación, debería proceder con un ritmo más 
lento, dando tiempo para realizar consultas, animar a más 
miembros a que participen, crear capacidades o realizar ma-
peos preliminares de las violaciones?

Algunos casos pasados parecen sugerir que los procesos de paz 
presentan sólo una pequeña oportunidad para actuar, ya que 
la fragilidad institucional, los cálculos políticos inestables y las 
prioridades en competencia pueden erosionar el apoyo inicial 
a una comisión de la verdad, el cual de por sí puede ser mo-
desto. Sin embargo, el evitar etapas y saltar al vacío de forma 
temeraria también conlleva riesgos.

Los elementos clave que deben ser tenidos en cuenta para eva-
luar el ritmo del proceso legislativo parecen ser: la fortaleza del 
compromiso por una comisión de la verdad durante las nego-
ciaciones de paz (que puede verse reflejada en el lenguaje del 
acuerdo de paz sobre rendición de cuentas y búsqueda de la 
verdad); la integridad de las disposiciones del acuerdo de paz 
y su nivel de suficiencia para establecer una comisión inde-
pendiente, creíble y efectiva; la fuerza relativa de los sabotea-
dores en la rama legislativa, quienes pueden poner obstáculos 
para la aprobación oportuna y efectiva de un proyecto de ley; 
y la fuerza de la sociedad civil y de los grupos de víctimas para 
articular las propuestas de mandato, y abogar efectivamente 
durante el proceso legislativo, así como en la defensa duran-
te el proceso de nombramiento. Si estos elementos parecen 
fuertes, resulta sensato mantener el impulso en movimiento; 
sin embargo, en su ausencia se pueden necesitar más reflexión 
y consultas.

De un mandato legal al nombramiento

La calidad de los comisionados que dirigen la comisión de 
la verdad es fundamental para su efectividad. La mayoría de 
las comisiones constituyen experiencias de una sola vez21, sin 
precedentes en la historia del país22. Como consecuencia, el 
mensaje y la legitimidad de la comisión a menudo son apor-
tados por la integridad y el carisma de los líderes23.

Tanto de forma individual como en grupo, los comisionados 
deben contar con ciertas características clave, principalmente 
la autoridad moral y la sutileza política para superar la polari-
zación política, inspirar confianza y obtener una cooperación 
efectiva de las diferentes partes interesadas. Al mismo tiempo, 
se requiere competencias fundamentales de tipo organizacio-
nal e intelectual para conceptualizar y gestionar lo que será 
una investigación compleja que movilizará una variedad de 
recursos en un tiempo corto.

Los comisionados son los principales intérpretes del manda-
to: ellos deben tomar decisiones concretas sobre cómo imple-
mentar las disposiciones clave. En particular, necesitan deci-
dir el alcance exacto de las conductas a ser investigadas y las 
personas e instituciones que serán involucradas. Al final del 
trabajo de la comisión, los comisionados avalarán hallazgos 
que pueden ser políticamente delicados y recomendaciones 
que pueden ser muy audaces. Si no tienen la independen-
cia y la integridad necesarias para resistir la presión exterior, 
o si tienen un conflicto de interés relacionado con algunos 
aspectos de la investigación, la integridad y el trabajo de la 
comisión pueden verse seriamente afectados.

El prestigio personal puede basarse en logros demostrables, 
en un historial de coraje civil y en un compromiso con los 
derechos humanos bajo circunstancias difíciles. Igualmen-
te, los responsables no deben estar teñidos por afiliaciones o 
experiencias que puedan dar lugar a desconfianza o a acusa-
ciones de conflicto de interés. Así, el prestigio aparece como 
una cualidad excepcional; es más difícil de identificar que las 
competencias mismas. Algunas comisiones, como la CAVR 
timorense24, pueden confiar en un personal internacional 
bien organizado y en un apoyo técnico para cubrir las limita-
ciones en experticia a nivel nacional, lo que es entendible en 
países que han sufrido conflictos devastadores. Es mucho más 
difícil reemplazar el carisma y la integridad o luchar contra el 
daño causado por nombramientos cuestionables.

Un mal nombramiento puede hacer que se pierda las ganancias 
de las primeras fases del proceso, incluyendo la delicada 
negociación de las cláusulas atinentes a la búsqueda de la verdad 
en un acuerdo político y el trabajo diligente de la redacción de un 
mandato legal. Una comisión que pierda su credibilidad debido 
a nombramientos cuestionables no recibirá la cooperación que 
necesita para realizar su trabajo, y los integrantes clave abordarán 
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sus resultados con sospecha. Los comisionados que no cuenten 
con la independencia necesaria socavarán el ejercicio de la 
búsqueda de la verdad, y aquellos que no posean competencias 
básicas serán inefectivos a menos que puedan asegurar la ayuda 
y el nivel de capacitación que necesitan.

Incluso los nombramientos que sean apropiados y que tomen 
en cuenta cada responsable no podrán garantizar el éxito de 
la comisión si no hay cohesión de grupo. Si los comisionados 
no tienen las herramientas necesarias para superar las inevita-
bles diferencias políticas o metodológicas, las tensiones internas 
pueden ser causa de disputas abiertas. En Canadá, la creación 
de la Comisión de Verdad y Reconciliación fue retrasada por 
más de un año debido a diferencias de opinión entre el presi-
dente y los comisionados que se hicieron públicas y resultaron 
en que todos los miembros renunciaran25. Las partes tuvieron 
que volver a reunirse para nombrar nuevos comisionados26.

El Relator Especial de la ONU sobre verdad, justicia, repa-
raciones y  garantía de no repetición, Pablo de Greiff, ha ex-
presado preocupación por las comisiones de la verdad en las 
que “las controversias que rodeaban la idoneidad del nombra-
miento de algunos comisionados en particular [presentaban] 
serios problemas para una institución que deriva gran parte 
de su potencial de la autoridad moral de su liderazgo”, y en las 
cuales “la divulgación pública de las diferencias y, de hecho, 
de la discordia entre los comisionados por temas fundamen-
tales relacionados con la operación y las conclusiones de una 
comisión” podrían afectar la viabilidad de la institución27.

De Greiff ha criticado el hecho de que las tendencias actuales 
en el nombramiento de los comisionados se hayan enfocado 
en los procedimientos más que en los criterios de selección28. 
Efectivamente, algunas leyes de creación de comisiones y le-
yes que abarcan otras áreas son extremadamente detalladas en 
el proceso de selección de comisionados29.

Los complejos procedimientos para la selección y el nombra-
miento de comisionados, que se han convertido en una ten-
dencia, están motivados por el objetivo de generar apoyo de 
diferentes sectores de la población. Un proceso consultivo de 
nombramientos puede ofrecer alguna barrera contra nomina-
ciones exclusivamente “políticas” realizadas por los hacedores 
de políticas. Ambas son consideraciones válidas en una situa-
ción posconflicto.

El riesgo que presentan algunos procesos de nombramiento 
consultivo es que estos tienden a debilitar los criterios de pres-
tigio y capacidad individual en favor de la “representatividad” 
de la comisión; es decir, la medida en la cual ésta refleje las 
identidades demográficas, étnicas y culturales de la sociedad. 
Adicionalmente, la composición de una comisión basándose 
en criterios demográficos tales como la etnicidad puede, de 
hecho, reintroducir elementos de sectarismo o afiliaciones po-
líticas en el proceso de búsqueda de la verdad.

Sin embargo, puede ser necesario cierto reconocimiento de 
las diferentes identidades en el país. En algunos ambientes 
posconflicto, la justicia transicional debe verse como una em-
presa común realizada por grupos que han estado en conflic-
to. El desafío es  equilibrar las necesidades políticas y sociales 
con el requerimiento fundamental de dotar a la comisión de 
un liderazgo serio y competente.

La influencia y el apoyo de los mediadores y los amigos inter-
nacionales en el proceso de nombramiento puede ser impor-
tante para animar a las instituciones políticas clave a  actuar 
de forma prudente y a dotar a la comisión con un liderazgo 
capaz. Sin embargo, el rol de los actores internacionales pue-
de ser menos influyente en esta etapa que durante las fases 
previas ya que los actores nacionales pueden asumir las de-
cisiones sobre la participación en la comisión como un acto 
simbólico de soberanía y autonomía.

En unos pocos casos (todos relacionados con el estableci-
miento de comisiones tras conflictos violentos), el mandato 
legal de una comisión de la verdad requirió la participación de 
comisionados internacionales. En esos casos, la comunidad 
internacional ha asumido la responsabilidad de seleccionar a 
los miembros de la comisión: 

• En El Salvador, el Secretario General de la ONU nombró 
tres comisionados en consulta con las partes, mientras la 
comisión misma seleccionó a su presidente30. 

• En Guatemala, los acuerdos de paz31 enunciaron que 
el moderador de las negociaciones de paz fungiría como 
presidente32 y que él, tras el acuerdo con las partes, selec-
cionaría dos comisionados adicionales, ambos ciudadanos 
guatemaltecos. 

• En Sierra Leona33, la OACNUDH recomendó tres comi-
sionados internacionales (de un total de siete), y el presi-
dente luego los designó formalmente.

• En Kenia34, el panel Personalidades Africanas Eminentes 
integrado por tres miembros recomendó tres comisionados 
internacionales, de un total de nueve que serían nombrados 
formalmente por el presidente.

• En las Islas Salomón35, la OACNUDH recomendó dos 
comisionados internacionales de un total de cinco que 
serían nombrados por el primer ministro. 

La presencia de miembros internacionales puede darle a una 
comisión naciente tres ventajas: una imagen de imparcialidad 
e independencia (pues es improbable que estén vinculados 
a las partes); experticia y competencias científicas específicas 
que podrían hacer falta en el país; y vínculos con la opinión 
pública internacional, lo cual mejora el apalancamiento de la 
comisión. Sin embargo, De Greiff señaló que —no obstante 
sus posibles contribuciones— puede suceder que el nombra-
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miento de comisionados internacionales no remedie las defi-
ciencias en la selección de miembros nacionales36.

El nombramiento de comisionados internacionales impone 
hacerse unas preguntas técnicas importantes. ¿Estarán ellos 
dedicados exclusivamente a la comisión y residirán en el país? 
Si no es así, ¿cómo es que la comisión mantendrá una comuni-
cación constante con ellos y qué presupuesto tendrá para viajes 
frecuentes y su acomodación temporal? ¿Cómo será remune-
rado el trabajo de los comisionados internacionales? ¿Los es-
tándares de remuneración para comisionados internacionales 
crearán desigualdad en relación con los estándares locales de 
remuneración? ¿El trabajo de los comisionados internacionales 
presentará situaciones especiales relativas a seguridad, protec-
ción legal e inmunidad? Hasta ahora, estas cuestiones han sido 
resueltas caso por caso y requieren aún más estudio.

Operaciones y reportes ordinarios 

Las contribuciones de los mediadores y de los amigos del pro-
ceso de paz se hacen vitales una vez que una comisión se ha 
establecido y ha empezado su trabajo. Una comisión estable-
cida con un apoyo político básico, un mandato viable y una 
dirección segura está en una mejor posición para identificar 
necesidades, buscar apoyo y desarrollar acciones. Sin embar-
go, la toma de decisiones inadecuadas en las primeras etapas 
puede debilitar a una comisión durante su mandato, limitan-
do la efectividad de los esfuerzos de apoyo internacionales.

Desafíos y oportunidades durante las operaciones ordinarias

Como se ha dicho anteriormente, las ambigüedades o las 
equivocaciones en los acuerdos de paz hacen más fácil para 
los saboteadores la producción de misiones legales débiles y, al 
mismo tiempo, hacen más difícil para las comisiones  actuar 
de forma independiente, creíble y efectiva. Predeciblemente, 
dichas situaciones provocarán resistencia de los defensores 
de derechos humanos locales e internacionales así como de 
quienes abogan por una comisión de verdad, y prolongarán el 
proceso legislativo.

En dichos casos, la comunidad internacional ha visto su so-
porte potencial limitado al intentar contener las repercusiones 
negativas de las primeras fases. En Burundi y Nepal, tal como 
se mencionó antes, la comunidad internacional ha apoyado a 
la sociedad civil para resistir la instalación de comisiones que 
puedan vulnerar los intereses de las víctimas o trasgredir sus 
derechos.

En otros casos, la controversia sobre la composición de la 
comisión se ha traducido en disputas casi incapacitantes. En 
Kenia, la preocupación sobre la idoneidad del presidente pro-
dujo un litigio costoso y pesado entre la comisión y el presi-
dente, y lesionó la credibilidad de la comisión37.

Sin embargo, no todas las debilidades tempranas son irrever-
sibles. En Liberia, los expertos internacionales,  actuando con 
las organizaciones locales, persuadieron al parlamento local 
y al gobierno de corregir las debilidades en el proceso de no-
minación y nombramiento38. En Guatemala, a pesar de las 
bajas expectativas por parte de la sociedad civil con respecto 
a la CEH, la comisión fue capaz de lograr entendimientos y 
acuerdos de forma tal que las organizaciones de la sociedad 
civil se comprometieran en sus actividades investigativas39.

Una vez establecida la comisión de la verdad, sus operaciones 
incluyen varias fases40. En primer lugar, la fase preparatoria, 
que usualmente dura entre tres y seis meses41 durante los cua-
les los comisionados se familiarizan con su mandato y toman 
decisiones clave sobre cómo hacer operativa a la comisión. En 
esta fase, los comisionados contratan personal de alto nivel y 
gerentes para preparar un presupuesto y los planes de acción 
que guiarán el trabajo de la comisión. El presupuesto y los 
planes, que se basan en el mandato y son interpretados por 
los comisionados, orientarán el trabajo investigativo de la co-
misión, su alcance, y las reglas y procedimientos internos, al 
igual que decidirán cómo crean alianzas. La comisión puede 
realizar cierto mapeo básico de las violaciones bajo su manda-
to, y los comisionados pueden contactar a los políticos, a los 
grupos de la sociedad civil y a los partidarios internacionales 
para que forjen alianzas y obtengan cooperación.

Durante esta fase, o poco después, la comisión a menudo 
contacta al gobierno —y a los donantes internacionales, si 
esto es apropiado y si tiene autorización para hacerlo— con 
el fin de asegurar fondos adecuados. Esta gestión representa, 
por tanto, una buena oportunidad para que las organizacio-
nes internacionales apoyen a una comisión de la verdad. Estas 
pueden cooperar en actividades tales como: 

• Intercambio de información preparada por agencias 
internacionales incluyendo informes preliminares que 
pueden ser útiles para la comisión a medida que prepara 
sus investigaciones 

• Presentar el mandato a los donantes y apoyar la preparación 
de propuestas de financiamiento efectivas y consistentes

• Ofrecer asesoría a los comisionados en el análisis de su 
mandato 

• Ofrecer capacitación a los grupos de la sociedad civil  
en áreas que serán esenciales para facilitar alianzas con 
la comisión tales como la documentación de abusos y el 
apoyo a víctimas y testigos 

Las operaciones ordinarias de una comisión de la verdad com-
prenden tres áreas: investigaciones, divulgación y gestión.

La mayoría de los mandatos ubican a las investigaciones como 
la función central de una comisión de la verdad42. Usualmente, 
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una comisión capaz de asegurar financiación apropiada y de 
contratar al personal adecuado iniciará investigaciones ambi-
ciosas buscando el testimonio de fuentes primarias —princi-
palmente víctimas que han presenciado violaciones de derechos 
humanos, y otros informantes tales como líderes políticos y 
excombatientes. Si las condiciones lo permiten, una comisión 
también puede tener acceso a fuentes secundarias de los archi-
vos nacionales.

El tiempo permitido para las investigaciones define el período 
de actividad de la comisión y si ésta será capaz de cumplir 
con las fechas límite fijadas por la mandato o si necesitará 
más tiempo. A medida que las misiones se han expandido, ha 
crecido la complejidad de su trabajo investigativo. Una comi-
sión necesita investigadores hábiles de diferentes disciplinas, 
incluyendo profesionales en derecho, ciencias sociales, histo-
ria y psicología, y una visión compartida que permita que 
las contribuciones de diferentes disciplinas confluyan en un 
informe final integrado.

El apoyo internacional al trabajo investigativo de una comi-
sión puede incluir:

• Adscribir expertos e investigadores para contribuir al 
análisis de la preparación y el uso de herramientas como 
formatos de entrevista y bases de datos.

• Apoyar el proceso de entrevista de víctimas y testigos 
que hayan sido desplazados a otros países o vivan en 
comunidades de exilio

•  Obtener cualquier información relevante de los archivos 
de otros países 

La divulgación se realiza para apoyar las investigaciones. Las 
actividades de divulgación incluyen la alianza con organiza-
ciones de la sociedad civil, incluyendo grupos de víctimas; la 
diseminación de información al público, y el suministro de 
una plataforma para víctimas y sobrevivientes para que com-
partan sus experiencias con el público. Ya que estas activida-
des buscan comunicar los mensajes de la comisión al público, 
pueden consumir atención y recursos considerables.

Las contribuciones internacionales a la divulgación pueden 
incluir:

• Compartir información sobre actividades de divulgación 
innovadoras que hayan usado otras comisiones de la verdad

• Organizar, en acuerdo con la comisión, actividades de 
divulgación tales como eventos internacionales y audiencias 
públicas en las comunidades de la diáspora

Ya que la gestión de una gran operación con personal adecua-
do, una presencia adecuada en el terreno y una comunicación 
efectiva requieren unos servicios de apoyo confiables, las co-

misiones deben ensamblar un equipo de gestión compacto y 
eficiente. El acceso a los recursos públicos y a las donaciones 
internacionales requiere transparencia y agilidad para mostrar 
el uso efectivo de los fondos.

Ya que las comisiones de la verdad operan en un período 
relativamente corto y usualmente no tienen precedentes en 
el país, la creación de un sistema de gestión efectivo puede 
ser una tarea difícil. En varios casos, incluyendo El Salvador, 
Guatemala43 y Timor Oriental44, las misiones de la ONU que 
se comprometieron en el proceso de paz fueron fundamen-
tales para apoyar las operaciones de la comisión y proporcio-
nar personal experto. En otros casos, como en Sierra Leona 
y Perú, las agencias de la ONU, incluyendo el Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo, la oficina de la ONU 
para servicios de proyectos y la OHCHR han hecho contri-
buciones a los servicios administrativos locales, incluyendo la 
intermediación con donantes y la contratación de personal.

El informe final de una comisión de la verdad y las recomendaciones 

Al final de su mandato, se espera que una comisión de la verdad 
produzca un informe integral en el cual se presenten sus prin-
cipales hallazgos y recomendaciones. Esto incrementa el interés 
en la comisión, su mandato, sus miembros y, por supuesto, sus 
hallazgos y recomendaciones. Las expectativas de las fases an-
teriores del proceso pueden ser revisadas nuevamente a la luz 
del tiempo transcurrido. En este punto, las alianzas acordadas 
por la comisión se vuelven esenciales para asegurar que el in-
forme sea divulgado y que la sociedad realice una discusión 
justa sobre los hallazgos y recomendaciones del informe.

Nuevamente, las decisiones realizadas en las primeras fases 
tienen consecuencias claras más adelante. Las comisiones do-
tadas con una autoridad fuerte, y con independencia para de-
safiar la sociedad y hacer hallazgos y recomendaciones fuertes, 
están en una mejor posición para intervenir con sus recomen-
daciones en la agenda nacional. Al contrario, unas decisiones 
tempranas en los acuerdos, en el mandato o en un nombra-
miento de los comisionados que tenga la intención de crear 
una comisión débil, se traducirán en dificultades serias en el 
momento en que la comisión enfrente un veredicto público 
sobre su credibilidad.

En el caso de Guatemala, la presentación pública del informe 
CEH se convirtió en un evento de significado nacional e in-
ternacional. Si bien la comisión guatemalteca estaba limitada 
en su mandato a hacer la mayor parte de sus actividades en 
privado, la presentación pública de sus hallazgos y sus reco-
mendaciones causó sensación y empoderó a la sociedad civil 
y a las víctimas en su búsqueda de justicia. De hecho, la co-
misión guatemalteca consideró la presentación en público de 
las conclusiones tanto una medida efectiva de diseminación 
de resultados como un deber moral con las víctimas. Adicio-
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nalmente, la comisión pensó que la emisión directa de un 
informe público contribuiría a un “cambio de lógica” en la 
transición, de una completamente dominada por las partes a 
una en la cual la sociedad civil podría hacerse valer a sí misma 
en la esfera pública45.

Sin embargo, en algunos casos no se le ha ordenado a la co-
misión que presente su informe públicamente. Tal disposi-
ción es profundamente problemática, ya que empodera a las 
élites locales para que controlen la discusión nacional sobre 
los hallazgos de la comisión. En Timor Oriental, el manda-
to del CAVR originalmente prescribió por una presentación 
limitada del informe al administrador de la ONU y, poste-
riormente, al Consejo de seguridad de la ONU. Cuando el 
país instaló su primer gobierno, esa disposición se alteró para 
agregar que el presidente iba a recibir el Informe y posterior-
mente discutiría sus hallazgos con el parlamento timorense. 
Cuando la CAVR terminó su trabajo, el gobierno  tenía re-
servas en relación con los contenidos del informe; éste temía 
que se pudieran comprometer las relaciones bilaterales con 
la antigua potencia ocupante, Indonesia, ya que se señalaban 
sus responsabilidades. Como resultado, la diseminación del 
informe al parlamento, y por extensión al público en general, 
se retrasó varios meses. De hecho, fue presentado al Consejo 
de Seguridad de la ONU antes de que fuese presentado al 
parlamento timorense o al público. A la larga, el informe fue 
divulgado, pero tuvo menos impacto debido a los retrasos y a 
las fugas a los medios.

El mecanismo de publicación indirecta a través de la mayor 
autoridad ejecutiva también ha sido problemático en dos ca-
sos recientes, las Islas Salomón y Kenia. En las Islas Salomón, 
la TRC terminó su trabajo y presentó debidamente su infor-
me final a la oficina del primer ministro en febrero de 2012. 
Sin embargo, el informe nunca ha sido presentado en el par-
lamento ni se ha publicado en la gaceta nacional46. En abril 
de 2013, el presidente de la comisión, en respuesta al interés 
general y a la falta de acción por parte del gobierno, presentó 
el informe por su propia iniciativa a la prensa, pero esto le 
restó la solemnidad y el poder simbólico que hubiera tenido 
una presentación formal por parte del Estado. 

En Kenia, la Comisión de Verdad, Justicia y Reconciliación 
presentó su informe al presidente en mayo de 2013. Sin em-
bargo, la divulgación estuvo rodeada de controversias. Los 
comisionados internacionales anunciaron públicamente que 
los nacionales —bajo presión del despacho del presidente— 
habían estado de acuerdo en alterar una sección del informe 
que describía conductas censurables por parte de la familia 
del presidente. El informe sólo fue recibido por el despacho 
del presidente después de que fuera alterado, y sólo entonces 
fue remitido al parlamento47.

El rol de los antiguos mediadores y los actores amigos del 
proceso de paz se torna esencial para instar a las partes y al 
gobierno a que publiquen su informe final y aseguren que 
las autoridades gubernamentales apropiadas le den suficien-
tes consideración y atención. Esto es particularmente cierto 
cuando se pide a los mediadores o a las organizaciones inter-
nacionales que jueguen un rol en la recepción del informe.

Instar a la presentación y a la discusión pública del informe fi-
nal es algo importante, no sólo para garantizar que la sociedad 
tenga acceso a los hallazgos principales de la comisión sino 
también para asegurar que las recomendaciones políticas sean 
discutidas e implementadas según sea apropiado. La imple-
mentación de las recomendaciones parece una fase especial-
mente irritante en el proceso, ya que incluso las comisiones 
que han superado varios desafíos pueden ver sus sugerencias 
marginadas en la agenda política48. Las recomendaciones po-
líticas son fortalecidas por la autoridad moral ganada por la 
comisión durante su mandato, la calidad profesional de su 
trabajo, y las alianzas y asociaciones que ha logrado.

Ya que la implementación es el resultado de una convergencia 
de factores, algunos proporcionados por la voluntad política, 
es iluso asumir que ésta seguirá las provisiones legales dentro 
de la mandato. Las provisiones no pueden interpretarse sino 
como pasos procedimentales para asegurar que las diferentes 
ramas del gobierno atiendan las recomendaciones y las consi-
deren seriamente.

Las misiones de las comisiones de la verdad de Liberia, Kenia 
y Sierra Leona plantearon que el gobierno debía implementar 
las recomendaciones de la comisión. Sin embargo, esto no ha 
sucedido en ninguno de estos casos, y en Kenia esta demanda 
llevó a una demanda constitucional a la comisión.

Otro camino que puede ser más productivo en el despliegue 
de las recomendaciones es el establecimiento de organiza-
ciones sucesoras a cargo del seguimiento de las recomenda-
ciones y de divulgar la información creada por la comisión. 
En Timor Oriental, a pesar del escepticismo del gobierno en 
relación con la CAVR, éste estuvo de acuerdo con crear un 
mecanismo sucesor, el Centro de Información. El Centro 
realizó numerosas actividades para fortalecer la capacidad de 
la sociedad civil de establecer diálogos con las autoridades, y 
de negociar e implementar las medidas recomendadas por la 
comisión. En Perú, las recomendaciones de la comisión fue-
ron seguidas por la Defensoría del Pueblo (la cual también 
protege los archivos de la comisión) y varias plataformas esta-
blecidas por la sociedad civil tras la presentación del informe. 
En ambos casos, las agencias internacionales y los donantes 
tuvieron la oportunidad de apoyar la sostenibilidad del pro-
ceso de búsqueda de la verdad.

22
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Conclusiones

La vigencia de una comisión de la verdad está marcada por 
una sucesión de decisiones basadas en una visión temprana y 
a veces fragmentaria articulada con el proceso de paz. Cada 
paso está marcado por tensiones y diferencias sobre cómo de-
ben ser conceptualizados la comisión y los riesgos a medida 
que las partes y la sociedad proyectan sus expectativas y sus 
miedos frente a la comisión.

Las decisiones tomadas en las primeras etapas influyen pro-
fundamente sobre las oportunidades de que la comisión de la 
verdad logre sus objetivos. Las limitaciones en la capacidad de 
actuar de forma independiente a la presión política se sentirán 
posteriormente, a veces hasta incapacitar a la institución. Los 
obstáculos que una comisión debe superar no son idénticos, 
pero se vuelven paulatinamente más complejos.

Los mediadores y los amigos del proceso de paz pueden tener 
el mayor impacto en las primeras fases del ejercicio. En las 
fases tempranas, los mediadores y los partidarios internacio-
nales pueden ayudar a inculcar consideraciones sobre derechos 
humanos en los debates entre las partes, y posteriormente con 
los legisladores. Igualmente, los entes internacionales pueden 
ser llamados para mantener el impulso de las discusiones si 
hay progreso y si las partes están abiertas a formas de rendición 
de cuentas efectivas al revelar la verdad. Por el contrario, si 
hay poco interés o, lo que es peor, si hay una actitud de soca-
vamiento entre las partes, los mediadores pueden instar a un 
proceso más intencional y reflexivo alrededor de la búsqueda 
de la verdad, evitando llegar a decisiones apresuradas o ambi-
guas que puedan poner en riesgo los derechos de las víctimas.

Las oportunidades de apoyo internacional durante las opera-
ciones ordinarias de una comisión de la verdad son múltiples. 
El soporte técnico y político de los expertos, de los colegas 
de comisiones de la verdad similares o de instituciones de 
construcción de paz y agencias de la ONU, puede contra-
rrestar el impacto de ciertas debilidades. Los practicantes de 
la justicia transicional compartirán sus experiencias, crearán 
capacidades y darán soporte técnico dentro de los parámetros 
definidos por la voluntad política expresada por las partes, el 
mandato y el liderazgo de la comisión.

El final del mandato de una comisión, cuando ésta prepara y 
presenta su informe final, puede abrir nuevas oportunidades 
para los mediadores de paz y para los partidarios de manera 
que jueguen un rol positivo. Para aprovechar esta oportuni-
dad, es importante asegurarse desde el primer momento de 
que la comisión tenga la potestad de presentar su informe al 
público en general al mismo tiempo que lo presenta a las altas 
autoridades del país. Igualmente, es esencial asegurarse de que 
los legisladores consideren las recomendaciones políticas de la 
comisión de forma seria y justa.

1. Desde 1992, nueve países han aprobado, vía legislación o por 
otros procedimientos, normas que establecen una comisión de 
la verdad después de negociaciones entre partes previamente in-
volucradas en una confrontación violenta: El Salvador (1992), 
Guatemala (1995), Sierra Leona (2000), República Democrática 
del Congo (DRC) (2003), Liberia (2006), Kenia (2008), Hon-
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2. Los acuerdos sobre el establecimiento de la Comisión para el 
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para crear la Comisión para el Esclarecimiento Histó-
rico de las violaciones a los derechos humanos y los 
hechos de violencia que han causado sufrimientos 
a la población guatemalteca. La comisión se esta-
blece tras la �rma de un acuerdo de paz �nal. 

ACUERDO DE ESTABLECIMIENTO
DE COMISIÓN DE LA VERDAD

EL CONGRESO FIJA EL 25 DE FEBRERO COMO FECHA 
CONMEMORATIVA DEL “DÍA DE LA DIGNIDAD”

FORMER DICTATOR EFRAÍN RÍOS MONTT
INDICTED FOR GENOCIDE BY NATIONAL COURT

ACUERDO DE PAZ FIRME Y DURADERA

INSTALACIÓN OFICIAL DE LA COMISIÓN  Febrero. Tras el acuerdo de misión de Oslo, el Secretario 
General de la ONU nombra al jurista alemán Christian Tomuschat 
como comisionado coordinador. Dos ciudadanos guatemaltecos 
también fueron nombrados comisionados: Otilia Lux de Cotí, 
una estudiosa maya; y Edgar Balsells, un abogado

LA COMISION REALIZA
FORO NACIONAL SOBRE 
RECOMENDACIONES

DESIGNACIÓN DE COMISIONADOS

Febrero 25. Informe �nal, Guatemala: Memoria del Silencio, describe la responsa-
bilidad institucional por crímenes graves y masivos. Un resumen del informe se 
imprime en varias lenguas mayas. 

INFORME FINAL PRESENTADO AL GOBIERNO 
Y AL SECRETARIO GENERAL DE LA ONU

GUATEMALA
Línea del tiempo de 
eventos signi�cativos

Septiembre 1997–Abril 1998. La comisión recolectó 
más de 7000 testimonios, visitó cerca de 2.000 
comunidades y documentó a más de 42.000 
víctimas

TOMA DE TESTIMONIOS

EX DICTADOR EFRAÍN RÍOS MONTT ACUSADO DE 
GENOCIDIO POR LA CORTE NACIONAL
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Introducción

La Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH), de 
Guatemala,  fue un mecanismo para la búsqueda de la verdad 
que emergió de las negociaciones de paz entre el gobierno de 
Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemal-
teca (URNG), una alianza de cuatro grupos guerrilleros de iz-
quierda. El proceso de paz, con el que terminó un conflicto de 
36 años, fue concluido en 1996 con la firma del Acuerdo para 
una paz firme y duradera, precedido por diversos acuerdos, 
entre ellos el Acuerdo sobre el establecimiento de una comi-
sión para aclarar violaciones pasadas a los derechos humanos 
y actos de violencia que causaron sufrimiento a los guatemal-
tecos (Acuerdo CEH). La CEH inició su trabajo en julio de 
1997 y presentó su informe final, Guatemala. Memoria del 
silencio, 20 meses después, en febrero de 19991.

Aunque la CEH inicialmente encontró fuerte escepticismo 
por parte de los grupos de víctimas y las organizaciones de 
derechos humanos debido a las limitaciones percibidas en el 
mandato, su gestión es ampliamente considerada como una 
experiencia exitosa en por lo menos cuatro aspectos. En pri-
mer lugar, fue capaz de recolectar vastas cantidades de infor-
mación de primera mano de víctimas del conflicto y las pro-
cesó de forma efectiva. En segundo lugar, produjo un informe 
final comprehensivo que estableció un registro serio de crí-
menes y violaciones a los derechos humanos. En tercer lugar, 
se ganó la confianza de las víctimas, cultivando entre ellas un 
sentido de pertenencia del proceso de búsqueda de la verdad 
y reflejando sus voces en el informe final. Por último, aunque 
el gobierno no siguió de forma diligente los hallazgos y las 
recomendaciones de la CEH una vez se presentaron, éstas han 
impactado la vida social, política y judicial de Guatemala. El 
ejemplo más reciente, ampliamente conocido, es el juicio al 
exdictador José Efraín Ríos Montt por genocidio y crímenes 
contra la humanidad2.

En el curso de su actividad de 20 meses la CEH determinó 
que 200.000 personas habían sido asesinadas o desaparecidas 
durante el conflicto armado interno de Guatemala. La co-
misión atribuyó un 93 por ciento de las muertes al Estado y 
concluyó que se cometieron actos de genocidio dirigidos a la 
población maya. También documentó el rol de las estructuras 
paramilitares y prestó una atención considerable al análisis de 
las causas estructurales e históricas subyacentes de la violencia 

y de las violaciones graves de los derechos humanos en Gua-
temala. La CEH había sido precedida por una iniciativa de 
búsqueda de la verdad de la sociedad civil basada en la iglesia, 
el Proyecto Interdiocesano de Recuperación de la Memoria 
Histórica (REMHI), que movilizó comunidades indígenas, 
obtuvo miles de testimonios y examinó las perspectivas de las 
comunidades afectadas por la violencia del Estado.

La CEH tuvo éxito a pesar del difícil marco institucional deri-
vado de las negociaciones de paz. Las dificultades que enfren-
tó no fueron diferentes de las que enfrentan las comisiones en 
otros procesos de paz: un apoyo oficial tibio, el escepticismo 
de la gente y la marginación de las comunidades que fueron 
víctimas. Consecuentemente, el proceso de búsqueda de la 
verdad en Guatemala provee algunas lecciones sobre la posi-
bilidad de superar circunstancias difíciles, particularmente al 
abordar las percepciones negativas iniciales respecto a aspec-
tos importantes del proceso de búsqueda de la verdad, tales 
como el mandato, el tiempo y los recursos disponibles para 
la comisión.

Negociaciones de paz

En diciembre de 1996 se firmó un acuerdo de paz en Ciudad 
de Guatemala entre el gobierno y los delegados de la URNG, 
una coalición de fuerzas guerrilleras emergentes de grupos 
dispares, uno de los cuales había iniciado su lucha armada 
en 1960. El Acuerdo para una paz firme y duradera puso un 
fin a un período violento en el cual se cometieron violaciones 
masivas serias de los derechos humanos, principalmente por 
parte de las fuerzas de seguridad del Estado contra la pobla-
ción civil. El peor caso de violencia ocurrió en los años ochen-
ta, bajo los gobiernos liderados por el General Romeo Lucas 
García (1978−1982, especialmente entre 1981−1982), por el 
General Efraín Ríos Montt (1982−1983), y por el General 
Mejía Víctores (1983–1986). Este período de intensa con-
trainsurgencia estuvo caracterizado por masacres y tácticas de 
tierra arrasada.

Luego de la adopción de una nueva constitución, en 1986, 
una nueva administración civil buscó una solución política 
al conflicto. El primer hito en el proceso de paz fue la firma 
de un acuerdo en Oslo el 30 de marzo de 1990, en el cual el 
Estado, representado por la Comisión Nacional de Recon-
ciliación de Guatemala, y los grupos insurgentes acordaron 
iniciar diálogos.

3.  ESTUDIO DE CASO: GUATEMALA 

Por Félix Reátegui
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El período de negociación, que comenzó con la participación 
de un “observador” de las Naciones Unidas, duró aproxima-
damente diez años. Entre 1994 y 1997, las negociaciones ofi-
ciales tuvieron lugar bajo la mediación de la ONU, lo que 
llevó a la adopción de 10 acuerdos específicos y un acuerdo 
final3.

Aunque quienes estaban involucrados en la negociación eran 
gobiernos civiles electos, los militares continuaban teniendo 
una fuerte influencia sobre la vida política en el país y, por 
ende, en los diálogos de paz, que atravesaron períodos de es-
tancamiento y retroceso. El moderador de la ONU hizo serios 
esfuerzos por mantener las partes en la mesa de negociaciones. 
Una limitación importante que ayuda a explicar estas dificul-
tades es la debilidad comparativa de las partes en negociación 
desde el principio. Se ha hecho notar que tanto el gobierno 
como la URNG tenían unos “títulos de representatividad dé-
biles”4, y que la URNG no representaba un desafío estratégico 
para los militares, por lo cual no podía hacer demandas sig-
nificativas. Adicionalmente, los sectores hostiles promovían 
la resistencia frente a algunos acuerdos específicos, particu-
larmente entre las fuerzas armadas, las cuales se vieron a sí 
mismas como fuerzas victoriosas obligadas a negociar con un 
adversario derrotado. Por último, los participantes internacio-
nales no tenían mucha capacidad de presión debido a que la 
dependencia de la asistencia internacional de Guatemala era 
limitada5.  

El ciclo de negociaciones que condujo al acuerdo de paz final 
se desarrolló en tres fases distintas6. En la última de ellas, y an-
tes de la suscripción del acuerdo final, se firmó diez acuerdos 
específicos, los cuales fueron incorporados en el acuerdo final 
por medio de referencias.

El acuerdo y el mandato de la comisión 

La fundación de la CEH fue dispuesta mediante un acuerdo 
firmado en Oslo el 23 de junio de 1994 y estuvo precedida 
por el Acuerdo Integral sobre Derechos Humanos (CAHR), 
firmado en Ciudad de México el 19 de marzo de 1994. Ori-
ginalmente, se esperaba que el CAHR incluyera disposiciones 
para el establecimiento de un mecanismo oficial de búsqueda 
de la verdad; sin embargo, las partes no pudieron llegar a un 
acuerdo sobre el tema. Para seguir adelante, acordaron nego-
ciar sobre la búsqueda de la verdad posteriormente.

El acuerdo subsiguiente sobre la CEH determinó que la co-
misión serviría tres propósitos:

I.	 Esclarecer con toda objetividad, equidad e imparcialidad 
las violaciones a los derechos humanos y los hechos de 
violencia que han causado sufrimientos a la población 
guatemalteca, vinculados con el enfrentamiento armado.

II.	 Elaborar un informe que contenga los resultados de las 
investigaciones realizadas y ofrezca elementos objetivos 
de juicio sobre lo acontecido durante este período abar-
cando a todos los factores, internos y externos.

III.	Formular recomendaciones específicas encaminadas a 
favorecer la paz y la concordia nacional en Guatemala. 
La Comisión recomendará, en particular, medidas para 
preservar la memoria de las víctimas, para fomentar una 
cultura de respeto mutuo y observancia de los derechos 
humanos y para fortalecer el proceso democrático7.

El texto también estableció el período que sería investigado 
por la comisión: “a partir del inicio del enfrentamiento arma-
do hasta que se suscriba el Acuerdo de paz firme y duradera”. 
Así mismo, fijó los siguientes criterios para su composición:

La comisión consistirá de los siguientes tres miembros:
i)	 El actual moderador de las negociaciones de paz, cuya 

designación se solicitará al Secretario General de las Na-
ciones Unidas;

ii)	 Un miembro, ciudadano de conducta irreprochable, desig-
nado por el moderador, de común acuerdo con las Partes;

iii)	 Un académico elegido por el moderador, de común 
acuerdo con las Partes, de una terna propuesta por los 
rectores universitarios.

COMISIÓN HÍBRIDA COMPUESTA POR 
1 COMISIONADO INTERNACIONAL 
Y 2 NACIONALES

LAS OPERACIONES DURARON
19 MESES

PRESUPUESTO EN DÓLARES
$9.796.167

TOTAL DE OFICINAS MANTENIDAS 
CATORCE

ENTREVISTAS REALIZADAS
MÁS DE 7.000

VILLAS VISITADAS 
MÁS DE 2.000

VICTIMAS GRABADAS 
MÁS DE 42.000

NÚMERO APROXIMADO DE PERSONAS ASESINADAS 
O DESAPARECIDAS 
200.000

PORCENTAJE DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS 
COMETIDAS POR EL ESTADO
93
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II.	 Corresponde a la Comisión aclarar plenamente y en deta-
lle estas situaciones. En particular, analizará con toda im-
parcialidad los factores y circunstancias que incidieron en 
dichos casos. La Comisión invitará a todos los que puedan 
estar en posesión de información pertinente a que presen-
ten su versión de los hechos, la no comparecencia de los 
interesados no impedirá que la Comisión se pronuncie 
sobre los casos.

III.	Los trabajos, recomendaciones e informe de la Comisión 
no individualizarán responsabilidades, ni tendrán propósi-
tos o efectos judiciales.

IV.	 Las actuaciones de la Comisión serán reservadas para ga-
rantizar la secretividad de las fuentes así como la seguridad 
de los testigos e informantes.

V.	 Al estar constituida, la Comisión hará pública, su cons-
titución y sede, por todos los medios posibles, e invitará 
a los interesados a que depositen su información y testi-
monios.

Según el mandato, el comisionado coordinador nombrado 
por el Secretario General de la ONU debería ser Jean Arnault, 
quien había dirigido el proceso de negociación como media-
dor de la ONU. Sin embargo, Arnault asumió la jefatura de 
la Misión de Verificación de la ONU en Guatemala (MINU-
GUA). Christian Tomuschat, un abogado independiente que 
había actuado durante varios años como experto independien-
te de la ONU en Guatemala, fue nombrado coordinador co-
misionado en su lugar. Tomuschat eligió como comisionados 
guatemaltecos a Otilia Lux de Coti y a Alfredo Balsells tras 
varias reuniones con las organizaciones de la sociedad civil8.

La sección sobre Operaciones del acuerdo para la CEH esta-
bleció las funciones y los poderes que la comisión tendría para 
cumplir su misión:
I.	 La Comisión recibirá antecedentes e información que pro-

porcionen las personas o instituciones que se consideren 
afectadas así como las Partes.

FASES DESARROLLOS

1986–1990 CONVERSACIONES DE BAJO NIVEL. EN 1990, SE PIDIÓ A LAS NACIONES UNIDAS QUE ACTUARAN COMO 
OBSERVADORES Y GARANTES.

1994–1996 NEGOCIACIONES DIRECTAS Y ACUERDOS CON LAS NACIONES UNIDAS ACTUANDO COMO MEDIADORAS.

1991–1993 NEGOCIACIONES DIRECTAS. EN 1991, LAS PARTES ACORDARON UNA AGENDA DE 11 PUNTOS 
ESTA FASE TERMINÓ EN 1993 CON LA CRISIS CONSTITUCIONAL

TABLA 3: ACUERDOS FIRMADOS ENTRE 1994 Y 1996

ACUERDO FECHA

ACUERDO GLOBAL SOBRE DERECHOS HUMANOS MARZO 19, 1994

ACUERDO SOBRE EL ESTABLECIMIENTO DE LA COMISIÓN PARA ESCLARECER VIOLACIONES 
PASADAS DE DERECHOS HUMANOS Y HECHOS DE VIOLENCIA QUE HAN CAUSADO 
SUFRIMIENTO A LA POBLACIÓN GUATEMALTECA 

JUNIO 23, 1994

ACUERDO PARA EL ASENTAMIENTO DE LAS POBLACIONES DESARRAIGADAS POR EL 
ENFRENTAMIENTO ARMADO 

JUNIO 17, 1994

CIUDAD

CIUDAD DE MÉXICO

ACUERDO SOBRE IDENTIDAD Y DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS MARZO 31, 1995 CIUDAD DE MÉXICO

ACUERDO DE ASPECTOS SOCIOECONÓMICOS Y SITUACIÓN AGRARIA MAYO 6, 1996 CIUDAD DE MÉXICO

ACUERDO SOBRE EL FORTALECIMIENTO DEL PODER CIVIL Y FUNCIÓN DE LAS 
FUERZAS ARMADAS EN UNA SOCIEDAD DEMOCRÁTICA

SEPTIEMBRE 19, 1996 CIUDAD DE MÉXICO

ACUERDO SOBRE EL DEFINITIVO CESE AL FUEGO DICIEMBRE 4, 1996 OSLO

ACUERDO SOBRE REFORMAS CONSTITUCIONALES Y RÉGIMEN ELECTORAL DICIEMBRE 7, 1996 ESTOCOLMO

ACUERDO DE LAS BASES PARA LA INCORPORACIÓN DE LA URNG A LA LEGALIDAD DICIEMBRE 12, 1996 MADRID

ACUERDO SOBRE CRONOGRAMA PARA LA IMPLEMENTACIÓN, CUMPLIMIENTO Y 
VERIFICACIÓN DE LOS ACUERDOS DE PAZ

DICIEMBRE 29, 1996 CIUDAD DE 
GUATEMALA

OSLO

OSLO

Algunas de estas disposiciones fuero percibidas en el inicio 
como limitaciones u obstáculos potenciales para una bús-
queda efectiva de la verdad, en particular la incapacidad de 
atribuir responsabilidades individuales. Es probable que en el 
contexto de 1996 tal limitación fuera evaluada teniendo con-
sideración la experiencia de la comisión de la verdad de El 

Salvador, la cual había nombrado directamente a las personas 
que había encontrado responsables de las peores atrocidades. 
Igualmente la noción, aunque vaga, de que el informe no 
tendría efectos judiciales creó la impresión de que la CEH 
mantendría la situación de impunidad.

TABLA 2: FASES DE NEGOCIACIONES QUE LLEVARON AL ACUERDO DE PAZ FINAL
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Como la comisión no tenía poderes para emitir citaciones 
judiciales, fue bastante difícil para ella, si no imposible, entre-
vistar a posibles informantes renuentes, como, por ejemplo, 
presuntos victimarios, autoridades militares o testigos de crí-
menes. Aunque el acuerdo señaló que la comisión “recibirá 
antecedentes e información de (…) instituciones”, no pro-
porcionó a la CEH poderes de obligatorio cumplimiento para 
solicitar documentos oficiales. Sin embargo, para ser justos, 
cabe decir que las comisiones previas en América Latina ha-
bían operado bajo las mismas restricciones.

Una limitación adicional percibida fue el poco tiempo que 
se le otorgó a la CEH para que realizara su trabajo: seis me-
ses, que podían extenderse a un año. De nuevo, cuando se 
compara con los procesos de búsqueda de la verdad latinoa-
mericanos que la precedieron (los cuales eran los únicos ejem-
plos en ese momento), seis meses podrían percibirse como 
razonables; la comisión salvadoreña había tenido también un 
mandato de seis meses y, a la larga, terminó su trabajo en 
menos de un año.

Cuando se compara con experiencias posteriores, el mandato 
de la CEH se ve, en efecto, limitado, y las dudas de los activis-
tas de la sociedad civil resultan entendibles. En el momento, 
las comisiones de la verdad eran aún organizaciones en gran 
medida experimentales y los diseñadores pueden haber pensa-
do que estaban aplicando el mismo parámetro de experiencias 
previas o simultáneas. Pero las razones detrás de las reservas 
no eran técnicas sino políticas: los acuerdos eran el trabajo 
de las partes, quienes no habían realizado unas consultas más 
amplias. En el caso de la CEH, esto se hizo más evidente por 
el hecho de que el mandato no requeriría un debate o una 
promulgación adicional por parte del parlamento o de otro 
ente gubernamental; por lo tanto, la CEH no tenía ni un 
decreto ejecutivo ni una ley que cimentara su mandato (sin 
embargo, fue necesaria una acción adicional en los niveles eje-
cutivo y legislativo para establecer inmunidades y privilegios 
para los comisionados durante su operación). En tal situa-
ción, la decisión de parte de la sociedad civil y de las víctimas 
para participar en el proceso de la CEH habría requerido una 
apuesta sustentada por una voluntad muy fuerte.

Teniendo esto en cuenta, la elección de los comisionados fue 
afortunada. El presidente había sido un experto de la ONU en 
Guatemala, contaba con el respeto de los defensores de la socie-
dad civil y con un amplio conocimiento sobre los abusos come-
tidos en el conflicto; su elección de los dos comisionados guate-
maltecos fue percibida como correcta. En un contexto en el cual 
cualquier movimiento por parte de los comisionados hubiera 
afectado la percepción del público, el compromiso mutuo entre 
la CEH y la sociedad civil fue constructivo, empezando con una 
política de puertas abiertas que garantizaba a los promotores de 
una comisión el acceso a la CEH para aplicar presión, pero que 
aseguraba que esta siguiera cauces institucionales.

Otro desarrollo positivo fue la independencia otorgada a los 
comisionados para que interpretaran su mandato sin favores 
o prejuicios. Ya que el mandato estaba completamente conte-
nido en un acuerdo de paz breve, que carecía del detalle que 
podrían alcanzar los futuros proyectos de ley de la comisión 
de la verdad, este ofreció un amplio espacio para la interpreta-
ción, la cual requería del juicio solvente de los comisionados.

Los comisionados determinaron que se les estaba solicitando 
“no que esclarecieran la confrontación armada sino las viola-
ciones de derechos humanos y los actos de violencia conec-
tados con ellos,” afirmando de este modo que el foco eran 
los abusos cometidos antes que en la justicia del conflicto, 
otro foco potencial. Los comisionados también establecieron 
que era su función recomendar reparaciones para las víctimas, 
aunque este punto no había sido formulado por completo 
en el mandato. Para ello, los comisionados mencionaron que 
la CAHR ya había declarado que la entidad a cargo de las 
reparaciones “tomaría en cuenta las recomendaciones de la 
Comisión sobre esclarecimiento histórico al respecto”9.

Los comisionados reconocieron debidamente que había limi-
taciones en la prohibición del mandato para atribuir respon-
sabilidades individuales por las violaciones de derechos huma-
nos y los actos de violencia, y la carencia de objetivos o efectos 
judiciales para los hallazgos de la CEH. La primera limitación 
llevó a los comisionados a centrarse en las responsabilidades 
institucionales y del Estado, cuya abrumadora responsabilidad 
fue establecida en el informe final. Tal cambio de enfoque no 
fue necesariamente un reconocimiento de debilidad, ya que 
los hallazgos aún podrían tener impactos políticos y morales 
fuertes. Al abordar los efectos judiciales de la CEH, los comi-
sionados dejaron en claro que un ciudadano o una institución 
oficial no podían ser privados del derecho de usar los hallazgos 
de la comisión para buscar o administrar justicia. Después de 
todo, el mandato podía ser interpretado razonablemente como 
vinculado a una circunstancia obvia: la comisión no era un 
ente judicial; y, además, no determinaba cómo se llevaría a 
cabo la disociación entre verdad y justicia. Para la comisión:

Nada impide que una institución estatal, en particu-
lar aquella responsable de la administración de justi-
cia, utilice los elementos contenidos en el informe. El 
mismo razonamiento se aplica a los ciudadanos que 
fueron víctimas o familiares de las víctimas, quienes 
conservan los derechos que tengan, en cuanto tales, a 
llevar al fuero legal los casos discutidos en el informe10 .

Operaciones

Las operaciones de la CEH recibieron un sustancial soporte 
logístico, técnico y financiero tanto de la ONU como de la 
comunidad internacional. El compromiso internacional con 
el proceso de búsqueda de la verdad de Guatemala se reflejó 
en la composición del personal de la comisión, que incluyó 
tanto personas nacionales como internacionales.
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Los comisionados tomaron una decisión crucial al inicio so-
licitando “apoyo de las Naciones Unidas en la búsqueda del 
mejor mecanismo para diseñar y organizar la estructura de 
soporte de la Comisión”11. En respuesta, en mayo de 1997 la 
Oficina de las Naciones Unidas de Servicios para Proyectos 
(UNOPS) asumió la responsabilidad de “organizar y gestio-
nar las operaciones de la oficina de soporte, al igual que de 
gestionar los fondos de la comisión”12. En un mes, la oficina 
de soporte (en esencia, el personal de la comisión) estaba or-
ganizada para facilitar el trabajo de la CEH “con un equipo 
de colaboradores, quienes cumplieron las decisiones de los 
comisionados… y condujeron todo tipo de actividades con 
transparencia, de forma que los comisionados tuvieran acceso 
constante a la información necesaria para tomar decisiones”13.

Otra decisión clave fue establecer que la estructura integral 
de la oficina de soporte “funcionaría de una forma descen-
tralizada, con una red de oficinas que asumiría una cobertura 
nacional, especialmente en las regiones que habían sido más 
afectadas históricamente por el conflicto armado”14. El pro-
yecto operó con “26 diferentes partes estructurales; dotadas 
de personal que trabajó en 14 oficinas a lo largo de todo el 
país; (y) visitó a cerca de 2000 villas, entrando en contac-
to con más de 20,000 ciudadanos”15. Durante este período 
de gran cobertura de campo, la oficina de soporte reclutó a 
273 personas16 de 32 naciones, con personal internacional 
trabajando junto con el personal guatemalteco. La comisión 
también recibió a expertos de las Naciones Unidas, el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, el 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, el Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo, el Tribunal Inter-
nacional para la antigua Yugoslavia, y UNOPS. MINUGUA 
proporcionó apoyo logístico17. La CEH se convirtió en la 
mayor comisión de la verdad jamás constituida y sobrepasó 
en escala y participación internacional a todas las anteriores 
comisiones latinoamericanas. 

A lo largo de las operaciones, y especialmente al inicio, la 
CEH experimentó una inseguridad financiera considerable. 
Para poder pagar por las operaciones, los comisionados apela-
ron al gobierno guatemalteco y a la comunidad internacional, 
siendo esta última la que contribuyó con más de 90 por cien-
to de los fondos. El compromiso financiero de la comunidad 
internacional fue sustancial, al igual que la asignación de re-
cursos internacionales para su desarrollo. La CEH tuvo un 
presupuesto final de USD $9’796.16718.

Informe final

La CEH presentó su informe final el 25 de febrero de 1999, 
luego de dos extensiones de seis meses. Que se le otorgaran 
dos extensiones, cuando sólo una estaba permitida dentro de 
la mandato, es prueba de que la CEH había ganado suficiente 
apoyo político para proteger y facilitar las operaciones.

El informe ha sido ampliamente reconocido como una gran 
contribución en el establecimiento de los abusos a los dere-
chos humanos en Guatemala. Según William Stanley y David 
Holiday:

“Las conclusiones (…) cayeron en el panorama po-
lítico guatemalteco como una bomba. Los hallazgos 
básicos de la comisión —que los militares fueron res-
ponsables de 93 por ciento del total de las violaciones 
de derechos humanos y de otros actos de violencia que 
se documentaron— no eran inesperados. Pero los car-
gos de genocidio y racismo practicados por las fuerzas 
armadas en su despiadada campaña contra la guerrilla 
a inicios de los ochenta fueron una sorpresa teniendo 
en cuenta que el informe provenía de un esfuerzo pa-
trocinado por la ONU…19.

El informe fue resultado de un proceso de investigación com-
plejo. Entre las actividades más importantes conducidas du-
rante la fase de investigación se encontró la recolección de 
testimonios de las víctimas y la documentación del caso, la 
investigación de casos, investigaciones socio-históricas y los 
informes contextuales, entrevistas de testigos clave y la bús-
queda de documentos y casos ilustrativos20.

En el curso de la operación, la CEH registró testimonios de 
más de 42.000 hombres, mujeres y niños que fueron víctimas 
de atrocidades. La comisión usó métodos estadísticos para es-
timar que aproximadamente 200.000 personas fueron vícti-
mas de ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzosas.

El informe final describió y analizó las violaciones cometidas 
por todos los grupos armados. Igualmente, examinó los crí-
menes del Estado, los cuales incluyeron desapariciones forzo-
sas, ejecuciones arbitrarias, violaciones, uso de escuadrones de 
la muerte, denegación de justicia y reclutamientos forzosos y 
discriminatorios21. Concluyó que los “agentes del Estado de 
Guatemala… cometieron actos de genocidio contra grupos 
de personas del pueblo maya que viven en las cuatro regiones 
analizadas”22.

La prohibición sobre la atribución de responsabilidad indivi-
dual por los crímenes llevó a los comisionados a que pusieran 
un énfasis particular en las responsabilidades institucionales, 
una decisión que se reveló útil para el esclarecimiento histó-
rico y el derecho a la verdad de las víctimas. En la conclusión 
105 del informe final, la CEH declara:

“La mayor parte de las violaciones de los derechos 
humanos se produjo con conocimiento o por orden 
de las más altas autoridades del Estado. Evidencias 
de diversa procedencia (declaraciones de antiguos 
miembros de las Fuerzas Armadas, documentación 
desclasificada, datos de varias organizaciones, testi-
monios de personalidades guatemaltecas) concuer-
dan en que los servicios de Inteligencia del Ejército, 
especialmente la G-2 y el Estado Mayor Presidencial, 
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obtenían información sobre toda clase de personas y 
organizaciones civiles, evaluaban el comportamiento 
de éstas en sus respectivos campos de actividad, ela-
boraban las listas de los que debían ser reprimidos 
por su carácter supuestamente subversivo y proce-
dían, según los casos, a su captura, interrogatorio, 
tortura, desaparición forzada, o a su ejecución”23.

Entre los logros de la comisión se encuentra la estimación de 
la amplitud y la profundidad de la violencia, la demostración 
del volumen cuantitativo y la naturaleza legal de los críme-
nes, la explicación de las causas principales del conflicto y 
el establecimiento de la alta responsabilidad institucional del 
Estado.

La CEH también hizo importantes recomendaciones en re-
lación con la preservación de la memoria de las víctimas, la 
compensación a las víctimas, medidas para fomentar el respe-
to mutuo y proteger los derechos humanos, el fortalecimien-
to de los procesos democráticos, el afianzamiento de paz y 
armonía nacionales, al igual que medidas para establecer un 
mecanismo de seguimiento para sus recomendaciones.

Aunque no todas las recomendaciones han sido implemen-
tadas a satisfacción, la CEH ha ayudado en el avance del re-
conocimiento de los antiguos crímenes y abusos y del sufri-
miento de las víctimas. No fue un logro pequeño que la CEH 
convenciera a miles de víctimas de que se presentaran con su 
información. Aunque este proceso se había iniciado con el 
proyecto REMHI24, la CEH sobrepasó esta experiencia desa-
rrollando un trabajo de búsqueda de la verdad en diferentes 
regiones, entre varios grupos de víctimas y a través de redes no 
vinculadas directamente con la Iglesia Católica.

El programa de reparaciones para las víctimas fue establecido 
en 2003, cuatro años después de la presentación del informe 
final. Se han realizado algunas acciones judiciales en conexión 
con el trabajo de la comisión, como en el caso del juicio con-
tra Ríos Montt. Según Aryeh Neier:

“Uno de los momentos cruciales en la lucha para ha-
cer que Ríos Montt respondiera fue la publicación 
del informe de nueve volúmenes de la [Comisión] 
en febrero de 1999 . . . [la cual] documentó varios de 
los abusos cometidos durante la presidencia de Ríos 
Montt, que incluyeron miles de casos de asesinato, 
violaciones y tortura”25.

Conclusiones

La CEH hizo contribuciones valiosas para restaurar la verdad 
y la memoria en Guatemala a pesar de las serias restricciones 
que tuvo. Algunas de sus debilidades iniciales resultaron ser 
potenciales fortalezas, como la flexibilidad de su mandato, 
que permitió a los comisionados interpretarlo y tomar deci-

siones basándose en el mejor interés de las víctimas. Sin em-
bargo, incluso dichas fortalezas potenciales dependían de al-
gunos elementos básicos como la composición de la comisión 
misma, el apoyo nacional e internacional, y las expectativas 
sobre el proceso de paz en general y el ejercicio de la búsqueda 
de la verdad en particular.

Una evaluación de las características y las decisiones clave de 
la CEH debería incluir la independencia de los comisionados, 
y su habilidad y apertura para llegar a varios sectores de la 
sociedad, como a las víctimas que tenían interés directo en el 
proceso de búsqueda de la verdad y a quienes pudieran contri-
buir a los procesos de divulgación e investigación, tales como 
los grupos de la sociedad civil y académicos.

La sistematización de la UNOPS enfatiza que:

“La apertura de los comisionados, su independen-
cia frente a las partes del conflicto y su voluntad de 
conducir operaciones con el más alto nivel de trans-
parencia permitido por la mandato, culminaron en 
la presentación pública del informe final en el Teatro 
Nacional, al frente de miles de ciudadanos y repre-
sentantes del gobierno y de URNG. El coordinador 
de la CEH presentó las conclusiones y las recomen-
daciones claves del informe. Estas fueron entregadas 
a ambas partes del conflicto apenas unas horas antes 
de la presentación, mientras que el cuerpo del in-
forme les fue entregado por primera vez durante el 
acto público. El hecho de que las conclusiones y re-
comendaciones principales del informe se anuncia-
ran públicamente en la presentación fue un hecho 
reconocido por la sociedad guatemalteca no úni-
camente como una demostración de transparencia 
sino también de respeto para las 200.000 víctimas 
del conflicto armado”26.

La independencia y la credibilidad de los comisionados —al 
igual que su habilidad para ganar la confianza de los grupos 
de víctimas y el soporte técnico de UNOPS— permitieron a 
la CEH superar las limitaciones de su mandato. Un buen jui-
cio y una sensata flexibilidad permitieron que la comisión pu-
diera tomar decisiones importantes desde el principio, como 
interpretar las restricciones sobre la atribución de responsabi-
lidades de forma individual en términos positivos como una 
obligación, o como una oportunidad, de enfocarse en las res-
ponsabilidades institucionales.

La decisión de enfocarse en la participación institucional en 
crímenes graves también dio particular fuerza a las recomen-
daciones de reforma institucional. La comisión fue capaz de 
mostrar que la injusticia y la debilidad históricas profunda-
mente instauradas en las instituciones nacionales fueron  cau-
sas poderosas subyacentes al conflicto, a la vulnerabilidad de la 
población objetivo y a la consiguiente y duradera impunidad.
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Por último, entre las características más importantes del éxito 
de la CEH estuvo la capacidad de superar la profunda descon-
fianza inicial de los grupos de víctimas. La CEH pudo cons-
truir relaciones que le permitieron realizar un proceso exitoso 
de toma de testimonios; los documentos de la UNOPS sobre 
la sistematización del CEH señalan que:

“A pesar de los temores, el número de personas que 
rindieron testimonio se incrementó de forma constan-
te durante esta fase del trabajo. En su momento, la 
intensidad del trabajo en el campo superó completa-
mente las expectativas y la capacidad de la comisión; 
muchas personas se sintieron inspiradas a rendir testi-
monio luego de que muchas otras en su comunidad lo 
hicieran. En muchos casos la gente que testificó identi-
ficó otras víctimas de los mismos incidentes o de otros 
eventos que habían vivido en las mismas comunidades 
o en otras partes. Los investigadores pudieron hacer 
seguimiento a estos casos con las visitas a los nuevos 
testigos y a las víctimas, en algunos casos siendo acom-
pañados por quienes ya habían testificado”27.

El documento de la UNOPS afirma que la coordinación con 
las organizaciones sociales locales le dio credibilidad a la co-
misión. “Una actividad que generó una retroalimentación 
positiva —según el documento — fue el foro realizado con 
organizaciones de la sociedad civil en mayo de 1998. El foro 
se mantuvo para recibir sugerencias por parte de la sociedad 
civil en relación con la formulación de las recomendaciones 
de la CEH”28. Uno de los entrevistados, Juan Tipa, reportó 
que la comisionada  Lux de Cotí se reunió con las organiza-
ciones para solicitar su colaboración29.

A este respecto, tal vez es afortunado el hecho de que la CEH 
haya empezado su trabajo bajo la percepción de que era dé-
bil, lo cual redujo las expectativas de las partes interesadas al 
inicio. Para los defensores de la sociedad civil, familiarizados 
con la lucha por los derechos humanos realizada bajo circuns-
tancias difíciles, todo paso positivo adquirió un fuerte valor; 
la accesibilidad de los comisionaos y sus señales de indepen-
dencia convencieron a los líderes de la sociedad civil de que 
era razonable apoyar las actividades de la CEH.

La experiencia de la CEH muestra que en el contexto de un 
marco de construcción de la paz grande y complejo, las li-
mitaciones y las debilidades al inicio de una comisión de la 
verdad pueden ser superadas durante el período de organiza-
ción y en el trabajo en el campo. En Guatemala, las fortalezas 
profesionales e individuales apropiadas de los comisionados, 
y una atención y una preocupación internacionales intensas 
evitaron que el proceso de búsqueda de la verdad se descarri-
lara o se transformara en algo superficial. Al mismo tiempo, 
la franqueza de la comisión permitió que los líderes de la so-
ciedad civil superaran su desconfianza inicial y que tomaran 
la decisión política de apoyar el proceso.
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Julio 7. Acuerdo para establecer una 
comisión de verdad y reconciliación en 90 días

ACUERDO DE PAZ DE LOMÉ

Julio 5. Panel mixto de tres comisionados internacionales 
y cuatro nacionales 

JURAMENTACIÓN DE LOS COMISIONADOS TRC

Octubre 5. Testigo de la verdad: Informe de la Comisión de verdad 
y reconciliación de Sierra Leona, un documento de 5.000 páginas
El informe presentado al presidente incluye nombres de personas 
responsables. También se pubica versiones para niños y para escuelas. 

INFORME FINAL DE LA TRC

COMIENZA EL DESARME

SE LANZA EL FONDO PARA VÍCTIMAS

TRC DISCUTIDA EN UNA CONFERENCIA CONSULTIVA

ACUERDO SOBRE CORTE ESPECIAL

CORTE ESPECIAL PARA SIERRA LEONA 
EMITE SUS PRIMERAS ACUSACIONES

Febrero 22. Se crea el mandato de la TRC para producir
un informe de violaciones a los derechos humanos. 
Desde 1991, proporciona un foro para las víctimas y 
victimarios; ofrece recomendaciones ACUERDO DE PAZ ABUJA

ACUERDO DE ABUJA II

PLAN DE PAZ DE CONAKRY 

ACUERDO ABIDJAN, INCLUYE AMNISTÍA GENERAL

SOLICITUD DE ESTABLECIMIENTO DE CORTES 
PENALES PARA PROCESAR GRAVES VIOLACIONES 
DEL DERECHOINTERNACIONAL HUMANITARIO 
Y DEL DERECHO SIERRALEONÉS 

ESTABLECIMIENTO DE UNAMSIL 

SE DIFUNDE PÚBLICAMENTE EJEMPLARES DEL INFORME FINAL

LEY DE VERDAD Y RECONCILIACIÓN

SIERRA LEONA
Línea del tiempo 

de eventos signi�cativos

Abril–Agosto 2003. Las audiencias públicas se realizan 
en cada distrito de Sierra Leona. En Freetown, se sostienen 
audiencias temáticas, institucionales y especí­cas al evento, 
incluyendo mujeres y niñas, niños y jóvenes, corrupción 
y gestión de recursos minerales. 

AUDIENCIAS DE LA TRC 

Diciembre 2002–Marzo 2003. Se recibe más de 7,700 
declaraciones de víctimas y victimarios

Toma de testimonios por la comisión de verdad
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4. estudio de caso: Sierra LeonA 

Por Elena Naughton

Introducción

Entre 1991 y 2002, Sierra Leona experimentó un conflicto ar-
mado interno entre el gobierno y facciones insurgentes que ope-
raban en el país. En julio de 1999, la principal fuerza rebelde, 
el Frente Armado Revolucionario (RUF), dirigido por Foday 
Sankoh, y el gobierno del presidente Ahmad Tejan Kabbah fir-
maron un acuerdo de paz en Lomé, Togo1.

El Acuerdo de Paz de Lomé (LPA) otorgó una amnistía general 
a todos los combatientes e hizo un llamado al establecimiento 
de la Comisión de Verdad y Reconciliación (CVR), que recibiría 
testimonios de todas las partes y perspectivas: combatientes y no 
combatientes, víctimas y victimarios. La legislación estableció que 
la CVR sería aprobada siete meses después, en febrero de 20002.

Poco después colapsaron los elementos del acuerdo de paz que 
establecían un reparto del poder y el país sufrió un brote serio de 
violencia en mayo de 2000, al final del cual una intervención ar-
mada internacional arrestó a Sankoh y a otros miembros del RUF.

Se tuvo que renegociar los términos del cese al fuego y se necesitó 
ratificar el LPA mediante dos protocolos subsiguientes firmados 
en Abuja (el primero, el 10 de noviembre de 2000, y el segundo, 
el 2 de mayo de 2001) antes de que se pudiera lograr un desarme 
significativo3. A pesar de dichos eventos, los términos del LPA 
relacionados con la CVR no fueron alterados.

En esta etapa, el gobierno y la comunidad internacional acor-
daron el establecimiento no sólo de la CVR sino también de la 
Corte Especial para Sierra Leona (SCSI, por sus siglas en inglés), 
de composición mixta, en la que serían procesados quienes tuvie-
ran “la mayor responsabilidad por graves violaciones al Derecho 
Internacional Humanitario y al derecho de Sierra Leona”4.

¿Cómo pudo la idea de la búsqueda de verdad sobrevivir, en pri-
mer lugar, a un retroceso severo en el proceso de paz y, poste-
riormente, a un ambiente posconflicto recién reconfigurado que 
incluía un proceso de justicia penal paralelo en la SCSL?

Este ensayo explora las dinámicas de cambio del apoyo inter-
nacional a la búsqueda de verdad en Sierra Leona en momen-
tos clave del proceso. El trabajo se enfocó en:

• La visión de la búsqueda de la verdad en el acuerdo de paz: 
Se examina los diálogos de paz de Lomé y el compromiso 

original con la búsqueda de verdad que se articuló ahí; se 
discute sobre cómo el parlamento refinó dicho compromiso 
cuando aprobó el mandato  estatutario de la CVR en una 
ley tan solo siete meses después, y cómo el mandato de la 
CVR afectó los trabajos posteriores de la comisión.

• Respuesta a la crisis: Se resume los pasos tomados por la 
comunidad internacional para mantener el compromiso 
con la búsqueda de la verdad tras serias violaciones al cese al 
fuego y después de que los elementos de reparto del poder 
del acuerdo de paz colapsaran. Los desafíos enfrentados por 
la CVR: Se discute algunos de los desafíos a la búsqueda 
de verdad que aparecieron durante la vigencia de la CVR: 
fondos insuficientes, supuesta mala administración y 
problemas al reclutar personal, y acusaciones de interferencia 
del gobierno en la selección de los comisionados y en la 
publicación del informe final.

Acopio de apoyo a derechos humanos y a la CVR

El conflicto civil empezó en Sierra Leona en marzo de 1991; sin 
embargo, no fue sino hasta febrero de 1995 cuando el secretario 
general de la ONU, Boutros Boutros-Ghali, designó un enviado 
especial, Berhanu Dinka, de Etiopía, para que negociara un arre-
glo pacífico del conflicto en respuesta a una solicitud del presiden-
te de Sierra Leona5. En julio de 1998, el Consejo de Seguridad 
de la ONU estableció la Misión de Observación de la ONU en 
Sierra Leona (UNOMSIL) bajo la dirección del enviado especial6. 
Esta misión finalizó el 22 de octubre de 1999, cuando el Consejo 
de Seguridad autorizó una mayor operación de mantenimiento 
de la paz —la Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona 
(UNAMSIL) —  para ayudar a la implementación del LPA7.

Las negociaciones de paz de Lomé se iniciaron el 25 de mayo de 
1999 bajo el auspicio del presidente de Togo, Gnassingbé Eyadé-
ma, en aquel momento presidente de la Comunidad Económi-
ca de Estados Africanos Occidentales (ECOWAS, por sus siglas 
en inglés)8. El LPA fue redactado con aportes de una diversidad 
de actores internacionales y locales. El gobierno y las fuerzas re-
beldes participaron en las discusiones, junto con un grupo de 
observadores de ECOWAS, la Mancomunidad de Naciones, la 
Organización de Estados Africanos, las Naciones Unidas, y los 
gobiernos de Libia, Reino Unido y los Estados Unidos. También 
participaron líderes de las comunidades nacional e internacional 
de derechos humanos9.
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TESTIMONIOS REGISTRADOS
7.706

TOTAL DE VIOLACIONES REPORTADAS A LA COMISIÓN
40.242

CATEGORÍAS ESPECÍFICAS DE VIOLACIONES
MÁS DE DIECISÉIS
FOSAS COMUNES Y OTROS SITIOS ENCONTRADOS
113

LAS AUDIENCIAS DURARON
CINCO MESES
LOS PROCEDIMIENTOS FUERON TRANSMITIDOS EN VIVO
RADIO
AUDIENCIAS REALIZADAS EN
CADA DISTRITO
TESTIMONIOS RECIBIDOS POR
MILES DE HORAS
TESTIMONIOS APORTADOS POR
MÁS DE 450 TESTIGOS

Dadas las dinámicas del conflicto y la situación política en el 
momento, un consenso claro en favor de las amnistías parece 
haber prevalecido durante las conversaciones10. Dos acuerdos an-
teriores de cese al fuego contenían amnistías: el acuerdo Abidjan, 
firmado en noviembre 30 de 1996, y  el plan de paz Conakry, 
emitido el 23 de octubre de 199711.

Para contrarrestar la tendencia, la comunidad de derechos huma-
nos había estado promoviendo durante algún tiempo la rendición 
de cuentas y la aplicación de los derechos humanos en Sierra Leo-
na12. El 23 de diciembre de 1996, el gobierno estableció la Comi-
sión Nacional de Democracia y Derechos Humanos (NCDHR, 
por sus siglas en inglés) para promover la construcción de la de-
mocracia y el respeto a los derechos humanos13. Ésta recibió 1.6 
millones de dólares en fondos del Programa de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo (PNUD) para un “Programa de Concien-
ciación Nacional” de tres años que buscaba promover la paz, la 
reconciliación, el respeto a los derechos humanos y el “apoyo a las 
políticas gubernamentales para encontrar un final a la guerra”14. 

En junio de 1998, Carol Bellamy, directora de UNICEF; Ser-
gio Vieira de Mello, director de la Oficina de la ONU para la 
Coordinación de Asuntos Humanitarios; y Mary Robinson, en 
aquel momento alta comisionada de las Naciones Unidas para 
los derechos humanos, emitieron una declaración conjunta que 
describía los actos de los rebeldes como “monstruosas violacio-
nes de los derechos humanos… y graves violaciones del derecho 
internacional humanitario”15.

Enfrentados a nuevas propuestas de amnistía general en Lomé, 
una coalición de grupos locales e internacionales de derechos 
humanos avanzó en la idea de una comisión de verdad y re-
conciliación en febrero de 199916. La propuesta planteaba un 
enfoque que incluiría una comisión de la verdad en la cual los 
victimarios podrían decir la “verdad”, los sobrevivientes reci-
birían ayuda  y los “peores victimarios” serían referidos para 
“procesos judiciales”17.

Nuevamente, en abril de 1999, un mes antes de Lomé, los 
grupos de la sociedad civil llamaron a la  creación de una 
comisión de la verdad en una Conferencia Consultiva Na-
cional sobre el proceso de paz realizado en Freetown bajo el 
auspicio de la NCDHR. En el transcurso de tres días, las par-
tes interesadas plantearon cuestiones relativas a los derechos 
humanos y la incompatibilidad entre las amnistías generales y 
los estándares de derechos humanos internacionales, mientras 
trataban de producir un marco político viable18.

¿Cómo pudo la idea de la búsqueda de verdad sobrevivir, en primer lugar, a un retroceso severo en 
el proceso de paz y, posteriormente, a un ambiente posconflicto recién reconfigurado que incluía un 
proceso de justicia penal paralelo en la SCSL?

Algunos de los más relevantes gestores de políticas apoyaron a 
la CVR de forma pública y, así, la mantuvieron en la agenda 
pública durante las conversaciones. En junio de 1999, unos 

cuantos meses después de la Conferencia Consultiva Nacional 
y mientras los diálogos de paz estaban en proceso, Robinson 
llamó de nuevo la atención en Freetown acerca de la crisis con-
tinua de derechos humanos y apoyó públicamente la idea de 
una comisión de la verdad como un mecanismo para avanzar 
en derechos humanos19. El 24 de junio de 1999, Robinson, 
junto con Kabbah Francis Okelo, representante especial del 
Secretario General de la ONU para Sierra Leona; el presidente 
de una coalición de organizaciones no gubernamentales; y el 
director de la fuerza  de mantenimiento de la paz, adoptaron 
un “manifiesto de los derechos humanos” que comprometió a 
la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos 
(OACNUDH) “a proporcionar una asistencia técnica apro-
piada para el establecimiento de la comisión”20.

Cuando fue concluido el LPA, en julio, “los temas humani-
tarios, de derechos humanos y socioeconómicos” obtuvieron 
una sección específica del acuerdo de paz, y las disposiciones 

relacionadas con la CVR fueron puestas sobre la mesa21. Di-
chas disposiciones no se agruparon con los “temas políticos”22 

tales como perdones, amnistías, elecciones y una revisión de la 
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constitución, sino que fueron un mecanismo para defender, 
promover y proteger los derechos humanos de todo sierraleo-
nés, al igual que el cumplimiento del derecho humanitario”23.  

Aunque el LPA incluía y ampliaba la amnistía general propor-
cionada por un acuerdo anterior en Abidjan, ahora también 
adoptaba un compromiso con la búsqueda de la verdad, algo 
que no se había tenido en cuenta en los acuerdos anteriores.

La visión de la búsqueda de la verdad en Lomé y el 
desarrollo de un mandato formal de la CVR

El LPA fue un acuerdo político diseñado para efectuar cam-
bios en las estructuras de poder, incluyendo lo relativo al con-
trol y la gestión de recursos estratégicos valiosos. Tratándose 
de un solo documento en vez de una serie de ellos, el LPA fue 
integral en su alcance:

• Determinó el fin inmediato de las hostilidades y estableció 
mecanismos para monitorear el cese al fuego, avanzando 
con el desarme, la desmovilización, la reintegración de 
combatientes, la reestructuración de las fuerzas armadas, y 
el retiro de los mercenarios.

• Otorgó un “indulto absoluto” al cabo Foday Sankoh y una 
amnistía general a “todos los combatientes y colaboradores 
respecto a cualquier acción que hubiesen realizado en la 
búsqueda de sus objetivos hasta el momento de la firma de 
este acuerdo”24. En la firma, la ONU se rehusó a reconocer 
las amnistías señalando que “el perdón y la amnistía no 
son aplicables a los crímenes internacionales de  genocidio, 
crímenes contra la humanidad, crímenes de guerra y otras 
graves violaciones del derecho internacional humanitario”25.

•  Contuvo mecanismos de repartición del poder y buscó abor-
dar reclamos electorales de vieja data. Se instauraría un gobier-
no de “unidad nacional”; el RUF/SL se transformaría en un 
partido político e se integraría a un gobierno amplio a través 
de puestos ministeriales, en el sector público y en el gabinete26.

• Se puso en práctica una mixtura de mecanismos de verifica-
ción y monitoreo aunque estos fueron básicamente exhorta-
torios. El gobierno de Togo, la ONU, la Organización de la 
Unidad Africana (OAU, por sus siglas en inglés), ECOWAS, 
y la Mancomunidad iban a actuar como “garantes morales” 
para asegurar que la implementación se realizara “con inte-
gridad y en buena fe por ambas partes”. Un consejo de sabios 
y líderes religiosos iba a resolver las disputas sobre la interpre-
tación de los artículos del acuerdo, mientras que la Corte Su-
prema tendría el poder final de revisión de las apelaciones27.

Respecto a los “temas humanitarios, de derechos humanos 
y socioeconómicos”, el LPA incluyó mecanismos para abor-
dar el legado de abusos contra los derechos humanos dejado 
por la guerra y para asegurarse de que los derechos humanos 

fueran respetados en el futuro. La CVR y una Comisión Na-
cional de Derechos Humanos serían establecidas para abordar 
las acusaciones sobre derechos humanos en el pasado y en el 
futuro, respectivamente. Se establecería también un fondo es-
pecial para las víctimas de guerra; la Comisión Nacional para 
el Reasentamiento, la Rehabilitación y la Reconstrucción; y 
otras iniciativas humanitarias que abordarían las necesidades 
de rehabilitación de las muchas víctimas de los abusos contra 
los derechos humanos y el desplazamiento28.

Sin embargo, las estructuras institucionales que iban a veri-
ficar la implementación de estos mecanismos eran débiles. 
Si bien el LPA requería la creación de algunos comités con 
responsabilidades sustantivas específicas (por ejemplo, el 
Comité de Revisión Constitucional y la Comisión Electo-
ral Nacional), este no creaba un mecanismo separado para 
asegurar que la CVR fuera creada, recibiera fondos y fun-
cionara de forma efectiva. Siendo un ente temporal, la Co-
misión para la Consolidación de la Paz recibió el encargo de 
coordinar todas las iniciativas oficiales de paz, incluyendo 
las relacionadas con la CVR, con una supervisión limitada 
del presidente29. La CCP tuvo un mandato corto; su misión 
terminaría con unas elecciones generales en 200230. Los pla-
zos para la CVR también resultaban limitados: existían una 
ventana de 90 días para el establecimiento de la CVR y de 
12 meses para que esta emitiera su reporte final31.

Como resultado, la ONU y las diferentes organizaciones inter-
nacionales y locales actuaron rápidamente para proporcionar 
el apoyo técnico necesario para el establecimiento de la CVR. 
El gobierno de Sierra Leona prometió formal y públicamente 
su apoyo al proceso de reconciliación el 15 de julio de 199932. 

El 29 de julio de 1999, el Comité de Derechos Humanos de 
Sierra Leona (SLHRC, por sus siglas en inglés), un consorcio 
de organizaciones locales e internacionales comprometidas con 
la protección y la promoción de los derechos humanos, adoptó 
un mecanismo para hacer seguimiento a la implementación de 
las disposiciones de derechos humanos del Acuerdo de Paz de 
Lomé33. En agosto de 1999 se creó el Grupo de Trabajo de la 
Comisión de Verdad y Reconciliación (CVRWG, por sus siglas 
en inglés) para asegurar que la visión de la sociedad civil sobre 
la búsqueda de la verdad estaría representada en el proceso34.

Se empezó a hacer esfuerzos con miras a redactar la legislación 
necesaria para habilitar la comisión de la verdad. La OAC-
NUDH realizó consultas con la sociedad civil, el gobierno y 
los grupos rebeldes sobre un borrador del estatuto entre julio 
y diciembre de 199935. El 29 de diciembre de  1999, (UNA-
MISIL, por sus siglas en inglés) proporcionó un borrador del 
estatuto al gobierno sierraleonés “en el entendido de que re-
presentaba una ayuda técnica y no impedía el derecho sobera-
no de Sierra Leona a determinar la naturaleza exacta de la ley 
a ser adoptada”36. El gobierno aceptó el borrador propuesto 
con unos cuantos cambios37.
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El parlamento de Sierra Leona promulgó la Ley de Verdad y 
Reconciliación (en adelante, la Ley) el 22 de febrero de 2000, 
tan solo siete meses después de que se firmara el LPA, a pesar 
del deterioro de las condiciones de seguridad38. El tiempo de 
respuesta relativamente rápido del mandato estatutario de la 
CVR proporcionó en última instancia un enorme impulso a 
los esfuerzos de búsqueda de la verdad; una vez que el conflicto 
terminó finalmente y el desarme recomenzó, en mayo de 2001, 
los hacedores de políticas tenían el mandato legal en las manos.

Objetivos articulados por la CVR en el acuerdo de paz

Los firmantes del LPA articularon amplios objetivos para la 
CVR vislumbrando un ente que pudiera cumplir muchas 
funciones al mismo tiempo: rendición de cuentas (“abordar 
la impunidad”), la revelación de la verdad (“un foro para que 
tanto las víctimas como los perpetradores cuenten su histo-
ria”), y la búsqueda de la verdad (“tener una imagen clara del 
pasado”), todas dirigidas a promover una “reconciliación y 
sanación genuinas”.

No se dio instrucciones específicas sobre cómo se lograrían di-
chos objetivos, y no se estableció prioridades claras entre los 
diferentes objetivos. La responsabilidad de “abordar la impu-
nidad” se enumera primero, pero el LPA no resuelve de for-
ma expresa cómo se podría realizar esa tarea considerando las 
amnistías generales otorgadas por el LPA. Implícitamente, se 
mencionó que la impunidad sería abordada por medio de una 
búsqueda de la verdad haciendo que los autores de crímenes 
rindieran cuentas públicamente durante los procedimientos.

En el momento en el que se firmó el acuerdo, la ONU presen-
tó una nota de aclaración que excluía ciertos crímenes graves 
de las disposiciones de la amnistía39 aunque esto no alteró al 
otorgamiento de inmunidad. Cuando el parlamento aprobó 
la Ley, cumplió el acuerdo anterior: aunque le otorgó a la 
comisión el poder de emitir citaciones judiciales para obligar 
a participar, no le ofreció ningún mecanismo adicional para 
manejar la rendición de cuentas penales40.

En el informe final, los comisionados mismos fueron bastante 
críticos del enfoque sobre la impunidad formulado en Lomé 
y en la Ley, señalando que “la paradoja del acuerdo de Lomé 
y de la Ley de Verdad y Reconciliación del 2000, que fueron 
adoptadas para darle efecto a ciertas de sus disposiciones, es 
que consagra la impunidad y al tiempo busca manejarla”41. 

Así mismo, los comisionados plantearon que “en términos de 
manejo de la impunidad… el acuerdo de Lome es deficiente 
sin dudas”42.

En consecuencia, los comisionados decidieron nombrar en su 
reporte final a los individuos y a las facciones responsables de 
las violaciones y los abusos cometidos durante el conflicto para 
proporcionar una medida adicional de rendición de cuentas43.

La visión del LPA sobre la búsqueda de la verdad estaba expre-
sada en términos morales profundos, pero se mantiene dentro 
de los límites de lo práctico al no abordar todos los males 
de la sociedad sierraleonés. La redacción es aspiracional, pero 
generalmente restringida (“romper el ciclo de la violencia”, 
“proporcionar un foro”, “facilitar”, “tener una imagen clara 
del pasado”). Si bien tiene unas metas altas, el documento 
mismo no promete demasiado.

Posteriormente el parlamento agregó detalles para aclarar el 
mandato, incluyendo una disposición en la ley CVR que re-
quería la creación de un “registro histórico imparcial”44. En 
un memorando de objetos y razones anexo a la ley, el parla-
mento señaló el registro histórico como “la principal función 
de la comisión”, elevando aún más su importancia45.

El parlamento había resuelto cualquier ambigüedad en la 
redacción del acuerdo de paz de una forma que ayudaba a 
la CVR a entender, y, en última instancia, a completar sus 
objetivos. Como lo describieron los comisionados, “(l)a con-
clusión indiscutible es que los componentes históricos de la 
mandato de la comisión fueron fortalecidos por el parlamen-
to, y esto es de importancia crítica para el cumplimiento de 
su solemne mandato”46.

Curiosamente, el uso de lenguaje genérico en el acuerdo dejó, 
a fin de cuentas, un espacio importante para el diálogo po-
lítico, especialmente después de que se reinició el conflicto, 
colapsaron los aspectos del acuerdo relativos a repartición del 
poder y amnistía, y Sankoh fue arrestado. Los términos nego-
ciados en Lomé respecto a la centralidad de la búsqueda de la 
verdad no podían contradecir el enfoque posterior en materia 
de justicia penal, cuando se estableció la Corte Especial para 
Sierra Leona.

Período de actividad y violaciones a ser examinadas

El LPA estableció pocos parámetros para las tareas de inves-
tigación encomendadas a la CVR.  Sin embargo, fijó el año 
1991 como el punto de inicio de la investigación, refiriéndose 
a la erupción del conflicto.

Los signatarios del Acuerdo de paz de Lomé formularon objetivos amplios para la Comisión de 
Verdad y Reconciliación, visualizando un ente que pudiera cumplir muchas cosas de manera 
simultánea: rendición de cuentas, narraciones de la verdad y búsqueda de la verdad.
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Acuerdo de paz de Lomé 

2. En el espíritu de la reconciliación nacional, la Comi-
sión (de verdad y reconciliación) abordará la cuestión de 
las violaciones a los derechos humanos desde el inicio del  
conflicto sierraleonés en 1991.

Posteriormente el parlamento incluiría un punto de cierre —
la “firma del acuerdo de paz de Lomé”— y otras aclaraciones 
al período en consideración47. La CVR iba a crear “un registro 
histórico imparcial” que abarcaría no únicamente la “natura-
leza y la extensión de las violaciones y abusos” que ocurrieron 
durante el conflicto sino también “las causas, la naturaleza y 
la extensión de las violaciones y los abusos” más ampliamente, 
incluyendo “sus antecedentes”, “el contexto”, si “la planea-
ción, política o autorización deliberada por parte de cualquier 
gobierno, grupo o individuo” jugó una parte, y “el rol de los 
factores internos y externos en el conflicto”48.

Basándose en el texto de la ley referido a los antecedentes y el 
contexto de la CVR, los comisionados expandieron su inves-
tigación para observar hechos fuera de las fechas específicas 
fijadas tanto en el LPA como en la ley CVR. Los comisio-
nados concluyeron que no estarían considerando el conflicto 
“de una forma exacta y fiel si este fuera a empezar mecánica-
mente con el 23 de marzo de 1991 y a concluir de una forma 
igualmente mecánica el 7 de julio de 199949.

El mandato sustantivo de la CVR es abordado por el LPA en 
términos genéricos: éste usa la frase “violaciones de derechos 
humanos” en varias ocasiones, sin definir qué tipos de viola-
ciones serían abordadas por la comisión en el contexto de una 
guerra en la cual habrían ocurrido varios abusos a manos de 
muchas fuerzas rivales50.

Los comisionados dedicaron espacio y tiempo considerables 
de sus trabajos a interpretar el mandato y dejaron un testi-
monio útil de sus deliberaciones en el reporte final, el cual 
examinó el lenguaje del LPA y explicó el concepto de los co-
misionados en relación con los intersticios y ambigüedades 
que encontraron tanto en el LPA como en la ley CVR51.

Por último, los comisionados interpretaron el mandato men-
cionando los conceptos generales de derechos humanos y los 
principios dispuestos en el LPA, y remitiéndose a la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y a la Carta Constituyente 
Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos. De esta for-
ma sustentaron su decisión de investigar las “violaciones de de-
rechos económicos, sociales y culturales al igual que de derechos 
civiles y políticos…, y al igual que de otras categorías de derechos 
tales como el derecho al desarrollo y el derecho a la paz”52.

Los comisionados también miraron fuera del acuerdo de paz 
aprovechando las normas y estándares internacionales, al igual 

que las prácticas de otros contextos. Al final, encontraron que 
su mandato no estaba “confinado a la violación de derechos 
humanos que pudieran constituir crímenes, ya sea bajo la ley 
nacional o internacional, ni se limitaban a las violaciones co-
metidas por Estados o gobiernos”53.

Los comisionados, entonces, trabajaron para resolver proble-
mas no abordados por medio de una exégesis cuidadosa de su 
mandato. Aunque se sometieron a lo que se había decidido en 
Lomé y en la legislación aprobada por el parlamento, ejercie-
ron criterios propios para decidir acerca de varias preguntas 
abiertas. A la luz de sus deliberaciones, cabe pensar que una 
mayor especificidad de los textos fundantes habría inhibido 
su capacidad para actuar de forma independiente en respuesta 
a los desafíos de una investigación compleja.

El compromiso con la búsqueda de la verdad es 
puesto bajo presión

En mayo de 2000, poco después de la promulgación de la 
Ley, ocurrieron serias violaciones al cese al fuego, y los ele-
mentos de repartición del poder del acuerdo de paz colapsa-
ron. Una intervención internacional estabilizó la situación de 
seguridad, y el líder de la RUF, Sankoh, fue arrestado. En este 
ambiente incierto, el compromiso continuo de las agencias 
internacionales fue esencial para mantener el impulso y man-
tener la búsqueda de la verdad en la agenda nacional.

Algunas agencias y grupos específicos dentro de la comuni-
dad internacional, específicamente la ONU, asumieron roles 
y responsabilidades particulares en algunos momentos. La 
OACNUDH proporcionó un apoyo consistente a la CVR 
reportando que “estaba involucrada en cada fase del desarro-
llo de la comisión”54. Algo digno de resaltarse fue el apoyo 
técnico y operacional que demostró ser importante para te-
ner a la CVR en funcionamiento. Otras agencias también 
contribuyeron, incluyendo a PNUD y UNAMSIL. Algunas 
intervenciones fueron directas y específicamente dirigidas a 
la comisión de verdad; otras fueron indirectas y estuvieron 
mediadas a través de socios que las implementaron, con la 
OACNUDH jugando un rol de soporte en su trabajo.

• OACNUDH orquestó la creación de una secretaría 
interina para la CVR a finales de marzo de 2002. Ese cargo 
no se encontraba en el mandato de la ley de la CVR, pero 
se decidió que ayudaría “a facilitar un inicio rápido para la 
CVR al desarrollar una serie de tareas iniciales”55.

•   La OACNUDH coordinó una serie de campañas de 
comunicación y educación al público con donaciones para 
el Grupo de Derecho Internacional de Derechos Humanos 
y grupos de sociedad civil locales, el Foro Nacional para 
los Derechos Humanos, y la Comisión Nacional para la 
Democracia y los Derechos Humanos, y apoyó el mapeo 
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del conflicto a través de una agencia de la sociedad civil 
local, la Campaña por la Buena Gobernanza56.

• UNAMSIL estableció oficinas de derechos humanos 
a lo largo de Sierra Leona, y lanzó y asistió al programa 
de sensibilización en varias partes del país57. También 
lanzó la página web de la CVR en agosto de 2001158. Los 
programas de sensibilización de la CVR se realizaron en 
conjunto con la UN; UNAMSIL se alió con el Ministerio 
de Justicia y el despacho del fiscal general para comunicarse 
con las comunidades, para familiarizarlas con las metas y 
procedimientos del CVR. Estos esfuerzos de comunicación 
incluyeron programas diseñados para miembros de la RUF 
y las Fuerzas de Defensa Civil (CDF), excombatientes y 
poblaciones locales59.

• Cuando el proceso de selección de los comisionados na-
cionales se paralizó, la PNUD ayudó a reiniciar el proceso, 
por recomendación de la OACNUDH, volviendo a anun-
ciar públicamente tales cargos60. La campaña de publicidad 
de los cargos de comisionados no sirvió únicamente para 
elevar la conciencia pública sobre las credenciales necesarias 
para ser comisionado, sino que también educó al público 
en general sobre el rol y la importancia de la CVR.

Si bien estos esfuerzos no siempre fueron exitosos —algunos 
de ellos fueron criticados en el reporte final—, el nivel de 
compromiso resultó significativo para el esfuerzo total61. Para 
la ONU, la CVR y su reporte final tuvieron un gran “sig-
nificado simbólico”, representando un éxito para el esfuerzo 
de mantenimiento de la paz como un todo62. La CVR se vio 
como un pilar de procesos de paz que debían ser reforzados. 
Se percibió que los objetivos del mantenimiento de la paz y la 
búsqueda de la verdad estaban alineados.

El apoyo a la comisión de la verdad se desvanece

El LPA fue débil en cuanto a mecanismos institucionales y de 
provisión de fondos, los cuales hubieran podido dar solidez 
al compromiso financiero con la búsqueda de la verdad. Una 
sección titulada “Apoyo internacional” enumeró doce nacio-
nes que, se dijo, iban a “facilitar y apoyar la conclusión” del 
acuerdo63. Pero esta no menciona cómo sería financiada la 
CVR. El LPA aumenta las expectativas de los sierraleoneses, 
pero no ofrece una visión sobre cómo sería conseguido el apo-
yo a la búsqueda de la verdad.

La sección 12 de la Ley CVR estipula que “las operaciones de 
la Comisión serán financiadas por un fondo consistente en 
dinero y otros recursos que sean (a) pagados o puestos a dis-
posición de la Comisión por el gobierno; y (b) obtenidos por 
la Comisión como regalo o donación de gobiernos foráneos, 
organizaciones intergubernamentales, fundaciones y organi-
zaciones no gubernamentales.”

En medio de los diálogos de paz, los mayores donantes habían 
hecho declaraciones de apoyo para promover los derechos 
humanos y a la comisión. El 8 de julio de 1999, Robinson, 
en aquel momento Alta Comisionada para los Derechos Hu-
manos, ofreció al presidente Kabbah ayuda para la CVR64. 
El 14 de enero de 2000, Peter Hain, Ministro de Asuntos 
Exteriores del Reino Unido, anunció que el Reino Unido 
daría 250.000 libras (400.000 dólares) para apoyar a la CVR 
de Sierra Leona65.

Incluso habiendo la OACNUDH asumido la responsabilidad 
de los esfuerzos de recaudación de fondos, la CVR enfrentó 
constantes déficits que forzaron retrasos y el rediseño de al-
gunas actividades de la comisión, reducción del personal y 
otras dificultades relacionadas con la consecución de elemen-
tos básicos66. La falta de claridad sobre cómo sería financiada 
la operación —que data desde los diálogos de paz— también 
puede haber contribuido a las dificultades en el aseguramien-
to de los recursos adecuados.

El presupuesto provisional acordado en febrero de 2002 para 
la CVR había proyectado unas necesidades de financiación 
por encima de los 9.9 millones de dólares. Pero en últimas la 
comisión tuvo que arreglárselas con menos de 5 millones de 
dólares en contribuciones de donantes y del gobierno para 
realizar unas operaciones a menor escala67. Mientras tanto, la 
SCSL estaba recibiendo hasta 25 millones de dólares al año68.

En el último reporte de la CVR, los comisionados mencio-
naron las múltiples dificultades operacionales que se les pre-
sentaron debido a su “presupuesto mínimo”69. La planeación 
del presupuesto se había basado en la “expectativa optimista 
de que la comunidad internacional proporcionara los fondos 
para todas las actividades”70.

La falta de financiación adecuada y consistente lesionó las 
operaciones de la CVR en todo nivel. Como resultado, la 
CVR “realineó (sus requerimientos) para cumplir los pros-
pectos de financiación.”

• La secretaría interina, establecida para ayudar en la fase 
preparatoria, debió apoyarse en la sociedad civil para 
realizar trabajos de sensibilización71.

• Los desembolsos de los fondos se retrasaron, lo que hizo 
difícil la planeación72.

• Las operaciones fueron obstaculizadas por una variedad 
de restricciones logísticas; por ejemplo, sólo hubo 
computadores disponibles en abril de 2003 y el suministro 
de vehículos era inadecuado, lo que hacía difícil llegar a 
áreas distantes del país73.

• El personal de la CVR se redujo para ahorrar costos74 y las 
unidades de la comisión se fusionaron75.
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Desde el final del conflicto en Sierra Leona, la ONU y la 
comunidad de donantes internacional han trabajado mucho 
para mejorar la coordinación y los mecanismos de finan-
ciación necesarios para asegurar presupuestos y manejos de 
fondos más efectivos en situaciones posconflicto. El fondo 
de mantenimiento de la paz y los fondos de fideicomiso con 
múltiples socios son solamente dos ejemplos de ello. Más es-
fuerzos en esta área, especialmente dentro del cuerpo de un 
acuerdo de paz mismo, pueden mejorar aún más la capacidad 
de las instituciones transicionales, como las comisiones de la 
verdad, para cumplir sus mandatos en el futuro76.

Problemas de gestión y de personal

Las restricciones de fondos no fueron el único desafío que 
tuvo que enfrentar la CVR. La “mala administración interna 
y los problemas de reclutamiento de personal en la fase prepa-
ratoria” aumentaron las dificultades erosionando la confianza 
entre los potenciales donantes, lo cual exacerbó los problemas 
que ya existían en el circuito de financiación77.

Como enuncia el informe final, “los problemas aparecieron casi 
de inmediato en la Secretaría Interina con el reclutamiento de 
seis consultores nacionales”78. No hubo “lineamientos claros o 
estándares mínimos de calificación para el reclutamiento”. Los 

anuncios para los cargos no se publicaron y “no se realizó una 
junta de entrevistas”79. Los resultados no fueron buenos: “apro-
ximadamente un tercio de los contratados se consideraron no 
calificados para sus cargos o fueron redundantes”80.

El personal de la secretaría permanente también enfrentó una 
serie de problemas iniciales:

Los cargos fueron anunciados tanto nacional como 
internacionalmente en agosto, pero la fecha límite 
para postular era el 30 de septiembre, apenas cinco 
días antes del inicio de la fase operativa de la CVR. 
Los comisionados inicialmente asumieron la respon-
sabilidad del proceso de contratación, pero después 
se la entregaron a la PNUD luego de que empezaran 
a aparecer dudas sobre la transparencia y la equi-
dad del proceso (…) las calificaciones fijadas para 
el trabajo principal de Secretario Ejecutivo también 
fueron controversiales. Se denunció que los requeri-
mientos para este y otros cargos habían sido elabo-
rados de manera que se adecuaran a los perfiles de 
ciertos candidatos, y que el personal de la Secretaría 
Interina había sido colocados de forma automática a 
la lista corta incluso después de haber sido descalifi-
cado por la inspección de la PNUD81.

10-20 FINALISTAS

CANDIDATOS ILIMITADOS

“COORDINADOR 
DE SELECCIÓN” 

SRSG

“PANEL DE 
SELECCIÓN” 

DE SEIS 
MIEMBROS 

“COORDINADOR 
DE SELECCIÓN” 

UN SRSG”

FINALISTAS
ENTREVISTADOS 
Y CLASIFICADOS

CUATRO COMISIONADOS NACIONALES

EL COORDINADOR DE SELECCIÓN ELABORA UNA LISTA DE 10 
A 20 FINALISTAS PARA UN “PANEL DE SELECCIÓN,” TRAS 
UNAS “AMPLIAS CONSULTAS” CON UNHCHR, UNA SECCIÓN 
TRANSVERSAL DE LA SOCIEDAD SIERRALEONÉS Y UN COMITÉ 
DE ASESORÍA COMPUESTO POR UN REPRESENTANTE DEL 
CONSEJO NACIONAL DE JEFES SUPREMOS, UN REPRESENTANTE 
DEL CONSEJO INTERRELIGIOSO Y UN MIEMBRO DE LA 
COMUNIDAD INTERNACIONAL.

LOS CANDIDATOS SON ENTREVISTADOS Y CLASIFICADOS 
POR UN “PANEL DE SELECCIÓN” DE SEIS MIEMBROS 
NOMBRADO POR EL PRESIDENTE, REPRESENTANTES DE LOS 
ANTIGUOS GRUPOS REBELDES, LÍDERES RELIGIOSOS Y LA 
COMUNIDAD DE DERECHOS HUMANOS.

BASÁNDOSE EN LAS RECOMENDACIONES DEL “PANEL DE 
SELECCIÓN,” EL COORDINADOR DE SELECCIÓN RECOMIENDA 
CUATRO CIUDADANOS PARA SER NOMBRADOS EN LA 
COMISIÓN Y SUGIERE UN PRESIDENTE 

NOMINACIONES ABIERTAS PARA LA SOCIEDAD SIERRALEONESA

GRÁFICO 4: PROCESO DE SELECCIÓN PARA LA COMISIÓN DE VERDAD Y RECONCILIACIÓN DE SIERRA LEONA



Desafiando lo convencional: ¿pueden las comisiones de la verdad fortalecer los procesos de paz?44

A la larga, la comisión se puso en marcha. Como concluye 
el reporte final, la comisión “logró capear el temporal que 
amenazaba destruirla y actuó rápidamente para consolidar 
sus actividades y con el objetivo de restaurar la confianza de 
los donantes y las partes interesadas en sus actividades”82. El 
informe no describe, sino que más bien deja sugeridas, las 
tensiones y las decisiones difíciles que debieron tomar los co-
misionados para superar los desafíos.

Selección de los Comisionados

El LPA proporcionó pocos detalles sobre la selección de co-
misionados y no preparó ninguna norma o principio para 
asegurar la independencia de la comisión y los comisionados. 
Sin embargo, el acuerdo determinó un asunto importante: la 
CVR sería un ente mixto compuesto de personal nacional e 
internacional.

Acuerdo de paz de Lomé

Los miembros de la comisión  procederán de una sec-
ción transversal de la sociedad sierraleonesa con la par-
ticipación y apoyo técnico de la comunidad internacional.

La Ley parlamentaria estableció un proceso para seleccionar 
los siete comisionados –cuatro nacionales y tres internacio-
nales– para “asegurar la independencia e imparcialidad de la 
Comisión”83.

Los cuatro comisionados nacionales fueron seleccionados por 
las partes nacionales e internacionales interesadas.

El proceso de selección internacional fue menos participativo. 
Las sugerencias para los tres miembros internacionales debían 
ser presentadas al OACNUDH (Alto Comisionado de las Na-
ciones Unidas para los Derechos Humanos). El OACNUDH 
recomendó tres candidatos internacionales al presidente des-
pués de solicitar comentarios del Panel de Selección84.

A pesar de que hubo un proceso de selección en varios nive-
les, surgieron acusaciones de que la selección había sido ma-
nipulada por el gobierno. Por ejemplo, el International Crisis 
Group sugirió que la manipulación gubernamental ocurrió al 
final del proceso de selección de los comisionados nacionales, 
“cuando el gobierno agregó nombres adicionales a la lista sin 
consultar a la comisión de selección”85. También sostuvo que la 
comisión estaba “dominada por comisionados con fuertes lazos 
directos” con el partido del presidente86. El estudio posterior de 
CVRWG provocó preocupaciones similares sobre la imparcia-
lidad y la competencia de algunos de los comisionados87.

Sin embargo, en definitiva, es claro que los comisionados fue-
ron capaces de tomar decisiones independientes, incluyendo 
la aceptación de hallazgos adversos contra el partido del presi-

dente – el Partido Popular de Sierra Leona (SLPP) – y contra 
el mismo Kabbah. La sólida evidencia desarrollada por los 
investigadores de la comisión y el hecho de que los tres co-
misionados internacionales la habrían hecho pública en un 
informe disidente (si es que los comisionados locales se hubie-
ran rehusado a incorporarla), fueron factores que fomentaron 
una posición independiente. Finalmente, el presidente de la 
Comisión, el obispo Humper, y los comisionados locales asu-
mieron esos hallazgos y los defendieron88.

Es difícil evaluar si se hubiera podido hacer algo más en el 
LPA o si el parlamento o los representantes de la comuni-
dad internacional que participaron en ella hubieran podido 
prevenir la intervención de actores políticos poderosos que 
esperaban controlar los resultados del proceso de búsqueda 
de la verdad. En su reciente informe, Pablo de Greiff, Relator 
especial de la ONU para la promoción de la verdad, justicia, 
reparación y garantías de no repetición, encontró que “no hay 
un proceso de selección empleado actualmente que garantice 
necesariamente unos buenos resultados o uno que no pueda 
ser frustrado”89. Sin embargo, hizo un llamado a “una arti-
culación más clara de los criterios de selección relevantes de 
los comisionados, que deberían incluir profesionalismo, inte-
gridad y experticia, además de la reputación, como criterios 
fundamentales” así como también evitar incompatibilidades 
y conflictos de interés90.

Dichas normas podrían haberse incluido en el acuerdo de paz 
mismo o en la Ley de la CVR, aunque no se sabe si tal enfo-
que hubiese mitigado los riesgos de interferencia más adelante 
o si hubiera prevenido los problemas de contratación de per-
sonal de la CVR. Por lo menos, podría haber fortalecido la 
viabilidad de cualquier demanda futura de aplicación de los 
procedimientos de selección de la CVR.

Informe y Recomendaciones Finales

El LPA estableció requisitos para el contenido y la entrega del 
informe y las recomendaciones finales de la CVR.

Esta comisión deberá, entre otras cosas, recomendar 
las medidas que se debe tomar para la rehabilitación 
de víctimas de violaciones a los derechos humanos.

Esta comisión deber ser establecida dentro de los 
90 días siguientes a la firma del presente Acuerdo, y 
deberá presentar su informe al gobierno para la im-
plementación inmediata de sus recomendaciones, a 
más tardar 12 meses después del inicio de su trabajo.

En la Ley de la CVR, el parlamento agregó requerimientos 
adicionales para el informe final y su publicación, los cuales 
mejoraron el modelo dispuesto en el acuerdo de paz. En es-
pecial, el presidente debía presentar una copia (1) “de forma 
inmediata” al Secretario General de la ONU con la solicitud 
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de que fuera presentado antes del Consejo de Seguridad den-
tro de 30 días y (2) al parlamento dentro de 30 días91.

Cumpliendo dichos requerimientos, el informe final de la 
CVR fue presentado a Kabbah el 5 de octubre de 2004 en 
una ceremonia formal en la Cámara de Representantes en 
Freetown y a los representantes de la ONU en la sede central 
de la ONU en Nueva York92. El proceso de presentación no 
estuvo libre de tensiones, pues hubo fuertes acusaciones sobre 
cambios de último minuto al texto y correcciones a dichos 
cambios93. Pero aun enfrentando esas tensiones y retrasos, se 
entregó copias auténticas del informe al presidente y al Con-
sejo de seguridad en el 2004, las que fueron impresas en su 
totalidad94.

Por último, la CVR presentó un informe final creíble a la gen-
te de Sierra Leona. Desde cualquier punto de vista, la CVR 
da testimonio del intenso trabajo realizado en un periodo de 
dos años bajo circunstancias difíciles, con pocos recursos, tra-
tando con información extremadamente sensible95. El infor-
me final de la CVR, emitido en el 2004, en un conjunto de 
múltiples volúmenes, con apéndices adicionales y una serie 
de versiones populares de fácil acceso, proporciona un regis-
tro extenso de las violaciones de los derechos humanos que 
ocurrieron en Sierra Leona entre 1991 y 2002, ofrece mayor 
comprensión sobre las causas principales del conflicto, y hace 
recomendaciones específicas sobre cómo Sierra Leona podría 
ir hacia adelante96.

Las recomendaciones fueron emitidas con cuatro niveles de 
urgencia – a saber, “imperativo”, “trabajo en esa dirección”, 
“consideración seria”, y “llamado” – y entre diecisiete catego-
rías que abordan reformas estructurales e institucionales. Un 
elemento muy innovador fue el proyecto “Visión Nacional 
para Sierra Leona” el cual permitió a los ciudadanos ordina-
rios participar en recomendaciones políticas a la luz de sus 
propias experiencias y en su propia voz97.

Basándose en las recomendaciones de la CVR, se proporcio-
nó reparaciones – con limitaciones– a víctimas de abusos de 
derechos humanos98. El parlamento aprobó algunas de las 
legislaciones recomendadas por la CVR, incluyendo algunas 
diseñadas para luchar contra la corrupción99. Aunque aún hay 
mucho por hacer, Sierra Leona ofrece un ejemplo de progreso 
en situaciones difíciles.

Conclusiones

El sistema de justicia transicional de Sierra Leona se basó en 
dos mecanismos –la CVR y la SCSL – que fueron resultado 
de situaciones políticas separadas y muy diferentes: un acuer-
do de paz fundamentado en la repartición del poder y, pos-
teriormente, el colapso de dicha repartición, incluyendo la 
captura de los principales líderes de la antigua fuerza rebelde. 

Pero aunque la situación cambió de forma radical, y pese a 
que el mandato de la CVR era en cierto sentido el resultado 
de las condiciones originales, las partes interesadas nacionales 
e internacionales perseveraron y decidieron que la búsqueda 
de la verdad tuviera un rol importante en el país.

Más allá de esta presentación sucinta, la experiencia de Sierra 
Leona con la búsqueda de la verdad ofrece elementos para 
una reflexión profunda, fundamentalmente, sobre lo impor-
tante que resulta una voluntad política fuerte y consistente de 
la comunidad internacional para objetar a medidas que vayan 
en detrimento de los derechos de las víctimas; para facilitar el 
apoyo técnico y asegurar una financiación viable; y, asimismo, 
para proporcionar legitimidad y un foro válido para los pro-
ductos finales de una comisión.

Este caso sugiere la ineludible relevancia que posee el proceso 
de consolidación de una visión común dentro de la comisión, 
incluyendo a comisionados con diferentes perspectivas y al 
personal. Dicho proceso de consolidación de posiciones co-
munes no siempre fue armonioso o libre de tensiones, pero 
facilitó entre los participantes la experiencia de unirse alre-
dedor del producto final. Para lograr tal grado de discusión 
franca, la comisión necesitaba, en primer lugar, asegurar un 
grado básico de competencia para lo cual se requirió adoptar 
decisiones de gestión enérgicas.

En segundo lugar, la capacidad de los comisionados para ac-
tuar de forma independiente es otro elemento sugerente que 
se puede extraer de la experiencia. Independientemente de 
los agudos debates relacionados con el proceso de nombra-
miento, lo cierto es que los comisionados debieron tomar 
decisiones de forma independiente, en particular para clari-
ficar áreas ambiguas de su mandato o para lidiar con guías de 
acción insuficientes. Es discutible que, incluso en las mejores 
circunstancias, un mandato legal pueda anticiparse a todas las 
preguntas en una investigación compleja; un mandato esta-
blecido en un corto periodo de tiempo, en un ambiente cam-
biante, no puede aspirar a ser perfecto. Paradójicamente, un 
mandato alejado de la perfección proporcionó oportunidades 
a los comisionados para ejercer su juicio y consolidar algunos 
elementos de una visión común.

Una tercera conclusión indica la importancia de la rápida 
aprobación de la legislación necesaria para establecer la comi-
sión. Considerando cuán rápidamente se deterioró el proceso 
de paz, fue afortunado el hecho de que la legislación hubiera 
sido aprobada rápidamente, ya que el paso del tiempo sin un 
fragmento de legislación sólido habría permitido que los sa-
boteadores renegaran de sus compromisos. En cuarto lugar, 
fue crucial el compromiso consistente por parte de los actores 
internacionales y locales que apoyaron la búsqueda de la ver-
dad. En Sierra Leona, la comunidad internacional proporcio-
nó asistencia técnica y experta de forma temprana, esencial 
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en momentos clave para crear soporte y mantener el impulso 
de la búsqueda de la verdad y para organizar las estructuras 
institucionales básicas que permitirían que hiciera su trabajo.
Por último, vale la pena considerar si hubiera sido posible 
incluir en el acuerdo de paz una mejor financiación y otros 
mecanismos para prevenir o evitar algunos de los desafíos que 
amenazaron el proceso de la CVR en Sierra Leona. Como mí-
nimo, este puede ser un buen momento para considerar si se 
hubiera podido incluir en el acuerdo de paz ciertos principios 
y lineamientos más fuertes para asegurar la independencia de 
los comisionados y del personal y la garantía de un apoyo 
financiero adecuado.
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Julio 30. La ley No. 4/018 establece la Comisión de Verdad y Reconci-
liación para examinar con�ictos políticos, económicos y sociales en la 
RDC desde la independencia en 1960 hasta el  nal de la transición.

LEY CVR RATIFICADA

Julio. Siete de los ocho comisionados son nombrados antes de que 
se  nalicen los términos de referencia de la CVR. Presuntamente 
algunos eran beligerantes implicados en crímenes.

NOMBRAMIENTO DE LOS COMISIONADOS

ELECCIONES GENERALES

VOTACIÓN SOBRE REFERENDO CONSTITUCIONAL

SEGUNDA VUELTA

KABILA SE POSESIONA COMO PRESIDENTE, TERMINANDO LA TRANSICIÓN

LA LEY DE LA CVR ENTRA EN VIGENCIA  

SE EMITEN LOS ESTATUTOS FORMALES DE LA CVR

MANDATOS CVR DE LA CONSTITUCION TRANSICIONAL 

Diciembre 16. Las partes  rman el Acuerdo global e inclusivo sobre la 
transición en la RDC como parte del Diálogo Intercongolés (ICD por sus 
siglas en inglés), creando así un marco para que varias instituciones 
apoyen la democracia, incluyendo una comisión de la verdad 

ACUERDO DE SUN CITY: ACUERDO GLOBAL
E INCLUSIVO SOBRE LA TRANSICIÓN

Abril 17. Se llega a un acuerdo para terminar con cuatro años de guerra 
y formar un gobierno de unidad nacional compuesto por las antiguas 
partes en guerra. Los acuerdos del ICD se conocen de forma colectiva 
como el Acuerdo de Sun City.

ACUERDO DE SUN CITY: ACTO FINAL
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Febrero. Dada la falta de investigaciones formales y la participación de víctimas, testigos 
y victimarios en las audiencias o en la toma de declaraciones, el informe incluye pocos 
hallazgos relacionados con violaciones de los derechos humanos en la RDC. Éste recomienda 
una campaña de concientización pública previa a otra posible comisión de la verdad futura.

SE PRESENTA EL INFORME FINAL DE LA CVR AL PARLAMENTO 
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5.  CasO DE ESTUDIO: REPÚBLICA 
DEMOCRÁTICA DEL CONGO 

Por Elena Naughton

Introducción

En febrero de 2007, la Comisión de la Verdad y la Reconcilia-
ción (CVR) de la República Democrática del Congo (RDC) 
presentó su informe final al parlamento. Sorprendentemente, 
recomendó la creación de una segunda comisión de la verdad 
y la reconciliación, y anexó un proyecto de ley propuesto para 
dar inicio al proceso legislativo1. Con la tinta aún húmeda, 
quedaba ya muy claro que, lastimosamente, la primera “bús-
queda de la verdad” en la RDC había fracasado2.

El exiguo informe final de la CVR, de 84 páginas, revela mu-
cho sobre lo que salió mal. Aunque la comisión operó de for-
ma oficial por cerca de cuatro años (desde mediados de 2003 
hasta febrero de 2007), no publicó sus hallazgos y sólo hizo 
recomendaciones genéricas.

Estando el conflicto todavía activo en algunas partes del país, 
la comisión no realizó investigaciones ni tomó declaraciones 
a las víctimas. No se realizaron audiencias y los victimarios 
no reconocieron o divulgaron detalles de sus crímenes. La co-
misión realizó algunas actividades limitadas, supuestamente 
enfocadas en la reconciliación, pero que consistieron princi-
palmente en ejercicios de divulgación y mediación entre los 
líderes militares y políticos.

A la CVR se le encomendó la tarea de “restablecer la verdad” 
y de promover “la paz, la justicia, el perdón y la reconciliación 
nacional”3, pero no se avanzó mucho en el tema de la verdad4. 
La rendición de cuentas estaba dolorosamente ausente en un 
proceso y en un entorno en los que los combatientes conti-
nuaban cometiendo impunemente violaciones a los derechos 
humanos5.

Para entender mejor cómo los acuerdos de paz, consignados 
en el Acuerdo de Sun City, y su implementación afectaron los 
esfuerzos de búsqueda de la verdad de la RDC, este ensayo 
examina los acuerdos y las resoluciones para establecer a la 
CVR como resultado del proceso de paz.

El ensayo toma como referentes varios atributos del acuerdo 
de paz y el compromiso con la búsqueda de la verdad:

• La aplicación de una lógica de repartición del poder a la 
CVR: inicialmente se considera la agenda transicional fijada 

por el Acuerdo de Sun City para entender cómo se vieron 
afectadas las actividades de la CVR a partir del amplio 
acuerdo de repartición de poder allí establecido. Luego se 
revisa el proceso de selección de miembros de la CVR, a 
través del cual se asignaron cargos dentro de la comisión 
a representantes de las diferentes facciones en guerra que 
habían cometido actos abominables durante el conflicto.

• La fijación de las operaciones de la CVR al período de 
transición y las posteriores elecciones: se discuten las 
implicaciones de la decisión de vincular las operaciones de 
la CVR a la transición y a las consecuentes elecciones, y se 
considera cómo el proceso electoral y la violencia continua 
están conectados con las elecciones mismas, cambiando 
el enfoque de las actividades en la CVR de la búsqueda 
de la verdad y la reconciliación a la divulgación, el apoyo 
electoral y la mediación de conflictos. 

• La promoción de un mandato ambicioso de búsqueda 
de la verdad al tiempo que las condiciones de inseguridad 
persistían: se mira más generalmente el problema del alcance 
investigativo y de programación. Además, se considera lo 
que significaba en términos prácticos el mandato temporal 
de la CVR, cubriendo más de 40 años de violaciones a los 
derechos humanos con una fecha límite incierta, ligada 
al “final de la transición”, especialmente vinculada con la 
realidad de la situación en el campo.

Antecedentes

Las tribulaciones de la RDC son bien conocidas por las co-
munidades de derecho humanitario y de derechos humanos. 
Por años, el país ha estado plagado de una serie de guerras y 
violaciones flagrantes de los derechos humanos en una esca-
la trágica. Las tensiones étnicas, combinadas con una fuerte 
competencia por los recursos naturales, complicaron la estabi-
lización y los esfuerzos para el mantenimiento de la paz. Una 
serie de acuerdos de paz y cese al fuego se negociaron entre los  
diferentes grupos en guerra y los estados vecinos, únicamente 
para colapsar en una violencia renovada, a medida que los 
grupos rebeldes, a menudo apoyados por gobiernos foráneos, 
competían por el poder.

Los esfuerzos de paz aparecieron con altibajos. Se logró un 
avance inicial en julio y agosto de 1999, cuando los líderes 
de la RDC y cinco estados regionales firmaron un acuerdo 
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de cese al fuego en Lusaka, Zambia (Acuerdo de cese al fuego 
de Lusaka). Este contemplaba un cese de las hostilidades y el 
“retiro definitivo de todas las fuerzas foráneas del territorio 
nacional de la RDC”6, y requería que el gobierno y la opo-
sición, tanto armada como desarmada, “entraran en un diá-
logo nacional abierto” bajo la tutela de un facilitador neutral 
que pudiera “llevar a un reparto político y a la reconciliación 
nacional”7. El diálogo buscaba establecer un proceso para 
sostener unas elecciones democráticas y redactar una nueva 
constitución, entre otros aspectos.

En concordancia con los términos del Acuerdo de cese al fue-
go de Lusaka, el Consejo de Seguridad de la ONU configu-
ró la Misión de la ONU en la RDC (MONUC) el 30 de 
noviembre de 19998. Pero la lucha se reinició pronto, y el 
Diálogo Intercongolés (ICD), que se debía realizar en 45 días, 
nunca comenzó.

Cuando el presidente Laurent-Désiré Kabila fue asesinado, en 
febrero de 2001, su hijo Joseph Kabila lo sucedió en la pre-
sidencia e hizo un llamado al reinicio de los diálogos de paz. 
Luego de una falsa partida en octubre de 2001, la primera 
ronda del ICD tuvo lugar del 25 de febrero al 12 de abril de 
2002; pero esta reunión en general se consideró fallida. Se-
gún los análisis del International Crisis Group, las partes sólo 
realinearon sus interese políticos, pero no hubo un progreso 
real. Cuarenta y cinco días de negociaciones habían termina-
do en “resoluciones técnicas”, y había muy poco progreso en 
las “cuestiones políticamente sensibles” 9.

Cuando se reiniciaron las negociaciones a finales de 2002, 
bajo el auspicio del Enviado Especial de las Naciones Unidas 
Moustapha Niasse, las partes pudieron obtener un acuerdo 
de mayor alcance. El 16 de diciembre de 2002, un acuerdo 
parcial, conocido como el Acuerdo Global e Inclusivo sobre 
la Transición en la RDC, fue firmado con el fin de establecer 
un marco de trabajo interino para la cesación de hostilida-
des10. Las ocho partes de este acuerdo fueron: el gobierno de 
la RDC; cinco grupos armados (el Movimiento congolés por 
la democracia (RCD); el Movimiento por la Liberación del 
Congo (MLC); el Movimiento Congolés por la Democracia/
Movimiento de Liberación (RCF/ML); el Movimiento Con-
golés por la Democracia Nacional (RCDN); el Mai-Mai); la 
oposición política no armada; y la sociedad civil. El acuerdo 
contenía el primer compromiso formal con la búsqueda de la 
verdad en la RDC11.

Posteriormente, en abril de 2003, se firmó una serie de reso-
luciones que, junto con el acuerdo de diciembre de 2002, se 
denominan Acuerdo de Sun City12.

El acuerdo de paz afirmó que “una paz nacional y una recon-
ciliación duraderas nunca podrían cimentarse en mentiras o 
impunidad.” Sin embargo, el liderazgo político de las dife-

rentes facciones no le dio a la comisión de la verdad futura 
un mandato específico. Por el contrario, las disposiciones re-
levantes no tenían un lenguaje sustantivo o una orientación 
clave; simplemente se establecía, con otras instituciones tem-
porales, como un instrumento para “apoyar la transición”13.

Las prioridades de los actores políticos estaban en otro terre-
no. Para ellos, el reparto del poder y la asignación de puestos 
clave en el gobierno interino eran las preocupaciones más in-
mediatas. Se acordó que un principio de gobierno compartido 
se extendería a lo largo de todas las instituciones del gobierno 
transicional. Una constitución y elecciones transicionales para 
elegir un nuevo gobierno vendrían después, todo en procura 
de un “nuevo orden político”.

Lastimosamente, la repartición del poder se aplicó no única-
mente a las ramas políticas del gobierno sino, además, a la CVR.

Un acuerdo para la transición

Bajo los términos del Acuerdo Global e Inclusivo, un gobier-
no transicional de “unidad nacional” debía formarse en la 
DRC. El gobierno transicional consistiría de un poder eje-
cutivo transicional, un parlamento transicional, y un poder 
judicial compuesto por las cortes y los tribunales existentes14. 
El poder ejecutivo sería establecido con un presidente, quien 
fungiría como cabeza de Estado, y cuatro vicepresidentes, 
cada uno a cargo de uno de los cuatro comités gubernamen-
tales (político, económico y financiero, reconstrucción y de-
sarrollo, y social y cultural)15.

Joseph Kabila se mantendría en la presidencia, mientras que 
los cuatro vicepresidentes vendrían de las filas del gobierno, el 
MLC, el RCD y la oposición política16.
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El gobierno transicional tendría lugar de forma interina hasta 
que se realizaran elecciones, en un plazo de 24 meses, el 30 
de junio de 2005. Si se presentaban problemas en la organiza-
ción de las elecciones, se podrían hacer dos extensiones, cada 
una de seis meses, bajo la recomendación de una comisión 
electoral y la decisión del parlamento17. Estas serían las prime-
ras elecciones libres y justas en la DRC en 46 años.

Las partes también hicieron un llamado por la creación de 
“una corte penal internacional para juzgar los crímenes de 
guerra, los crímenes contra la humanidad, los genocidios y 
otras violaciones de los derechos humanos a gran escala”18.

Con el propósito de establecer una base legal para el gobierno, 
debía redactarse y adoptarse una constitución transicional. 
Ésta especificaría las condiciones bajo las cuales las institucio-
nes transicionales gobernarían y administrarían los asuntos de 
la nación19.

El Acuerdo Global e Inclusivo también requería la creación 
de cinco “instituciones transicionales” ad hoc que tendrían 
la tarea de “apoyar la democracia”20. Éstas eran la CVR, la 
Comisión Electoral Independiente, la Vigilancia Nacional de 
Derechos Humanos, la Autoridad de Medios, y el Comité de 
Ética y Lucha contra la Corrupción21.

Para ayudar a garantizar una transición pacífica, todas las 
instituciones transicionales del gobierno iban a disponerse 
bajo un “principio de inclusión y reparto equitativo entre los 
diferentes elementos y entidades” involucrados en el ICD22. 
La repartición de poder iba a ocurrir en el conjunto de las 
instituciones estatales y en los diferentes niveles del gobier-
no. El balance entre los representantes de las provincias y “las 
diferentes tendencias dentro de las fuerzas políticas y socia-
les” debía asegurarse23. Los cuadros del ministerio y las ramas 
del gobierno se iban a anexar al Acuerdo Global e Inclusivo, 
asignando posiciones entre los representantes del gobierno, la 
oposición armada y desarmada, y la sociedad civil (las ocho 
partes del ICD)24.

Acuerdo Global e Inclusivo

La división de responsabilidades en las instituciones tran-
sicionales y en diferentes niveles del Estado se hará ba-
sándose en el principio de inclusión y reparto equitativo 
entre los diferentes elementos y entidades involucrados en 
el Diálogo Intercongolés, en concordancia con criterios 
como habilidad y credibilidad, y en el espíritu de una re-
conciliación nacional.

La CVR y las otras comisiones ad hoc no se vieron excluidas 
del régimen de repartición del poder. En cambio, la reparti-
ción del poder iba a ser comprehensiva.

Bajo el Acuerdo Global e Inclusivo, la sociedad civil, como 
una de las partes del Acuerdo de Sun City, tendría los “de-
beres de los presidentes de las instituciones que apoyaban la 
democracia”25. Se suponía que iban a tener el “estatus de mi-
nistros” e iban a “funcionar de forma independiente frente al 
gobierno transicional”26. Aunque se suponía que la sociedad 
civil jugaría un papel destacado —y sólo el tiempo diría si fue 
así—, su liderazgo era vulnerable y podía ser influido por las 
partes en guerra27. La fuerza de negociación de la sociedad 
civil en un panorama político lleno de insidias era limitada28. 
Como concluye Laura Davis, “Hubo la esperanza, tal vez 
irreal, de que la sociedad civil pudiera controlar las institu-
ciones para apoyar la democracia durante la transición. En 
cambio, cada institución tenía un miembro de la sociedad 
civil a la cabeza, con los otros grupos representados a lo largo 
de la estructura”29.

En última instancia, “la participación de la sociedad civil en 
el proceso de paz debilitó a la misma sociedad civil, en la 
medida en que los líderes ganaron posiciones en las institu-
ciones o fueron nombrados por las fuerzas políticas, mientras 
que quienes estaban fuera de las instituciones lucharon por 
encontrar un rol en la transición y sufrieron acciones de re-
presión”30.

Acomodación política en la selección de los miembros 
de la CVR

Con el marco de trabajo transicional del Acuerdo de Sun City 
a la mano, las partes adoptaron medidas para implementar 
sus disposiciones. Un representante de la sociedad civil pre-
sidiría la CVR; junto con las otras “instituciones transicio-
nales”, la participación sería asignada de forma acorde con la 
constitución y los grupos que participaban en la ICD31.

Constitución transicional, Artículo 157

Las instituciones para la democracia son presididas por 
representantes de la circunscripción de la “sociedad ci-
vil” (“Forces vives”), en concordancia con las disposicio-
nes relevantes de un acuerdo comprensivo e inclusivo.

Las otras circunscripciones y agrupaciones del Diálogo 
Intercongolés se ubican dentro de sus respectivos cargos.

La resolución específica sobre la constitución de una comi-
sión de “verdad y reconciliación” (resolución) contempló que 
los miembros de la misma “fueran nombrados por consenso 
de entre las filas de los componentes según los criterios esta-
blecidos por el ICD, “tales como buena moral, y demostraran 
conocimiento y competencia en relación con la búsqueda de 
la verdad”32.
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La frase “filas de los componentes” confirmó los mecanismos 
de repartición del poder de la transición en el proceso de se-
lección para la pertenencia a la CVR, aunque en este caso con 
competencia y estándares éticos para los miembros agregados.
Posteriormente, la Ley No.4/2004, aprobada por la Asamblea 
Nacional y el Senado para crear formalmente a la CVR, con-
tinuó con dicho enfoque33.

Aunque esta ley también requería transparencia y consulta 
pública en la selección de 13 de sus 21 miembros, no se fija-
ron elementos específicos acerca de cuándo se realizarían las 
consultas. Únicamente se mencionó que el “método” estaría 
“especificado en los estatutos”.

Los estatutos no proporcionaron detalles sino que sencilla-
mente se remitieron, de forma circular, al Artículo 9 de la 
legislación habilitadora34. Sin un proceso de selección defi-
nido, los miembros fueron nombrados directamente por los 
diferentes componentes, con poco consenso respecto a los es-
tándares de competencia.

Un representante de la sociedad civil se ubicó al mando35, 
pero siete de los ocho miembros del ente de implementación 
y coordinación de la CVR —el Buró36— fueron nombrados 
por sus respectivas partes en julio de 2003, incluso antes de 
que se aprobara la ley de la CVR37. Esta irregularidad ayudó a 
minar la legitimidad y la efectividad de la comisión.

Ley No. 4/2004 018, Artículo 9

La Comisión de la Verdad y la Reconciliación está com-
puesta por veintiún miembros, incluyendo ocho fun-
cionarios.

El presidente y los otros siete miembros que forman la 
junta son nombrados por elementos y entidades en el 
Diálogo Intercongolés en concordancia con la Consti-
tución de la transición.

Los otros miembros son personalidades de entidades 
religiosas, asociaciones escolásticas, grupos de mujeres, 
y otras organizaciones cuyas actividades están relacio-
nadas con el propósito de la Comisión de la Verdad 
y la Reconciliación, elegidos de forma transparente y 
pública por cada provincia, y sosteniendo una represen-
tación del 30%, según un método que será especificado 
en el estatuto.

La selección de los 13 miembros adicionales se efectuó tan 
solo un año y medio después38, una vez que la ley de la CVR 
fue aprobada39. Estos miembros adicionales serían “escogidos 
de forma pública y transparente”, por provincias (de un total 
de 12 provincias, con dos posiciones para la capital, Kinsha-
sa), “bajo la dirección del buró40. En consecuencia, la ley de 
la CVR y los estatutos permitieron a las partes políticas rete-

ner el control sobre el nombramiento de comisionados que 
se suponía iban a ser independientes41. Los resultados fueron 
problemáticos, lo que resultó en la selección de comisionados 
que no eran aptos para la tarea42.

Una evaluación del proyecto realizada en conjunto por la 
UNDP y el Departamento del RU para el Desarrollo Inter-
nacional identificó la repartición del poder como la principal 
debilidad de las instituciones transicionales establecidas para 
apoyar la democracia, citando en particular “su composición 
basándose en el reparto político de trabajos públicos, más que 
en la meritocracia”43.

De hecho, la comisión perdió su legitimidad desde el inicio 
debido a la inclusión de representantes de las facciones en 
guerra, algunas inclusive implicadas en abusos relativos a los 
derechos humanos44. Como concluyó Laura Dais,

“Debe haber límites al alcance de la repartición 
del poder. Algunas medidas extraordinarias —tales 
como una comisión de la verdad— pueden contri-
buir tanto a la reconciliación como a la rendición de 
cuentas, sin tener que contar con unas cortes disfun-
cionales. La presencia de los actores beligerantes en 
las estructuras de la CVR, y la falta de compromiso 
público en la creación de la institución, la socavó se-
riamente desde el inicio. Al final, los representantes 
de los actores beligerantes deberían haber sido ins-
peccionados cuidadosamente para conocer su ido-
neidad personal como comisionados”45.

CVR enmarcada por la transición y a las elecciones venideras

Las operaciones de la CVR, al igual que las de aquellas otras 
instituciones transicionales establecidas por el Acuerdo de 
Sun City, estarían limitadas al período de la transición. Bajo 
los términos del Acuerdo Global e Inclusivo, la CVR termi-
naría con la elección de un presidente tras unas elecciones 
multipartidarias que se realizarían en un plazo de 24 meses, 
con dos posibles extensiones de seis meses cada una46.

En concordancia con las restricciones temporales fijadas en el 
calendario electoral, el Artículo 159 de la Constitución Tran-
sicional estableció un límite para la duración de la presidencia 
y de los otros miembros de la CVR: éstos serían “nombrados 
por (un período equivalente al de) la duración de la transi-
ción”. La Comisión presentaría su informe final de activida-
des al parlamento “al final del período de transición”47. Del 
mismo modo, el mandato sustantivo de la comisión estaba 
atado al “final de la transición”.

De este modo, las operaciones de la CVR debían ajustarse al 
cronograma fijado para el proceso electoral de la RDC48. Las 
extensiones únicamente aparecerían si se otorgaba una exten-
sión en el calendario de las elecciones. Parecía que no habría 
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un procedimiento de extensión separado para la CVR misma. 
Los siguientes documentos de la CVR también registraron 
esta restricción temporal.

La decisión de ajustar el trabajo de la comisión de la verdad 
a la transición tuvo consecuencias profundas para la CVR. 
Como reportó la MONUC, “todo el proceso electoral repre-
sentaba una de las votaciones más complejas que las Naciones 
Unidas organizaron jamás”49. Tal complejidad dejó a la CVR 
compitiendo con otras iniciativas transicionales en busca de 
recursos y financiación.

Bajo los términos del Acuerdo de Sun City, las elecciones ori-
ginalmente se iban a realizar el 30 de junio de 2005. El Comi-
té Internacional de Apoyo a la Transición en la RDC (CIAT) 
y los donantes proporcionaron una financiación sustancial, 
con la PNUD y la MONUC jugando un papel principal en 
apoyo al proceso electoral.

Por último, una votación sobre el referendo constitucional se 
realizó en diciembre 18 y 19 de 2005. Las elecciones generales 
se realizaron el 30 de julio de 2006. Ya que ninguno de los 
candidatos presidenciales recibió la mayoría simple de votos, 
una segunda vuelta se realizó el 29 de octubre de 2006.

Con tanta atención y recursos enfocados en un calendario 
electoral intenso, fue difícil para la CVR atraer personal capaz 
o, de hecho, realizar una divulgación efectiva. Ya que todos 
los ojos estaban puestos en otras posiciones ministeriales y en 
la comisión electoral, los cargos de la CVR considerados “re-
siduales y no prestigiosos”, se otorgaron a quienes quisieran 
ocuparlos50.

Las actividades preparatorias de la CVR se vieron afectadas. 
Aunque la constitución transicional de abril de 2003 confir-
mó el establecimiento de la comisión, la implementación de 
la legislación sólo se aprobó en julio 20 de 2004, más de un 
año después, tras unas consultas limitadas. Y luego fue ante-
datada al 28 de agosto de 200351, ya que la CVR había empe-
zado algunas actividades de preparación —por ejemplo, reali-
zó su primera reunión parcial del buró en mayo de 2003— en 
el período transcurrido entre la adopción de la constitución 
transicional y la aprobación del mandato estatutario oficial52. 
La falta de una legislación habilitante ralentizó las operacio-
nes de la comisión y la selección de los comisionados53.

Los comisionados terminaron redactando la ley de la CVR 
más que todo por sí mismos, sin apoyo para paliar su falta 
de experticia54. La juramentación de todos los comisionados 
tuvo lugar en diciembre de 2004. Los estatutos formales de 
la comisión aparecieron mucho después, en marzo de 2005, y 
fueron finalmente aprobados por la Corte Suprema en abril 1 
de 200555. Como resultado, el período operacional real de la 
CVR fue bastante corto.

La paz inmediatamente después de un cese al fuego siempre 
es frágil. En el caso de la DRC, la lucha nunca cesó del todo. 
El ICD y el Acuerdo Global e Inclusivo, firmados a finales de 
2002, representaron tan sólo una paz parcial. Algunos actores 
poderosos habían sido dejados al margen de los diálogos y 
fuera del acuerdo. Como resultado, los saboteadores conti-
nuaron operando para “descarrilar el proceso por medio de 
la violencia”56. En el este, el conflicto continuó en su mayor 
parte sin control.

La CVR tuvo que operar dentro de este ambiente, no única-
mente a nivel nacional sino también en los niveles de provin-
cias y localidades57. La falta de seguridad planteó obstáculos 
tanto físicos como psicológicos para el personal, las víctimas 
y los testigos. Este hecho se tradujo en que solamente había 
opciones peligrosas para acceder a ciertas partes del país, o la 
condición de no acceder. Con las violaciones a los derechos 
humanos y la violencia continuas, las víctimas y los testigos no 
se atrevieron a dar un paso al frente por temor a la venganza.

El vínculo entre la CVR, la transición y las elecciones sólo 
empeoró las cosas. Con los comunicados de los eventos, espe-
cialmente en el volátil este del Congo, la Comisión renunció 
a la búsqueda de la verdad y se enfocó más bien en actividades 
de prevención y mediación de conflictos58. Como resultado, 
ya sea por necesidad o por elección, la CVR trabajó apoyando 
las elecciones. Sus funciones investigativas basadas en quejas 
fueron abandonadas.

La CVR describe el cambio en su informe final:

“Las elecciones son un deber y un derecho legítimo 
de los ciudadanos en todos los países del mundo. Es 
con esta perspectiva en mente que los ciudadanos 
congoleses se movilizaron y se registraron en grandes 
cantidades para las elecciones en la República De-
mocrática del Congo. Sin embargo, dicho proceso 

La ley de la CVR y los estatutos permitieron a los partidos políticos retener el control sobre el 
nombramiento de los comisionados, que debían ser independientes. Los resultados fueron 
problemáticos, lo que resultó en la selección de comisionados que no eran aptos para la tarea.
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electoral estaba siendo perturbado continuamente 
por agitaciones políticas, las cuales —debido a las 
manipulaciones— pusieron el curso normal del 
proceso electoral en riesgo… dichas ocurrencias no 
fueron indiferentes a la Comisión de la verdad y la 
reconciliación. Conscientes de su misión de trabajar 
para la paz, la cohesión y la reconciliación nacional, 
ésta decidió enfocar sus actividades en calmar el es-
píritu de la gente, al igual que en mediar y negociar 
entre los actores políticos”59.

Al final, tal como describió en su informe, la CVR realizó:

• Diálogos entre comunidades sobre la tolerancia y la paz

• Trabajos con partidos políticos para crear una cultura de paz

• Divulgación a los estudiantes sobre el proceso electoral

• Reconciliación entre algunos grupos militares

• Actividades para reducir el conflicto interétnico

• Actividades para calmar el espíritu tras la ocupación de 
una villa por parte de la insurgencia

• Trabajo con refugiados, incluyendo el alentarlos para que 
regresaran a casa

• Divulgación para animar a la población a que se registrara 
y votara en paz

• Promoción del respeto por los resultados de las elecciones 
por parte de los partidos políticos, la población y los medios

Estas actividades “de reconciliación” no estaban dirigidas a 
superar u olvidar los crímenes pasados sino a resolver las dis-
putas actuales y a prevenir los conflictos futuros.

La CVR nunca logró llegar al componente de búsqueda de 
la verdad de su mandato. No pudo registrar quejas o realizar 
investigaciones o audiencias. Aunque sí realizó algunas activi-
dades de preparación en relación con la búsqueda de la verdad, 
como reforzar las capacidades de sus miembros en la operación 
de una comisión de la verdad, y las técnicas para registrar que-
jas y gestionar información y archivos, nunca llegó al centro 
sustantivo de su misión de búsqueda de la verdad. No hizo 
sugerencias sobre la rehabilitación o la reparación ni sugirió 
reformas. No se emitió ninguna propuesta sobre las amnistías.

Como resultado, la comisión de la verdad de la DRC no apo-
yó los objetivos fundamentales de una comisión de la ver-
dad: rendición de cuentas a través del hallazgo de hechos, 
reconocimiento de las víctimas, y búsqueda de la verdad para 
identificar las causas principales de la violencia para evitar su 
repetición60.

Seguimiento de una mandato ambicioso de búsque-
da de la verdad mientras que las condiciones de in-
seguridad persistían

Dada la situación en el área en la DRC en el momento de los 
diálogos de paz, es importante considerar si ese fue un mo-
mento apropiado para realizar la búsqueda de la verdad en la 
DRC durante los años en cuestión.

El déficit de justicia en el Congo era inmenso. La sociedad 
civil congolesa y la oposición desarmada fueron las primeras 
partes que clamaron por la creación de un ente de búsqueda 
de la verdad para abordar la rendición de cuentas61.

Para examinar el extenso legado de abusos sobre derechos hu-
manos en la DRC, el mandato de comisión cubrió un amplio 
rango de violaciones y crímenes contra éstos. Según los párra-
fos 3 a 6 de la resolución de la CVR, ésta investigaría crímenes 
políticos y violaciones graves contra los derechos humanos 
cometidas tanto dentro como fuera del país, si estaban rela-
cionadas con conflictos dentro de la DRC. También contem-
plaba el establecimiento de la verdad tanto en eventos polí-
ticos como socioeconómicos que hubieran tenido ocurrencia 
en la DRC, que fueran relevantes para la reconciliación, y 
escuchar a las víctimas “tomando todas las medidas necesarias 
para compensarlas y restaurar completamente su dignidad”62.

El mandato también fue amplio durante el período de la in-
vestigación que debía adelantar. La misma debía incluir no 
solamente eventos del pasado sino también extenderse al pre-
sente. Según el párrafo 3 de la resolución, debía investigar 
violaciones “desde el acceso del país a la independencia”. El 
Artículo 6 de la ley de la CVR expandía el alcance de la in-
vestigación para que incluyera no sólo crímenes del pasado 
sino también crímenes y violaciones de derechos humanos 
cometidos durante el período de transición63.

No hay duda de que la necesidad era grande, pero las partes 
en los diálogos de paz pueden haber tenido más consideración 
con el momento apropiado para las medidas.

Efectivamente, en 2003 algunas organizaciones de la sociedad 
civil congolesa y la comunidad internacional, a través de las 
Naciones Unidas, aconsejaron una mayor reflexión y consul-
tas antes de establecer la CVR, y solicitaron una posterga-
ción64. Como resultado, en febrero de 2004 la MONUC, la 
Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas, Derechos Globales, y el Centro In-
ternacional para la Justicia Transicional, organizaron en con-
junto una consulta sobre la ley, un seminario nacional sobre la 
CVR, al cual asistieron representantes de todas las provincias 
y varios funcionarios congoleses. La conclusión del semina-
rio fue que “parece que el establecimiento de una CVR en la 
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Se le permitió a las personas vinculadas a las facciones en guerra que fungieran en los entes 
ejecutivos de la CVR, lo que hizo que su labor no fuera un ejercicio sobre la búsqueda de la verdad 
sino un reflejo del conflicto y de las alianzas militares y políticas de las partes en lucha por el poder. 

DRC debe tomar más tiempo antes de que pueda empezar a 
funcionar de forma efectiva, de conformidad con los objeti-
vos señalados a ésta”65.

En un taller de la MONUC, en febrero de 2004, varios par-
ticipantes en la parte oriental del país se cuestionaron acer-
cas de cómo se podría empezar a hablar sobre verdad y re-
conciliación cuando el conflicto aún no había terminado y 
las violaciones no habían disminuido66. Algunos reportes en 
aquel momento señalaron que los activistas de base y los ob-
servadores internacionales se preguntaban si una comisión de 
la verdad era siquiera viable en dicho momento, cuando “el 
país aún estaba en guerra consigo mismo”67. Aun así, la CVR 
continuó en su proceso.

En el fragor de la lucha continua, la CVR no se atrevió a 
llamar a alguien de las facciones políticas. En este contexto 
de violencia y fuerte desconfianza, cualquier intento por in-
vestigar acusaciones de crímenes cometidos por alguien en el 
poder se habría considerado una provocación y una señal de 
parcialidad hacia un partido político en particular68. Igual-
mente, en un clima de violencia e incertidumbre continua 
los victimarios no tenían ningún incentivo para dar un paso 
al frente.

En noviembre de 2006, cerca del final del período de la CVR, 
el presidente de la comisión, el obispo Jean-Luc Kuye, apeló 
porque los soldados del mantenimiento de la paz se quedaran 
por más tiempo en el intranquilo este del país: “Muchos casos 
se nos presentan, pero no podemos hacer nada sin contar con 
seguridad. Le pedimos a ellos que esperen hasta que llegue el 
tiempo en que podamos hablar abiertamente de los casos y se 
pueda lograr justicia”69.

Ley No. 4/2004 018, Artículo 6

La Comisión de la Verdad y la Reconciliación conoce los 
eventos al igual que los crímenes y las violaciones a los 
derechos humanos cometidos en el período desde el 30 de 
junio de 1960 hasta el fin de la transición.

Este período se divide en dos momentos: el primero, de 
1960 a 1992, en consideración del cual se actualizarán 
y completarán los registros de la Conferencia Nacional 
Congolesa, y se tratará cualquier solicitud de víctimas; el 
segundo, de 1963 hasta el final de la transición, para que 
se reciban solicitudes o peticiones.

Conclusiones

La CVR en la República Democrática del Congo enfrentó 
desafíos incapacitantes. A pesar de la aprobación de leyes y 

estatutos comprehensivos sobre la operación, y de la buena 
voluntad de los comisionados para animarse a realizar activi-
dades de mediación y reconciliación limitadas, la CVR se vio 
afectada desde el inicio debido a una convergencia catastró-
fica de varios hechos: falta de independencia, un momento 
inadecuado y una inseguridad persistente.

Durante los diálogos de paz, unas poderosas partes interesa-
das se asignaron prioridad a sí mismas sobre las necesidades y 
los derechos de las víctimas, sin que hubiera unos contrapesos 
efectivos. La CVR era en todo sentido apenas una nota al pie 
de página en un acuerdo más grande, dominado por las preo-
cupaciones sobre la repartición del poder.

Las personas vinculadas a las facciones en guerra podían tra-
bajar en los cuerpos ejecutivos de la CVR, lo que hacía que 
ésta fuera menos un ejercicio sobre la búsqueda de la verdad y 
más un reflejo del conflicto y de las adhesiones políticas y mi-
litares de las partes que luchaban por el poder. Como resulta-
do, algunos sectores clave de la comunidad internacional de-
terminaron que el esfuerzo no era creíble y retiraron cualquier 
apoyo significativo. La CVR fue impulsada por políticos cuya 
meta a corto plazo era mantener la paz antes de las elecciones. 
El derecho de las víctimas a conocer la verdad sobre los abusos 
que sufrieron se perdió en medio de los intereses de actores 
más poderosos en la transición.

Si bien es imposible y probablemente injusto evaluar las elec-
ciones adoptadas durante el proceso, es necesario indicar que 
en varios momentos críticos los activistas y los expertos inter-
nacionales buscaron rutas alternativas y afirmaron principios 
de independencia, efectividad y legitimidad, cada uno de los 
cuales fue anulado en el proceso de nombramiento, desafia-
do por la continua inseguridad y subordinado al calendario 
electoral.

El caso de la RDC destaca la importancia de una evaluación 
meticulosa de las condiciones locales, incluyendo la diversi-
dad de los intereses de los participantes en una negociación de 
paz, la capacidad relativa de la sociedad civil para agregar de 
forma efectiva las inquietudes sobre los derechos humanos en 
un proceso transicional, y las condiciones básicas de seguri-
dad. La mayoría de dichas consideraciones requerían un buen 
juicio más que unos formatos preexistentes. De hecho, la apli-
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cación de un conocimiento bien establecido fue selectiva e 
improvisada. Incluso en la etapa de definición de un mandato 
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Agosto 3. La CVJR consta de nueve comisionados, 
entre los cuales están tres extranjeros.  

LOS COMISIONADOS FUERON 
JURAMENTADOS

Febrero 1. Las partes acuerdan que el abordar las causas y los efectos 
de las injusticias históricas y las violaciones graves a los derechos 
humanos a través de una comisión de la verdad keniana contribuirá 
a la unidad nacional, la reconciliación y la sanación. 

AGENDA CUATRO DEL DIÁLOGO Y 
RECONCILIACIÓN NACIONAL DE KENIA

Mayo 22. El informe presenta hallazgos 
sobre violaciones graves de los derechos 
humanos cometidas por actores estatales y 
no estatales en Kenia entre 1963 y 2008. 
Se denuncia que los comisionados kenianos 
fueron coaccionados por el presidente para 
modi�car párrafos en el Capítulo sobre Tierras.

REPORTE FINAL ENTREGAD
O AL PRESIDENTE 

KIPLAGAT RECIBE PRESIÓN PARA DIMITIR 

LA CPI RECIBE UNA LISTA DE SOSPECHOSOS PREPARADA 
POR LA COMISIÓN DE INVESTIGACIÓN SOBRE LA 
VIOLENCIA POST ELECCIONES

VIOLENCIA POST ELECCIONES

LA VICEPRESIDENTA BETTY MURUNGI RENUNCIA EN PROTESTA 

EL PARLAMENTO EXTIENDE EL MANDATO DE LA CVJR

EL MANDATO DE LA CVJR 
EXPIRA 

KIPLAGAT OCUPA NUEVAMENTE SU CARGO COMO 
PRESIDENTE DE LA CVJR 

EL PARLAMENTO EXTIENDE EL MANDATO DE LA CVJR

EL PARLAMENTO EXTIENDE EL MANDATO DE LA CVJR 

LA CPI CONFIRMA CARGOS CONTRA 
UHURU KENYATTA Y WILLIAM RUTO

Octubre. Crea un ente o�cial para investigar las causas 
subyacentes de la violencia post elecciones y de las injusticias 
históricas del pasado – y propone soluciones sostenibles.

LEY DE LA VJR

KENIA
Cronograma de eventos

signi�cativos

Septiembre 2010–Noviembre 2011. 
Se recaudan más de 40.000 testimonios. 

TOMA DE DECLARACIONES DE LA CVJR

Abril 2011–Octubre 2011. Audiencias públicas y privadas que 
incluyen audiencias temáticas para mujeres y niños y niñas.

AUDIENCIAS DE LA CVJR

20
11

DISPUTAS SOBRE EL NOMBRAMIENTO DE 
BETHUEL KIPLAGAT COMO PRESIDENTE DE 
LA CVJR 

LOS COMISIONADOS INTERNACIONALES 
PUBLICAN UNA OPINIÓN DISIDENTE
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6.  ESTUDIO DE CASO: KenIa

Por Elena Naughton

Introducción

La Comisión de Verdad, Justicia y Reconciliación de Kenia 
(CVJR) emitió su informe final en mayo de 2013, luego de 
cuatro años de trabajo y tres extensiones de su mandato. El 
texto documenta un conjunto de flagrantes violaciones a los 
derechos humanos y otras injusticias cometidas durante el pe-
ríodo colonial británico, así como por las administraciones de 
los primeros tres presidentes del país.

Con cerca de 2000 páginas de extensión, el informe procura 
dar cumplimiento a una ambiciosa misión investigativa, ex-
plorando varias décadas de violaciones a los derechos huma-
nos y formulando recomendaciones sólidas d irigidas a pre-
venir la repetición de crímenes. La comisión agrega listas de 
personas que fueron mencionadas negativamente en el repor-
te, con recomendaciones para una posterior investigación o 
procesamiento cuando se justifique1. En particular, se dedica 
una sección a explicar de forma amplia y en detalle las difi-
cultades metodológicas y legales que experimentó la comisión 
durante su gestión.

Concluyendo en 2013, la CVJR se benefició de años de ex-
periencias pasadas y de reflexiones sobre la búsqueda de la 
verdad en una copiosa literatura académica, en reportes de 
expertos y en el trabajo de docenas de comisiones de la verdad 
precedentes2. Una fuerza de trabajo gubernamental, dirigida 
por el jurista Makau Mutua, recomendó la formación de un 
cuerpo de búsqueda de la verdad años antes, tras las elecciones 
de 2002. Las consultas nacionales sobre el tema aportaron un 
entendimiento valioso sobre lo que los kenianos esperaban y 
deseaban con este proceso3. Como resultado, la misión de la 
CVJR adoptó y refinó prácticas empleadas en otros lugares4.

Sin embargo, aunque la CVJR representó un esfuerzo con-
siderable, tanto sus procesos como su producto más tangi-
ble —el informe final— fueron objeto de gran controversia 
por efecto de divisiones entre los comisionados. El informe, 
emitido tras la expiración oficial de su mandato, fue inme-
diatamente blanco de acusaciones según las cuales los comi-
sionados kenianos habían alterado una sección en respuesta 
a la presión política. Desde la emisión del informe se han 
presentado demandas que lo cuestionan o plantean recomen-
daciones al mismo, o que contienen cuestionamientos a las 
actuaciones de la comisión5.

La CVJR se vio envuelta en controversias y demandas desde el 
principio, y casi no logra concluir su mandato6. Su dificultad 
más ventilada públicamente fue la referida a la credibilidad 
y la idoneidad del presidente, el embajador Bethuel A. Ki-
plagar, quien presuntamente había participado en decisiones 
gubernamentales que se tradujeron en flagrantes violaciones 
de los derechos humanos durante el gobierno de la Unión 
Nacional Africana de Kenia. La controversia que se desató 
tras la renuncia de la vicepresidenta de la comisión, Betty 
Murungi, socavó la confianza del público en ésta. Las restric-
ciones financieras y de recursos, así como la falta de coopera-
ción gubernamental con la comisión, complicaron aún más 
su trabajo.

Este ensayo busca extraer algunas lecciones a partir de un caso 
cimentado en una experiencia colectiva acopiada durante casi 
tres décadas de procesos de búsqueda de la verdad.

Para tal fin, se enfoca en particular en tres elementos de la 
experiencia keniana:

• El inicio oficial de la CVJR como uno de los componentes 
del proceso de Diálogo Nacional de Kenia. Con esto, se 
busca entender mejor a qué se comprometían las partes 
con respecto a la búsqueda de la verdad. La búsqueda de 
la verdad se realizó en Kenia sobre la base de compromisos 
pactados en el acuerdo firmado por actores políticos clave del 
país durante la mediación de 2008 conocida como Diálogo 
y Reconciliación Nacional, tras un período de violencia 
poselectoral. El ensayo examina brevemente los diálogos 
mismos y considera cómo las negociaciones y las prioridades 
establecidas influenciaban el proceso de búsqueda de la 
verdad. Para aportar un elemento de contexto, se devuelve 
en el tiempo y revisa algunas propuestas tempranas de 
búsqueda de la verdad buscando explicar lo que las partes 
aportaron a los diálogos en términos de entendimientos y 
expectativas.

• La misión de la CVJR. Este permite evaluar los desafíos 
que enfrentó la comisión al im plementar los modelos 
de búsqueda de la verdad de Kenia según como fueron 
redactaron. En particular, se aborda el alcance del 
mandato desarrollado en el proceso de paz, y se identifican 
inconsistencias en la misión de la CVJR que complicaron 
su efectividad.
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• Los desafíos que casi abruman a la CVJR y comprometen 
su credibilidad y efectividad. Al respecto, se enfoca en 
las dificultades financieras de la comisión, la falta de 
voluntad política para apoyar las operaciones clave, y —
tal vez el episodio más perturbador durante la vigencia 
de la CVJR— en la controversia sobre su presidente. Se 
considera el impacto que tuvieron los principios regentes y 
los estándares articulados en el acuerdo de paz, así como en 
la misión estatutaria, en la capacidad de la comisión para 
superar los desafíos que enfrentó.

El Diálogo Nacional y el compromiso con la búsqueda 
de la verdad en Kenia

La CVJR nació de las aspiraciones de lograr una reforma y la 
reconciliación política tras el severo período de violencia pasa-
das las elecciones de finales de 2007 e inicios de 2008. Como 
parte de los compromisos de paz mediados por el Panel de 
Personalidades Africanas Eminentes, presidido por Kofi An-
nan, la CVJR buscaba ayudar a Kenia a lograr una paz dura-
dera al abordar “divisiones profundas y de antigua data en la 
población keniana”7.

El inicio de los diálogos los diálogos a comienzos de enero 
de 2008 fue una apuesta riesgosa ya que los frecuentes brotes 
de violencia amenazaban con convertirse en una guerra ci-
vil. El proceso de los Diálogos de Paz se inició efectivamente 
mediante una declaración de entendimiento general de los 
elementos de la agenda que podrían hacer parte de las nego-
ciaciones. La Agenda Comentada y el Cronograma (la Agen-
da), firmada el 1 de febrero de 2008, dispuso los pasos para 
resolver la crisis política y para enfrentar los problemas de 
largo plazo que, según se consideraba, constituían las causas 
profundas del conflicto8.

La Agenda contenía cuatro elementos: el primero reconocía 
la necesidad de una acción inmediata para detener la violen-
cia y restaurar los derechos y las libertades fundamentales; el 
segundo apuntó a las “medidas inmediatas para abordar la 
crisis humanitaria” y a “asegurar que el proceso de audición 
nacional, reconciliación y restauración se iniciara inmedia-
tamente”; el tercer elemento apuntaba a la superación de la 
crisis política del momento; el cuarto abordaba las causas de 
largo plazo de la crisis. Las tareas que debían completarse bajo 
el cuarto elemento fueron ambiciosas. Kenia iba a abordar 
la “pobreza, la distribución no equitativa de recursos y per-
cepciones de injusticias históricas y exclusión” por medio de, 
entre otras opciones, la realización de “reformas constitucio-
nales, legales e institucionales”, la “lucha contra los desequili-

brios en el desarrollo regional”, “asumir una reforma agraria”, 
y “hacer efectivas la transparencia y la rendición de cuentas, y 
evitar la impunidad”.

La implementación de la Agenda se dividió en dos partes: los 
primeros dos elementos serían abordados en un período de 
7 a 15 días, mientras que el cuarto debía resolverse en el año 
siguiente al inicio del Diálogo Nacional9.

En esta Agenda las partes articularon una visión sobre lo que 
debía hacerse y cómo: todos los involucrados reconocieron 
que había una “crisis política” aguda que debía resolverse de 
forma inmediata. También acordaron que los kenianos debían 
asumir algunos problemas crónicos —las “causas históricas” 
del conflicto— si querían prevenir una repetición. Se delineó 
un marco de trabajo para lograr la paz en el presente y en el 
futuro, un marco que involucraba derechos económicos, po-
líticos y civiles. Aunque la búsqueda de la verdad no fue men-
cionada con ese nombre, la Agenda comprometió a las partes a 
discutir una nómina comprehensiva de problemas  y a estudiar 
reformas de largo plazo del tipo facilitado por las comisiones 
de la verdad y otros mecanismos de justicia transicional.

Los detalles acerca de cómo se avanzó en estos temas se inclu-
yen en declaraciones y acuerdos posteriores, firmados durante 
el proceso de Diálogo Nacional10. En un acuerdo denomina-
do Elemento Tres de la Agenda: cómo resolver la crisis política, 
del 14 de febrero de 2008, las partes se comprometieron a 
establecer una “Comisión de Verdad, Justicia y Reconcilia-
ción” como un mecanismo para la reforma y la transición11. 

La Comisión de Verdad, Justicia y Reconciliación se vio envuelta en controversias y demandas casi 
desde el principio, y casi no logra concluir su mandato. Sus dificultades más públicas se centraron en 
la credibilidad y la idoneidad de su presidente.

COMISIÓN MIXTA COMPUESTA POR
6 CIUDADANOS NACIONALES 
Y 3 INTERNACIONALES
LAS OPERACIONES DURARON
CASI 4 AÑOS
DECLARACIONES REGISTRADAS

42.465
SE REALIZARON AUDIENCIAS EN
TODAS LAS REGIONES
SE RECIBIÓ TESTIMONIOS DE 
MÁS DE 680 INDIVIDUOS
SE REALIZARON AUDIENCIAS ESPECIALES PARA
MUJERES
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Éste se vinculaba íntimamente con el elemento cuatro de la 
Agenda, al identificar las reformas necesarias en términos de 
la constitución, el parlamento, la política y la rama judicial, 
al igual que abogaba por la identificación y el procesamiento 
de victimarios, y el respeto por los derechos humanos, entre 
otros aspectos.

En este punto hay una conexión directa entre la CVJR y los 
otros imperativos de la reforma que los mediadores y las par-
tes describían de forma genérica como las “causas principales 
del conflicto”.

El rol asignado a la CVJR en las charlas parecía enorme y 
probablemente iba más allá de lo que cualquier institución 
podría cumplir. Sin embargo, es importante recordar que las 
reformas en Kenia, y el papel que la comisión de la verdad 
podría jugar en dicho esfuerzo y en la investigación sobre el 
legado de abusos en materia de derechos humanos en Ke-
nia, no eran simplemente un resultado de las discusiones del 
Diálogo Nacional; en realidad hacían parte de una agenda 
de reformas que ha estado bajo discusión por años. La CVJR 
planteó el tema así: “En esencia, el trabajo de la Comisión 
evolucionó en un momento histórico particular que coincidió 
con el proceso de reforma. Por lo tanto, la Comisión vio su rol 
como el de trabajar en una construcción sobre las iniciativas 
de reforma existentes”12.

En 2003, un Grupo de Trabajo sobre la Comisión de Estable-
cimiento de la Verdad y la Reconciliación (el Grupo de Tra-
bajo) había sostenido un proceso consultivo amplio y abierto 
que involucraba a kenianos y a expertos internacionales para 
determinar si una comisión de la verdad era apropiada para 
Kenia. Este proceso se había desarrollado en un momento 
de transición política, cuando la Coalición Nacional Arcoí-
ris (NARC) derrotó a la Unión Nacional Africana de Kenia 
(KANU), partido en el poder desde la independencia, en 
enero de 2002. Esas consultas encontraron que una mayoría 
abrumadora de kenianos —un 90 por ciento— quería que 
el gobierno estableciera una comisión de la verdad efectiva, 
e hizo recomendaciones sobre cómo y cuándo debería esta-
blecerse dicha comisión13. En su reporte final, el Grupo de 
Trabajo recomendó el establecimiento de una comisión por 
orden presidencial, cubriendo el período de 1963 a 200214. 
La comisión investigaría los “patrones sistémicos de políticas 
de Estado, acciones que se desarrollaron como políticas de 
Estado para anular los derechos de los kenianos”.

Las propuestas de un ente de derechos humanos con amplias 
funciones de búsqueda de la verdad también hicieron parte de 
las discusiones alrededor del borrador de la constitución de Ke-
nia, e incluían audiencias públicas para “escuchar a la gente”15. 
También se buscaba investigar y “abordar los pasados abusos de 
los derechos humanos” y “reparar la injusticia histórica”16.

La severidad de la crisis política del período 2007-2008, y la 
presencia de la comunidad internacional y de la sociedad civil 
durante el desarrollo del Diálogo Nacional, por último, llevó 
a los actores clave a que hicieran los compromisos necesarios 
para avanzar en la búsqueda de la verdad. Las dinámicas du-
rante este período parecían correctas para un proceso de la 
verdad: el compromiso de las partes con la búsqueda de la ver-
dad era específico y definitivo para el acuerdo de paz, al igual 
que otros compromisos como la reforma constitucional. La 
CVJR debía cumplir una  meta constante de aquellos que es-
peraban reformar los sistemas autocráticos de Kenia y enmen-
dar décadas de abusos violatorios de los derechos humanos.

La visión del Diálogo Nacional: paz inmediata, luego 
reforma integral

Debido a la ferocidad de la crisis y a la amenaza de una guerra 
civil, la prioridad en las negociaciones se dio primeramente 
sobre los elementos uno a tres en la Agenda: los generadores 
del conflicto en sí, los elementos particulares de la disputa 
electoral que habían precipitado la crisis, y la gobernanza y la 
constitucionalidad que podrían resolverla. Bajo la dirección 
de Annan y Jakaya Kikwete, presidente de Tanzania y de la 
Unión Africana, se logró un acuerdo político el 28 de febrero 
de 2008 con Mwai Kibaki y Raila Odinga, el cual resolvió los 
aspectos de repartición de poder de la disputa y llevó al final 
de la crisis. Se firmaron dos acuerdos: 1) un Acuerdo sobre 
los principios de asociación del gobierno de coalición, y 2) el 
borrador de una Ley de acuerdo y reconciliación nacional que 
se presentaría al parlamento para su aprobación.

Estos acuerdos aseguraron posiciones en el gobierno para 
los líderes y los miembros de sus coaliciones. El borrador de 
la Ley de acuerdo y reconciliación nacional buscaba servir 
como mecanismo de implementación hasta que se promul-
gara una constitución enmendada que reflejara el gobierno 
recién configurado17. Ambos acuerdos reafirman el carácter 
esencial de la “reforma” en Kenia y subrayan hasta qué pun-
to el no lidiar con las divisiones existentes representaría una 
amenaza para “un país unificado”, tal como lo enfatizaba el 
Acuerdo sobre los principios de participación del gobierno 
de coalición18.

Inicialmente, el punto álgido de las negociaciones se refería a 
problemas de repartición de poder y gobernanza. Sin embar-
go, luego de que el acuerdo de repartición de poder final se 
logró, las partes terminaron los detalles operacionales necesa-
rios para la agenda de la reforma19. El 4 de marzo de 2008 se 
firmaron varios acuerdos preparando los parámetros generales 
y guiando los principios para varias comisiones, incluyendo la 
CVJR20. Dos entes recibieron mandatos limitados que se cen-
traban en los episodios de violencia más recientes e intensos 
conectados con las elecciones:
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• Un comité de revisión independiente para investigar 
“todos los aspectos de las elecciones presidenciales de 
2007 y para hacer investigaciones y recomendaciones para 
mejorar el proceso electoral”21. Éste debía ser un ente no 
judicial constituido por “expertos electorales” kenianos y no 
kenianos con la “más alta integridad personal y capacitación 
profesional”. El comité operaría por un período de 3 a 6 
meses y entregaría un informe al presidente, con copia para 
el Panel, que sería público en los 14 días siguientes.

• La Comisión de Investigación sobre Violencia tras las 
Elecciones (CIPEV), que se conoció como la “Comisión 
Waki” por su presidente, el Juez Philip Waki22. La CIPEV 
podría “i) investigar los hechos, y las circunstancias conexas, 
relacionados con los actos de violencia que siguieron a 
la elección presidencial de 2007; ii) investigar acciones 
u omisiones de los cuerpos de seguridad estatal durante 
el curso de la violencia, y hacer recomendaciones según 
fuese necesario; y iii) recomendar medidas de naturaleza 
legal, política o administrativa, según fuese necesario, 
incluyendo medidas relacionadas con presentar a la justicia 
a aquellas personas responsables de actos criminales”. La 
CIPEV estaba compuesta por “tres juristas imparciales, 
experimentados y respetados internacionalmente, o expertos 
en abordar los conflictos internos o la violencia étnica. Dos 
de aquellos serán internacionales y uno keniano”. Todos 
ellos deberían ser seleccionados por el Panel tras la consulta 
con el Gobierno/PNU y la ODM, y nombrados por el 
presidente23.

Adicionalmente, la CIPEV tuvo la tarea específica de hacer 
“recomendaciones, según las considerara apropiadas, a la Co-
misión de Verdad, Justicia y Reconciliación”24.

Respecto a la CVJR, las partes acordaron unas disposiciones 
generales para su mandato, sus competencias y sus funcio-
nes, basadas en los parámetros de mayor alcance dispuestos 
tempranamente en las negociaciones25. La misión de la CVJR 
sería temporal, al igual que sustancialmente amplia. Debía 
cubrir más de 45 años de historia keniana, yendo desde la 
independencia de Kenia, el 12 de diciembre de 1963, hasta 
el acuerdo oficial sobre la violencia poselectoral del 28 de fe-
brero de 2008. La comisión buscaba investigar también “an-
tecedentes” de su misión temporal, “con el fin de entender la 
naturaleza, las causas principales o el contexto que llevaron a 
dichas violaciones, actos de violencia o crímenes”26.

Los crímenes que serían investigados incluían no únicamente 
violaciones a los derechos humanos cometidas por el Estado, 
grupos e individuos, sino también una lista extensa de otras 
injusticias:

“Esto incluye, más no se limita a estos aspectos, vio-
lencia por motivaciones políticas, asesinatos, despla-
zamientos de la comunidad, acuerdos y desalojos. La 

Comisión también investigará crímenes económicos 
de trascendencia, en particular casos grandes de co-
rrupción, e injusticias históricas respecto a la tierra y 
la adquisición ilegal o irregular de la tierra, especial-
mente aquellas relacionadas con los conflictos o la 
violencia. Otras injusticias históricas también serán 
investigadas”27.

Las partes decidieron, además, que la comisión sería creada 
por una ley del parlamento y que completaría su trabajo en 
dos años. La comisión estaría compuesta por kenianos, al igual 
que por comisionados internacionales nominados con la parti-
cipación de una sección transversal de grupos representativos. 
Debía tener el poder de recomendar amnistías; sin embargo, 
excluyó de ellas los crímenes internacionales graves, al igual 
que amnistías para el beneficio de personas que ostentaban la 
mayor responsabilidad por los crímenes cometidos. Se acordó 
que el informe final se haría público dentro de los catorce días 
siguientes a la presentación de su informe al presidente.

La financiación sería proporcionada principalmente por el 
gobierno, aunque podría obtenerse apoyo adicional por parte 
de donantes, fundaciones y otras fuentes independientes.

En general, las discusiones sobre los parámetros generales 
y los principios de orientación de la CVJR no parecían ser 
contenciosos, aunque tanto los mediadores como los líderes 
tenían ciertas dudas con respecto al alcance de la búsqueda de 
la verdad28.

La misión de la CVJR

El mandato legal de la CVJR se hizo oficial en 2008 con la 
aprobación, por vía legislativa, de una ley que establecía un 
marco de trabajo comprehensivo para la comisión y que im-
plementaba las disposiciones de los acuerdos firmados duran-
te el Diálogo Nacional29.

El mandato tenía tres fines. En primer lugar, comprendía 
componentes de búsqueda de la verdad,  reconciliación y jus-
ticia, aunque la prioridad estaba puesta principalmente en los 
primeros dos elementos. En su componente de búsqueda de 
la verdad, la comisión buscaba establecer un registro histórico 
exacto de las violaciones de derechos y abusos que se habían 
cometido entre 1963 y 2008. La investigación se orientó a las 
causas de dichas violaciones e incluyó los antecedentes histó-
ricos y el contexto, al igual que las perspectivas de las víctimas 
y los victimarios30. La comisión buscaba proporcionarle al 
público, así como a las víctimas y los victimarios, una plata-
forma para contar la verdad31 y entregar un informe accesible 
públicamente32.

Respecto al componente reconciliatorio, la comisión ofrecería a 
las víctimas y a los victimarios un foro. Las víctimas tendrían 
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La ley de la TJR, tal como estaba escrita, presentó desafíos que habrían sido significativos para 
cualquier ente investigativo. Tal como lo requirió el proceso de paz, la CVJR tuvo una misión 
extraordinariamente amplia, cubriendo 45 años y un catálogo diverso de violaciones, incluyendo 
crímenes contra la humanidad, genocidios, desapariciones forzadas y violaciones flagrantes de los 
derechos humanos.

un “foro para ser escuchados y para restaurar su dignidad”33, 
mientras los victimarios tendrían “un foro para confesar sus 
acciones como una forma de brindar reconciliación”34. Una 
segunda dimensión reconciliadora estaría en el mandato de 
la comisión para hacer recomendaciones a las autoridades ke-
nianas. La comisión debía facilitar la concesión de ciertas am-
nistías a personas que hicieron una divulgación completa35.

Las disposiciones sobre el componente de justicia eran las 
menos robustas ya que se referían únicamente a la autoridad 
de la comisión para hacer recomendaciones. La CVJR podría 
determinar las “vías y los medios para reparar a las víctimas 
de violaciones flagrantes de los derechos humanos”36 y haría 
“recomendaciones apropiadas”37. Además, también buscaba 
recomendar el “procesamiento de los victimarios de violacio-
nes flagrantes de los derechos humanos”38.

Alcance del mandato

Los términos y el lenguaje que se presentaron al parlamento 
para el mandato de la CVJR se nutrieron con información y 
comentarios de la comunidad internacional. Ésta reflejó as-
pectos de las misiones de otros contextos y reflejó algunos 
de los entendimientos aportados por el Grupo de Trabajo39. 
También acogió sugerencias de las diversas circunscripciones 
representadas en las conferencias nacional e internacional 
sostenidas durante el período de julio a agosto de 2003 para 
apoyar las actividades del Grupo de Trabajo40.

El proyecto, tal como quedó redactado, presentó desafíos que 
habrían sido significativos para cualquier ente investigativo. 
Tal como lo dispuso el proceso de paz, la CVJR recibió una 
misión extraordinariamente amplia que cubría 45 años y un 
catálogo diverso de violaciones, incluyendo crímenes contra 
la humanidad, genocidios, desapariciones forzadas y flagran-
tes violaciones de los derechos humanos. Debido a la impor-
tancia de los temas relacionados con la tierra en Kenia, se 
aceptó ampliamente que la misión de la CVJR incluyera in-
vestigaciones sobre transacciones ilegales de tierra41.

Sin embargo, el mandato surgido del acuerdo de paz no es-
taba limitado a violaciones del derecho internacional de los 
derechos humanos, a violaciones graves del derecho interna-
cional humanitario y a temas relacionados con la tierra mis-
ma, sino que hablaba más en general de “crímenes económi-
cos”. En el acuerdo de marzo 4 se decidió que el mandato 
incluyera “grandes crímenes económicos, en particular actos 

graves de corrupción, injusticias históricas con respecto a la 
tierra o adquisiciones irregulares de tierra”42. Ampliando aún 
más el radio, las partes también incluyeron “otras injusticias 
históricas”43.

La Ley de la CVJR amplió las funciones de la comisión aún 
más para incluir lo siguiente:

6. Las funciones de la Comisión son…

g) investigar crímenes económicos…

n) investigar crímenes económicos incluyendo co-
rrupción grave y la explotación de recursos nacio-
nales o públicos, y la acción, si la hay, tomada al 
respecto;

o) indagar sobre la adquisición irregular e ilegal de 
terrenos públicos y hacer recomendaciones sobre la 
reposesión de los mismos, y la determinación de los 
casos relacionados con éstos;

p) investigar y establecer la realidad de la margina-
ción económica percibida por las comunidades y ha-
cer recomendaciones sobre cómo abordarla;

q) investigar el uso indebido de las instituciones pú-
blicas para fines políticos…

Los crímenes mencionados no fueron descritos y definidos de 
forma suficiente44. Aunque la Ley CVJR ofrece definiciones 
de la mayoría de violaciones de derechos humanos cubiertas 
por la misión, éstas no definen los términos “crímenes econó-
micos”, “marginación económica”, “corrupción grave”, o “ex-
plotación de recursos naturales o públicos”. Dicha ambigüe-
dad presentaba dificultades prácticas para la comisión, que 
enfrentaba retos, por ejemplo, con respecto a la conceptua-
lización de “marginación económica”, y tuvo problemas con 
la consecución de “datos confiables y de calidad” e indicado-
res significativos para evaluarlos45. El mandato legal requería 
que la comisión reportara todas las violaciones de una forma 
“exacta” y “completa”, incluyendo antecedentes, circunstan-

cias, perspectivas de las víctimas, y los responsables por viola-
ciones de derechos humanos, incluyendo sus motivos46.

Dado su amplio mandato y la duración limitada para las 
operaciones de la comisión, ésta debía ser “selectiva con los 
eventos que debería concentrar en términos de investigación”. 
Para afinar el alcance de la investigación, ésta priorizó las 
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violaciones a lo largo de siete contextos específicos: la Guerra 
de Shifta (1965-1967); operaciones de seguridad en el sector 
nororiental, oriental superior y la fosa norte (1963-2008); 
intento de golpe de Estado (1982); represión a activistas 
por la democracia y por el sistema multipartidario (1986-
1991); confrontaciones étnicas e instigadas políticamente 
(1991/1992 y 1997); actividades y represión de grupos 
milicianos (2006-2007); y violencia poselectoral (2007-2009).

Los hallazgos de la CVJR son dispares; las violaciones son 
atendidas grados de detalle variados. Como ha sido la expe-
riencia de muchas comisiones de la verdad, se diseñaron au-
diencias sobre casos ilustrativos (“casos-ventana” para mostrar 
“patrones más amplios y tendencias de violaciones flagrantes 
de los derechos humanos en una región o un área en particu-
lar”)47. Como resultado, las violaciones cometidas en ciertas 
regiones del país, como en el norte, fueron exploradas en de-
talle48, mientras que otros episodios, violaciones o regiones 
recibieron menos atención.

Para ahorrar tiempo, la comisión confió en el trabajo de otras 
comisiones de investigación, como la CIPEV, para completar 
sus hallazgos. Aunque se trata efectivamente de una opción 
razonable, en ocasiones esto significó que los vacíos de las 
investigaciones previas fueran simplemente mantenidos en 
lugar de ser cubiertos49.

Las inconsistencias y las ambigüedades en la Ley CVJR in-
tensificaron los desafíos enfrentados por los comisionados al 
trabajar para cumplir el mandato50. Por ejemplo, la CVJR 
encontró:

• “Varias referencias incongruentes con la naturaleza de 
los derechos a ser investigados: ‘violaciones y abusos de 
derechos humanos y derechos económicos’; ‘violaciones 
flagrantes de derechos humanos y derechos económicos’; 
‘’violaciones flagrantes de derechos humanos y derechos 
económicos’; y ‘violaciones flagrantes de derechos humanos, 
y violación y abusos de la ley internacional de derechos 
humanos’. En esencia, no es claro si los políticos buscaban 
que la Comisión se centrara en violaciones ‘ordinarias’ de 
derechos humanos o en violaciones flagrantes de derechos 
humanos”51.

• “Múltiples secciones de la ley ofrecen prescripciones 
diferentes de los mismos temas. Por ejemplo, sobre el 
tema de violaciones sexuales, la sección 5(c) se refería 
a ‘violaciones sexuales’, pero la sección 6(h) se refería a 
‘crímenes de naturaleza sexual contra víctimas mujeres’”52.

• “No es evidentemente claro si la intención del Parlamento 
fue que la Comisión se enfocara en ‘violaciones ordinarias’ 
o ‘violaciones flagrantes de los derechos humanos’; la 
Comisión tomó la decisión de centrarse en lo segundo. 
Luego de un escrutinio cuidadoso de la Ley CVJR, la 

Comisión concluyó que hubo una fuerte indicación 
textual en toda la Ley que sugería que el Parlamento 
efectivamente buscaba que las violaciones flagrantes de los 
derechos humanos fueran el foco de las investigaciones de 
la Comisión”53.

Estos ejemplos ilustran la tensión entre la ambiciosa visión 
de quienes crearon la CVJR y lo que se requería para hacerla 
operativa; así mismo, indican las dificultades de los comisio-
nados para interpretar el mandato, privados de liderazgo tras 
la separación del presidente y la renuncia de la segunda al 
mando.

El mandato de la comisión de la verdad —articulada por pri-
mera vez durante el Diálogo Nacional y hecha oficial por la ley 
del Parlamento— era “por mucho la más amplia de cualquier 
comisión de la verdad jamás establecida en tanto abarcaba 
investigaciones de violaciones de derechos políticos y civiles, 
al igual que de derechos socioeconómicos” y en la medida en 
que su “mandato temporal fue similarmente amplio”54. Con 
unos recursos limitados y una subvención inicial de dos años 
para completar el mandato55, la misión fue abrumadora, lo 
que hizo aún mayor el correspondiente riesgo de fracasar.

De hecho, dada la inmensidad del déficit de los derechos hu-
manos en Kenia, el Grupo de Trabajo en 2003 recomendó 
tener cuidado al definir el mandato de una comisión de la 
verdad, señalando que era “prácticamente imposible que una 
comisión de la verdad abordara más que unos cuantos miles 
de casos. Este es el motivo por el que el Grupo de Trabajo 
identificó casos individuales y grupos de violaciones que con-
sideraba eran el objetivo de la investigación”56.

Y al discutir los crímenes económicos, el Grupo de Trabajo 
advirtió que “debido a su complejidad los crímenes económi-
cos eran muy difíciles de investigar”57. Por ello recomendó un 
enfoque limitado y dio ejemplos:

“Efectivamente, el Grupo de trabajo cree que una 
comisión de la verdad debe investigar un conjunto 
selecto de crímenes económicos que llevaron direc-
tamente a las violaciones de derechos económicos, 
sociales y culturales. Unos cuantos ejemplos serán 
suficientes. La violación por parte de un contratista 
de la producción y suministro de agua para beber 
limpia y segura a causa de un fraude o la amenaza de 
que los fondos públicos sean malversados o que haya 
muertes serán casos susceptibles de ser investigados 
por una comisión de la verdad. Lo mismo podría ser 
cierto por la ocupación de tierra pública para despla-
zar una escuela, un centro cultural comunitario o de 
unas instalaciones públicas.”

Por supuesto, era decisión de los kenianos el decidir qué te-
mas debería tratar la CVJR y en qué momento pero, como 
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Priscilla Hayner mencionó durante los diálogos de paz, una 
misión de la comisión podría “no estar suficientemente adap-
tada para cubrir todos los temas”58. Como mínimo, la inclu-
sión de los crímenes económicos, por ejemplo, podría haber 
sido regulada de una forma más directa, restringiéndolos tal 
vez a un conjunto discreto de crímenes bien definidos.

Sin embargo, en la mejor de las circunstancias un mandato 
tan amplio presentaría grandes desafíos. Aunque unas me-
jores planeación y gestión de la comisión habrían mitigado 
algunas de las dificultades, dado el ambiente que prevalecía 
durante el tiempo en que la comisión operó, los problemas 
derivados del mandato —junto con una reducción drástica 
del apoyo efectivo internacional y local activos debido a las 
controversias en torno al presidente— sólo podían hacer más 
complicado el trabajo que la CVJR tenía que adelantar59.

La CVJR se enfrenta a dificultades financieras, con-
troversias e insuficiente apoyo político

En su informe final, la CVJR discutió algunos de los desa-
fíos más significativos que enfrentó para la ejecución de su 
mandato. Aquí observamos tres de aquellos problemas: el fi-
nanciamiento, la controversia sobre la credibilidad de la presi-
dencia de la comisión, y la “falta de voluntad estatal y política 
suficiente” para apoyar su trabajo60.

Déficit financiero crónico

Desde el inicio, la comisión sufrió de “falta de suficientes fon-
dos y recursos para realizar de forma eficiente y efectiva sus 
operaciones”61. La Ley CVJR requirió el establecimiento de 
un Fondo de Verdad, Justicia y Reconciliación que debía re-
cibir el dinero asignado por el parlamento, al igual que “cual-
quier donación, regalo, subvención o herencia”62. Ninguna 
de las dos fuentes aportó suficientes fondos para satisfacer las 
necesidades operacionales de la comisión.

Debido a la falta de fondos, la CVJR operó sin una secretaria o 
una secretaría durante su primer año fiscal, y en cambio debió 
ser administrada por el Ministro de Justicia de Kenia hasta ju-
lio de 201063. Durante su segundo año fiscal, a la CVJR se le 
asignó tan solo la mitad del presupuesto propuesto64. Como 
consecuencia, la comisión tuvo que posponer la contratación 
de personal y limitar las operaciones esenciales relacionadas 
con su misión. Para llenar estas brechas, en algunas ocasiones 
los comisionados le prestaron dinero a la CVJR, o el gobierno 
keniano proporcionó de forma tardía fondos suplementarios, 
o desplegó el personal de apoyo de los ministerios guberna-
mentales, lo cual socavó la independencia financiera y ope-
racional indispensable para que un ente de búsqueda de la 
verdad fuera efectivo y transparente. Estas y otras limitaciones 
resultaron en retrasos y en que la CVJR necesitara extensiones 
con el fin de completar su trabajo.

Los acuerdos firmados durante el Diálogo Nacional no reque-
rían unos compromisos de financiación específicos. En lugar 
de ello, las partes se limitaron a “alentar a dar fuerte apoyo 
financiero a la Comisión”65. “Se esperaba” que el gobierno 
de Kenia proporcionara “una porción significativa del presu-
puesto de la Comisión”, pero la Ley de la CVJR no planteó 
una asignación de presupuesto o una fuente de apoyo dedica-
da. Tal como denunció la comisión, esta “operó con un presu-
puesto anémico a lo largo de su vida. La situación financiera 
era tan dramática que en algunas ocasiones tuvo que obtener 
préstamos de los Comisionados”.

Controversia debilitante

La CVJR enfrentó su desafío interno más serio en relación 
con su presidente, Kiplagat. No haremos una reseña de las 
muchas vueltas y giros que tuvo esa prolongada disputa, pues 
tal recensión consta en detalle en el informe de la comisión 
y en otras fuentes66. En cambio, nos cabe señalar algunas de 
las debilidades que emergieron durante la implementación de 
las disposiciones del mandato en relación con la selección de 
comisionados, conflictos de intereses o remoción de los mis-
mos, y evaluaremos de qué forma los retrasos, maniobras y 
declaraciones públicas, incluyendo los intentos de movilizar 
elementos sectarios en apoyo de intereses personales, a veces 
magnificaron los desafíos existentes.

La Ley dio espacio a una comisión compuesta por nueve co-
misionados: tres extranjeros, elegidos por el Panel de Persona-
lidades Africanas Eminentes67, y seis kenianos, elegidos según 
un proceso de cuatro pasos. El Panel de selección de nueve 
miembros estaría constituido por individuos provenientes 
de diferentes organizaciones sociales, económicas, religiosas 
y de la sociedad civil68. Dicho panel buscaba recibir postu-
laciones de individuos calificados al publicar anuncios en los 
principales periódicos de Kenia y, con ayuda de una firma 
de recursos humanos, seleccionar potenciales candidatos para 
entrevista69. El Panel de selección reduciría la lista de candi-
datos a 15, y presentaría sus nombres a la Asamblea Nacional 
para su consideración70. La Asamblea, entonces, nominaría 
a seis personas para su nombramiento como comisionados 
nacionales, y entregaría al presidente los nombres de los nue-
ve comisionados (incluyendo los nominados por el Panel de 
personalidades africanas) para su selección71.

En concordancia con este proceso el presidente nombró 
nueve comisionados, incluyendo al Comisionado Kiplagat 
como presidente. Poco después, la idoneidad de Kiplagat se 
vio cuestionada. Se lo acusó de haber estado involucrado en 
tres incidentes que no solo se vinculaban con las violaciones 
de derechos humanos bajo investigación por la CVJR sino, 
además, lo implicaban a él mismo en posibles crímenes. Los 
cargos eran serios: una posible participación en el asesinato 
del Dr. Robert Ouko; la planeación de la Masacre Wagalia, 
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de 1984; y transacciones ilegales o irregulares de tierra72. Las 
acusaciones se presentaban en relación con una posible con-
travención de la sección 10(6)(b) de la Ley CVJR:

“Ninguna persona estará calificada para su nombra-
miento como comisionado a menos que dicha per-
sona…

b) no haya estado involucrada, implicada, vinculada 
o asociada en ningún modo con alguna violación de 
los derechos humanos o con ningún tema que esté 
siendo investigado bajo esta Ley…”

Como concluye el informe final de la CVJR, las consecuen-
cias de esta controversia “afectaron negativamente las opera-
ciones de la Comisión a lo largo de su vida. La controversia 
desvió y distrajo la atención y la energía de la Comisión para 
que ejecutara su misión principal”73.

Las partes del acuerdo sabían que las controversias en la com-
posición de cualquiera de los cuerpos emergentes del Diálogo 
Nacional serían debilitantes, y habían tratado de prevenirlas. 
Conscientes de que la crisis había sido precipitada por un 
conflicto electoral, se excluyó en el acuerdo a miembros que 
pudiera “parecer que representaban un grupo político espe-
cífico”74.

Estas disposiciones generales fueron elaboradas bajo la Ley 
CVJR. Pero igualmente se revelaron débiles al enfrentar los 
abusos. Los comisionados debían ser de “buen carácter e inte-
gridad”. No debían estar involucrados en violaciones dentro 
del mandato de la CVJR y debían ser imparciales75. Cuatro 
de los comisionados debían tener al menos 15 años de expe-
riencia en temas relacionados con las leyes de derechos hu-
manos76, cinco debían tener “conocimiento y experiencia en 
investigación forense, investigaciones, psicosociología, antro-
pología y relaciones sociales, gestión de conflictos, religión o 
temas de género”77.

En el papel, la Ley CVJR parecía asegurar un proceso de se-
lección sólido y que reflejaba las mejores prácticas interna-
cionales, especialmente en lo que se relacionaba con la parti-
cipación de una sección transversal de grupos en su Panel de 
Selección. Sin embargo, en la práctica sus defectos resultaron 
ser más fuertes. Además del Panel de selección inicial, un es-
crutinio público más amplio de los nominados no era posible, 
y no se vislumbró un proceso de veto. El abrir el proceso de 
selección para un corto período de consultas públicas (por es-
crito) sobre la idoneidad de los candidatos seleccionados po-
dría haber servido para acopiar información relevante. Pero el 
tiempo y la oportunidad no se dieron y, como resultado, la in-
formación más accesible no se presentó. En cambio, cuando 
el presidente tomó la decisión final sobre los nombramientos, 
incluyendo la presidencia, se presentaron protestas casi de in-
mediato sobre la elección de Kiplagat como presidente.

Una tormenta de oposiciones vino después y el apoyo a la 
CVJR se debilitó. En agosto de 2009, los defensores de dere-
chos humanos y los grupos de víctimas presentaron una de-
manda ante el Alto Tribunal Keniano en contra de la CVJR, 
con la cual buscaban la disolución de la comisión78. Poco des-
pués, la Red de Justicia Transicional de Kenia, una red de 
organizaciones de la sociedad civil, anunció su separación de 
la comisión mencionando las acusaciones contra el presiden-
te como su razón principal79. En febrero de 2010, antiguos 
miembros de las comisiones de la verdad surafricana, peruana 
y sierraleonesa, dirigidos por el Arzobispo Desmond Tutu, le 
pidieron a Kiplagat que renunciara80. Por último, Murungi 
y el comisionado internacional Ronald Slye públicamente le 
pidieron al presidente que renunciara el siguiente mes; sin 
embargo Kiplagat se mantuvo en su cargo. Poco después, en 
marzo, Murungi anunció su renuncia81.

Las disposiciones de la Ley CVJR sobre la remoción de los 
comisionados no pudieron resolver la crisis. La Sección 17 es-
tablecía un minucioso procedimiento legal para la remoción 
de un comisionado:

(1) (a) “(…) (2) Si la cuestión de la remoción de su 
cargo del presidente o un comisionado se presentase 
bajo la subsección (1) – (a) el Presidente del tribu-
nal deberá, tras notificación en la Gaceta, nombrar 
un Tribunal, el cual consistirá de un presidente y 
otros dos miembros seleccionados por el Presiden-
te del tribunal de entre las personas que ocupan u 
ocuparon el cargo de Juez del Alto tribunal; (b) el 
Tribunal investigará el tema y reportará los hallazgos 
al Presidente del tribunal y recomendará si el presi-
dente o el comisionado deben ser removidos de su 
cargo y el Presidente del tribunal deberá comunicar 
las recomendaciones del Tribunal al presidente. (3) 
Si la cuestión de la remoción del presidente o del 
comisionado ha sido mencionada a un Tribunal bajo 
la subsección (2), el presidente podrá suspender al 
presidente o al comisionado de la Comisión y dicha 
suspensión podrá ser revocada en cualquier momen-
to por el Presidente y cesará de tener efecto en cual-
quier caso si el Tribunal le recomendase al Presidente 
que el presidente de la comisión o el comisionado, 
según fuese el caso, no debiera ser removido”.

La sección 17 también enumeró las bases para remover al pre-
sidente de la comisión o a un comisionado:

“17. (1) Sin perjuicio de la sección 16, el presidente 
de la comisión o un comisionado podrán ser removi-
dos de su cargo por parte del presidente:

a) Por mal comportamiento o mala conducta

b) Si el presidente de la comisión o el comisionado 
son encontrados culpables de una ofensa que involucre 
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una moral turbia pero no hayan sido sentenciados a 
prisión;

c) Si el presidente de la comisión o el comisionado 
son incapaces de cumplir con las funciones de su car-
go por motivo de enfermedad física o mental; o

d) Si el presidente de la comisión o el comisionado se 
ausentan de tres reuniones consecutivas de la Comi-
sión sin una buena causa, pero no serán removidos 
a menos que sea en concordancia con esta sección.

En abril de 2010, ocho comisionados —sin incluir al pre-
sidente, pero contando con su apoyo en aquel momento— 
presentaron una petición al Presidente del Alto Tribunal so-
licitando el nombramiento de un tribunal para investigar si 
el presidente debía ser removido de su cargo82. El Presidente 
del tribunal no lo estableció por más de año y medio, y cuan-
do finalmente lo hizo, a finales de octubre de 2010, Kiplagat 
emitió un comunicado firmado en el que anunciaba que se 
“apartaba de sus deberes”, y luego interpuso una acción ante 
el tribual recién nombrado para impugnar su jurisdicción. 
Cuando el tribunal decidió que tenía jurisdicción, Kiplagat 
acudió a la Corte Superior para pedir un aplazamiento, el cual 
le fue otorgado, para que se aguarde la decisión sobre la cues-
tión jurisdiccional sustantiva83.

El mandato del tribunal, que era de seis meses, expiró durante 
la impugnación jurisdiccional, y por lo tanto cesó sus acti-
vidades sin llegar a un resultado formal. La Corte Suprema 
se negó a otorgar una extensión de la vigencia del tribunal y 
éste fue desmontado. En ausencia de una decisión final por 
parte del tribunal, Kiplagat sostuvo que había sido exonerado, 
retiró su impugnación jurisdiccional en la Corte Superior y 
volvió a su antiguo cargo como presidente en abril de 201284. 
La CVJR no se opuso a la remoción de la impugnación juris-
diccional. Al final de esta larga lucha, ninguna corte emitió 
una sentencia sobre los cargos sustantivos presentados contra 
Kiplagat.

Si bien la Ley CVJR suministró lo que parecía un procedi-
miento sólido para abordar las acusaciones contra los comisio-
nados, en última instancia resultó siendo un cuello de botella 
legal y brindando el escenario para un litigio inconcluso. Es 
importante considerar si se hubiera podido poner en práctica 
mejores procedimientos para obligar  a una acción rápida que 
salvaguardara la credibilidad de la comisión. Por ejemplo, se 
podría haber añadido motivos adicionales de exclusión (como 
la destitución sumaria de los comisionados basándose en la no 
revelación de información), lo que hubiera hecho más fácil 
una destitución expeditiva.

Por el contrario, la controversia sobre la idoneidad y la cre-
dibilidad del presidente se prolongó a lo largo de las opera-
ciones de la CVJR y obstaculizó el proceso de la comisión. 

Como concluyó la misma comisión, “la controversia desvió 
y distrajo la atención y la energía de la Comisión para que 
ejecutara su mandato principal”85. La comisión perdió los ser-
vicios de Murungi, cuyo cargo nunca fue reemplazado86. Los 
socios de la sociedad civil y el desarrollo se volvieron reticen-
tes a aportar ayuda, mientras algunos incluso empezaron a 
trabajar en contra87.

Algunas actividades de comunicación y educación cívica de 
la CVJR tuvieron que recortarse o descontinuarse frente a las 
protestas contra Kiplagat88. Muchas víctimas, sus familias y 
testigos se rehusaron a participar o siquiera “a ser asociados 
(de alguna forma) con la comisión)”89. De todos modos, la 
comisión pudo organizar actividades, pero su legitimidad y 
capacidad para obtener apoyo se vieron erosionadas.

Falta de voluntad política

En su informe final, la CVJR discutió el nivel de voluntad po-
lítica ofrecida en apoyo a la comisión por parte del gobierno 
y encontró que esta había sido inexistente.  Además citó casos 
específicos en los que el gobierno no cooperó con el trabajo de 
la comisión y luego buscó entender los por qué90, atribuyendo 
la falta de cooperación gubernamental a la confirmación de 
intereses particulares de sus prerrogativas y a un movimiento 
político en contra de la reforma. La CVJR también citó la 
corrupción, la acumulación de riquezas y el deseo del poder 
como motivaciones principales, y encontró que la falta de vo-
luntad política por parte de quienes estaban en el poder venía 
de la “ausencia de una ruptura clara con el pasado”91.

Algo igualmente perturbador fue la declaración del gobierno 
poco después de la formación de la CVJR en el sentido de 
que la comisión, no la ICC, sería “el mecanismo más apro-
piado para asegurar la justicia para los crímenes poselectora-
les”. Una declaración que “se interpretó como una apuesta 
para conseguir tiempo con miras a derrotar la causa de la 
justicia”, más que una afirmación del papel que puede jugar 
la búsqueda de la verdad en el abordaje de la impunidad al 
hacer que los victimarios rindan cuentas en público durante 
el proceso92.

Al evaluar las consecuencias de la falta de cooperación, el in-
forme concluye que la comisión ha resultado impactada de 
forma negativa tanto en sus “operaciones” como en la “per-
cepción pública de su trabajo”93.

En general, los vaivenes de la voluntad política y los peligros 
de la interferencia política son factores de riesgo en la vida 
de toda comisión de la verdad, como se demostró durante la 
vigencia de la CVJR. Sin embargo, al momento del estable-
cimiento de la CVJR fueron un problema bien concreto del 
cual preocuparse.
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Las comisiones de investigación han sido una institución 
común en Kenia94. Sin embargo, la mayoría de las veces sus 
acciones han sido “investigaciones inherentemente políticas” 
susceptibles de sesgos y de falta de impacto95. La vulnerabi-
lidad política de las comisiones de la verdad se discutió en el 
Grupo de Trabajo, cuando éste recomendó no usar una ley del 
parlamento para implementar sus primeras propuestas, enun-
ciando de forma profética que:

“El Grupo de trabajo rechaza la ruta legislativa, 
porque considera que el parlamento keniano tiene 
muchos intereses particulares de auto protección y 
en competencia, que podrían retrasar, hundir o dar-
le al país una comisión de la verdad completamente 
desprovista de poderes significativos. Muchos miem-
bros del parlamento y algunos partidos políticos son 
o bien ambivalentes u hostiles en relación a una co-
misión de la verdad. El debate reciente en el parla-
mento en relación con la reubicación de las víctimas 
del conflicto es aleccionador en este sentido. Llevar 
el tema al parlamento efectivamente lo matará o pro-
ducirá una comisión de la verdad anémica96.

El parlamento no produjo un mandato anémico sino uno in-
trincado e irreal, complicado por las tradiciones legales del 
país, que produjeron dificultades desde el inicio. Lo extraor-
dinario y paradójico del caso keniano es que los participan-
tes se las arreglaron para crear una instancia profundamente 
cuestionada al mismo tiempo que recibían y aceptaban de 
forma ostensible las mejores prácticas y principios posibles 
identificados internacionalmente.

De hecho, en el mismo acuerdo de paz las partes estuvieron de 
acuerdo con cinco principios generales que guiarían el trabajo 
de la CVJR, tomando en cuenta los estándares internacio-
nales y las buenas prácticas: independencia, investigaciones 
imparciales y equilibradas, poderes apropiados, cooperación 
completa por parte del gobierno y otras oficinas estatales, y 
soporte financiero.

Durante los diálogos, las partes discutieron muchos de los 
elementos esenciales para un proceso de paz efectivo y creíble 
(incluyendo aquellos como las fuentes de financiación inde-
pendientes que eventualmente casi abruman a la CVJR), pero 
no acordaron cómo diseñar una comisión de forma que no se 
viera afectada por ellos. El recitar los estándares fue de poca 
ayuda. Y la pregunta sobre qué más se podría haber hecho 
permanece abierta.

Conclusiones

Las intervenciones del Panel de Personalidades Africanas 
Eminentes y de los asesores internacionales en el Proceso 
de diálogo nacional keniano se revelaron esenciales para la 
negociación de la paz en Kenia y para el establecimiento de 
la CVJR. El Acuerdo Nacional proporcionó un fundamente 
vinculante y una visión moral que ayudaron a asegurar que las 
partes honraran su compromiso con el establecimiento de la 
CVJR y, por ende, cumplieran con una meta de antigua data 
de muchos kenianos.

Sin embargo, la amplitud de dicha visión y de la misión pro-
mulgada por el parlamento para implementarla, que debía ser 
interpretada y desarrollada en el contexto de una cultura política 
profundamente dividida y altamente legalista, complicó las ope-
raciones de la CVJR. Junto con violaciones del derecho interna-
cional de los derechos humanos y violaciones flagrantes del de-
recho internacional humanitario, la CVJR acometió la tarea de 
investigar un conjunto de crímenes económicos sin suficientes 
límites u orientación definicional. Efectivamente, la expansión 
del mandato respondió al impulso democrático de responder a 
los requerimientos de un amplio rango de sectores sociales, pero 
el equilibrio entre ese ethos y la practicidad se perdió.

En última instancia, los mayores problemas y desafíos de la 
comisión no fueron enteramente resultado de defectos en el 
mandato. A pesar de las promesas de cambio formalizadas en 
el acuerdo de paz, la voluntad política y el apoyo institucional 
a la búsqueda de la verdad en Kenia se revelaron agudamente 

En última instancia, los mayores problemas y desafíos de la comisión no fueron enteramente resul-
tado de defectos en el mandato. A pesar de las promesas de cambio formalizadas en el acuerdo de 
paz, la voluntad política y el apoyo institucional a la búsqueda de la verdad en Kenia se revelaron 
agudamente enfrentados. 

enfrentados. Efectivamente, los intereses privados de las élites 
políticas y el miedo a ser procesados jugaron un rol. Muchos 
de los individuos en el poder habían jugado cierto papel en los 
eventos bajo investigación por la CVJR. De hecho, en Kenia 
no había un grupo político significativo que no estuviera po-
tencialmente implicado en el mandato extendido de 40 años 
de la comisión. Consecuentemente, pocos individuos en el po-
der estaban verdaderamente exentos de intereses y comprome-
tidos con una comisión de la verdad efectiva e independiente.

Como resultado, la comisión nunca recibió el apoyo que ne-
cesitaba, y se enfrentó con varios obstáculos serios relaciona-
dos: la designación de un presidente altamente controversial, 
la propuesta de que la CVJR fuera una avenida alternativa 
a la CPI, y la falta de apoyo financiero. La comisión misma 
concluyó que todos estos fenómenos eran síntomas de una 
falta de voluntad política97.
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15 FINALISTAS

CONJUNTO DE CANDIDATOS

PANEL DE
SELECCIÓN

PANEL DE SELECCIÓN
NUEVE MIEMBROS NOMBRADOS POR 

GRUPOS ECONÓMICOS Y PROFESIONALES,
ORGANIZACIONES RELIGIOSAS Y DE 

LA SOCIEDAD CIVIL

ASAMBLEA 
NACIONAL

PRESIDENTE

SEIS 
NOMINADOS 

KENIANOS

SEIS COMISIONADOS KENIANOS Y TRES 
INTERNACIONALES

EL PANEL HACE UNA CONVOCATORÍA PÚBLICA PARA 
RECIBIR SOLICITUDES DE PERSONAS QUE QUIEREN SER 
NOMINADAS COMO COMISIONADOS O SUGERENCIAS 
DE PERSONAS QUE PODRÍAN SER NOMINADAS.

FECHA LÍMITE PARA PRESENTARSE: 21 DÍAS A PARTIR 
DEL ANUNCIO PÚBLICO.

EL PANEL DE SELECCIÓN CONSIDERA LAS SOLICITUDES 
RECIBIDAS, SELECCIONA 15 FINALISTAS, LOS CLASIFICA 
Y HACE COMENTARIOS SOBRE CADA UNO.

EL PANEL PRESENTA LA LISTA CORTA DE CANDIDATOS 
A LA ASAMBLEA NACIONAL.

FECHA LÍMITE PARA LA SELECCIÓN: SIETE DÍAS DESPUÉS 
DE LAFECHA LÍMITE PARA PRESENTARSE.

AL RECIBIR LAS RECOMENDACIONES, LA ASAMBLEA 
NACIONAL NOMINA A SEIS PERSONAS PARA SER 
DESIGNADOS COMO COMISIONADOS, LUEGO PRESENTA 
ESTOS NOMBRES JUNTO CON LOS CANDIDATOS 
INTERNACIONALES AL PRESIDENTE.

EL PRESIDENTE NOMBRA LOS COMISIONADOS Y 
SELECCIONA UN PRESIDENTE DE LA CJVR

GRÁFICO 5: PROCESO DE SELECCIÓN PARA LA COMISIÓN DE VERDAD, JUSTICIA Y RECONCILIACIÓN DE KENIA  

Sin embargo, a pesar de los diferentes obstáculos y de algunas 
deficiencias, la CVJR fue capaz de presentar un informe final 
que respondió de forma significativa a los elementos clave de 
su mandato en términos de hallazgos y recomendaciones. La 
comisión incluyó en el informe una detallada evaluación au-
tocrítica de su periodo de vigencia, lo que proporcionó una 
herramienta invaluable para entender los desafíos a los que se 
enfrentó y las respuestas prácticas para abordarlos.

Estos elementos son notables y deben ser señalados breve-
mente para entender cómo la comisión logró cumplir con sus 
obligaciones98. En primer lugar, la necesidad de interpretar 
y hacer operativo su mandato; en segundo, la necesidad de 
identificar y desarrollar “conceptos base” para guiar la inves-
tigación de la comisión; en tercero, el uso de una metodolo-
gía99 en la que las fases y las áreas de actividad se traslaparan, 
animando a la cooperación entre equipos y facilitando los 
recursos que serían necesarios para la compilación del infor-
me. El informe acierta al indicar que varias de las decisiones 
finales de la comisión fueron resultado de aproximaciones a 
los métodos más efectivos, la  priorización y un uso amplio 

de extensiones de tiempo (es decir, obtuvo cerca de 18 meses 
más de mandato, lo que requería enmiendas a la misión real 
de la comisión).

El informe de la CVJR ha encontrado una fuerte resistencia 
política y ha sido objeto de impugnaciones en el ámbito ju-
dicial por parte de los sectores indignados con sus hallazgos 
sobre crímenes económicos en los que involucra a líderes po-
líticos del pasado, y con sus recomendaciones sobre rendición 
de cuentas y reparaciones. El Parlamento de Kenia ha deba-
tido sobre el significado último de su obligación de “tomar 
en consideración” el informe y las instituciones que deben 
implementar las recomendaciones. Tras un debate controver-
sial, el Parlamento enmendó la Ley de Verdad, Justicia y Re-
conciliación100, generando entre los activistas el temor de que 
algunos miembros del parlamento busquen alterar el informe. 
Sin embargo, el informe llegó a proporcionar una platafor-
ma sobre la cual los defensores de derechos humanos puedan 
construir. La sociedad civil keniana y la comunidad interna-
cional tendrán un rol importante que jugar en el monitoreo y 
en ver que lo planteado sea implementado.
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1. CVJR de Kenia, Informe de la Comisión de verdad, justicia 
y reconciliación [en lo sucesivo Informe final de la CVJR], vo-
lumen IV.

2. Informe final de la CVJR, volumen I, capítulo dos, 40 (“La 
Comisión también se benefició inmensamente de la experiencia 
de otras comisiones de la verdad y de las obras de académicos y 
practicantes. Además, la Comisión se inspiró en el trabajo de las 
Naciones Unidas en justicia transicional. En particular, la Co-
misión usó los siguientes documentos de la ONU como guías 
interpretativas: el reporte del secretario general sobre el estado 
de derecho y la justicia transicional en sociedades en conflicto 
y posconflicto; 1 Conjunto de principios para la protección y 
promoción de los derechos humanos a través de la acción para 
combatir la impunidad; 2 Principios básicos y lineamientos so-
bre los derechos de recurso y reparación para víctimas de viola-
ciones flagrantes de la ley internacional de derechos humanos 
y violaciones serias de la ley humanitaria internacional; y 3 el 
reporte del relator especial sobre la promoción y verdad, justicia, 
reparación y garantía de no repetición.”).

3. Véase República de Kenia, Reporte del Grupo de trabajo sobre 
el establecimiento de una Comisión de verdad, justicia y recon-
ciliación (agosto 26, 2003) [en lo sucesivo el Reporte del Grupo 
de trabajo CVJR].

4. Por ejemplo, la CVJR adoptó procedimientos especiales para 
asegurarse que los grupos vulnerables, incluyendo mujeres, niños 
y personas con discapacidades estuvieran representadas en los pro-
cesos o que se les diera otra oportunidad para que compartieran 
sus experiencias. (Informe final, volumen I, resumen ejecutivo, 
viii.) Las mujeres, y hasta donde fuese posible, las víctimas, se vie-
ron comprometidas como personas que tomaron declaraciones. 
(Informe final, volumen I, capítulo 3, 83.) Consistentemente con 
su política de género, la Comisión aseguró que todos sus nom-
bramientos fueran hechos respecto al principio de igualdad de 
género. (Informe final, volumen uno, capítulo uno, 33.) Cuando 
diseñaron su política de reconciliación, esta observó los procedi-
mientos usados por la Comisión de la Verdad y la Reconciliación 
de Sierra Leona. (Informe final, volumen I, capítulo 2, 46.)

5. Véase, por ejemplo, www.standardmedia.co.ke/?articleI-
D=2000090220&story_title=uhuru-s-kin-sue-CVJR-over-report; 
http://ictj.org/news/ictj-Kenia-high-court-uphold-victims-ri-
ghts-truth-justice?utm_source=International+Center+for+Transitio-
nal+Justice+Newsletter&utm_campaign=aa14e33662-ICTJ_In_
Focus_Issue_33_Oct_2013&utm_medium=email&utm_term=0_
2d90950d4d-aa14e33662-245958769 

6. Véase, por ejemplo, Augustine Njeru Kathangu & Otros nue-
ve v. CVJR y Bethuel Kiplagat (Solicitud miscelánea del alto tri-
bunal No. 470 de 2009).

7. Diálogo y reconciliación nacional de Kenia: Declaración de 
principios sobre temas de larga data y soluciones, con la agenda 

de la matriz de implementación [Elemento 4 de la Agenda], (23 
de mayo de 2008): Preámbulo.

8. Diálogo nacional de Kenia, Agenda y cronograma anotados (1 
de febrero de 2008).

9. Ibíd.

10. En una declaración pública emitida el 4 de febrero de 2008, 
las partes mencionaron que se “debía establecer una Comisión 
de verdad, justicia y reconciliación que incluyera juristas inter-
nacionales y locales.”

11. Diálogo nacional de Kenia, Elemento tres de la agenda: 
Cómo resolver la crisis política (14 de febrero de 2008).

12. Informe final de la CVJR, volumen IV, 6, ¶ 17.

13. Reporte del Grupo de trabajo de la CVJR (26 de agosto de 
2003).

14. Ibíd., 11.

15. La Comisión de revisión de la constitución de Kenia 
(CKRC), tal como se fusionó con la iniciativa Ufungamano en 
diciembre de 2000, tomó pasos para solicitar la opinión de los 
kenianos sobre algunas de las mismas preguntas. Con la misión 
de explorar la necesidad de una nueva constitución, el informe 
final de la CKRC aprobó la emisión el 10 de febrero de 2005, 
incluyendo una propuesta para establecer un ente de derechos 
humanos denominado la Comisión sobre Derechos Humanos y 
Justicia Administrativa, que los kenianos dijeron que debía:

“Actuar como un vigilante contra la amplia violación 
existente de derechos humanos; asegurar la protección, 
desarrollo y obtención de derechos humanos; investi-
gar las acusaciones de violaciones de derechos huma-
nos; desarrollar programas para educar al público sobre 
sus derechos; manejar los enfrentamientos por tierra de 
1991– 1997; lidiar con los abusos pasados de derechos 
humanos; lidiar con los asesinatos políticos pasados; 
investigar y reparar las injusticias históricas entre los 
pastorales en la provincia nororiental durante la era 
colonial y poscolonial; promover el diálogo y la resolu-
ción pacífica de conflictos pos medio de la mediación 
y arbitraje; lidiar con las pérdidas y desplazamientos de 
terrenos; lidiar con una representación política pobre y 
la explotación; lidiar con injusticias sociales y económi-
cas tales como injusticias étnicas, corrupción y nepotis-
mo cometidos contra los kenianos desde los tiempos 
de la colonia; y lidiar con aquellos que saquearon los 
fondos públicos desde 1963 y asegurar que estos sean 
restringidos.”

16. Reporte final de la Comisión de revisión de la constitución 
de Kenia (10 de febrero de 2005), 314.
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17. Ley de entendimiento y reconciliación nacionales No. 4 de 
2008 (fecha de consentimiento e inicio (20 de marzo de 2008).

18. Según el acuerdo sobre los Principios de sociedad del gobier-
no de coalición se enfatizó:

“Preámbulo: La crisis desatada en las elecciones presi-
denciales realizadas en el 2007 puso en evidencia divi-
siones profundas y de larga data en la sociedad keniana. 
Si se dejaran sin atender, estas divisiones amenazarían la 
misma existencia de Kenia como un país unificado… 
Este acuerdo está diseñado para crear un ambiente que 
conduzca a dicha sociedad y a crear una confianza mu-
tua. No se trata de crear posiciones o cargos que recom-
pensen a los individuos. Se busca habilitar a los políticos 
de Kenia para que vayan más allá de las consideraciones 
partidarias con el objetivo de promover los mayores in-
tereses de la nación como un todo, y proporciona los 
medios para implementar una agenda de reforma co-
herente y de largo alcance para abordar las causas prin-
cipales del conflicto recurrente y para crear una Kenia 
mejor, más segura y más próspera para todos.”

19. También debía establecerse un Comité de revisión indepen-
diente de las elecciones generales de 2007 (IREC).

20. Odinga y Kibaki no firmaron en persona, pero tuvieron a 
otros que firmaron en su nombre en el gobierno y en el Movi-
miento Democrático Naranja (ODM).

21. Diálogo Nacional de Kenia, Comité de revisión indepen-
diente (4 de marzo de 2008).

22. También debía establecerse un Comité de revisión indepen-
diente de las elecciones generales de 2007 (IREC).

23. Diálogo nacional y reconciliación de Kenia: Comisión de 
investigación de violencia en las poselecciones (4 de marzo de 
2008).

24. Ibíd., “Actividades clave.”

25. Ibíd.

26. Ibíd., 1.

27. Ibíd.

28. Diálogo nacional y reconciliación keniana, sesiones de las 
partes nombradas por el presidente Mwai Kibaki y el honorable 
Raila Odinga, Sesión décimo octava, 29 de febrero de 2008 (en 
el Hotel Serena, Nairobi, Kenia), www.innercitypress.com/ Ke-
nia18.doc

29. El proceso legislativo en conexión con la Ley CVJR fue abre-
viado. La oficina del Fiscal general preparó un borrador de la ley 
CVJR y “consultó con los respectivos abogados representantes 

de las organizaciones no gubernamentales prominentes.” Sin 
embargo, no se realizaron consultas más amplias, un punto de 
contención entre la sociedad civil. Véase el Cable 08NAIRO-
BI1170, Actualización sobre la Comisión de investigación de 
violencia pos elecciones y la Comisión de la verdad, justicia y 
reconciliación (7 de mayo de 2008), http://www.wikileaks.org/
plusd/cables/08NAIROBI1170_a.html; Ndung’u Wainaina, 
“The Truth, Justice And Reconciliation Comisión: A flawed law” 
(29 de enero de 2009).

30. Ley de la CVJR, Sección 5 (1) (a) – (b).

31. Ley de la CVJR, Sección 5 (1) (g).

32. Ley de la CVJR, Sección 5 (1) (j).

33. Ley de la CVJR, Sección 5 (1) (h).

34. Ley de la CVJR, Sección 5 (1) (i).

35. Ley de la CVJR, Sección 38.

36. Ley de la CVJR, Sección 5 (1) (e) y 6 (c).

37. Ley de la CVJR, Sección 5 (1) (e) y 34 (2).

38. Ley de la CVJR, Sección 5 (1) (d).

39. El mandato de la CVJR siguió las recomendaciones del 
Grupo de Trabajo de 2003, las cuales habían señalado que “los 
crímenes económicos están tan entrelazados con las violaciones 
de derechos humanos” que el mandato de una comisión debe-
ría cubrirlos también. El Grupo de Trabajo concluyó que “una 
comisión de la verdad debería abordar un conjunto selecto de 
crímenes económicos que tuvieran efecto directo sobre el dis-
frute de derechos económicos, sociales y culturales.” Reporte del 
Grupo de Trabajo de la CVJR, 11.

40. Véase el Reporte mutuo del Grupo de trabajo en el estable-
cimiento de una Comisión de la verdad, justicia y reconciliación 
(2003): Anexos 3 y 4.

41. En la Declaración de principios sobre problemas de largo 
plazo y soluciones del 23 de mayo de 2008, las partes habían 
descrito la importancia de los problemas de la tierra así:

“Reconocemos que el tema de la tierra ha sido la fuente 
de problemas económicos, sociales, políticos y ambien-
tales en Kenia por muchos años. Estamos de acuerdo en 
que una reforma agraria es una necesidad fundamental 
en Kenia, y que el tema debe ser abordado de forma 
comprehensiva y con la seriedad que se merece. En 
esta dirección, estamos de acuerdo en apoyar com-
pletamente los esfuerzos para establecer los factores 
responsables por los conflictos sobre la tierra y en 
formular e implementar recomendaciones a corto, 
mediano y largo plazo sobre el tema.”
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42. Diálogo nacional de Kenia, Comisión de la verdad, justicia y 
reconciliación (4 de marzo de 2008): Parámetros generales.

43. Ibíd.

44. Allan Ngari, “Reconciling Kenya—Opportunities for Cons-
tructing a Peaceful and Socially Cohesive Nation,” Policy Brief 
1 (julio 2012): 5, www.folkebernadotteacademy.se/Page-Fi-
les/7708/IJR%20Policy%20Brief.pdf; Stephen Brown, The 
National Accord, Impunity, and the Fragile Peace in Kenia, en 
Chandra Lekha Sriram, Jemima García-Godos, Johanna Her-
man, Olga Martin-Ortega (eds.), Transitional Justice and Pea-
ce-building on the Ground: Victims and Ex-Combatants (Lon-
dres: Routledge, 2013): 242; Godfrey M. Musila, Options for 
Transitional Justice in Kenya: Autonomy and the Challenge of 
External Prescriptions, The International Journal of Transitional 
Justice 3 (2009): 453.

45. Informe final de la CVJR, Resumen ejecutivo, xv.

46. Ley de la CVJR, art 5.

47. Informe final de la CVJR, volumen I, capítulo 3, 97, ¶ 66.

48. Véanse los hallazgos de violaciones flagrantes de derechos hu-
manos por parte de las agencias de seguridad estatal en el norte.

49. Al igual que la CVJR, la Comisión Waki tenía recursos y 
tiempo limitados y, de ese modo, sus “hallazgos pueden no haber 
sido exhaustivos. En algunos casos, los testigos difícilmente se 
presentaron: el resultado es que cuando la Comisión fue a cier-
tos lugares tales como Kisumu, no hubo otros testigos que los 
funcionarios de los grupos profesionales y el servicio civil que se 
presentaron para testificar acerca de temas relacionados con la 
violencia en la provincia.” Konrad Adenauer Foundation, Krie-
gler y Reporte Waki: Versión resumida (Edición revisada, 2009): 
47–48, www.kas.de/wf/doc/kas_16094-1522-2-30.pdf

50. Véase, por ejemplo, Informe final de la CVJR, volumen I, 
capítulo uno, 41: La Comisión declara que:

“Al requerir que la Comisión establezca un registro 
histórico completo de las violaciones y abusos cometidos 
en un periodo de 45 años, la Sección 5(a) impuso en 
la Comisión una tarea ambiciosa y casi imposible. La 
sección 5(b) usó un lenguaje más permisivo, ya que 
requería que la Comisión estableciera un ‘panorama tan 
completo como fuera posible’. En esencia, la Sección 5(b) 
reconoció de forma implícita que el establecimiento de 
un panorama completo de las causas, la naturaleza y 
la extensión de las violaciones no se podría lograr de 
una forma práctica. Sin embargo, en general, dado el 
hecho de que la Comisión era un ente temporal con 
recursos limitados, los contenidos de este Informe 
no son exhaustivos en términos del establecimiento 
de un registro completo de violaciones flagrantes de 
los derechos humanos o de presentar una imagen 

completa de las causas, la naturaleza y el alcance de 
dichas violaciones.

51. Informe final de la CVJR, volumen I, capítulo 2, 63.

52. Ibíd., 64.

53. Ibíd., 65.

54. Informe final de la CVJR, volumen I, capítulo 1, 36, ¶102.

55. Ley de la CVJR, Sección 20(1).

56. Véase Reporte del Grupo de trabajo de la CVJR, 30.

57. Ibíd., 33.

58. Diálogo nacional y reconciliación keniana, Sesiones de las 
partes nombradas por el presidente Mwai Kibaki y el honorable 
Raila Odinga, Sesión décimo octava, 29 de febrero de 2008 (en 
el Hotel Serena, Nairobi, Kenia), www.innercitypress.com/ Ke-
nia18.doc

59. Interesantemente, la CVJR se enfrentó por lo menos a una 
demanda que alegaba que su mandato debía haber sido más am-
plio; véase Augustine Njeru Kathangu & Otros nueve v. CVJR y 
Bethuel Kiplagat, Corte Superior 40 (Nairobi) Solicitud miscelá-
nea 470 de 2009, discutió el Informe final de la CVJR, volumen 
I, capítulo. 2, 60, ¶ 72.

60. Informe final de la CVJR, volumen I, capítulo 4, 123–54.

61. Ibíd., 144.

62. Ley de la CVJR, secciones 43 y 44.

63. Inicialmente se debían proporcionar 650 millones de che-
lines kenianos respecto a un presupuesto propuesto de 1.2 mil 
millones. Véase CVJR de Kenia, Informe de la Comisión de ver-
dad, justicia y reconciliación, volumen I, capítulo 1, 30, 144–48.

64. Informe final de la CVJR, volumen I, 146.

65. Diálogo nacional keniano, Comisión de la verdad, justicia y 
reconciliación (4 de marzo de 2008).

66. Véase Informe final, volumen I, capítulo 4, 124–43; La Comi-
sión sobre la opinión de asesoría de justicia administrativa respec-
to a la Comisión de la verdad, justicia y reconciliación, Informe 
final, volumen I, apéndice 9; Centro internacional de políticas y 
conflicto, Reporte de monitoreo de la Comisión de la verdad, jus-
ticia y reconciliación (abril 2008 – junio 2010): A Case of Con-
cealing Truth to Reward Impunity, www.icpcafrica.org/index.
php/com-ponent/content/article/43-resource-center/220-monito-
ring-report-of-the-truth-justice-and-reconciliation-Comisión.html

67. Ley de la CVJR, Sección 10(1) (a).
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68. Sección 10 (1), La ley de verdad, justicia y reconciliación en 
el 2008 mencionó las siguientes organizaciones: dos miembros a 
ser nombrados conjuntamente por varias organizaciones religio-
sas: la Conferencia episcopal de Kenia; el Consejo nacional de 
iglesias de Kenia; la Alianza evangélica de Kenia; el Consejo hin-
dú de Kenia; la Iglesia adventista del séptimo día; y el Consejo 
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7.  Caso de estudio: Nepal

Por Elena Naughton

Introducción

Hace casi siete años, los líderes políticos de Nepal acordaron 
durante los diálogos de paz el establecimiento de dos comisio-
nes dedicadas a establecer la verdad sobre los crímenes come-
tidos durante la guerra de 10 años de ese país: una Comisión 
de la Verdad y Reconciliación (CVR), y una Comisión para la 
Investigación de Desapariciones (COID)1.

Los intentos de redactar la legislación necesaria para estable-
cer dichas comisiones fracasaron en repetidas ocasiones. Los 
diferentes proyectos de ley y ordenanzas propuestos para crear 
ambas instituciones presentaban vacíos, planteaban entes par-
cialmente superpuestos, y venían recargados de procedimien-
tos confusos que no garantizaban los derechos de las vícti-
mas2. Los problemas relativos a la rendición penal de cuentas 
y las potenciales amnistías para violaciones flagrantes a los 
derechos humanos han sido puntos conflictivos persistentes, 
al igual que una falta de medidas adecuadas para asegurar la 
independencia o las salvaguardas procedimentales para asegu-
rar la legitimidad de los procesos de búsqueda de la verdad3.

Este ensayo examina cómo los compromisos de Nepal con 
la búsqueda de la verdad fueron incluidos en el acuerdo de 
paz que terminó el conflicto en el país -el Acuerdo Compre-
hensivo de Paz (CPA)- y cómo los esfuerzos siguientes han 
terminado en un punto muerto.

Miramos brevemente hacia atrás en el proceso de paz de Ne-
pal para entender a qué se comprometieron las partes y en qué 
parte de la agenda más amplia de la paz encajaba la búsqueda 
de la verdad. Se considera cómo es que algunos sectores socia-
les clave habían hecho suya la meta de establecer una búsque-
da de verdad acorde con estándares internacionales, al tiempo 
que contemplamos las áreas de resistencia a dichos esfuerzos 
y estándares. El ensayo se centró en tres componentes de la 
experiencia de Nepal:

• Mandato para la búsqueda de la verdad: se examina el 
lenguaje usado por las partes para indicar su compromiso 
con la búsqueda de la verdad, primero en un acuerdo de 
paz bilateral, firmado en una cumbre realizada a inicios 
de noviembre de 2006, y luego en el CPA firmado dos 
semanas después.

• Atasco legislativo: se reseña los diversos intentos de 
promulgar un mandato estatutario para la búsqueda 
de la verdad entre 2007 y 2013: unos centrados en las 
desapariciones; otros, en establecer una CVR que cubriera 
el amplio rango de violaciones de derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario; y otro más que buscaba 
fusionar la CVR y la COID en una sola entidad.

• Mecanismos institucionales: se describe y analiza el 
principal mecanismo institucional designado en el CPA 
para llevar adelante la transición, esto es, la Asamblea 
Constituyente.

Una agenda de paz ambiciosa

El 21 de noviembre de 2006 se firmó un acuerdo de paz en-
tre el gobierno de Nepal y el Partido Comunista de Nepal 
(maoísta) para dar fin a un conflicto armado que había cau-
sado estragos por más de una década4. Desde la aparición de 
los maoístas a inicios de los noventa, ese partido había hecho 
un llamado a realizar cambios sociales, económicos y políticos 
para que la estratificada sociedad de Nepal fuera más inclusi-
va, especialmente en las poblaciones marginadas, incluyendo 
a los pobres rurales. En particular, los maoístas buscaban ter-
minar con el sistema monárquico del gobierno.

Los maoístas no eran el único partido que luchaba por el 
poder o que proponía reformas radicales: una constelación 
de partidos políticos representativos, algunos con un amplio 
apoyo popular, también se opusieron a la monarquía, y al 
gobierno elegido personalmente por el rey, pero rechazó las 
tácticas insurgentes de los maoístas, demandando elecciones 
y una dirección multipartidaria.

Las negociaciones de paz tuvieron lugar en medio de una vio-
lencia continua, con un trasfondo de sufrimiento y destruc-
ción. Casi todas las regiones de Nepal habían sido afectadas 
por la guerra. En casi todos los setenta y cinco distritos admi-
nistrativos de Nepal, salvo en dos de ellos, se reportó asesina-
tos relacionados con el conflicto5. Más de 13.000  personas, 
incluyendo combatientes y civiles, fueron asesinados entre 
1996 a 2006, y aproximadamente 1.300 estuvieron desapa-
recidos6. Las atrocidades incluían no únicamente las ejecu-
ciones ilegales, sino también desapariciones forzosas, tortura, 
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arrestos arbitrarios y violencia sexual; los desplazados internos 
se estimaron entre 100.000 – 200.000 y decenas de miles hu-
yeron a lo largo de la frontera en calidad de refugiados7.

Para evaluar las cuestiones fundamentales de la raíz del con-
flicto y para crear una paz durable, las partes de los diálogos 
de paz buscaron combinar la estabilización y los mecanismos 
de repartición del poder con reformas que abordarían las pro-
fundas desigualdades que agobiaban a la sociedad nepalesa en 
un nuevo marco constitucional aún no redactado y un siste-
ma democrático.

Con tantas metas por cumplir, el CPA fue ambicioso en su 
enfoque. En el preámbulo, las partes expresaban su determi-
nación “para desarrollar una reestructuración progresiva del 
estado para resolver los problemas étnicos, regionales, de gé-
nero y de clase” El acuerdo declaró el “inicio de un nuevo 
capítulo de colaboración pacífica” que incluiría “la reestructu-
ración democrática del estado y la transformación económica, 
social y cultural”8. El ejército nepalés iba a ser democratizado 
también y los combatientes maoístas iban a ser reintegrados a 
la sociedad y una vez que fuesen registrados, probablemente 
podrían ser absorbidos por las fuerzas de seguridad nepalesa9.

El CPA prometió no únicamente reconfigurar el estamento 
político, sino también el cumplimiento con los “principios 
universalmente aceptados de derechos humanos fundamen-
tales”10 a lo largo del espectro completo: “civil, político, eco-
nómico, social y cultural”11. El estado iba a ser restructurado 
de una forma “inclusiva, democrática y progresiva”12. Los 
derechos humanos fundamentales fueron enumerados de 
forma explícita, incluyendo el derecho a la vida, la dignidad 
individual, la libertad de fijar residencia, la libertad de expre-
sión e información y el derecho a la salud y a la educación13. 
También se realizaría una reforma agraria para terminar con 
la “propiedad feudal de tierra” y para introducir políticas que 
doten de tierras a los ocupantes ilegales sin tierra, a los peones 
en estado de servidumbre y a pastores, entre otros14. La tierra 
y las propiedades  confiscadas por los maoístas durante el con-
flicto debían ser devueltas.

El legado devastador de la guerra y el pasado recibieron 
menos atención en el cuerpo del acuerdo15. Sin embargo, 
las partes de forma importante se comprometieron con el 
establecimiento de una CVR y prometieron hacer pública 
la información sobre la ubicación o destino de los desapa-
recidos16.

Un acuerdo ambiguo sobre la verdad

El CPA y el compromiso con la búsqueda de la verdad fueron 
la culminación de un proceso irregular de negociación. En 
2001, y de nuevo en 2003, los diálogos de paz habían fracasa-
do, con los partidos políticos, los maoístas y el palacio manio-
brando por una ventaja estratégica en una lucha de tres partes. 

Salvo por una cadena de acuerdos de cese al fuego de corta 
vida, no se hizo un compromiso formal entre las partes hasta 
que los maoístas y los partidos más representativos formaron 
al fin una alianza y firmaron una serie de acuerdos bilaterales 
en respuesta al golpe de estado al rey Gyanendra el 1 de febre-
ro de 2005. Estos acuerdos bilaterales fueron los primeros en 
mencionar una búsqueda de la verdad en Nepal centrada en 
los detenidos y en el destino de los desaparecidos17.

Las desapariciones forzosas fueron utilizadas comúnmente 
durante el conflicto por las fuerzas de seguridad como una 
herramienta de contrainsurgencia18. Igualmente, muchas 
víctimas de reclutamiento forzado por parte de los maoístas 
desaparecieron. En 2003 y 2004, Nepal fue el primer país 
en número de casos reportados de desapariciones forzosas19. 
Tempranamente las familias de los desaparecidos y detenidos 
presionaron por la inclusión del tema en la agenda política, 
incluyendo la realización de huelgas de hambre, y mantuvie-
ron su postura llenando informes en la policía y adelantando 
acciones de habeas corpus en las cortes20.

En respuesta, el gobierno estableció varias comisiones de in-
vestigación sobre desapariciones, aunque los resultados en ge-
neral fueron decepcionantes21. Por ejemplo, una comisión de 
investigación de desapariciones creada por el Ministerio del 
Interior y presidida por el Secretario Conjunto de Asuntos In-
teriores, Narayan Gopal Malego, investigó apenas 36 casos de 
desapariciones, y aclaró el paradero de tan solo 2422. Del mis-
mo modo, en abril de 2006 otro comité -el Comité Neupane- 
investigó el estado de 776 personas desaparecidas, pero sólo 
averiguó el de 17423. En cada una de estas instancias, aunque 
se resolvió unos cuantos casos, los otros se encontraron con 
negaciones o fueron desestimados por falta de pruebas, y mu-
chas desapariciones se “volvieron permanentes”24.

Las cuestiones relativas a los secuestrados y desaparecidos 
fueron parte de la negociación durante las conversaciones 
bilaterales. Esto llevó, a finales de mayo de 2006, a una pro-
mesa preliminar por parte de los maoístas y del gobierno para 
acordar un código de conducta para un cese al fuego en cuyo 
desarrollo se llegara a “liberar gradualmente a los detenidos” y 
a “divulgar la ubicación” de los desaparecidos25. Al incremen-
tarse la presión para resolver dichos asuntos, el mismo mes la 
Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas (OACNUDH) emitió un informe sobre de-
tenciones arbitrarias, tortura y desapariciones por parte de la 
Armada Real Nepalés (RNA, por sus siglas en inglés) durante 
el período 2003-2004, señalando hallazgos específicos26.

En agosto de 2006, la Corte Suprema conformó un Equipo 
de Investigación sobre Presos (DIT), dirigido por un juez del 
Tribunal de Apelación, para investigar casos de desaparición 
forzosa. Éste recomendó la creación de una comisión sobre 
desapariciones forzosas y la formulación de una ley para pe-
nalizar las desapariciones forzosas en el futuro27.
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Los desaparecidos habían sido el punto principal de la discusión de cualquier instrumento de búsque-
da de la verdad, cuestión que era percibida como crítica y que movilizaba defensores y partidarios a 
lo largo del país. Para los maoístas, las desapariciones forzosas fueron una preocupación principal, 
debido a que las personas acusadas de ser simpatizantes de su causa representaban la mayoría de 
aquellos que habían desaparecido.

Hasta noviembre de 2006, cuando la CPA estuvo a punto 
de ser firmada, la desaparición había sido el punto principal 
de discusión para cualquier instrumento de búsqueda de la 
verdad, asunto que era percibido como crítico y que movi-
lizó defensores y simpatizantes a lo largo del país28. Para los 
maoístas, las desapariciones forzosas eran una preocupación 
primaria, ya que las personas acusadas de simpatizar con ellos 
representaban la mayoría de quienes habían desaparecido29.

Fue en este contexto donde surgió la idea de una comisión 
de la verdad, aunque esta tenía un público interesado menos 
definido y contaba con muchos oponentes entre los actores 
armados. Warisha Farasat y Priscilla Hayner describieron la 
evolución en el pensamiento de la comisión de la verdad de 
Nepal de este modo:

“La génesis de la Comisión de la Verdad y la Recon-
ciliación es menos clara. Algunos observadores bas-
tante cercanos se sorprendieron de encontrar dispo-
siciones sobre una comisión de la verdad en el CPA 
sin que se hubiera escuchado antes una discusión 
extensa del tema. Adicionalmente, un alto asesor de 
la Secretaría de Paz resaltó que no hubo mención 
de una CVR en los primeros cuatro borradores del 
CPA. Sin embargo, los miembros nacionales y los 
asesores internacionales de la Secretaría de Paz re-
cordaron que la formación de una CVR había sido 
discutida de manera informal tanto por la Secretaría 
de Paz como por su Grupo de Trabajo. Esta discu-
sión fue alimentada inicialmente por el interés de los 
miembros del gobierno (del Partido del Congreso 
Nacional) en el diseño de un mecanismo de largo 
plazo para abordar las violaciones pasadas, que asu-
mieron habían sido cometidas en gran medida por 
los maoístas. Al inicio, los maoístas no aceptaron 
fácilmente la sugerencia de formar una CVR, argu-
mentando que en primer lugar se debía publicar los 
nombres de los desaparecidos”30. 

La idea de tener comisiones de la verdad como parte de un 
proceso de paz había ganado aceptación hacia 2006, tanto 
que para los expertos y las instituciones internacionales se ha-
bía convertido en un aspecto “reglamentario” o imperativo. 
Este fenómeno probablemente se reflejaba en la inclusión de 
una comisión de la verdad en el proceso de paz nepalés sin 
una movilización activa por parte de las partes interesadas31. 

Tal vez algo más significativo fue que la idea de una comisión 
de la verdad se considerara atractiva por quienes buscaban 
evadir la responsabilidad penal por los abusos, bajo la per-
cepción de que la Comisión de la Verdad y la Reconciliación 
Surafricana había representado un intercambio de verdad por 
justicia. La idea de una comisión “al estilo de Sudáfrica”, ca-
paz de ofrecer amnistías por las violaciones serias de los de-
rechos humanos, contribuyó a la confusión y la desconfianza 

alrededor del proceso32. Dicho enfoque generó resistencia en-
tre algunos, y agregó complejidad y retrasos a los procesos de 
aprobación de la legislación.

Al final, el acuerdo bilateral firmado por la Alianza de Siete 
Partes y el Partido Comunista de Nepal (maoísta) tras la cum-
bre, el 8 de noviembre de 2006, fue el primero en mencionar 
tanto una comisión de alto nivel para investigar las desapari-
ciones33 como una CVR34. El acuerdo, conocido como Deci-
siones de la Cumbre de la Alianza de Siete Partes y el Partido 
Comunista de Nepal (maoísta) (Acuerdo de la Cumbre), dis-
puso que:

“I.2 Una comisión de alto nivel sería conformada 
para investigar y hacer pública la ubicación de los 
ciudadanos reportados como desaparecidos por el 
estado y los maoístas en el pasado.

[…]

IV.4. Una Comisión de la Verdad y la Reconciliación 
de alto nivel será conformada basada en el consenso 
para establecer los hechos sobre personas involucra-
das en violaciones graves de los derechos humanos y 
de quienes cometieron crímenes contra la humani-
dad en el curso del conflicto armado, y para crear un 
ambiente de reconciliación en la sociedad.”

El CPA, firmado dos semanas después, contenía el primer 
compromiso escrito para una búsqueda de la verdad conve-
nida por el gobierno de Nepal. En su preámbulo, referen-
ció y reafirmó los “compromisos completos” pactados por las 
partes en los acuerdos bilaterales anteriores, incluyendo los 
contenidos en el Acuerdo de la Cumbre, que se anexó al CPA 
y debía “constituir parte integral del acuerdo”35.

Los compromisos para el establecimiento de una CVR de alto 
nivel, y para resolver las cuestiones alrededor de los desapare-
cidos, se dispusieron en el CPA bajo el encabezado “Medidas 
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de normalización de la situación”, en la sección de “Cese al 
fuego”:

“5.2.3. Ambas partes acuerdan hacer pública, dentro 
de 60 días tras la firma del acuerdo, la información 
sobre el nombre real, la casta y la dirección de las 
personas ‘desaparecidas’ o asesinadas durante la gue-
rra, e informar a las familias al respecto.

5.2.5 Ambas partes acuerdan conformar una Comi-
sión de la Verdad y (la) Reconciliación de alto nivel a 
través de un acuerdo mutuo, con el fin de investigar 
la verdad acerca de personas que violaran gravemen-
te los derechos humanos y estuvieran involucradas 
en crímenes contra la humanidad, y también (para) 
crear un ambiente de reconciliación en la sociedad”.

Las disposiciones del acuerdo de la cumbre y el CPA relacio-
nadas con la búsqueda de la verdad son mínimas. A diferencia 
de otros aspectos del acuerdo de paz, como las disposiciones 
sobre desarme, que se presentan en detalle, todos los aspectos 
procedimentales y sustantivos relacionados con la búsqueda 
de la verdad se dejaron para ser decididos por los políticos 
futuros. Las partes no ofrecen una visión para la búsqueda de 
la verdad, ni se configuran objetivos concretos. No hay ningu-
na mención de la verdad como un derecho o una obligación 
estatal relacionada con las víctimas de violaciones de derechos 
humanos.

De hecho, el CPA fue menos específico que el Acuerdo de 
la Cumbre en relación con las desapariciones forzosas. ¿La 
divulgación de “información” se relacionaba únicamente con 
casos de desaparición forzosa durante el período de 10 años 
de la insurgencia maoísta? ¿Los casos anteriores serían inves-
tigados por la CVR?

El lenguaje relacionado con la CVR en ambos acuerdos tam-
poco es específico. No hay un sentido claro sobre el alcance de 
la investigación o del período a ser investigado. Los acuerdos 
mencionaron el “conflicto armado” y la “guerra”, pero no de-
finieron lo que significaban uno y otra. Se menciona las viola-
ciones graves de los derechos humanos y los crímenes contra 
la humanidad, pero no se identifica violaciones específicas. 
No se ofrece parámetros acerca de cómo debería o podría 
operar la CVR. Los primeros acuerdos revelan una evolución 
desde la mención general de  “errores y (las) debilidades pasa-
das” y un compromiso para “investigar los incidentes”, hacia 
un compromiso más específico para investigar “violaciones 
graves de los derechos humanos” y la implementación de me-
canismos para la búsqueda de la verdad y la reparación36. Sin 
embargo, el CPA no contiene mecanismos específicos para 
abordar la impunidad y para exigir una rendición de cuentas 
por las serias violaciones de derechos humanos que ocurrieron 
en Nepal.

En cambio, el CPA autorizó el retiro de “acusaciones, recla-
mos, quejas y casos bajo consideración presentados contra 
varios individuos por razones políticas, y la divulgación in-
mediata de la situación de quienes se hallan encarcelados y 
su inmediata liberación”37. Este lenguaje ha sido usado para 
apoyar el retiro de cargos contra “numerosos líderes políti-
cos”, que incluyen crímenes de naturaleza no política como 
los asesinatos38.

Otras partes del CPA reiteraron la necesidad de una investiga-
ción, pero no proporcionaron mucho detalle:

“7.1.3. Ambas partes expresan el compromiso con el 
desarrollo de una acción y una investigación impar-
ciales según la ley contra las personas responsables 
de crear obstrucciones al ejercicio de los derechos 
vislumbrados en la carta de aceptación, y aseguran 
que dicha impunidad no será tolerada. Aparte de 
esto, también aseguran el derecho de las víctimas del 
conflicto y de torturas, y de las familias de los desa-
parecidos, a obtener alivio.

7.3.2. Ambos lados respetan completamente el de-
recho del individuo a la libertad y a la seguridad, 
no mantendrán a nadie bajo detención arbitraria o 
ilegal, no cometerán secuestros ni mantendrán per-
sonas cautivas. Ambas partes acuerdan hacer público 
el estado de cada individuo “desaparecido” y man-
tenido cautivo, e informarán sobre esta situación a 
los miembros de sus familias, asesores legales y otras 
personas autorizadas.”

Otras declaraciones de alto nivel posteriores al CPA no fueron 
más específicas. Aunque también expresaban un compromiso 
con la búsqueda de la verdad, mantenían las ambigüedades 
del CPA. La Constitución Interina 2063 de Nepal (2007) 
obligó al gobierno a poner en práctica algunos mecanismos de 
justicia transicional, incluyendo la “Comisión de Alto Nivel 
de la Verdad y (la) Reconciliación” como un programa de ali-
vio para las familias de las víctimas de desaparición forzosa39. 
Sin embargo, esta Constitución Interina no hizo mucho para 
resolver las preguntas frecuentes sin resolver en el CPA:

“33. Responsabilidades del Estado: el Estado tendrá 
las siguientes responsabilidades:

p) Hacer arreglos para un alivio, reconocimiento 
y rehabilitación apropiados para las familias de las 
personas fallecidas, los discapacitados y las personas 
indefensas debido a lesiones en el curso del conflic-
to armado.

q) Proporcionar alivio a las familias de las víctimas 
basándose en el informe de la Comisión de 
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Investigación constituida para investigar los casos de 
las desapariciones ocurridas en el curso del conflicto.

s) Constituir una Comisión de Alto Nivel de la Ver-
dad y (la) Reconciliación para investigar los hechos 
relacionados con violaciones graves de derechos hu-
manos y crímenes contra la humanidad cometidos 
en el curso del conflicto, y (para) la creación de una 
atmósfera de reconciliación en la sociedad.”

Una revisión breve de los intentos legislativos para crear la 
COID y la CVR desde el CPA muestra un patrón de parálisis 
entre los líderes políticos de Nepal. Los principales puntos 
coyunturales fueron los temas de amnistías, rendición penal 
de cuentas y reconciliación, y cómo estos podrían equilibrarse 
y ser operativos en el marco de trabajo de una institución o de 
instituciones buscadoras de la verdad.

Atasco legislativo

Los intentos de aprobar leyes que implemente la búsqueda 
de la verdad han estado marcados por el fracaso durante gran 
parte de los últimos siete años. Las iniciativas han seguido dos 
caminos: uno, hacia la COID, y otro, hacia la CVR.

Las primeras iniciativas presentadas en la legislatura interina 
involucraron a los desaparecidos, y se apoyaban en el impulso 
existente y en el trabajo de sectores promotores de esa causa. 
Sin embargo, más que buscar aclarar el destino de los desapa-
recidos, tal como requería el CPA, estas propuestas legislativas 
eran prospectivas, diseñadas principalmente para enmendar 
el Código Legal Nacional al agregar disposiciones para pena-
lizar la desaparición forzosa. Como resultado, fueron evalua-
dos como “severamente deficientes por las organizaciones de 
derechos humanos y los grupos de víctimas”40. En junio de 
2007, una decisión de la Corte Suprema de Nepal ordenó al 
gobierno promulgar una ley especial para penalizar la desapa-
rición forzosa, para formar una comisión para determinar la 
ubicación de las personas desaparecidas y para proporcionar 
alivio provisional a las familias de las víctimas41, pero esa or-
den no fue implementada.

Por la misma época, a mediados de 2007, el Ministro de Paz y 
Reconciliación (MoPR) publicó un primer borrador del pro-
yecto de ley de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación 
(CVR) 2064 (2007). Según dicho borrador, la CVR exami-
naría las violaciones de los derechos humanos que ocurrieron 
entre el 13 de febrero de 1996 y el 21 de noviembre de 200642. 
La comisión tendría el poder de recomendar amnistías si el 
victimario presentaba una solicitud de amnistía mostrando 
arrepentimiento por “los atropellos cometidos” durante el 
conflicto armado443. Si bien no se podría recomendar una 
amnistía para asesinatos, tratamientos inhumanos, torturas 
o abusos sexuales, una persona que hubiese sido “encontrada 

culpable de violaciones graves de los derechos humanos o 
crímenes contra la humanidad” podría recibir una recomen-
dación de amnistía si dichos crímenes hubieran sido come-
tidos “en el cumplimiento de sus deberes, o con el objetivo 
de atender motivos políticos”. Aunque la disposición de la 
amnistía planteaba estas salvedades, su inclusión creó enor-
me desconfianza y resistencia entre los grupos de víctimas 
y la sociedad civil44. Aparentemente, el lenguaje acerca de 
las amnistías en el primer borrador y en las siguientes va-
riaciones estaba influido por el texto de la legislación que 
estableció la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de 
Sudáfrica45, pero de forma simplificada, omitiendo los one-
rosos requerimientos dispuestos por la ley sudafricana para 
considerar una petición de amnistía. Específicamente, esa 
ley fue meticulosa en la definición de qué podría conside-
rarse un “objetivo político”, y qué condiciones serían la base 
para una amnistía; pero dichas definiciones se dejaron a un 
lado en la versión nepalesa.

En noviembre de 2008, un gobierno dirigido por maoístas 
hizo público un proyecto de ley sobre Desapariciones For-
zosas (No. 2065, 2008) y luego lo emitió de forma unilate-
ral como una ordenanza en 2009, mientras el parlamento 
estaba en receso. Sin embargo, la ordenanza expiró antes 
de su implementación por razones de tiempo. Varios bo-
rradores de proyectos de ley separados sobre una COID 
y una CVR lo siguieron, pero ninguno se convirtió en ley 
(véase el Cronograma de eventos significativos: Nepal en 
este capítulo).

Más recientemente, en agosto de 2012, el presidente pro-
mulgó una ordenanza que establecía una “Comisión para 
la investigación de los desaparecidos, (la) verdad y (la) re-
conciliación”, que fusionaría las funciones de la CVR y la 
COID46. El enfoque combinado que contenía tenía “los mis-
mos problemas críticos de los proyectos de ley originales y, 
en algunos casos, como en las disposiciones sobre amnistías, 
los empeoraba47. Los voceros de la sociedad civil rechazaron 
este acto y demandaron la implementación de la ordenanza 
ante la Corte Suprema, citando bases constitucionales48. A 
pesar de haber transcurrido siete años y de numerosos inten-
tos por establecer un mecanismo de búsqueda de la verdad 
para las muchas víctimas de Nepal, aún no se ha implemen-
tado un mecanismo oficial49. La legislación para la búsqueda 
de la  verdad liderada por los partidos políticos contenía de 
manera consistente fallas significativas, y evadía los estánda-
res y las obligaciones internacionales, en particular aquellos 
relacionados con los términos, la legalidad y la pertinencia de 
las amnistías50.  La oposición a dichas disposiciones por parte 
de la sociedad civil, los grupos de las víctimas y la comunidad 
internacional fueron factores importantes para bloquear la 
aprobación de cualquiera de las medidas propuestas durante 
este período.
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Como mencionó en sus comentarios al Consejo de Seguridad 
el Representante Especial del Secretario General en Nepal, 
Ian Martin, en 2009, “Una necesidad de cambio con la cual 
ningún partido ni ejército se ha comprometido efectivamente 
es la de poner fin a la impunidad”51. A lo largo del proceso, los 
partidos políticos han vislumbrado una comisión de la verdad 
principalmente como un vehículo para evitar una potencial 
responsabilidad penal por violaciones serias de los derechos 
humanos, más que como un medio para abordar el pasado de 
forma consistente con el derecho internacionalmente recono-
cido de las víctimas y la sociedad a conocer la verdad.

Por último, aunque los mecanismos para asegurar la imple-
mentación del acuerdo de paz fueron vislumbrados en el 
CPA, estos no fueron facilitados de forma suficientemente 
adecuada para superar los enormes obstáculos políticos en el 
camino de la búsqueda de la verdad en Nepal.

Estructuras institucionales débiles

Según el CPA, una Comisión Nacional de Paz y Rehabilita-
ción debía “crear los mecanismos necesarios para hacer exitosa 
la campaña de paz”52. El Consejo interino de ministros iba 
a “constituir y determinar los procedimientos de funciona-
miento” de la CVR53. Pero ninguno de estos cuerpos tenía po-
der para crear realmente la CVR en ausencia de un mandado 
estatutario. El supuesto general parecía ser que se necesitaba 
legislación aprobada por el parlamento.

Para aprobar la legislación, las partes necesitaban adoptar en 
primer lugar una constitución interina, realizar elecciones54 e 
instalar una Asamblea Constituyente55. Una vez que estuvie-
se instalada, la Asamblea Constituyente redactaría una nueva 
constitución y actuaría como parlamento legislativo interino 
de la nación. Sólo entonces se podrían formular y aprobar 
políticas sobre aspectos clave de la agenda transicional, inclu-
yendo la búsqueda de la verdad. Dicha nueva política tendría 
que ser conceptualizada, promulgada y eventualmente imple-
mentada dentro de la estructura política altamente fragmen-
tada de Nepal, y en el contexto de una cooperación política 
menguante.

Nepal realizó elecciones para la Asamblea Constituyente en 
dos ocasiones desde la firma del acuerdo de paz: la primera, 
el 10 de abril de 2008, luego de varios retrasos; la siguiente, 
el 19 de noviembre de 2013, para instalar una segunda asam-
blea56.

La primera Asamblea Constituyente funcionó por cuatro años 
y recibió cuatro extensiones de su mandato para ser disuelta 
por orden de la Corte Suprema el 27 de mayo de 2012, tras 
no llegar a una decisión sobre una constitución permanente57. 
La redacción de una nueva constitución se había hundido en-
tre debates sobre federalismo y propuestas para la creación de 
nuevos estados con base en la etnicidad58. Tal como describió 
el International Crisis Group, la asamblea “terminó porque 
los líderes de todas las partes, tanto nuevos como viejos, to-
maron decisiones herméticas verticales. Fueron desdeñosos 
con sus propios miembros y nunca explicaron al público las 
cuestiones en juego, confiando en sembrar miedo y en una 
retórica extrema”59.

Desde las elecciones de 2008, el liderazgo del gobierno de 
Nepal cambió en múltiples ocasiones, y el país experimentó 
unos períodos largos de polarización política y de enfrenta-
mientos bastante violentos60. En algunas ocasiones, ciertos 
bloques de los partidos que integraban la Asamblea Constitu-
yente impidieron todo trabajo, a veces incluso por meses61. La 
corrupción, el clientelismo y las políticas étnicas y regionales 
también contribuyeron a los retrasos. Los líderes de los parti-
dos, algunos de los cuales no fueron elegidos, frecuentemente 
ignoraban la Asamblea Constituyente. Adicionalmente, algu-
nos miembros con veto fuera de las ramas ejecutiva y legislati-
va, como el ejército nepalés, bloquearon en algunas ocasiones 
el funcionamiento efectivo de los procesos democráticos.

En este contexto, la legislación necesaria para establecer un 
mecanismo oficial de búsqueda de la verdad, ya fuera como 
comisión de la verdad o como una comisión sobre los desa-
parecidos, recibió muy poca atención o —cuando estaba en 
la mira de los políticos— incluyó un lenguaje adverso a los 
derechos de las víctimas, lo que recibió una oposición consis-
tente por parte de los grupos de víctimas y la sociedad civil. 
Las consultas organizadas entre septiembre y mediados de no-
viembre de 2011 con el apoyo de la OACNUDH intentaron 
crear consenso sobre una ley de la CVR que cumpliera con 
los estándares y las leyes internacionales, pero tuvieron poco 
impacto. Si bien dichas consultas llevaron a unas propuestas 
alternas concretas, los proyectos emergentes de la Asamblea 
Constituyente generalmente incluyeron medidas que permi-
tirían que una comisión futura recomendara amnistías para 
los victimarios implicados en violaciones serias de derechos 
humanos. El proceso se estancaría de nuevo al enfrentar una 
fuerte oposición pública62.

Es evidente que el lenguaje de las amnistías en el primer borrador y las siguientes variaciones fue 
influido por el texto de la legislación que estableció la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de 
Sudáfrica, pero de una forma simplificada, omitiendo los onerosos requerimientos dispuestos por la 
ley sudafricana para la consideración de una petición de amnistía.
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Conclusiones

El CPA, que brindó un fin al conflicto en Nepal, compro-
metió a las partes en un rango de medidas de corto, mediano 
y largo plazos para gestionar la cesación de hostilidades y la 
transición hacia la paz y la democracia. Aunque incluyó com-
promisos con la búsqueda de la verdad, estaba completamen-
te vacío de cualquier lineamiento sustantivo, procedimental 
u organizacional. A pesar de un apoyo considerable por parte 
de las Naciones Unidas, la sociedad civil y otros actores inter-
nacionales para ayudar a formular una legislación consistente 
con las obligaciones y los estándares internacionales, ni una 
CVR ni la COID han sido creadas hasta este momento.

Tal fracaso es lamentable y paradójico considerando que du-
rante el conflicto las víctimas se movilizaron en contra de las 
desapariciones forzosas y que el tema recibió la atención de las 
partes. La inclusión de una mención breve sobre una comi-
sión de la verdad como parte del CPA, junto a una necesidad 
bien establecida de determinar la suerte de los desaparecidos, 
se muestra artificial en el sentido de que no responde a de-
mandas concretas por parte de sectores sociales claramente 
identificables. En cambio, podría decirse que la ambigüedad 
en la búsqueda de la verdad registrada en el CPA diluyó las 
ganancias de los primeros acuerdos, traicionó el interés cada 
vez menor de las partes, y dio poca orientación a los futuros 
políticos.

La decisión subsiguiente, basada en una decisión de la Cor-
te Suprema de buscar la creación de dos instituciones por 
separado (una comisión de la verdad y una comisión de los 
desaparecidos), con muchos traslapes, generó complicaciones 
adicionales; pero estos eran problemas técnicos que podrían 
haberse solucionado. Sin embargo, en el contexto de unas 
partes interesadas poderosas que generalmente están más in-
teresadas en evitar la rendición de cuentas que en la búsqueda 
de la verdad, las dificultades se convirtieron en un pretexto 
para la inacción y para equivocaciones. En este contexto, la 
insistencia en aprobar una legislación para ambos entes, aun-
que es legítima, benefició a quienes estaban interesados en 
evitar una acción.

El caso de Nepal presenta una situación problemática en la 
cual una comisión de la verdad, originalmente sin un apoyo 
orgánico de la sociedad, fue incluida en un proceso de paz 
principalmente para satisfacer los intereses de poderosas par-
tes interesadas que buscaban una alternativa a los procesos 
penales, abriendo de este modo un debate prolongado y pe-
sado sobre la incompatibilidad entre las obligaciones interna-
cionales de Nepal y las amnistías por violaciones graves a los 
derechos humanos.

Para las circunscripciones “naturales” de la búsqueda de la 
verdad, como las víctimas y los grupos de la sociedad civil, 
la situación presentó una complicación táctica: había urgen-

cia y un apoyo básico para la búsqueda de los desaparecidos, 
pero la insistencia en aprobar tanto la CVR como la COID 
al mismo tiempo significó que la acción sobre los desapare-
cidos se retrasara, debido a dificultades alrededor de la CVR. 
Igualmente, la percepción errónea de que los estándares in-
ternacionales que requerían estos cuerpos únicamente podían 
ser adoptados por una acción parlamentaria redujo el debate 
al difícil espacio de una Asamblea Constituyente.

El hecho de que el proceso de paz ofreciera una guía muy 
débil resulta un factor significativo para explicar la falta de 
avances en el establecimiento de la CVR y de la COID, pero, 
sobre todo, indica falta de interés. Otros acuerdos de paz 
-como el de Guatemala- ofrecieron escasas precisiones en re-
lación con la búsqueda de la paz, pero se equilibraron con la 
complejidad de la legislación, y aprovecharon una alineación 
afortunada de intereses políticos básicos, el interés internacio-
nal y la  movilización de las víctimas alrededor de demandas 
muy concretas.

En Nepal, incluso un factor positivo como las fuertes decisio-
nes tomadas por la Corte Suprema en relación con las obliga-
ciones estatales frente a los desaparecidos resultó neutralizado. 
Los voceros de la sociedad civil, los intereses internacionales y 
las decisiones judiciales correctas no resultaron eficaces frente 
a una Asamblea Constituyente que no iba a producir legisla-
ción adversa a los intereses de las élites política y militar, lo 
cual se refleja consistentemente en su interés en una ley de la 
CVR que contenga la posibilidad de recomendar amnistías 
para violaciones serias a los derechos humanos.

Esto no quiere decir que la lucha por la verdad en Nepal esté 
perdida. Todo lo contrario, ya que la sociedad civil y la víc-
timas continúan su trabajo fortalecidas por nuevos desarro-
llos judiciales tanto locales como internacionales63. Nuevos 
caminos para la promoción de la causa y su implementación 
pueden ser fructíferos en el futuro.

1. En el momento del simposio, la CVR y la COID no ha-
bían sido establecidas. En enero de 2014, la Corte Suprema 
anuló una ordenanza presidencial que establecía una institu-
ción fusionada y ordenó la creación de dos entes. La Corte 
Suprema dispuso específicamente que la CVR no tuviera el 
poder de recomendar amnistías por violaciones graves de los 
derechos humanos, ya que esto contradiría las obligaciones 
internacionales de Nepal. En abril de 2014, el gobierno de 
Nepal revisó la ordenanza y propuso un proyecto de ley al 
parlamento, el cual fue rápidamente aprobado y promulgado 
en mayo de 2014. La ley estableció una CVR y una COID 
separadas, pero mantenía una redacción que autorizaba la re-
comendación de amnistías para violaciones serias de los de-
rechos humanos, lo cual creó dudas acerca de si la ley sería 
objeto de nuevas impugnaciones legales.
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2. Para una crítica detallada de las propuestas legislativas, véa-
se Eduardo González, ICTJ, Seeking Options for the Right to 
the Truth in Nepal, 2012.

3. Por ejemplo, recientemente el presidente promulgó una 
ordenanza que iba a combinar las funciones de la CVR y de 
la COID en una entidad. Véase sección 5, “Obstáculos legis-
lativos” en este documento. Para mayor información, véase 
González, Seeking Options for the Right to Truth in Nepal.

4. Acuerdo de Paz Integral (CPA) firmado entre el gobierno 
de Nepal y el Partido Comunista de Nepal (maoísta), 22 no-
viembre de 2006.

5. Basándose en hallazgos de la OACDH, las violaciones a los 
derechos humanos eran “amplias” e incluían asesinatos rela-
cionados con los conflictos “registrados en casi todos los 75 
distritos de Nepal, salvo en dos, Manang y Mustang.” Véase 
oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas, “Infor-
me de conflicto en Nepal” (2012), 15.

6. Para una visión completa del conflicto y sus consecuencias, 
véase OACDH, “Informe de conflicto en Nepal” (2012), 15.

7. Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refu-
giados, informe global, 2006.

8. CPA, preámbulo.

9. CPA, sección 4; Ley del ejército, 2063 (28 de septiembre 
de 2006).

10. CPA, sección 3.4.

11. CPA, sección 7.1.2.

12. CPA, sección 3.5.

13. CPA, sección 7.

14. CPA, sección 3.7, 3.10.

15. En contraste, el conjunto de acuerdos firmados para el 
fin del conflicto en Guatemala se remite frecuentemente a 
la larga historia de violaciones de los derechos humanos y 
al sufrimiento de las víctimas. Véase, por ejemplo, Acuerdo 
sobre el establecimiento de la Comisión para el Esclareci-
miento Histórico de las violaciones a los derechos humanos 
y los hechos de violencia que han causado sufrimiento a la 
población guatemalteca, A/48/954, S/1994/751 (23 de ju-
nio de 1994).

16. Las partes también acordaron, entre otras cosas, permi-
tir que los desplazados regresaran a sus antiguas residencias, 
reconstruir la infraestructura y liberar a los prisioneros políti-
cos. CPA, 5.2.1, 5.2.4.

17. Véase el “Informe del Grupo de trabajo sobre desapari-
ciones forzosas o involuntarias,” E/CN.4/2003/70 (enero 21, 
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CONCLUSIONES

Hay una tensión inevitable entre el rol de los mediadores que 
buscan un acuerdo de paz que funcione y los practicantes de la 
justicia transicional que buscan la rendición de cuentas por las 
violaciones y los crímenes cometidos durante un conflicto. Unos 
y otros son conscientes de la necesidad de una solución integral, 
pero a menudo no concuerdan, especialmente en términos de 
cronogramas. Los expertos en justicia transicional a menudo se 
presentan en el escenario una vez los acuerdos fundamentales 
del acuerdo de paz se han configurado para poder proporcionar 
apoyo técnico a las medidas de rendición de cuentas aceptadas 
por las partes. La comunidad de paz se mueve entre la mediación 
y las diversas tareas de construcción de la paz, una de las cuales 
es la justicia transicional.

Estas tareas nunca son fáciles: en varias ocasiones los practican-
tes de la justicia transicional pueden verse convocados a apo-
yar medidas de rendición de cuentas que responden más a las 
necesidades de las partes del proceso de paz que a los derechos 
de las víctimas; los mediadores de paz pueden encontrar que la 
sostenibilidad y la legitimidad del proceso se ven erosionadas por 
tensiones espinosas alrededor de la rendición de cuentas.

Se han hecho esfuerzos para identificar los principios y las expe-
riencias que pueden aportar luces sobre estas dificultades. Una 
proliferación de publicaciones sobre justicia transicional ha con-
tribuido a la sensación de que puede haber soluciones técnicas 
para dilemas políticos, en el supuesto de que pudieran ser puestas 
en práctica. Hay algunas dudas: las respuestas técnicas operan 
dentro de los parámetros dispuestos por las decisiones políticas; 
el conocimiento adquirido y sistematizado en los últimos años es 
importante, pero no puede reemplazar un análisis político con-
creto y un buen juicio.

En algunos entornos posconflicto, las comisiones de la verdad 
han sido responsables en diversos grados de proveer un espacio 
para procesar los traumas dejados por las atrocidades, dar a las víc-
timas y a los grupos marginados una oportunidad de luchar por 
su derecho a una reparación efectiva y proporcionar a los políticos 
la información necesaria para asegurar garantías de no repetición.

Algunos de estos éxitos se han presentado como una panacea, y 
algunas experiencias en algunos países, especialmente en Sud-
áfrica, se han considerado como de aplicación universal. Más 
problemático aun es que una visión reductiva haya presentado 
las comisiones como una alternativa posible a la rendición de 
cuentas ante la justicia penal, transformando en soluciones cier-
tas suposiciones endebles sobre la psicología de victimarios y víc-

timas. La simple imitación ha sustituido a un análisis sólido de 
los dilemas de la rendición de cuentas y, como resultado, varios 
intentos de creación de comisiones de la verdad han sufrido des-
de su concepción hasta su implementación.

Un cuerpo cada vez mayor de buenas prácticas se ha aplicado de 
forma mecánica a diferentes circunstancias con resultados débi-
les. Algunas de las recientes comisiones de la verdad han tenido 
éxito al enfrentar condiciones difíciles, pero otras han encontra-
do muchos problemas, ya sea debido a una imitación simplista 
de un modelo de un país específico o por la aplicación rígida 
de un conjunto creciente de conocimientos en el campo de la 
justicia transicional.

A medida que las comisiones de la verdad continúen siendo 
propuestas y establecidas alrededor del mundo en lugares como 
Colombia, Irlanda del Norte y Malí, hay la necesidad urgente 
de evitar tales problemas de forma que los procesos de paz pue-
dan verse beneficiados por las contribuciones de un proceso de 
búsqueda de la verdad. De este simposio han emergido cinco 
puntos principales que pueden ayudar a los mediadores y a los 
practicantes a fortalecer los procesos de paz y los mecanismos de 
justicia transicional.

1. ¿Por qué una comisión de la verdad? Todas las par-
tes deben tener claridad acerca del propósito y la vi-
sión del marco de trabajo de justicia y paz

Las partes de un proceso de paz deben ser claras acerca de las 
razones por las que una comisión de la verdad puede incluirse 
en un acuerdo. No basta simplemente afirmar que tal institu-
ción se ha convertido en una práctica generalizada o que ha 
tenido éxito en otros países. Una motivación genérica o vaga 
puede esconder varias expectativas incompatibles que obsta-
culizan una búsqueda efectiva de la verdad.

Diferentes partes interesadas tendrán diferentes expectativas 
legítimas sobre lo que puede lograr una comisión de la verdad. 
Sin embargo, todas deben reconocer que sin un compromiso 
claro de garantizar los derechos y las necesidades de las vícti-
mas y, por ende, de obtención de la confianza de las víctimas, 
una comisión de la verdad fracasará. Las metas vislumbradas 
por los participantes en una negociación tienen que ser com-
patibles con la meta principal de la búsqueda de la verdad en 
sus dimensiones de búsqueda de hechos, reconocimiento de 
experiencias de las víctimas y esclarecimiento histórico.
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En este sentido, los comisionados necesitan reafirmar su com-
promiso con el derecho a la verdad. Sea cual sea su contribu-
ción con otras medidas de rendición de cuentas, las comisio-
nes de la verdad deben organizarse alrededor del deber del 
gobierno de conducir una investigación genuina, tan com-
pleta como sea posible acerca de las violaciones graves de los 
derechos humanos.

La claridad sobre las metas de una comisión de la verdad, el 
compromiso global con el derecho de la verdad, y las contri-
buciones esperadas para el proceso de paz deberán ser suplidas 
con realismo. Es imposible que una comisión investigue todas 
las violaciones, desempeñe todas las funciones de la justicia 
transicional, y preste servicio a todas las víctimas. La hones-
tidad para las partes interesadas es clave para asegurar que 
cada grupo decida la medida de sus compromisos y contri-
buciones.

La claridad sobre las metas de la comisión y el realismo sobre 
lo que puede lograr también pueden ayudar a determinar un 
mandato legal trabajable. Los mandatos deben ser estrechos o 
expandirse según las demandas expresas y las capacidades rea-
les del país, no porque un modelo abstracto o una tendencia 
observable sugieran que deba ser así.

2. ¿Dónde tendrá lugar la comisión? Debe haber una 
evaluación realista de las condiciones y la demanda

Para evaluar de forma adecuada las condiciones en las cuales 
se propone una comisión de la verdad, es vital identificar el 
tipo de conflicto que es abordado en las negociaciones de paz. 
La intensidad, la duración y los patrones de violencia de cada 
conflicto tendrán diferentes impactos en las necesidades de 
las víctimas y en el grado de riesgo judicial enfrentado por 
las partes. También es crucial evaluar las fortalezas relativas 
de las partes alrededor de la mesa, las cuales configurarán los 
parámetros de la negociación y la reciprocidad de los compro-
misos logrados.

Los tipos de violaciones cometidos por las partes y el poder 
relativo disfrutado por ellas en la etapa de negociación pue-
den indicar su nivel de inclinación a aceptar una comisión de 
la verdad y su actitud hacia ésta. Sin dicho análisis, sería difícil 
entender las motivaciones de los diferentes actores: ya sea, por 
ejemplo, que busquen que la comisión trate de justificar su rol 
en el conflicto pasado, avergonzar a un adversario, buscar una 
resolución de incidentes por una vía no judicial o encontrar 
en ella caminos para la reparación de las víctimas.

En cada situación, los mediadores y los practicantes de justi-
cia transicional necesitan encontrar si hay una demanda orga-
nizada y sostenible de búsqueda de la verdad para superar una 
posible resistencia o desconfianza.

En algunas ocasiones, los participantes externos han llevado 
un modelo de comisión de la verdad a un proceso de paz y 
han alimentado su demanda de forma artificial. Si bien el in-
tercambio de información sobre políticas de justicia transicio-
nal disponibles es válido y útil, el promover de forma activa 
una comisión de la verdad cuando hay poco entendimiento 
o demandas crea la posibilidad de encontrar una comisión 
con una audiencia débil e incapaz de superar los obstáculos 
predecibles creados por los saboteadores.

Otros elementos objetivos también deben ser analizados de 
forma cuidadosa, incluyendo los niveles de seguridad y el 
efectivo cese de hostilidades. También es esencial saber si el 
país puede movilizar capacidades y recursos adecuados para 
mantener las medidas de justicia transicional que eligió.

3. ¿Cuándo se espera que tome lugar el proceso? Es 
vital guiar el proceso de paz de una manera táctica a 
lo largo de sus fases

Un modelo legalista concebido como lo ideal probablemente 
dispondrá todas las medidas de justicia transicional en parale-
lo, ya que las reparaciones, la búsqueda de la verdad y la justi-
cia penal responden a derechos específicos de las víctimas que 
son solicitados de forma inmediata. Sin embargo, dadas las 
características de cada proceso de paz, la rendición de cuentas 
es probablemente un proceso de largo plazo en el cual cada 
medida de justicia transicional tendrá etapas de diferente in-
tensidad, en las cuales las instituciones establecerán entre sí 
una relación secuencial, y en ocasiones de forma causal.

Basándose en el análisis de la situación, los mediadores y 
los practicantes de justicia transicional deben medir no sólo 
cuáles medidas son necesarias sino también cuáles podrían 
tener éxito. En algunos casos, un deseo de simultaneidad e 
inmediatez ha llevado a que haya una amalgama de todas las 
expectativas y tareas en una sola institución: una comisión de 
la verdad, poderosa en el papel, que probablemente estable-
cerá los hechos y determinará las reparaciones y las políticas 
de procesamiento. Tal enfoque puede resultar en un mandato 
demasiado amplio para una comisión, en unos instrumentos 
legales excesivamente complejos, o en una demanda irreal so-
bre las capacidades y los recursos.

Otro aspecto fundamental del momento es la capacidad para 
usar la ventana única de oportunidades que se abre durante 
un proceso de paz. Habrá períodos de actividad intensa, en 
los cuales las partes interesadas estarán más dispuestas a ha-
cer progresos en las opciones y los modelos de justicia transi-
cional; pero también habrá momentos de estancamiento, en 
los cuales la atención política es escasa. Los mediadores y los 
practicantes de justicia transicional necesitan asegurarse de 
que las partes son conscientes de sus propias opciones. Ya sea 
que valoren la velocidad o un enfoque más lento y deliberado, 
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sus razones y cálculos tienen que ser claros y deben llevar a 
una implementación exitosa de la comisión.

4. ¿Cómo puede implementarse esta visión? Distin-
guir entre las obligaciones de derechos humanos y 
las buenas prácticas es importante

La proliferación de estándares que pudieran gobernar el esta-
blecimiento y la implementación de una comisión de la ver-
dad han presentado problemas en algunos casos. No es claro 
si éstos constituyen obligaciones de derechos humanos o si 
pertenecen a una orden de prescripción diferente.

En algunos casos, las prácticas que han sido esenciales para 
el éxito en un contexto se han tomado como recetas para el 
éxito en otros. Pero no todas las prácticas son transferibles, 
y aceptar muchas proposiciones prescriptivas puede terminar 
en una fórmula según la cual “un tamaño se ajusta a todo”, lo 
que resta a los practicantes iniciativa y creatividad.

Claramente, algunas obligaciones del Estado deben respetarse 
si las partes se han comprometido en la implementación de 
una comisión de la verdad y otras medidas de justicia transi-
cional. Tales obligaciones incluyen el derecho de las víctimas 
a obtener una reparación integral, incluyendo el derecho a la 
verdad y la negación de amnistías para las violaciones de dere-
chos humanos más serias; la obligación de cualquier medida de 
justicia transicional de seguir las garantías básicas de un debido 
proceso; y la obligación de no discriminar a ningún grupo por 
razones de raza, religión, género u otra característica. Otros 
elementos pueden constituir enfoques prudentes o prácticas 
deseables a ser implementadas si fuese posible, pero éstas esta-
rán sujetas a las características y las condiciones locales.

La importancia del respeto a las obligaciones de los derechos 
humanos es clara: en ausencia de un compromiso firme con 
los derechos humanos, los saboteadores poderosos pueden 
presionar a las partes para que engañen a las víctimas y les qui-
ten sus derechos; por ejemplo, al inmunizar a los victimarios 
por medio de amnistías generales, o al proponer comisiones 
de la verdad con el fin de impedir las investigaciones penales.

Al mismo tiempo, reconocer el carácter de guía de los princi-
pios de los derechos humanos requiere una dosis de modestia. 
Las comisiones de la verdad pueden ayudar con la implemen-
tación de los derechos de las víctimas, pero la implementación 
completa del derecho a la verdad —que cada víctima conozca 
todos los factores relevantes relacionados con las circunstan-
cias y las razones de las violaciones— está más allá del alcance 
de la mayoría de las comisiones de la verdad.

De hecho, las comisiones de la verdad no están diseñadas para 
que realicen investigaciones forenses sobre cada violación. 
Unos patrones de violaciones amplios, cometidos durante un 

período prolongado y seguidos de un período de represión, 
pueden no dejar más que una brecha de impunidad, pero 
también una oportunidad para que se acopie información. 
Las comisiones de la verdad pueden contribuir a identificar 
a las víctimas, establecer patrones de violaciones, aclarar con-
textos históricos y, en algunos casos, aclarar los hechos de 
unos incidentes específicos. Dichas tareas, tan útiles como 
pueden ser, deben ser vistas como el inicio de un compromiso 
social y gubernamental más amplio, no como su fin.

Dentro de los parámetros fijados por las obligaciones de dere-
chos humanos, los participantes en un proceso de paz deben 
preservar cierto grado de flexibilidad y creatividad para pro-
porcionar las mejores probabilidades para una comisión de 
la verdad al decidir, por ejemplo, la velocidad del proceso de 
creación de una comisión de la verdad, la fortaleza relativa de 
sus poderes, la extensión de su mandato, la forma de nombra-
miento de sus miembros y otras características.

5. ¿Quién desarrollará esta visión? El factor humano 
es decisivo en las comisiones de la verdad

Las comisiones de la verdad son instituciones extraordinarias 
creadas en tiempos extraordinarios, a veces sin un preceden-
te. Su singularidad se traduce en que a veces es complicado 
encontrar un liderazgo adecuado. Los comisionados que han 
tenido un impacto importante en sus sociedades han com-
binado una autoridad personal, el trabajo en equipo y unas 
competencias fuertes. Una combinación afortunada de estas 
características ha podido rescatar a algunas comisiones de 
situaciones difíciles, mandatos débiles o la desconfianza por 
parte de los interesados. Del mismo modo, las comisiones 
creadas “correctamente” han tenido tropiezos debido a dis-
putas sobre la idoneidad o la capacidad de los comisionados 
y el personal.

Seleccionar unos comisionados fuertes y asegurar que puedan 
contratar un personal competente es una condición innego-
ciable para el éxito. Los diferentes casos indican que no hay 
un solo mecanismo probado y comprobado para asegurar la 
mejor composición de una comisión. La tendencia reciente 
de elegir comisionados basándose en su representatividad es 
entendible en sociedades divididas, pero no asegura que las 
comisiones tengan las competencias, el trabajo en equipo o 
siquiera la legitimidad que necesitan.

Los comisionados necesitan adoptar decisiones clave relacio-
nadas con las prioridades y los métodos de la comisión, acla-
rando áreas ambiguas u obscuras de su mandato, dialogando 
con los sectores sociales concernidos, buscando alianzas y 
neutralizando saboteadores. Si en lugar de ello emplean su 
tiempo y su energía lidiando con el conflicto interno o con la 
formación básica para cubrir las debilidades de capacidad, la 
comisión se verá perjudicada.
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Estamos convencidos de que las comisiones de la verdad pue-
den contribuir efectivamente a la resiliencia y sostenibilidad 
de los procesos de paz en el largo plazo, pero para poderlo 
hacer deben poder funcionar y descargar tareas básicas. Mu-
chas comisiones recientes se han encontrado con problemas 
operacionales o políticos que han afectado la calidad o la pun-
tualidad de sus productos.

El conocimiento acumulado del campo de la justicia transi-
cional ha ayudado a identificar buenas prácticas y lecciones 
positivas de diferentes países, pero esto no puede sustituir un 
análisis exhaustivo de las condiciones locales. Los criterios 
rectores deben ser un compromiso fuerte con los derechos 
de las víctimas, en particular con el derecho a la verdad, al 

tiempo que se presta atención a las condiciones específicas de 
cada proceso de paz.

Como mediadores y practicantes de la justicia transicional, 
tendremos que lidiar inevitablemente con las preguntas y la 
inquietud de quienes toman parte en la experiencia y de otras 
partes interesadas en un proceso de paz. Es nuestra respon-
sabilidad ayudarlos a lograr el máximo de claridad de pro-
pósitos y el conocimiento de sus opciones con respecto a las 
obligaciones con respecto a los derechos humanos. Debemos 
animar a las partes y a los demás participantes a que busquen 
las máximas garantías para crear una comisión independiente, 
efectiva y legítima, de forma que pueda contribuir plenamen-
te al proceso de paz.
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